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Iniciativas

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 420 BIS DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA CECILIA MÁRQUEZ

ALKADEF CORTÉS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
RENA

La que suscribe, diputada Cecilia Márquez Alkadef
Cortés, del Grupo Parlamentario de Morena, en la
LXV legislatura, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y
179 del Reglamento Para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos y
demás ordenamientos aplicables, presenta a considera-
ción de la Comisión Permanente la iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se adiciona una
fracción II y se recorren las subsecuentes del artí-
culo 420 Bis del Código Penal Federal, conforme a
la siguiente:

Exposición de Motivos

La contaminación ambiental constituye uno de los
problemas más críticos en el mundo, cada día que pa-
sa hay menos lugares donde podamos respirar aire pu-
ro, esto debido a que hay un aumento continuo de la
población, su concentración progresiva en grandes
centros urbanos y el desarrollo industrial ocasionan
que día a día existan más problemas en el medioam-
biente.

Se denomina contaminación ambiental a la presencia
en el ambiente de cualquier agente (físico, químico o
biológico) o bien de una combinación de varios agen-
tes en lugares, formas y concentraciones tales que se-
an o puedan ser nocivos para la salud, la seguridad o
para el bienestar de la población, o bien, que puedan
ser perjudiciales para la vida vegetal o animal, o impi-
dan el uso normal de las propiedades y lugares de re-
creación y goce de los mismos.

La contaminación ambiental es también la incorpora-
ción a los cuerpos receptores de sustancias sólidas, lí-
quidas o gaseosas, o mezclas de ellas, siempre que al-
teren desfavorablemente las condiciones naturales del
mismo, o que puedan afectar la salud, la higiene o el
bienestar del público.

En México, es muy común encontrar que las mayores
empresas que causan más impacto ambiental, son las
que invierten y hacen más “campañas publicitarias”,
donde ellos confirman ser socialmente responsables. Y
para evitar todo esto creo que las empresas tienen que
empezar a poner en marcha las propuestas que ofrece-
mos, ya que no le veo dificultad en ejecutarlas, porque
las empresas que más contaminan son las que más ge-
neran y tienen más presupuesto, entonces creo que pa-
ra ellos es algo de solo ponerlo en marcha y sin difi-
cultad alguna.

El derecho humano a un medio ambiente sano para el
desarrollo y bienestar de las personas está reconocido
en los artículos 4o. constitucional y 11 del Protocolo
Adicional a la Convención Americana sobre Derechos
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Socia-
les y Culturales, Protocolo de San Salvador. Al realizar
la ponderación entre el derecho a un medio ambiente
sano y el derecho humano al agua es necesario consi-
derar la sustentabilidad del recurso hídrico y las conse-
cuencias ambientales derivadas de la contaminación,
que ponen en riesgo las necesidades humanas de las ge-
neraciones presentes y futuras y de los ecosistemas. El
objetivo principal es que todos tengan acceso al servi-
cio de agua potable, a mejorar el saneamiento, reducir
la contaminación, incrementar la eficiencia en el uso
del agua además de proteger y restaurar el ecosistema,
estas metas reflejan la importancia del agua y el sanea-
miento como fundamentos esenciales para la salud, la
sostenibilidad ambiental y el desarrollo económico.

En México, una reforma notable al artículo 4o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos se realizó para reconocer el derecho al agua. Esta
reforma estableció que “toda persona tiene derecho al
acceso, disposición y saneamiento de agua para con-
sumo personal y doméstico de manera suficiente, salu-
bre, aceptable y asequible”.1 Este cambio fue signifi-
cativo porque elevó el acceso al agua a un derecho
constitucional, obligando al Estado a garantizar este
derecho a todos sus ciudadanos.

De acuerdo a la Fundación Aquae, el planeta se en-
cuentra dividido por 70 por ciento agua y 30 por cien-
to tierra, de ese porcentaje el 97 por ciento es agua sa-
lada y el 2.5 por ciento es agua dulce.

También, del 2.5 por ciento de agua dulce sólo tene-
mos a nuestro alcance para consumo humano y de los
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ecosistemas el 1 por ciento. Esto debido a que el otro
porcentaje son aguas subterráneas de difícil acceso.

En definitiva, la contaminación del agua es un proble-
ma complejo que requiere la colaboración de gobier-
nos, industrias, comunidades y ciudadanos. A través
de la implementación de políticas efectivas, prácticas
sostenibles y educación ambiental, podemos mitigar
los impactos negativos en los recursos hídricos y ase-
gurar su disponibilidad y calidad para las generaciones
futuras. La protección del agua no es solo una respon-
sabilidad ambiental, sino también un imperativo para
la salud y el bienestar humano.

Para ejemplificar y dimensionar la problemática, el
agua que llega a Jalisco está contaminada y han sido
insuficientes los esfuerzos por garantizar el abasteci-
miento del líquido de calidad a la ciudadanía. 

Uno de los factores más alarmantes es que el estado no
cuenta con las plantas de tratamiento específicas para
eliminar los metales pesados, sino solamente para qui-
tar material orgánico, es decir todos los tipos de con-
taminantes altamente tóxicos no se eliminan con las
plantas que se tienen, y si a eso le agregamos que mu-
chas de las veces la gente que opera los sistemas no es-
tá capacitada, llega el momento en que el agua que lle-
ga a la ciudad es altamente perjudicial para la salud de
los ciudadanos.

Los ríos en Jalisco, que inicialmente eran ríos natura-
les, se han convertido en drenajes, es el caso del río
Santiago, que es uno; otro es el río Blanco, es decir, el
río Santiago era una parte baja, todo esto es una cloa-
ca 100 por ciento tóxica para el consumo de agua pa-
ra el ser humano, incluso su índice de calidad ni si-
quiera pueden ser navegables por la cantidad de
contaminantes que se tiene.

La entidad cuenta con industrias que operan cerca de
los cuerpos de agua, situación que ha aumentado su
mala calidad pues son los principales causantes de es-
ta situación.

Ante este escenario, ponemos a consideración un cua-
dro comparativo como objeto de análisis del texto vi-
gente y la propuesta de reforma, siendo las siguientes:

Es por ello que pongo a consideración de la Comisión
Permanente de la honorable Cámara de Diputados de
la LXV Legislatura del honorable Congreso de la
Unión la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se adiciona una fracción II y se
recorren las subsecuentes del artículo 420 Bis del
Código Penal Federal

Único. se adiciona una fracción II y se recorren las
subsecuentes del artículo 420 Bis del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 420 Bis.

I…

II. Descargue, deposite o infiltre aguas residua-
les, químicos o bioquímicos, desechos o contami-
nantes en mantos acuíferos.

III. Dañe arrecifes;

IV. Introduzca o libere en el medio natural, algún
ejemplar de flora o fauna exótica que perjudique a
un ecosistema, o que dificulte, altere o afecte las es-
pecies nativas o migratorias en los ciclos naturales
de su reproducción o migración, o

V. Provoque un incendio en un bosque, selva, vege-
tación natural o terrenos forestales, que dañe ele-

Miércoles 24 de enero de 2024 Gaceta Parlamentaria5



mentos naturales, flora, fauna, los ecosistemas o al
ambiente.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 [1] Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos,CPEUM.https://www.diputados.gob.mx/LeyesBi-

blio/pdf/CPEUM.pdf
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Cecilia Márquez Alkadef Cortés (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 418 DEL CÓDI-
GO PENAL FEDERAL, A CARGO DE LA DIPUTADA CECILIA

MÁRQUEZ ALKADEF CORTÉS, DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DE MORENA

La que suscribe, diputada Cecilia Márquez Alkadef
Cortés, del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXV Legislatura, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; 55, fracción II, y
179 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos y de-
más ordenamientos aplicables, presenta a considera-
ción de la Comisión Permanente la presente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona un párrafo al artículo 418 del Código Penal
Federal, en materia de biodiversidad, conforme a lo
siguiente: 

Exposición de Motivos

“Si supiera que el mundo se acaba mañana, yo, hoy

todavía plantaría un árbol”

Martín L. King

Durante la década de 1970, algunos fenómenos como
el desarrollo tecnológico e industrial, el surgimiento de
las economías globales, así como el crecimiento pobla-
cional, dieron lugar a nuevas reflexiones en torno a la
relación entre la especie humana y la naturaleza.

La ética ambiental, como su nombre adelanta, es la ra-
ma de la filosofía que tiene por objeto estudiar la rela-
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ción moral de los seres humanos con el medio am-
biente y su contenido no humano, así como su valor y
estatus moral.

El artículo 4o., párrafo quinto, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos reconoce que
“toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano
para su desarrollo y bienestar”. Entre las regulaciones
y leyes, encargadas de proteger el medio ambiente en
nuestro país se encuentra:

-La Ley General de Desarrollo Forestal; 

-Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección
al Ambiente y;

-Normas Oficiales Mexicanas

Sin embargo, actualmente nos enfrentamos a una cri-
sis ambiental que amenaza a todas las formas de vida;
consecuencia de dos factores directos los naturales y
los humanos, los cuales ponen en peligro la supervi-
vencia de muchas especies biológicas, ecosistemas y a
los seres humanos.

La principal causa de la deforestación al medio am-
biente tiene que ver con las actividades humanas, en-
cargadas de destruir o agotar la superficie forestal pa-
ra diversos fines. Entre las principales prácticas están
la tala ilegal, los incendios forestales intencionados, la
creación y expansión de áreas para la agricultura, la
construcción, la infraestructura, las actividades mine-
ras y la urbanización.

A “nivel mundial cerca del 78 por ciento de los bos-
ques primarios han sido destruidos por humanos y el
22 por ciento se ha visto afectado por extracción de
madera, solo el 12 por ciento de los bosques están
asignados a la conservación de la biodiversidad.”1

De acuerdo con el periódico The New York Times, en
una reunión mundial sobre el cambio climático, 145
países prometieron terminar con la deforestación pa-
ra el año 2030, pero la pérdida va en aumento, dado
que la encuesta anual del Instituto de Recursos
Mundiales reveló que “el mundo perdió 4.1 millones
de hectáreas de bosques primarios en 2022, incre-
mento del 10 por ciento en comparación del año an-
terior”.2

Con datos oficiales nuestro país cuenta con 138,7 mi-
llones de hectáreas forestales, pero cada año se pierden
alrededor de 208 mil hectáreas, por ejemplo, los bos-
ques de pino y encino, que ocupaban un 43.96 por
ciento millones de hectáreas, hoy se encuentra en 32
millones y actualmente ocupan el 16.4 por ciento del
territorio nacional, otro son los bosques forestales tro-
picales de montaña los cuales abarcaban 3 millones de
hectáreas, pero se redujo a 1.8 millones.

Al respecto la Comisión Nacional Forestal (Conafor)
reportó que “entre 2001 y 2021, el país tuvo una pér-
dida de vegetación de 4 millones 385 mil 850 hectáre-
as, casi el equivalente a la superficie del estado de Yu-
catán; la deforestación promedio anual fue de 208 mil
850 hectáreas.”3

Ecología Verde menciona que la deforestación es un
grave problema para la salud del planeta que nos afecta
a todos y aunque los intentos por frenar logran discretos
resultados, no se consigue revertir la tendencia. El de-
sastre ambiental ocasionado por la progresiva desapari-
ción de la masa forestal provoca pérdidas ambientales
incalculables y de difícil o imposible recuperación.”4

La deforestación implica múltiples efectos negativos
en la naturaleza, nuestra propia salud y aumenta el pre-
supuesto del Estado que debe destinarse a la atención
de diversas consecuencias como son:

-La pérdida del hogar de muchos animales. 

-La pérdida de hábitats de numerosas especies de
fauna y flora.

-Escasez de agua.

-El avance de la desertización debido a la disminu-
ción de árboles.

-Contaminación atmosférica.

-Aumento de enfermedades respiratorias y cardio-
vasculares.

Los bosques y selvas proporcionan múltiples benefi-
cios al medio ambiente, a la fauna y a los seres huma-
nos, generando oxígeno, regulando el clima y el im-
pacto de los fenómenos naturales, manteniendo la
provisión del agua, controlando la erosión del suelo y
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creando materias primas, todas éstas importantes y
esenciales para mantener la vida.

Por tal razón, debemos ser conscientes de la importan-
cia que tiene el cuidado y la protección del medio am-
biente, siendo necesario involucrarse con ideas y prin-
cipalmente con acciones que estén encaminadas a la
preservación del mismo.

Como diputada federal preocupada y aún más ocupa-
da por esta problemática, presento esta iniciativa bus-
cando sumar en la lucha contra el cambio climático,
previniendo la pérdida de la biodiversidad, sancionan-
do las conductas que dañan el medio ambiente en
nuestro país.

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración
de la Comisión Permanente, la presente iniciativa con
proyecto de:

Decreto por el que se reforma y adiciona un párra-
fo al artículo 418 del Código Penal Federal, en ma-
teria de la biodiversidad

Único. Se reforma y adiciona un párrafo al artículo
418 del Código Penal Federal, en materia de biodiver-
sidad, para quedar como sigue:

Artículo 418. Se impondrá pena de seis meses a nue-
ve años de prisión y multa de cien a tres mil veces el
valor diario de la Unidad de Medida y Actualización
vigente, siempre que dichas actividades no se realicen
en zonas urbanas, al que sin contar con la autorización
previa de la autoridad competente:

I. Desmonte o destruya la vegetación forestal;

II. Corte, arranque, derribe o tale algún o algunos
árboles, o

III. Cambie el uso de suelo en terrenos forestales sin
la autorización expedida por la autoridad competente.

La pena de prisión deberá aumentarse hasta en cuatro
años más y la multa hasta en cinco mil veces el valor
diario de la Unidad de Medida y Actualización vigen-
te para el caso en el que, las conductas referidas en las
fracciones del primer párrafo del presente artículo
afecten un área natural protegida.

Además de lo establecido en el párrafo anterior, se
debe reforestar con el equivalente a la cantidad de
árboles talados y señalados por las autoridades,
siempre que estos sean acordes a la especie forestal
y preferentemente nativas, considerando lo previs-
to por la fracción II de este artículo.

Cuando las conductas a que se refiere este artículo se
realicen empleando armas de fuego o por cualquier
otro medio violento en contra de las personas o para
obtener un lucro o beneficio económico, se le impon-
drá pena de tres a doce años de prisión y multa de qui-
nientos a cinco mil veces el valor diario de la Unidad
de Medida y Actualización vigente.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Cecilia Márquez Alkadef Cortés (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL, RELATIVA AL

CUERPO DE BOMBEROS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA RA-
QUEL BONILLA HERRERA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DE MORENA

La que suscribe, diputada Raquel Bonilla Herrera,
integrante del Grupo Parlamentario de Morena de la
LXV Legislatura del honorable Congreso de la Unión,
con fundamento en lo dispuesto por la fracción II del
artículo 71 y fracción III del artículo 78 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como la fracción II del artículo 55 del Reglamento pa-
ra el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, someto a consideración
del pleno de la Comisión Permanente, la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man el artículo 66, el tercer párrafo del artículo 67
y el segundo párrafo del artículo 83; y se adicionan
la fracción VI Bis al artículo 2, el artículo 13 Bis, la
fracción XXV Bis al artículo 19 y un segundo pá-
rrafo al artículo 86, todos de la Ley General de Pro-
tección Civil, al tenor de la siguiente:
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Exposición de Motivos

En el marco del proceso de análisis y estudios de la
iniciativa enviada por el titular del Ejecutivo federal
en relación a la expedición de la Ley General de Pro-
tección Civil y Gestión del Riesgo de Desastres, resul-
ta oportuno insistir en el tema del reconocimiento de
las brigadas de reacción inmediata y/o contraincen-
dios, mejor conocidas como Cuerpos de Bomberos, en
este tenor retomo los argumentos vertidos desde la an-
terior legislatura, en donde en el mes de marzo1 y di-
ciembre2 de 2020, presenté iniciativas de reformas a la
Ley General de Protección Civil y al artículo 115
constitucional, en razón de no haber sido abordada y
dictaminadas, retomamos el tema.

La prevención en materia de protección civil3 tiene por
objetivo reducir la vulnerabilidad de la sociedad a los
desastres, así como corregir las causas que ocasionan
una amenaza, emergencia o desastre debido a la acti-
vidad humana, siendo la emisión de una alerta rápida
importante para la prevención a corto plazo. La mayo-
ría de los desastres pueden evitarse mediante activida-
des de prevención y mitigación.

Un riesgo tiene una vinculación entre la amenaza y la
vulnerabilidad, es decir, el riesgo se puede definir co-
mo la vulnerabilidad relativa a una amenaza preexis-
tente, incrementada por el uso inadecuado, la explota-
ción excesiva o una gestión inapropiada. En este
sentido, la vulnerabilidad es función del grado de ex-
posición, la protección preestablecida, la reacción in-
mediata, la recuperación básica y la reconstrucción.4

De ahí la importancia de la gestión del riesgo, como
proceso social, cuyo fin es la reducción, la previsión y
el control permanente de dicho riesgo en la sociedad.
Para tal efecto, se requiere de la existencia de siste-
mas, estructuras institucionales que estén coordinadas
para lograr la reducción, previsión y control del ries-
go. dentro de este proceso de coordinación se realizan
actividades encaminadas al análisis de riesgo, en don-
de se calcula el peligro de un desastre, sobre la base de
las amenazas y vulnerabilidades específicas de una re-
gión y población particular; la prevención y prepara-
ción ante los desastres a través de la implementación
de medidas políticas, legales, administrativas y de in-
fraestructura; la rehabilitación y reconstrucción, que
abarque el análisis de las causas y consecuencias del
desastre, para modificar el perfil del riesgo en el futu-

ro; y la concientización de la población y de las ins-
tancias políticas a mejorar los mecanismos comunita-
rios de asistencia.5

En nuestro país, una de las instituciones que se encar-
gan de la gestión del riesgo son las brigadas o cuerpos
de bombero, grupos de voluntarios, así como los con-
traincendios, institución perteneciente a la industria
petrolera.

Recordemos que el 22 de agosto de cada año se cele-
bra el “Día del Bombero”, en razón de que, en esta fe-
cha en 1873, se creó el primer cuerpo de bomberos en
el puerto de Veracruz, para 1922 se expidió el Regla-
mento del Cuerpo de Bomberos del Distrito Federal, y
en 1951 por decreto presidencial, se le otorgó el ca-
rácter de “Heroico Cuerpo de Bomberos”. Así mismo,
en la misma se conmemora a los bomberos pertene-
cientes a Petróleos Mexicanos (Pemex), conocidos co-
mo contraincendios.6

Además de su actividad principal de combatir el fue-
go, los bomberos se dedican a la atención de inciden-
tes con materiales peligrosos, manejo y control de de-
rrames y desastres químicos, salvamento de personas,
rescate en montaña, trabajos de altura y rescate en ac-
cidentes de tráfico entre otras.

Ante la latente amenaza de la presencia de un riesgo, la
sociedad debe contar con los medios para enfrentarlo.
Es conocido que las poblaciones más frágiles y vulne-
rables son las personas que viven en zonas de escasos
recursos, las cuales habitan las zonas de mayor riesgo,
por ello, recobran relevancia las acciones destinadas a
prevenir un desastre anticipando actividades para redu-
cir la amenaza o la vulnerabilidad identificadas.

En este contexto resulta de suma relevancia, la reduc-
ción de la vulnerabilidad a través de la realización de
actividades de protección, de la mejora de la capacidad
de reacción inmediata mediante mecanismos de alerta
temprana, la organización, entrenamiento y capacita-
ción de los encargados de combatir las amenazas y ac-
cidentes que conllevan un riesgo con el objetivo de
minimizar los desastres y, en especial, la pérdida de vi-
das humanas. Así mismo, la inversión en equipamien-
to, instalaciones y capacitación del personal, es clave
no solo para disminuir los costos humanos y materia-
les de los desastres sino también para alcanzar un des-
arrollo sostenible.
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Es de mencionar que, en países como Colombia, Chi-
le y Paraguay, consideran en sus presupuestos anuales
recursos etiquetados para sus cuerpos de bomberos.
En nuestro país, esta situación presupuestaria está a
consideración de estados y municipios su asignación,
ocasionando carencias por la falta de uniformes, he-
rramientas, equipos e infraestructura.7

La realidad de los cuerpos de bomberos de nuestro pa-
ís demuestra el deplorable estado del equipamiento
poniendo en riesgo no sólo la vida de las víctimas si-
no la de los rescatistas. En cuestiones de recursos la
mayoría se financia a través de patronatos con el apo-
yo de los sectores público, privado y social que coad-
yuvan en la integración de su patrimonio. Ante tal si-
tuación, resulta fundamental constituir fuentes de
financiamiento que contribuyan a garantizar el equipa-
miento y equipo necesario, así como la capacitación
permanente. 

En la práctica esta institución depende administrativa-
mente de los ayuntamientos adscritos a la unidad de
protección civil municipal, de la cual reciben su pre-
supuesto asignado de manera discrecional, en la ma-
yoría de los casos en las entidades federativas existe
una asociación civil, quien se encarga de prestar el ser-
vicio de bomberos en sus municipios.

Esta situación refleja con claridad la poca importancia
en torno al tema del reconocimiento legal de las briga-
das o cuerpos de bomberos, por tal motivo, es de suma
importancia establecer las condiciones para que otor-
gar a la institución personalidad jurídica y patrimonio
propios. Para tal efecto, es indispensable conocer las
carencias que padecen los diferentes cuerpos de bom-
beros que están sujetos a aportaciones voluntarias. No
olvidando que el ciclo de la reducción de desastres
abarca la prevención, preparación y respuesta a la
emergencia, así como la recuperación, reconstrucción
y rehabilitación.8

Por tal motivo, la propuesta de la presente iniciativa
está enfocada a precisar el concepto de Bombero, se-
ñalar que los gobiernos Federal, estatales y municipa-
les se coordinarán de manera conjunta, procurando la
creación y operación de un institutos o cuerpos de
bomberos con la participación efectiva de la sociedad,
así mismo, que la Coordinación Ejecutiva del Sistema
Nacional entre sus atribuciones será promover entre
los gobiernos de las entidades federativas, municipios

y demarcaciones territoriales de la Ciudad de México,
establecer las bases para la creación, organización y
funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos como un
servicio público en la atención de emergencias pre-
ponderantemente especializado en labores de preven-
ción y combate de incendios, así como de apoyo ante
emergencias, desastres, rescates y salvamentos confor-
me al marco previsto en la Gestión Integral del Riesgo
y Protección Civil a nivel estatal.

De igual manera, se prevé que en los convenios de
coordinación que se celebren entre el municipio y la
federación, se establezca una cláusula enfocada a
asignar y transferir recursos para la adquisición de
equipos, mantenimiento de los mismos y de las insta-
laciones, capacitación del personal de atención y re-
acción inmediata ante la presencia de un desastre, así
como, la obligación de los tres niveles de gobierno de
elaborar los Atlas de Riesgos, que les corresponda,
con el objetivo de que la población más vulnerable se
encuentre mejor preparada para los desastres y mos-
trará más elasticidad para enfrentar sus consecuen-
cias.

Con ello, se incentivará la mitigación del riesgo, re-
forzando los programas básicos que constituyen las re-
des de seguridad local. Asimismo, las inversiones en
infraestructura de servicios de emergencia, de sistemas
de alerta temprana, servicio de bomberos, medicina de
emergencia y equipos de rescate, son elementos bási-
cos para una gestión de riesgos sostenible.

Es importante recordar que, el municipio es la princi-
pal instancia de atención en cuanto a la regulación te-
rritorial, es en donde se concretan las políticas de or-
denamiento territorial, en razón a sus atribuciones de
zonificación del uso de suelo y jurisdicción sobre el
otorgamiento de servicios públicos básicos e infraes-
tructura. En ese sentido, el municipio es el primero en
actuar para proporcionar a la población los servicios
de protección civil, motivo por el cual, es el primer
responsable en prevenir, gestionar y mitigar los ries-
gos ante los peligros naturales y antropogénicos.9

Cabe destacar que los atlas de riesgos constituyen uno
de los instrumentos que deben privilegiarse para apo-
yar el ordenamiento de los asentamientos humanos, ya
que su objetivo es identificar los distintos tipos de ries-
go asociados a peligros naturales, a fin de diseñar ac-
ciones y mecanismos útiles para implementar medidas
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de reducción de vulnerabilidad y mitigación de dichas
amenazas.

Por tal motivo, es importante fortalecer a las instancias
gubernamentales desde la escala municipal hasta la fe-
deral con la finalidad de aplicar los principios de com-
plementariedad y eficacia en la estrategia para la ges-
tión de riesgo de desastres. De esta forma, se reitera la
necesidad de recuperar el enfoque de la política de
protección civil conforme al precepto de la gestión in-
tegral de riesgos, acotado en la Ley General de Pro-
tección Civil, en la cual se señala que la Gestión Inte-
gral de Riesgos, es el conjunto de acciones
encaminadas a la identificación, análisis, evaluación,
control y reducción de los riesgos, considerándolos
por su origen multifactorial y en un proceso perma-
nente de construcción, que involucra a los tres niveles
de gobierno, así como a los sectores de la sociedad, lo
que facilita la realización de acciones dirigidas a la
creación e implementación de políticas públicas, estra-
tegias y procedimientos integrados al logro de pautas
de desarrollo sostenible, que combatan las causas es-
tructurales de los desastres y fortalezcan las capacida-
des de resiliencia o resistencia de la sociedad. Involu-
cra las etapas de: identificación de los riesgos y/o su
proceso de formación, previsión, prevención, mitiga-
ción, preparación, auxilio, recuperación y reconstruc-
ción.

Según la Cepal, los esfuerzos para reducir los efectos
a largo plazo de los desastres deben seguir dos crite-
rios: la asignación de recursos debe ser parte de una
estrategia de desarrollo económico y social, y la ges-
tión del riesgo10 debe entenderse como una inversión
de alto retorno, indispensable para la sostenibilidad a
largo plazo, y los proyectos e inversiones de recons-
trucción posteriores a un desastre deben estar orienta-
dos a reducir los factores de vulnerabilidad que lo ori-
ginaron, de modo de garantizar un ciclo progresivo y
no regresivo del desarrollo.11

Aunado a lo expresado, es oportuno mencionar que el
15 de agosto de 2022, a convocatoria12 de la Comisión
de Seguridad Ciudadana, en las instalaciones de la Cá-
mara de Diputados, se llevó a cabo el “Foro Nacional
de Bomberos. Marco jurídico de las y los Bomberos de
México”, en donde su premisa fue escuchar las voces
de quienes día a día enfrentan situaciones de emergen-
cia, reconociendo su labor en el combate de incendios
forestales, domésticos e industriales, así como en la-

bores de seguridad. Asimismo, encontrar los instru-
mentos para fortalecer las instituciones estatales de
bomberos desde la Ley General de Protección Civil.13

El presidente de la Asociación Mexicana de Jefes de
Bomberos, Sergio Ramírez López, mencionó que “a
nivel nacional no existe un marco jurídico que regule
qué es lo que tienen qué hacer los bomberos, y la dis-
cusión es si tiene que pertenecer a Protección Civil o a
la policía como sucede en algunas entidades o en al-
gunas ciudades, o tienen que ser un ente independien-
te; si tienen que ser un patronato o no, si tienen que ser
estatales o municipales”. En tanto el primer Director
general del Instituto de Bomberos del Estado de Chia-
pas, Marco Antonio Sánchez Guerrero, expreso que
“es increíble lo que cuesta capacitar a un bombero,
cuánto esfuerzo se requiere para poder lograr lo que
realmente merecemos los bomberos. Se habla mucho
de que las y los bomberos de México estamos un po-
quito locos, porque hacemos cosas muy arriesgadas y
alocadas, pero es lo que hacemos”.14

Asimismo, destacamos lo expresado en el Parlamento
abierto, celebrado en las instalaciones de la Cámara de
Diputados, el pasado 15 de enero de 2024, en torno a
la Ley General de Protección Civil y Gestión del Ries-
go de Desastres, organizado por la Comisión de Pro-
tección Civil y Prevención de Desastres, en donde se
abordo el tema relativo a la imperiosa necesidad de le-
gislar en materia de los cuerpos de bomberos, por lo
que se hizo un llamado a que sean considerados den-
tro de la Ley General de Protección Civil y Gestión del
Riesgo de Desastres.15

En dicho evento, se mencionó que la nueva Ley en
materia de Protección civil está encaminada a fortale-
cer el enfoque integral en la materia, así como la con-
solidación de la coordinación de las instancias de los
tres niveles de gobierno que integran el Sistema Na-
cional de Protección Civil. Por ello, en su participa-
ción el Representante de la Asociación Mexicana de
Bomberos, Marco Antonio Sánchez Guerrero, se pro-
nunció por la importancia de visibilizar y reconocer a
los bomberos como un servicio profesional de alta es-
pecialización, manifestando que existe la carencia de
un Protocolo nacional enfocado al trabajo de los bom-
beros, por tal motivo, es trascendental definirlos, esta-
blecer sus funciones, atribuciones y responsabilida-
des.16
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Asimismo, el representante del Instituto para la Ges-
tión, Administración y Vinculación Municipal, José
Hernández López, expreso que el uso de los Atlas de
Riesgo, sean de carácter obligatorio, que las entidades
federativas y municipios actualicen sus respectivos Al-
tas de Riesgo, en donde sean considerados los planes
o programas de desarrollo urbano, los indicadores de
cambio climático, planeación urbana y rural, así como
la regulación del uso de suelo.17

Con el impulso de acciones y medidas legislativas se
estará reconociendo y dignificando el trabajo de las
brigadas y/o los cuerpos de bomberos, enriqueciendo
la legislación en la materia para que las y los bombe-
ros desempeñe su profesión con dignidad y protec-
ción. Por último, es preciso remarcar que en algunas
entidades federativas, se ha legislado en materia de
Cuerpos de bomberos otorgándoles personalidad jurí-
dica, como ejemplo tenemos a la Ciudad de México,
se regula a través de la Ley del Heroico Cuerpo de
Bomberos del Distrito Federal, expedida el 24 de di-
ciembre de 1998;18 en Veracruz, en la Ley de los Cuer-
pos de Bomberos del estado de Veracruz de Ignacio de
la Llave, publicada en el Gaceta Oficial del Gobierno
del Estado, el 20 de agosto de 2018;19 en Nuevo León,
en la Ley de Protección contra incendios y materiales
peligrosos de Nuevo León, expedida el 31 de enero de
1997,20 y en Chiapas, en la Ley Orgánica del Instituto
de Bomberos del estado de Chiapas, publicada el 15 de
noviembre de 2017.21

Por todo lo anteriormente expresado, presento ante el
pleno de la Comisión Permanente del honorBLE Con-
greso de la Unión, el presente proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adiciona diversas
disposiciones de la Ley General de Protección Civil,
en materia de Cuerpos de Bomberos

Artículo Único. Se reforman el artículo 66, el tercer
párrafo del artículo 67 y el segundo párrafo del artícu-
lo 83; y se adicionan la fracción VI Bis al artículo 2, el
artículo 13 bis, la fracción XXV Bis al artículo 19 y un
segundo párrafo al artículo 86, todos de la Ley Gene-
ral de Protección Civil, para quedar de la siguiente ma-
nera:

Artículo 2. Para efectos de esta Ley se entiende por:

I. a la V…. 

VI. Bis. Bombero. Servidor público, integrante de
un Cuerpo de Bomberos, que atiende en primera
respuesta ante riesgos, emergencias y desastres;
persona altamente especializada técnica o empíri-
camente en labores de identificación, monitoreo,
cuidado, prevención, atención y mitigación de
riesgos, incendios, emergencias y/o desastres;

VII. a la LXI….

Artículo 13 bis. Los cuerpos de bomberos serán re-
gulados por la legislación local y se coordinarán
con las autoridades federales y estatales, atendien-
do a los principios, políticas y lineamientos a que se
refiere esta Ley. Los gobiernos federal, estatales y
municipales se coordinarán de manera conjunta,
procurando la creación y operación de un institutos
o cuerpos de bomberos con la participación efecti-
va de la sociedad, para la más eficaz prestación de
los servicios de emergencia.

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema
Nacional recaerá en la secretaría por conducto de la
Coordinación Nacional, la cual tiene las atribuciones
siguientes en materia de protección civil:

I. a la XXV…

XXV. Bis. Promover entre los gobiernos de las
entidades federativas, municipios y demarcacio-
nes territoriales de la Ciudad de México, esta-
blecer las bases para la creación, organización y
funcionamiento de los Cuerpos de Bomberos co-
mo un servicio público en la atención de emer-
gencias preponderantemente especializado en la-
bores de prevención y combate de incendios, así
como de apoyo ante emergencias, desastres, res-
cates y salvamentos conforme al marco previsto
en la Gestión Integral del Riesgo y Protección
Civil a nivel estatal;

XXVI. a la XXXI…. 

Artículo 66. Cada entidad federativa creará y admi-
nistrará un Fondo de Protección Civil, cuya finalidad
será la de promover la capacitación, equipamiento y
sistematización de las Unidades de Protección Civil,
así como de los Cuerpos de Bomberos de las entida-
des federativas, municipios y demarcaciones territo-
riales de la Ciudad de México.
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Artículo 67. ...

...

Los Fondos de las entidades federativas de Protección
Civil operarán según se establezca en la normatividad
administrativa correspondiente y en el caso de los re-
cursos federales, en términos de los convenios de co-
ordinación que se celebren, precisando para ello los re-
quisitos para el acceso, ejercicio y comprobación de
los recursos, así como las obligaciones en el manejo y
mantenimiento de los equipos adquiridos. En dichos
convenios de coordinación, se promoverá el esta-
blecimiento de una cláusula que precise la asigna-
ción de recursos para la instrumentación de pro-
gramas y acciones para el equipamiento,
capacitación y herramientas para los Cuerpos de
Bomberos a fin de que coadyuven en las activida-
des de protección civil.

...

Artículo 83.…

Las entidades de la federación promoverán en el ám-
bito de su competencia, que el Atlas Nacional de Ries-
gos sea de fácil acceso a la población, para tal efecto
diseñarán un portal electrónico para su publica-
ción, procurando que su elaboración siga las directri-
ces del Cenapred,

Artículo 86. ...

A fin de dar cumplimiento los gobiernos municipales
a la obligatoriedad de elaborar un Atlas de Riesgo
Municipal podrán solicitar recursos para financiar
su diseño, para ejercer el recurso de este componen-
te será requisito la firma de un convenio de colabo-
ración que garantice su cumplimiento mediante el fi-
nanciamiento conjunto de los gobiernos municipales
y estatales a través del Fondo de Protección Civil.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las legislaturas de las entidades federativas
deberán armonizar su legislación en la materia de lo

establecido en el presente decreto, en un término de
180 días contados a partir de su publicación en el Dia-
rio Oficial de la Federación.

Notas

1 [1] Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria, Año XXIII, nú-

mero 5470-V, martes 3 de marzo de 2020, disponible en http://ga-

ceta.diputados.gob.mx/ 

2 [1] Cámara de Diputados, Gaceta Parlamentaria, Año XXIV, nú-

mero 5668-XII, martes 8 de diciembre de 2020, http://gaceta.dipu-

tados.gob.mx/ 

3 [1] Un fenómeno puede ser natural o causado por el ser humano,

que pone en peligro a un grupo de personas, sus viviendas, sus

bienes y su ambiente cuando no se tomaron las debidas precaucio-

nes. Existen diferentes tipos de amenazas: algunas son naturales,

otras son provocadas por el ser humano como es el caso de las an-

trópicas no intencionales (explosiones, incendios y derrames de

sustancias químicas) y las amenazas sociales. Instituto Colombia-

no de Bienestar Familiar, Cartilla para la Prevención de Desastres,

Dirección de Gestión Humana, Planes de Emergencia y Contin-

gencias, agosto 2017, p. 4., disponible en

https://www.icbf.gov.co/sites/default/files/procesos/pu1.p9.gth_ca

rtill a_prevencion_desastres_v1.pdf 

4 [1] La vulnerabilidad de un sistema está dada por su propensión

a sufrir transformaciones significativas como consecuencia de su

interacción con procesos externos o internos. Por transformación

significativa se entiende un cambio de índole estructural o, al me-

nos, relativamente permanente y profundo. Comisión Económica

para América Latina y el Caribe, Notas de la Cepal, número 29,

Santiago de Chile, julio 2003.

5 GTZ, Sociedad Alemana de Cooperación Técnica, Gestión de

riesgo. Concepto de trabajo, 2002, disponible en

http://www.gtz.de/themen/crosssectoral/download/kv-papie r-en-

glish.pdf 

6 [1] Instituto mexicano de la Propiedad Industrial, Día del Bom-

bero, https://www.gob.mx/impi/articulos/dia-del-bombero-en-me-

xico?idiom=es 

7 [1] Cárdenas, Camilo, La prevención de riesgos ambientales en

América Latina y en particular en Colombia, 2001.

8 [1] http://www.unisdr.org/wcdr/intergover/official-doc/L-

docs/Hyogo-declara tionenglish.pdf

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202414



9 [1] Desastre, es resultado o consecuencia de un evento, un acon-

tecimiento o serie de sucesos, que afectan gravemente las estruc-

turas básicas y el funcionamiento normal de una sociedad, comu-

nidad o territorio, ocasionando víctimas, daños o pérdidas de

bienes materiales, infraestructura, servicios esenciales o medios de

sustento de tal magnitud que la comunidad impactada necesita es-

fuerzos extraordinarios para hacerle frente, a menudo con ayuda

externa o apoyo internacional, es decir supera la capacidad normal

de las comunidades o instituciones afectadas para enfrentarlas sin

ayuda. Quesada Romero R, Gálvez García, L.G, Miranda Crespo,

E.H., Seguridad Nacional y Defensa Nacional para los estudiantes

de la Educación Superior, editorial Félix Varela, La Habana, 2013.

10 Gestión del riesgo, es el proceso social orientado a la formula-

ción, ejecución, seguimiento y evaluación de políticas, estrategias,

planes, programas, regulaciones, instrumentos, medidas y acciones

permanentes para el conocimiento de la reducción del riesgo y pa-

ra el manejo de desastres; con el propósito explícito de contribuir

a la seguridad, el bienestar, la calidad de vida de las personas y al

desarrollo sostenible. Santos Calderón J.M, Márquez Pérez C.I.,

Guía para formación comunitaria en Gestión del Riesgo de Desas-

tres, Colombia, 2013, disponible en

http://cedir.gestiondelriesgo.gov.co/dvd/archivospdf/Gui apara-

formacion-comunitaria-grd.pdf 

11 [1] Comisión Económica para América Latina y el Caribe, No-

tas de la CEPAL, número 29, Santiago de Chile, julio 2003.

12 [1] Comisión de Seguridad Ciudadana, Convocatoria Foro Na-

cional de Bomberos. Marco jurídico de las y los Bomberos, Cá-

mara de Diputados, disponible en

https://portalhcd.diputados.gob.mx/PortalWeb/Comision/00c7bde

9-bc67-481e-8d5f-2910b89db02e/Foros/3f5f6b83-b3e6-4bb8-

8c11-1ec9d9c60a97/ArchivosGenerados/e7caf77b-5fc2-4e92-

99a3-d08363d09ecd.pdf 

13 [1] Cámara de Diputados, Inauguran en San Lázaro el Foro Na-

cional de Bomberos, organizado por la Comisión de Seguridad

Ciudadana, Comunicación Social, Boletín No. 2321, disponible en

https://comunicacionsocial.diputados.gob.mx/index.php/boleti-

nes/inauguran-en-san-lazaro-el-foro-nacional-de-bomberos-orga-

nizado-por-la-comision-de-seguridad-ciudadana#gsc.tab=O 

14 [1] Canal del Congreso, Buscan fortalecer cuerpo de bomberos

desde la Ley General de Protección Civil, 15 de agosto de 2022,

disponible en https://www.canaldelcongreso.gob.mx/noti-

cias/15728/Buscan_fortalecer_cuerpo_de_bomberos_desde_la_Le

y_General_de_Proteccin_Civil 

15 [1] Cámara de Diputados, En parlamento abierto analizan ini-

ciativa para expedir la Ley General de Protección Civil y Gestión

del Riesgo de Desastres, Comunicación Social, Boletín No. 5820,

15 de enero de 2024, disponible en https://comunicacionsocial.di-

putados.gob.mx/index.php/boletines/-en-parlamento-abierto-ana-

lizan-iniciativa-para-expedir-la-ley-general-de-proteccion-civil-y-

gestion-del-riesgo-de-desastres 

16 [1] Canal del Congreso, Realizan parlamento abierto para ana-

lizar propuesta en materia de Protección Civil, 15 de enero de

2024, disponible en https://www.canaldelcongreso.gob.mx/noti-

cias/17485/Realizan_parlamento_abierto_para_analizar_propues-

ta_en_materia_de_Proteccion_Civil 

17 [1] Canal del Congreso, Análisis de la iniciativa que expide la

Ley General de Protección del Riesgo de Desastres, 15 de enero de

2024, disponible en

https://www.youtube.com/watch?v=qL8oGIZNN1M&t=8s 

18 [1] Congreso de la Ciudad de México, Ley del Heroico Cuerpo

de Bomberos del Distrito Federal, disponible en https://www.con-

gresocdmx.gob.mx/media/documentos/2a91a8bcee6166eb98eda5

0c24a83b51d7e6b89b.pdf

19 [1] Secretaría de Gobierno de Veracruz de Ignacio de la Llave,

Ley número 676 de los Cuerpos de Bomberos del estado de Vera-

cruz, Gaceta Oficial, lunes 20 de agosto de 2018, Xalapa, Ver., dis-

ponible en https://www.segobver.gob.mx/juridico/pdf_ori/123-

1.pdf

20 [1] Honorable Congreso de Nuevo León, Ley de Protección

contra incendios y materiales peligrosos del estado de Nuevo Le-

ón, disponible en

http://www.hcnl.gob.mx/trabajo_legislativo/leyes/leyes/

ley_de_proteccion_contra_incendios_y_materiales_peligrosos_de

l_estado_de_nuevo_leon/

21 Honorable Congreso de Chiapas, Ley Orgánica del Instituto de

Bomberos del estado de Chiapas, disponible en https://www.con-

gresochiapas.gob.mx/new/Info-Parlamentaria/LEY_0015.pdf?

v=OQ==

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Raquel Bonilla Herrera (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA ROCÍO NATALÍ BARRERA PUC,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Rocío Natalí Barrera Puc, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV
Legislatura, en ejercicio de la facultad que le confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II,
y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
se permite someter a la consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma la primera fracción del artí-
culo 19 de la Ley General de los Derechos de Niñas,
Niños y Adolescentes, conforme al siguiente:

Planteamiento del Problema

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece en su artículo 30 que la nacionalidad
mexicana se adquiere por nacimiento o por naturaliza-
ción, incluyendo que son mexicanos por nacimiento,
quienes nazcan en el extranjero y sean hijos de padres
mexicanos, de madre mexicana o de padre mexicano.

Este derecho constitucional de las personas nacidas en
el extranjero debe al igual que el resto de los derechos
ser garantizado por el Estado mexicano, lo que impli-
ca el ejercicio de facultades y atribuciones de todos los
poderes de la unión, desde el poder legislativo se re-
quiere armonizar y fortalecer el marco jurídico, en es-
te sentido la presente propuesta que pretende armoni-
zar la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes con este precepto constitucional. 

Atendiendo a su vez recomendaciones de compromi-
sos internacionales, uno de los más importantes, la co-
nocida carta universal de los derechos humanos de las
mujeres, es decir, la Convención sobre la Eliminación
de toda Forma de Discriminación contra la Mujer (Ce-
daw, por sus siglas en inglés) y su Protocolo Facultati-
vo, que fue firmado y ratificado por el Estado Mexica-
no en 1981.

Desde su firma y ratificación, el Estado Mexicano se
ha comprometido en acatar sus recomendaciones, en
este sentido y derivado de las observaciones finales
sobre el noveno informe periódico de México, aproba-

das por el Comité de la Cedaw en el año 20181 Res-
pecto al tema de nacionalidad, el Comité recomienda
al Estado mexicano que:

Si bien celebra la reforma constitucional de 2014,

por la que se reconoció el derecho a la inscripción

del nacimiento, y la reciente simplificación del pro-

ceso de inscripción obligatoria en el Consulado de

México de los niños de padres mexicanos nacidos

en los Estados Unidos de América, preocupa al Co-

mité que el número de niños indígenas, afromexica-

nos y migrantes de zonas alejadas inscritos al na-

cer siga siendo reducido.

El Comité recomienda al Estado parte que garanti-

ce el registro universal de los nacimientos, entre

otras cosas asegurándose de que, en todas las ma-

ternidades, los principales puntos de tránsito o des-

tino de los migrantes y las comunidades de naci-

miento, se disponga de oficinas del registro o

unidades móviles a tal efecto, y reforzando el pro-

ceso para acelerar la inscripción de los niños naci-

dos en los Estados Unidos de padres mexicanos re-

tornados al Estado parte.

De acuerdo con el sitio oficial de Secretaría de Rela-
ciones Exteriores2 el trámite para la obtención de los
certificados de nacionalidad mexicana se realiza a tra-
vés de las embajadas y representaciones consulares de
México en el mundo, quienes deben cumplir dentro de
las disposiciones aplicables los trámites correspon-
dientes para reconocer el derecho a la identidad de las
niñas, niños y adolescentes. La SRE, informa que el
registro de nacimiento en el extranjero se puede reali-
zar en cualquiera de las 148 oficinas consulares que
México tiene en el mundo.3 Por lo que se afirma que
esta modificación ya tiene un presupuesto asignado
dentro de las funciones de esta dependencia, y esta
propuesta armoniza esta disposición en la Ley General
de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes. 

Atendiendo el marco jurídico actual, al respecto, la
Ley de Población hace referencia que la Secretaría de
Relaciones Exteriores debe informar a la Secretaría de
Gobernación, sobre la expedición y cancelación de
cartas de naturalización, certificados de nacionalidad.
De igual manera, proporcionar la información necesa-
ria para que los mexicanos residentes en el extranjero
queden incorporados al Registro Nacional de Pobla-
ción. 

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202416



También el reglamento de la Secretaria de Relaciones
Exteriores4 especifica que es la Dirección General de
Asuntos Jurídicos junto con la Dirección General de
Servicios Consulares, las encargadas de expedir certi-
ficados y constancias de nacionalidad mexicana, de-
claratorias de nacionalidad mexicana por nacimiento y
cartas de naturalización. Es decir, esta adecuación le-
gislativa se realiza con base en el marco jurídico esta-
blecido y bajo el mandato constitucional. 

El derecho a la identidad y a la nacionalidad son dere-
chos marco para ejercer otros derechos como los polí-
ticos electorales, a la salud, a la educación y al empleo.
Derechos y obligaciones, porque tal y como se esta-
blece en el artículo 31 de la constitución también se
adquieren obligaciones. Nuestra constitución también
considera en su artículo 32 la regulación del ejercicio
de los derechos que la legislación mexicana otorga a
los mexicanos que posean otra nacionalidad estable-
ciendo normas para evitar conflictos por la doble na-
cionalidad.

De acuerdo con la Ley de Nacionalidad, entre los do-
cumentos probatorios de la nacionalidad mexicana, se
encuentran el acta de nacimiento y el certificado de
nacionalidad mexicana. 

El derecho a la identidad implica garantizar el nombre,
los apellidos, el registro respectivo de forma inmedia-
ta y gratuita y a la expedición en forma ágil y sin cos-
to la primera copia certificada del acta correspondien-
te, así como contar con nacionalidad de conformidad
con lo dispuesto en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y los tratados internaciona-
les, conocer su filiación y su origen, en la medida de
lo posible y siempre que ello sea acorde con el interés
superior de la niñez, también se refiere a preservar su
identidad y su pertenencia cultural, así como sus rela-
ciones familiares. De ahí la importancia de esta inicia-
tiva que fortalece este derecho para quienes no han na-
cido en México, pero la constitución les otorga esta
prerrogativa. 

De acuerdo con el Diagnostico Niñas, Niños y Adoles-

centes Nacidos en Estados Unidos de Madre, Padre o

ambos mexicanos, sin registro de nacimiento en Méxi-

co y que pudieran acceder a la doble nacionalidad5

realizado por la Dirección de Política para la Protec-
ción e Integración de Migrantes de la Secretaría de
Gobernación, se estima que hay en el extranjero 306

mil 109 niñas, niños y adolescentes (NNA) mexicanos
por ascendencia reconocida, 169 mil 575 NNA mexi-
canos por ascendencia sin reconocer y 12 mil 428
NNA mexicanos por ascendencia con reconocimiento
no especificado, según lo declarado en el Censo de Po-
blación y Vivienda 2020.

Este mismo estudio refiere que en Estados Unidos es
donde radica el 96 por ciento de la población migran-
te de México en el extranjero, y donde hay aproxima-
damente 176 mil 382 NNA que no cuentan con acta de
nacimiento o certificado de nacionalidad mexicana.
Esto se debe a varias razones, sin embargo, y en aten-
ción a nuestras atribuciones debemos fortalecer el
marco jurídico que favorezca el cumplimiento de este
derecho. 

El derecho a la nacionalidad otorga garantías a todas y
todos los mexicanos, en este caso para las y los hijos
de padres mexicanos, que por derecho quienes así lo
decidan, puedan prolongaran su estancia por un perío-
do de más de seis meses, incluso radicar y permanecer
en México ejerciendo sus derechos, al igual de todas
las y las mexicanas sin distinción.

Derivado de las condiciones sociales y los flujos mi-
gratorios en México y el mundo, se requieren, sin du-
da, políticas públicas que respondan a estas necesida-
des y garanticen los derechos de las personas
migrantes y sus familias, en este caso de sus hijas e hi-
jos nacidos en el extranjero. 

Es importante mencionar que esta reforma es de su-
ma importancia para seguir contribuyendo en la ga-
rantía de derechos de todos nuestros niños, sin im-
portar su residencia. Afortunadamente cada vez son
más los mecanismos jurídicos que garantizan el dere-
cho a la identidad de nuestros niños migrantes o en
retorno, cabe mencionar que el pasado 10 de diciem-
bre del 2023, el pleno de la Cámara de Diputados
aprobamos de manera unánime una reforma al Códi-
go Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares
para garantizar en esta legislación este derecho a las
niñas y niños nacidos en el extranjero de padres me-
xicanos. 

Tratándose de documentos de nacimiento que acre-

diten la nacionalidad e identidad de las personas

mexicanas nacidas en el extranjero o migrantes en

retorno de nacionalidad mexicana, no se requerirá
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de la legalización consular o de la postilla. Basta-

rá con presentar el certificado de nacimiento ex-

tranjero y el acta de nacimiento del padre o madre

mexicanos para acreditar su identidad y su nacio-

nalidad mexicana con el fin de obtener el registro

de su nacimiento ante los registros civiles del país,

en términos de la normatividad aplicable. 

Bajo estos argumentos se realiza la propuesta que
atiende mandatos constitucionales y recomendaciones
internacionales, por lo anteriormente expuesto, some-
to a consideración de esta soberanía la presente inicia-
tiva con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Que reforma la primera fracción del
artículo 19 de la Ley General de los Derechos de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue:

Artículo 19. …

Contar con nombre y los apellidos que les correspon-
dan, así como a ser inscritos en el Registro Civil res-
pectivo de forma inmediata y gratuita, y a que se les
expida en forma ágil y sin costo la primera copia cer-
tificada del acta correspondiente. En el caso de niñas,
niños y adolescentes nacidos en el extranjero, hijos
de madre o de padre mexicanos, que los soliciten,
será la Secretaría de Relaciones Exteriores quien
garantizará este derecho. 

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Notas

1 [1] Véase en Cedaw. Observaciones finales sobre el noveno in-

forme periódico de México https://docstore.ohchr.org/SelfServi-

ces/FilesHandler.ashx?enc=6QkG1d%2fPPRiCAqhKb7yhsgOT-

xO5cLIZ0CwAvhyns%2byKw2i7qkbMaG3UCjqXsIricGgeOJw9

vpkT91UJaBTGrVxI%2bmXBkJU3DASwO%2bmZlkRmxvXQ

Rujj9QNCw1mXev40h

2 [1] Véase en SRE https://consulmex.sre.gob.mx/milwaukee/in-

dex.php/registro-civil/doble-nacionalida-2020

3 [1] Véase en Declaratoria de nacionalidad mexicana por naci-

miento https://sre.gob.mx/declaratoria-de-nacionalidad-mexica-

na-por-nacimiento

4 Véase en Reglamento Interior de la Secretaría de Relaciones Ex-

teriores.https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codi-

go=5621170&fecha=14/06/2021#gsc.tab=0

5 [1] Véase en Diagnostico Niñas, Niños y Adolescentes Nacidos

en Estados Unidos de Madre, Padre o ambos mexicanos, sin regis-

tro de nacimiento en México y que pudieran acceder a la doble na-

c i o n a l i d a d

http://www.politicamigratoria.gob.mx/work/models/PoliticaMi-

gratoria/CPM/DRCM/DIAGNOSTICONNA.pdf

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024. 

Diputada Rocío Natalí Barrera Puc (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 325 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, SUSCRITA POR LA DIPUTADA ROCÍO NATALÍ BA-
RRERA PUC, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Rocío Natalí Barrera Puc, diputada inte-
grante del Grupo Parlamentario de Morena en la LXV
Legislatura, en ejercicio de la facultad que le confieren
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II,
y 179 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
se permite someter a la consideración de esta sobera-
nía, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto
por el que se adiciona un quinto párrafo al artícu-
lo 325 del Código Penal Federal, conforme al si-
guiente

Planteamiento del Problema

La violencia contra las mujeres es un grave delito que
lesiona la dignidad de la sociedad en general, este de-
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lito ha y continúa representado un gran reto mundial,
su erradicación debe ser sin duda un trabajo conjunto
entre sociedad y gobierno. 

En México este desafío es un gran pendiente del Esta-
do mexicano en su conjunto, a pesar de los esfuerzos
legislativos e institucionales. De acuerdo con informa-
ción del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional

de Seguridad Pública, Información sobre violencia de
enero a octubre de 2022 con información reportada
por las Procuradurías o Fiscalías de las 32 entidades
federativas, durante este periodo 102,201mujeres fue-
ron víctimas de algún tipo de violencia, asimismo se
informa que de enero a octubre de 2022 se reportaron
777 feminicidios en el territorio nacional.1

Prevenir, atender y sancionar la violencia contra las
mujeres es también un compromiso del Estado mexi-
cano, recordemos que en 1981 el Estado mexicano ra-
tificó el principal instrumento internacional que con-
sagra los derechos humanos de las mujeres; la
Convención sobre la Eliminación de todas las formas
de Discriminación contra la Mujer, que junto con su
Protocolo, mandata a los Estados Parte, luchar contra
la discriminación de la mujer y proteger sus derechos
para preservar su dignidad y bienestar.

El acceso a la justicia pronta, expedita y efectiva es un
derecho fundamental para garantizar el resto de dere-
chos humanos de las mujeres, incluyendo vivir libres
de violencia, particularmente para la no repetición y
evitar con su efectiva aplicación la revictimización de
las mujeres y sus familias. En este sentido el marco ju-
rídico y su aplicación es un elemento central en la erra-
dicación de la violencia contra las mujeres.

En 2018 el Comité facultativo de la Cedaw que es el
encargado de vigilar y dar seguimiento al cumpli-

miento de la Convención, emitió una serie de reco-
mendaciones al Estado mexicano2 en las Observacio-

nes finales sobre el noveno informe periódico de Mé-

xico, En donde respecto al acceso a la justicia realizó
la siguiente observación:

14. De conformidad con la Convención y con sus re-

comendaciones general núm. 33(2015) sobre el acce-

so de las mujeres a la justicia, el Comité recomienda

al Estado parte que:

a) Vele por que se capacite, de manera sistemática

y obligatoria, a los jueces, los fiscales, los defenso-

res públicos, los abogados, los agentes de policía y

otros funcionarios encargados de hacer cumplir la

ley, en los planos federal, estatal y local, acerca de

los derechos de las mujeres y la igualdad de géne-

ro, para poner fin al trato discriminatorio de que

son objetos las mujeres y las niñas;

Respecto a los protocolos, recomendó al Estado

Mexicano3

Velar por que se tipifique como delito el feminicidio

en todos los códigos penales estatales de conformi-

dad con la Ley General de Acceso de las Mujeres a

una Vida Libre de Violencia, normalice los proto-

colos de investigación policial del feminicidio en

todo el Estado parte y garantice la aplicación efec-

tiva de las disposiciones del derecho penal sobre el

feminicidio; 

Simplificar y armonizar en los estados los proce-

dimientos de activación del Programa Alerta Am-

ber y el Protocolo Alba, agilice la búsqueda de las

mujeres y niñas desaparecidas, adopte políticas y

protocolos específicamente orientados a mitigar los

riesgos asociados con la desaparición de mujeres y

niñas, como el feminicidio y la trata de mujeres y

niñas con fines de explotación sexual y trabajo for-

zoso, y vele por que la Comisión Ejecutiva de Aten-

ción a Víctimas refuerce su perspectiva de género;

Para la erradicación de la violencia contra las mujeres
son fundamentales los protocolos en los procesos de
prevención, atención y sanción de la de la violencia
contra las mujeres, como una herramienta técnica ob-
jetiva de estandarización del proceso para la actuación
por parte de las autoridades correspondientes.
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Es importante mencionar que el Poder Judicial, en
2015 ejecutó un Protocolo para Juzgar con Perspecti-

va de Género,4 mismo que tiene como propósito aten-
der las problemáticas detectadas y las medidas de re-
paración ordenadas por instrumentos internacionales
por quienes imparten justicia, así como al estableci-
miento de instrumentos y estrategias de capacitación y
formación en perspectiva de género y derechos de las
mujeres.

Desde el ámbito judicial este Protocolo constituye un
instrumento que permite a quienes tienen a su cargo la
labor de impartir justicia, identificar y evaluar en los
casos sometidos a su consideración, entre otros aspec-
tos para la interpretación y aplicación del derecho de
acuerdo a roles estereotipados sobre el comportamien-
to de hombres y mujeres.

En este sentido la importancia de implementar y ho-
mologar protocolos en todos los procesos que involu-
cran la atención de la violencia contra las mujeres en
toda la República Mexicana, desde los primeros res-
pondientes, como son las actuaciones de los policías
preventivos, los ministerios públicos y los juzgadores,
por ello la importancia de esta propuesta que propone
que en el Código Penal Federal se añada un mecanis-
mo para que las Procuradurías Locales y la federal en
el ámbito de sus atribuciones, publiquen y adopten
protocolos homologados y especializados con pers-
pectiva de género, en la búsqueda inmediata de muje-
res y niñas desaparecidas y para la investigación del
delito de feminicidio.

Actualmente la Ley General de Acceso de las Mujeres

a una Vida Libre de Violencia, que es en nuestro país,
el primer esfuerzo por nombrar e identificar los tipos
de violencia y sus modalidades, es decir, las formas, y
los ámbitos en que se presenta, donde también esta-
blece una serie de acciones para garantizar a las muje-
res víctimas de violencia el derecho a la justicia pron-
ta y expedita, entre ellas en el artículo 38 que se refiere
a las acciones que contiene el Programa Integral para
Prevenir, Atender, Sancionar y Erradicar la Violencia
contra las Mujeres: 

III. La coordinación con las instituciones respon-

sables de la procuración de justicia, para que és-

tas brinden educación y capacitación a su perso-

nal, al personal encargado de la procuración de

justicia, policías y demás funcionarios encarga-

dos de las políticas de prevención, atención, san-

ción y eliminación de la violencia contra las mu-

jeres;

IV. Educar y capacitar en materia de derechos hu-

manos de las mujeres al personal encargado de la

impartición de justicia, a fin de dotarles de instru-

mentos que les permita juzgar con perspectiva de

género;

En el artículo 47 mandata a la Fiscalía General de la
República:

X. Elaborar y aplicar protocolos especializados

con perspectiva de género en la búsqueda inmedia-

ta de mujeres y niñas desaparecidas, para la inves-

tigación de los delitos de discriminación, feminici-

dio, trata de personas y contra la libertad y el

normal desarrollo psicosexual;

Mientras en el artículo 49 mandata a las entidades fe-
derativas de conformidad con lo dispuesto por esta ley
y los ordenamientos locales aplicables en la materia:

XXIV. Elaborar y aplicar protocolos especializados

con perspectiva de género en la búsqueda inmedia-

ta de mujeres y niñas desaparecidas, para la inves-

tigación de los delitos de discriminación, feminici-

dio, trata de personas y contra la libertad y el

normal desarrollo psicosexual, y

Al respecto la reciente Ley de la Fiscalía General de la
República establece en artículo 19, dentro de las fa-
cultades de la persona titular de la Fiscalía: 

XLVI. Aprobar e implementar protocolos de actua-

ción para la investigación de delitos con perspecti-

vas de derechos humanos, género y protección inte-

gral de los derechos de la niñez;

Esta iniciativa se propone con la finalidad de fortale-
cer el marco jurídico y mandatar la homologación de
los protocolos para el delito de feminicidio y con ello,
garantizar que las instancias correspondientes de pro-
curación de justicia fortalezcan, actualicen y apliquen
los protocolos de actuación con la debida diligencia,
como herramientas fundamentales para el acceso de
las mujeres a la justicia en nuestro país, pues a pesar
de que persisten mandatos en nuestra legislación, las
omisiones y negligencias son un tema presente en to-

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202420



dos los Estados de la República, particularmente para
la investigación del delito de feminicidio.

La ministra de la Suprema Corte de Justicia de la

Nación (SCJN), Yasmín Esquivel Mossa, lamentó

que diariamente mueran 10 mujeres en promedio

por razones de género, y dijo que uno de los facto-

res que dificultan el combate de esta problemática

es la falta de comunicación entre las instituciones y

la aplicación de protocolos.5

Con esta reforma se fortalece la capacitación al perso-
nal encomendado a la procuración de justicia, policías
y demás funcionarios encargados de la prevención,
atención y sanción de la violencia contra las mujeres,
se fortalece la puntual y efectiva aplicación de los pro-
tocolos para la investigación de estos delitos,6 porque
son los primeros acercamientos, las primeras horas
que la mayoría de los casos son fundamentales para
evitar incluso, el feminicidio. 

También se fortalece la coordinación interinstitucio-
nal entre las procuradurías para coordinar esfuerzos
en la armonización de estos protocolos, y actualizar-
los de manera constante derivado de la importancia
de estos mecanismos para el cumplimiento y la debi-
da diligencia en el actuar de las procuradurías en el
acceso a la justicia efectiva para las niñas y mujeres
mexicanas. 

El Código Penal Federal se aplica en toda la Repúbli-
ca Mexicana para los delitos del orden federal. En es-
te código se encuentran previstos los delitos del orden
federal y las reglas generales sobre su responsabilidad
penal, penas y medidas de seguridad, así como las re-
glas sobre la aplicación de sanciones penales.

Actualmente el Código Penal hace referencia a los
protocolos para atender la Ley General para Prevenir,
Investigar y Sancionar la Tortura y otros Tratos o Pe-
nas Crueles, Inhumanos o Degradantes.

Asimismo, mandata a la Procuraduría y las Procuradu-
rías Locales y expedir protocolos para la búsqueda de
personas en situación de vulnerabilidad, y protocolos
homologados de Investigación respecto a la rehabilita-
ción en derechos civiles, políticos o de familia. Es de-
cir, esta reforma encuadra adecuadamente en este or-
denamiento jurídico. 

Por lo anteriormente expuesto y en cumplimiento a
nuestra obligación como Estado Mexicano para erra-
dicar la violencia contra las mujeres y garantizar el ac-
ceso a la justicia pronta, expedita y efectiva, someto a
consideración de esta soberanía la presente iniciativa
con proyecto de:

Decreto

Artículo Único. Se adiciona un quinto párrafo al artículo
325 del Código Penal Federal, para quedar como sigue:

Capítulo V
Feminicidio

Artículo 325. …

I. …

II. …

IV. …

V. …

VI. …

VII. …

…

…

…

…

La Fiscalía General de la República y lasProcu-
radurías Generales de Justicia de las entidades
federativas en el ámbito de sus atribuciones, de-
berán publicar y adoptar protocolos homologa-
dos y especializados con perspectiva de género,
para el delito de feminicidio y en la búsqueda in-
mediata de mujeres desaparecidas.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Notas

1 [1]Visto en Información sobre violencia contra las mujeres. Inci-

dencia delictiva y llamadas de emergencia 9-1-1 Centro Nacional

de Información. Información con corte al 30 de octubre de 2022.

https://www.gob.mx/sesnsp/articulos/informacion-sobre-violen-

cia-contra-las-mujeres-incidencia-delictiva-y-llamadas-de-emer-

gencia-9-1-1-febrero-2019

2 Visto en: Observaciones finales sobre el noveno informe perió-

dico de México, https://www.scjn.gob.mx/igualdad-de-genero/si-

tes/default/files/cedaw/archivos/2021-11/observaciones_fina-

les%20%281%29.pdf

3 Comité CEDAW emite observaciones a México sobre derechos

de las mujeres luego de 9ª revisiónhttps://tbinternet.ohchr.org/_la-

youts/15/TreatyBodyExternal/Download.aspx?symbolno=CE-

DAW%2fC%2fMEX%2fCO%2f9&Lang=en

4 [1] Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género Haciendo

Realidad el Derecho a la Igualdad. Suprema Corte de Justicia de la

Nación, disponible en https://www.scjn.gob.mx/registro/sites/de-

fault/files/page/2020 02/protocolo_perspectiva_genero.pdf

5 Visto en nota Milenio: Falta de protocolos dificulta combate a fe-

minicidios: ministra de SCJN https://www.milenio.com/policia/fe-

minicidios-falta-protocolos-dificultan-combatirlos-ministra

6 Visto en nota: Vallarta incumple con protocolos de Alerta de gé-

nero https://tribunadelabahia.com.mx/vallarta-incumple-alerta-ge-

nero-55330

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024. 

Diputada Rocío Natalí Barrera Puc (rúbrica)

QUE ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE PROTECCIÓN CIVIL, RELATIVA AL CUERPO DE

BOMBEROS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA JUANITA GUE-
RRA MENA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita, Juanita Guerra Mena, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario de Morena en la
LXV Legislatura, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, y 73, fracción XXIII, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral
1, fracción I; 77, numeral 1, y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados; 116 y 122 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos; 55, fracción II, y 179 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de esta
Comisión Permanente la iniciativa con proyecto de
decreto por el que se reforman diversas disposicio-
nes de la Ley General de Protección Civil, al tenor
de la siguiente:

Exposición de Motivos

En nuestro país, la prestación del servicio de bomberos
se encuentra en un estatus legal indeterminado ya que,
debido a su condición de patronato no le ha sido posi-
ble que el legislador lo incorpore de manera debida y
estructurada en un régimen de derecho público que ri-
ge a las autoridades de los tres órdenes de gobierno y
de manera particular, en los sistemas de protección ci-
vil de índole federal y de las entidades federativas.

A pesar de que los Cuerpos de Bomberos son, junto
con las Fuerzas Armadas de las instituciones con ma-
yor credibilidad ciudadana y cuentan con una acepta-
ción social prácticamente unánime, ha sido evidente y
manifiesto el abandono del Estado mexicano con res-
pecto a su debida incorporación en el régimen legal, lo
que ha generado que a la fecha y a pesar de que el
bombero es el ícono más representativo de la gestión
de riesgos, la actual Ley General de Protección Civil
no lo menciona en una sola ocasión.

Uno de los problemas más evidentes, consecuencia de
este abandono legal, es que como tales, no se encuen-
tran insertos como participantes activos y formales en
diversos componentes del Sistema Nacional de Pro-
tección Civil, lo que genera que en las políticas, pro-
gramas, acciones y definiciones en la materia, no exis-
ta la obligación legal de considerar su experiencia, su
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opinión y su formal integración a este mecanismo ar-
ticulador de acciones.

A pesar de una importante evolución de la cultura de
la protección civil en nuestro país, del desarrollo tec-
nológico, los mecanismos de respuesta oportuna ante
la ocurrencia de un desastre y la necesidad de generar
sistemas coordinados de acciones de prevención y
atención de una eventualidad, a los bomberos en Mé-
xico se les sigue viendo como una labor altruista, más
como voluntariado que como profesión, lo que impide
la posibilidad de incorporarlos de manera plena en el
desarrollo de políticas públicas en materia de gestión
de riesgos y por ende, en la distribución de recursos
presupuestales pues en muchas entidades Federativas,
los bomberos operan con donaciones y bajo mecanis-
mos de voluntariado.

Los bomberos surgen en las entidades federativas
prácticamente de la misma manera: a través de decre-
tos de los Ejecutivos Estatales que formalizan su crea-
ción y establecimiento, posponiendo de manera inde-
finida su inclusión a un régimen de derecho público a
través de la expedición de su legislación especializada,
por considerarla como una actividad de voluntariado
más que un servicio de carácter público, los bomberos
quedaron prácticamente exiliados de los regímenes
normativos de los dstados y con excepción de la Ciu-
dad de México, cuya Ley del Heroico Cuerpo de Bom-
beros es relativamente nueva, pues data de 1998, su in-
clusión como prestadores de un servicio de interés
público ha sido lenta y gradual.

Bomberos: una vocación que se ha vuelto servicio
público

La vida de las personas y las comunidades se encuen-
tran siempre expuestas a situaciones que pueden resul-
tar traumáticas, y que amenazan o ponen en riesgo su
integridad psicofísica, sin embargo, en ocasiones esas
amenazas resultan mayores a la posibilidad de los in-
dividuos para afrontarlas; es entonces cuando se re-
quiere de medios extraordinarios como son, entre
otros, los denominados cuerpos de asistencia: los
bomberos, una fuerza de protección urbana comunita-
ria que participa activamente frente a situaciones de
emergencia y catástrofe.

En México y en el mundo, la existencia de los cuerpos
de bomberos se ha transformado, de grupo de volunta-

rios a cuerpos especializados y capacitados de profe-
sionales de esta actividad, que desarrollan su actividad
como verdaderos asuntos de salud pública, en conse-
cuencia, el abandono legal ha impedido dimensionar
sus necesidades de capacitación, de desarrollo profe-
sional, de presupuesto y de equipamiento.

En lo que parece un avance hacia políticas que reco-
nocen el carácter esencial de la prevención de incen-
dios, recientemente se ha aprobado en el Congreso de
la Ciudad de México una importante actualización a su
marco jurídico con la expedición de una nueva Ley de
Bomberos de la Ciudad de México. Esta propuesta,
que surge por iniciativa de diversos grupos parlamen-
tarios y de la Comisión de Protección Civil y Gestión
Integral de Riesgos del Congreso capitalino, ha creado
las bases para que el Heroico Cuerpo de Bomberos go-
ce de mayores atribuciones. 

Este nueva legislación tiene como propósito establecer
al menos una estación de bomberos para cada una de
las 16 alcaldías en las demarcaciones territoriales, asi-
mismo, se ha dado luz verde para que el personal apos-
tado en estos cuarteles promueva jornadas de capaci-
tación escolar dentro de sus comunidades para generar
conciencia, enseñar medidas contraincendios e impul-
sar la resiliencia pública. 

Los cuerpos de bomberos en otras legislaciones: de-
recho comparado.

Brasil. Semejante a lo que ocurre en México, los
bomberos en Brasil forman parte de una rama del ejér-
cito de esta nación. Desde 1915, fueron designados co-
mo una fuerza auxiliar y de reserva de esta institución
castrense. Además, la constitución de 1998 los catalo-
ga como militares en sus diferentes estados, lo que
también sucede con los policías. 

La Inspectoría General de las Policías Militares es la
encargada de supervisar el funcionamiento de los
bomberos. Además de establecer las directrices, está
encargada de su coordinación, legislación, moviliza-
ción y equipamiento. Uno puede suponer que la carre-
ra de estos oficiales está garantizada por el conglome-
rado de la Fuerza Armada brasileña. 

Bolivia. A diferencia de México y Brasil, en Bolivia la
actividad está integrada al cuerpo policial de dicha na-
ción. Según la Ley de Bomberos de 2013, tanto los vo-
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luntarios como las diferentes brigadas que ejercen es-
ta labor forman parte de lo que se conoce como el Sis-
tema Nacional de Seguridad Ciudadana. 

La distinción en este caso corresponde a la existencia
de una Dirección Nacional de Bomberos. Este orga-
nismo especializado de la Policía Boliviana es el en-
cargado de la planificación, organización y ejecución
de las medidas contra incendios. También tiene a su
cargo las direcciones departamentales y las unidades
que las conforman. 

En cuanto al financiamiento del Cuerpo de Bomberos
de la Policía Boliviana, corresponde al presupuesto
nacional policial. La ley también habla de donaciones
nacionales e internacionales y otros recursos. Además,
las entidades territoriales municipales serán las encar-
gadas de proveer de los inmuebles, el equipamiento y
la capacitación de estos funcionarios. 

Colombia. Más parecido al caso boliviano, la Ley Ge-
neral de Bomberos de Colombia indica que este per-
sonal es parte integral del Sistema Nacional para la
Prevención y Atención de Desastres. Aquí están in-
cluidos los voluntarios, oficiales, aeronáuticos y las
instancias responsables de administrar la actividad
bomberil siguiendo las premisas nacionales que apli-
can para cada territorio. 

En Colombia también existe una Dirección Nacional
de Bomberos que está adscrita al Ministerio de Inte-
rior. Ubicada en Bogotá, tiene personalidad jurídica y
es un ente con plena autonomía financiera y patrimo-
nial. Este ente trabaja en coordinación con la Junta
Nacional de Bomberos, que se encarga de aprobar los
proyectos con los recursos asignados. 

La organización de la prevención de incendios en este
país además incluye las delegaciones departamenta-
les/distritales y las juntas departamentales/distritales
de bomberos. Son las juntas departamentales las en-
cargadas de coordinar con la dirección nacional, eva-
luar actividades regionales, nombrar representantes y
aprobar proyectos mediante el fondo departamental. 

En cuanto al financiamiento, existe el Fondo Nacional
de Bomberos, que es manejado por la Dirección Na-
cional de Bomberos. Sin embargo, el gobierno nacio-
nal es el encargado de reglamentar la administración y
recaudación. Los recursos para estrategias contra fue-

gos y otros siniestros salen del presupuesto nacional y
de un porcentaje (2 por ciento) que aportan las asegu-
radoras. 

Chile. Cuando revisamos la Ley de los Bomberos de
Chile, el cuerpo de bomberos de esta nación es autó-
nomo y tiene personalidad jurídica. Su funcionamien-
to está coordinado con el Ministerio de Interior y Se-
guridad Pública, el cual también debe supervisar las
actuaciones de la Junta Nacional de Cuerpos de Bom-
beros. 

A diferencia de nuestro país, esta nación ha adoptado
un sistema mixto que se asemeja el modelo neozelan-
dés. Esto quiere decir que ellos cuentan con un cuerpo
de bomberos de voluntarios que no reciben paga y otro
de profesionales pagados. Esto se complementa con
una junta de incendios y emergencias, la cual es de-
signada por el ministro de interior. 

Una particularidad del caso chileno corresponde a su
registro nacional de bomberos voluntarios, el cual es-
tá a cargo de la Junta Nacional de Cuerpos de Bombe-
ros. Cada delegación debe inscribir sus integrantes y
actualizar esta lista cada mes. Además, la Academia
Nacional de Bomberos es la responsable de determinar
las competencias de los reclutas que ejercerán esta ac-
tividad. 

El financiamiento del Sistema Nacional de Bomberos
de Chile está dividido en 2 partes. Por un lado el Eje-
cutivo aporta el 40 por ciento de los recursos que van
destinados a un fondo. El 60 por ciento restante debe
provenir de actividades internas. Estos oficiales son
agrupados en comunas o municipios, los cuales deben
contar con compañías y brigadas para la extinción de
incendios. 

España. Este país guarda ciertas similitudes con el
nuestro. Las distintas delegaciones municipales/pro-
vinciales, reunidas en la Coordinadora Unitaria de
Bomberos Profesionales (CUBP), están buscando la
aprobación de un estatuto marco que han denominado
Ley Básica de los Servicios de Bomberos. 

Esta propuesta surge de la disparidad y falta de homo-
geneidad en varios aspectos básicos de la actividad
bomberil. La CUBP alega que no hay criterios unifor-
mes con respecto a las denominaciones, escalas y ca-
tegorías, sueldos, tamaño de plantillas, equipamiento,
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distribución geográfica, capacitación, promoción y
más, que atentan contra un servicio más efectivo. 

Es por lo anterior, que, ante la necesidad de incorporar
a los Cuerpos de Bomberos de las entidades federati-
vas de manera expresa a los mecanismos que regula el
Sistema Nacional de Protección Civil y con el objeto
de reconocerlos como servicios de carácter público de
alta especialización, se propone una adición de diver-
sos aspectos a la Ley General de Protección Civil, mis-
mos que comprenden lo siguiente:

A) El reconocimiento de la labor de los Heroicos
Cuerpos de Bomberos en las 32 entidades federati-
vas como servicio público de alta especialización y
no solo como cuerpo voluntario;

B) Su incorporación al Sistema Nacional de Protec-
ción Civil y a los Sistemas Estatales a partir de di-
cho reconocimiento;

C) La creación de Cuerpos de Bomberos en las 32
entidades federativas bajo la misma naturaleza le-
gal, a fin de que todos puedan ser objeto de regula-
ción de la misma Ley General de Protección Civil y
con la finalidad de que los Congresos Locales pue-
dan expedir o en su caso, la correspondiente legis-
lación que regule su actividad a partir del mismo
modelo administrativo y legal;

D) La creación por mandato de ley del Sistema de
Profesionalización de los Heroicos Cuerpos de
Bomberos como la instancia cuyo objeto es la ad-
misión de los elementos al servicio, así como la ca-
pacitación física, tecnológica, teórica y estratégica
que conforman los Cuerpos de Bomberos en cada
una de las entidades federativas y que se conforma
de las Academias de Bomberos así como del perso-
nal docente y administrativo especializado a fin de
impartir los conocimientos que considere necesa-
rios, tomando en consideración los lineamientos es-
tablecidos por las respectivas Juntas de Gobierno.

De esta manera, se configura un mecanismo armoni-
zado y articulado con los componentes que integran el
Sistema Nacional de Protección Civil y se establecen
las bases para que la labor y los servicios que prestan
los Heroicos Cuerpos de Bomberos en cada una de las
32 entidades federativas, se realice de manera profe-
sional, acorde a su realidad y circunstancias particula-

res, al tiempo que se compensa con las y los bomberos
mexicanos una deuda histórica pendiente, misma que
no se agota en la presente reforma legal pero que sien-
ta las bases para encaminar a los bomberos mexicanos,
hacia mecanismos de plena profesionalización respe-
tando su autonomía y vocación de servicio.

Por lo anteriormente expuesto sometemos a considera-
ción de esta honorable Cámara de Diputados la si-
guiente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se adiciona la fracción VI Bis y VI Ter al artí-
culo 2, una fracción XXXI al artículo 19 recorriéndo-
se las subsecuentes, un cuarto párrafo al artículo 21, el
artículo 33 y un Capítulo XI Bis denominado, “De los
Heroicos Cuerpos de Bomberos”, a la Ley General
de Protección Civil, para quedar como sigue:

Ley General de Protección Civil

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley se entiende
por

I. a VI. …

VI Bis. Bombera y bombero: Toda servidora o
servidor público en las entidades federativas, in-
tegrante de un organismo de apoyo para la sal-
vaguarda de la población y de protección civil,
encargado de la prevención, control, mitigación
y extinción de incendios, emergencias y sinies-
tros ocurridos en estas superficies, previstos en
la presente ley y la demás normatividad aplica-
ble, quien bajo ninguna circunstancia podrá ser
utilizado como elemento con funciones de disua-
sión o de ejercicio del orden coactivo del Estado

VII. A LXI. …

Artículo 19. La coordinación ejecutiva del Sistema
Nacional recaerá en la secretaría por conducto de la
Coordinación Nacional, la cual tiene las atribuciones
siguientes en materia de protección civil:

I. a XXX. …

XXXI. Asesorar en la elaboración de planes y
programas, tendientes a la capacitación y forma-
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ción de carácter profesional, de los Sistemas Es-
tatales de Profesionalización de Bomberos, en
términos de la presente ley y demás disposiciones
aplicables; y

XXXII. …

Artículo 21. …

…

…

La primera instancia de actuación especializada, co-
rresponde a las Unidades Internas de Protección Civil
de cada instalación pública o privada, los cuerpos de
bomberos, así como a la autoridad municipal o de la
demarcación territorial correspondiente que conozca
de la situación de emergencia. Además, corresponderá
en primera instancia a la unidad municipal o delega-
cional de protección civil el ejercicio de las atribucio-
nes de vigilancia y aplicación de medidas de seguri-
dad.

Artículo 33. El Comité Nacional estará constituido
por los titulares o por un representante de las depen-
dencias y entidades de la administración pública fede-
ral, con rango no inferior al de director general o equi-
valente, que de acuerdo a su especialidad asume la
responsabilidad de asesorar, apoyar y aportar, dentro
de sus funciones, programas, planes de emergencia y
sus recursos humanos y materiales, al Sistema Nacio-
nal, así como por un representante de los Cuerpos
de Bomberos de las entidades federativas y el re-
presentante que al efecto designe el o los gobernado-
res de los estados afectados o por el jefe del gobierno
de la Ciudad de México, en su caso.

Capítulo XI Bis
De los Heroicos Cuerpos de Bomberos

Artículo 56 Bis. En cada Entidad Federativa se es-
tablecerá un Cuerpo de Bomberos, considerado co-
mo un servicio de carácter público de alta especia-
lización de carácter civil y tendrá las funciones que
le otorgue su respectiva legislación.

Artículo 56 Ter. Los Cuerpos de Bomberos de las
entidades federativas contarán con la personalidad
jurídica que le otorgue la legislación local aplica-

ble, con el propósito de coordinarse de manera efi-
ciente con las instancias que conforman los siste-
mas estatales de protección civil.

Artículo 56 Quater. Los Cuerpos de Bomberos se
conformarán, preferentemente, por las siguientes
instancias administrativas, operativas y consulti-
vas:

I. Junta de Gobierno. Órgano de gobierno en-
cargado de definir las políticas y estrategias ge-
nerales, de conformidad con lo que establezca la
legislación estatal correspondiente;

II. Dirección General. Es la encargada de la eje-
cución de las políticas, estrategias y lineamientos
que determine la Junta de Gobierno, misma que
deberá contar con su estructura operativa y de
carácter administrativo;

III. Consejo Consultivo. Órgano asesor, de con-
sulta y análisis, cuya facultad es la de emitir opi-
niones y recomendaciones a la Junta de Gobier-
no;

IV. Sistema Estatal de Profesionalización y Siste-
ma de Profesionalización de la Ciudad de Méxi-
co. Es la estructura que contempla la Academia
o Escuela de Bomberos de la Entidad Federati-
va, la supervisión y el desarrollo de los planes y
programas, las acciones de formación, actualiza-
ción, especialización y profesionalización y de
calificación del personal docente, instructores y
administrativos.

V. Los patronatos y asociaciones civiles legal-
mente constituidos y de comprobada operación y
reconocimiento por la autoridad administrativa
en la materia de cada Entidad Federativa;

VI. Una Contraloría Interna o equivalente en
términos de la legislación de su Entidad Federa-
tiva.

Artículo 56 Quintus. El Sistema de Profesionaliza-
ción es la instancia de formulación cuyo objeto es la
admisión de los bomberos al servicio, así como la
capacitación física, tecnológica, teórica y estratégi-
ca de los elementos que conforman los Cuerpos de
Bomberos en cada una de las entidades federativas.
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Artículo 56 Sexies. El Sistema de Profesionaliza-
ción se conforma de las Academias de Bomberos
en cada Entidad Federativa y contará con el per-
sonal docente y administrativo especializado a fin
de impartir los conocimientos que considere nece-
sarios, tomando en consideración los lineamientos
establecidos por las respectivas Juntas de Gobier-
no.

Artículo 56 Septies. Los elementos de nivel supe-
rior que conforman los Cuerpos de Bomberos de
las entidades federativas, están obligados a cubrir
con un número determinado de horas para impar-
tir los cursos de las Academias, dentro de su jorna-
da laboral o de manera excepcional en otros hora-
rios, previa aceptación de los mismos, así como a la
difusión de sus conocimientos y experiencias, con el
objeto de llevar a cabo la actualización, profesiona-
lización y especialización permanente del alumna-
do.

Los conocimientos impartidos en las Academias,
tendrán validez curricular.

Artículo 56 Octies. El Sistema de Profesionaliza-
ción comprenderá los siguientes subsistemas:

I. El ingreso;

II. El desarrollo profesional;

III. La evaluación de desempeño; y

IV. La promoción dentro del sistema.

Cada Entidad Federativa deberá desarrollar los
correspondientes subsistemas y vincularlos a los
conocimientos y necesidades de desarrollo profesio-
nal.

Artículo 56 Nonies. Los Cuerpos de Bomberos de
las entidades federativas, acorde a su suficiencia
presupuestal y normatividad aplicable para el des-
arrollo profesional, podrán suscribir los convenios
e intercambios en el país y el extranjero, a fin de
que los integrantes que se han destacado en el cum-
plimiento del deber, puedan acceder a experiencias,
técnicas y conocimientos especializados a fin de que
realicen con mayor eficacia su labor.

Artículo 56 Decies. Los integrantes de los Cuerpos
de Bomberos de las entidades federativas, podrán
acceder a las correspondientes certificaciones de
competencias expedidas por las instituciones regis-
tradas en la Escuela Nacional de Protección Civil.

Artículos Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las entidades federativas deberán armoni-
zar su legislación y en su caso, expedir su Ley Estatal
de Cuerpo de Bomberos en un término que no exceda
de 180 días hábiles a partir del día siguiente al de la
entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Las entidades federativas deberán armonizar
su legislación presupuestaria y de carácter administra-
tivo a fin de dotar de recursos suficientes a los Cuer-
pos de Bomberos, a fin de estar en condiciones de im-
plementar los mecanismos establecidos en el presente
Decreto.

Cuarto. Las entidades federativas deberán implemen-
tar el Sistema de Profesionalización de los Cuerpos de
Bomberos en un término improrrogable de un año
contados a partir del día siguiente a la entrada en vigor
del presente Decreto.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Juanita Guerra Mena (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA LEY DEL INSTITU-
TO NACIONAL DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, SUSCRITA

POR EL DIPUTADO ROMMEL AGHMED PACHECO MARRU-
FO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA

El que suscribe, diputado federal Rommel Aghmed
Pacheco Marrufo, del Grupo Parlamentario de More-
na en la LXV Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 55, 56
y 57 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, so-
mete a consideración de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la Ley del
Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas, de con-
formidad con la siguiente:

Exposición de Motivos

I. El 21 de abril de 1978 la Organización de las Na-
ciones Unidas para la Educación, la Cultura y la Cien-
cia (Unesco, por sus siglas en inglés) proclamó la Car-
ta Internacional de la Educación Física y el Deporte “a
fin de poner el desarrollo de la educación física y el
deporte al servicio del progreso humano, favorecer su
desarrollo y exhortar a los gobiernos, las organizacio-
nes no gubernamentales competentes, los educadores,
las familias y los propios individuos a inspirarse en
ella, difundirla y ponerla en práctica”.1

La Carta Internacional reconoce el derecho a la educa-
ción física y al deporte como un derecho fundamental
de todas las personas:

“Artículo 1. La práctica de la educación física y el
deporte es un derecho fundamental para todos

1.1. Todo ser humano tiene el derecho fundamental
de acceder a la educación física y al deporte, que
son indispensables para el pleno desarrollo de su
personalidad. El derecho a desarrollar las facultades
físicas, intelectuales y morales por medio de la edu-
cación física y el deporte deberá garantizarse tanto
dentro del marco del sistema educativo como en el
de los demás aspectos de la vida social.

1.2. Cada cual, de conformidad con la tradición de-
portiva de su país, debe gozar de todas las oportu-
nidades de practicar la educación física y el depor-
te, de mejorar su condición física y de alcanzar el

nivel de realización deportiva correspondiente a sus
dones.

1.3. Se han de ofrecer oportunidades especiales a
los jóvenes, comprendidos los niños de edad pres-
colar, a las personas de edad y a los deficientes, a
fin de hacer posible el desarrollo integral de su per-
sonalidad gracias a unos programas de educación
física y deporte adaptados a sus necesidades.”

En ese sentido, en el año 2013 es que la Asamblea Ge-
neral de la Organización de las Naciones Unidas
(ONU) decidió proclamar el 6 de abril como el Día In-
ternacional del Deporte para el Desarrollo y la Paz.

Por ello, la ONU dice que “el deporte tiene el poder de
cambiar el mundo. Es un derecho fundamental y una
poderosa herramienta para fortalecer los lazos sociales
y promover el desarrollo sostenible y la paz, así como
la solidaridad y el respeto para todas las personas”.2

La Unesco considera “que el deporte es un poderoso
vehículo para la inclusión social, la igualdad de géne-
ro y la capacitación de los jóvenes, con beneficios que
se sienten mucho más allá de los estadios. En efecto,
los valores que se adquieren en el deporte y a través de
él -como el juego limpio y el espíritu de equipo- tienen
un valor incalculable para toda la sociedad”.3

II. El artículo 4o. de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos reconoce el derecho a la cul-
tura física y al deporte de las personas en México: “To-
da persona tiene derecho a la cultura física y a la
práctica del deporte. Corresponde al Estado su promo-
ción, fomento y estímulo conforme a las leyes en la
materia”.

La Cámara de Diputados, en el dictamen de la Comi-
sión de Puntos Constitucionales al proyecto de decre-
to que adiciona el párrafo décimo al artículo 4o. y re-
forma la fracción XXIX-J del artículo 73 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos en su apartado IV. Antecedentes de la Minuta, di-
ce que:

“De todos es sabido que el deporte engrandece la
vida; el deporte y la actividad física amalgaman la
práctica recreativa, el ejercicio físico, el aprendiza-
je del desarrollo colectivo e individual. Este tipo de
actividades resultan decisivas para el desarrollo de
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muchos aspectos, tanto físicos como psicológicos,
de la vida futura. En definitiva, la actividad física y
deportiva no es solo diversión, sino que también es
salud ya que, en esencia, facilita el desarrollo inte-
gral de toda persona.

En el campo de la prevención de la violencia, el de-
porte ofrece a los adolescentes un modo de canali-
zar sus tensiones físicas y les permite aprender for-
mas de competición positiva y de conducta no
agresiva.

En el caso de los adultos, los expertos reconocen
que el ejercicio sirve de palanca para empezar a re-
bajar la presencia de factores de riesgo como la dia-
betes, la hipertensión arterial, la arterioesclerosis, la
obesidad, entre otros.

La práctica de un ejercicio o deporte junto con la
observancia de otros hábitos de salud puede tener
consecuencias positivas inmediatas en la salud.
Además, el ejercicio físico mejora la capacidad or-
gánica del corazón, disminuyendo la necesidad de
oxígeno, reduciendo la tensión arterial.

En el caso de los adultos mayores la práctica de la
actividad física regular es una de las prioridades co-
mo forma de prevención de enfermedades crónico-
degenerativas. La promoción de actividad física en
los adultos mayores es indispensable para disminuir
los efectos del envejecimiento y preservar su capa-
cidad funcional.”

En este mismo sentido es que en el dictamen de la Co-
misión en comento menciona en su apartado III. Con-
sideraciones que:

“El origen del derecho del deporte es uno de los
acontecimientos más destacados en el campo jurídi-
co universal –y del cual no sólo no es ajeno el dere-
cho mexicano, sino inclusive “pionero”-, esto es
así, en atención al espíritu del constituyente de 1917
que dio pauta al nacimiento de los derechos socia-
les.

En efecto, se trata de derechos en los cuales se en-
troniza al ser humano no como individuo aislado,
sino formando parte –y parte dinámica- de una co-
lectividad que tiene una tarea, una finalidad, igual-
mente colectiva.

…

El derecho al deporte, aparece ligado a la concep-
ción de lo que debe ser la actuación de los poderes
públicos y el bienestar que éstos deben deparar a
sus ciudadanos; el deporte, dotado de respaldo
constitucional, se convierte en aspecto señero de la
idea de calidad de vida que el Estado debe procurar
a sus gobernados.

El derecho al deporte, resulta ser un derecho más
que debe ser incluido en nuestra Constitución, co-
mo garante del desarrollo personal del individuo y
de la sociedad.

…

Esta comisión dictaminadora, considera que la in-
corporación de las reformas propuestas, sin duda al-
guna enriquecerán el actual marco jurídico nacional
y consagrarán la existencia en nuestro derecho po-
sitivo de una nueva materia inexistente en el país,
como la del derecho público del deporte, permitien-
do a nuestras comunidades universitarias, docentes
e investigadores entre otras interesadas, a participar
en el desarrollo jurídico de esta vital e importante
actividad en la vida nacional.

…

El reconocimiento constitucional del derecho a la
cultura física y el deporte, significará para los po-
deres del Estado, la asunción definitiva de un com-
promiso encaminado al aseguramiento del bienestar
social de nuestra sociedad, lo cual claramente refle-
jará el establecimiento de una nueva etapa en el
desarrollo del Estado mexicano.”

III. El artículo 2o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos reconoce el derecho de los
pueblos originarios al decir que:

“La Nación tiene una composición pluricultural
sustentada originalmente en sus pueblos indígenas
que son aquellos que descienden de poblaciones
que habitaban en el territorio actual del país al ini-
ciarse la colonización y que conservan sus propias
instituciones sociales, económicas, culturales y po-
líticas, o parte de ellas.”
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Asimismo, contempla nuestra carta magna los dere-
chos “de los pueblos y comunidades afromexicanas,
cualquiera que sea su autodenominación, como parte
de la composición pluricultural de la Nación”. 

Por otra parte, el artículo 3o. de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos dice que
“Los planes y programas de estudio tendrán pers-
pectiva de género y una orientación integral, por lo
que se incluirá el conocimiento […] la educación fí-
sica, el deporte, […]”. 

Derivado del artículo 3o. constitucional es que la Ley
General de Educación dice que:

“Artículo 18. La orientación integral, en la forma-
ción de la mexicana y el mexicano dentro del Siste-
ma Educativo Nacional, considerará lo siguiente: 

…

IX. Los conocimientos, habilidades motrices y cre-
ativas, a través de la activación física, la práctica del
deporte y la educación física vinculadas con la sa-
lud, la cultura, la recreación y la convivencia en co-
munidad;”

También el artículo 30 de la Ley General de Educación
reconoce el derecho de la activación física, la práctica
del deporte y la educación física:

“Artículo 30. Los contenidos de los planes y pro-
gramas de estudio de la educación que impartan el
Estado, sus organismos descentralizados y los par-
ticulares con autorización o con reconocimiento de
validez oficial de estudios, de acuerdo al tipo y ni-
vel educativo, serán, entre otros, los siguientes:

…

VII. El fomento de la activación física, la práctica
del deporte y la educación física;”

El 4 de diciembre de 2018 se publica en el Diario Ofi-
cial de la Federación la creación del Instituto Nacional
de los Pueblos Indígenas como es un organismo des-
centralizado de la Administración Pública Federal, no
sectorizado, con personalidad jurídica, patrimonio
propio y autonomía operativa, técnica, presupuestal y
administrativa, con sede en la Ciudad de México (artí-

culo 1 de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos
Indígenas).

Las facultades del Instituto Nacional de los Pueblos
Indígenas “es la autoridad del Poder Ejecutivo federal
en los asuntos relacionados con los pueblos indígenas
y afromexicano, que tiene como objeto definir, nor-
mar, diseñar, establecer, ejecutar, orientar, coordinar,
promover, dar seguimiento y evaluar las políticas, pro-
gramas, proyectos, estrategias y acciones públicas, pa-
ra garantizar el ejercicio y la implementación de los
derechos de los pueblos indígenas y afromexicano, así
como su desarrollo integral y sostenible y el fortaleci-
miento de sus culturas e identidades, de conformidad
con lo dispuesto en la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos y en los instrumentos jurídi-
cos internacionales de los que el país es parte (artícu-
lo 2 de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos
Indígenas.

Sin embargo, dentro de las facultades y atribuciones
de la Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indíge-
nas no contempla el tema de la activación física, la
práctica del deporte y la educación física en favor de
los pueblos indígenas y de los pueblos y comunidades
afromexicanas.

Finalmente, es importante destacar que la Universidad
Nacional Autónoma de México (UNAM) reconoce la
importancia del deporte en la población indígena, al
decir que:

“El deporte dentro de los pueblos indígenas se ha
desarrollado como prácticas comunitarias de socia-
lización, actividades dentro de alguna fiesta esta-
blecida o simplemente como práctica la cultura que
se ha heredado por la tradición oral.4

El fomento del deporte en pueblos indígenas no solo
busca la difusión de la actividad física y la inclusión
en comunidades, también trae consigo la transmisión y
el entendimiento de toda una cultura, entender sus orí-
genes, indumentarias, económica y religión; además
de trasladar reglas y valores como solo el deporte pue-
de hacer.

IV. La propuesta de la presente iniciativa es la si-
guiente:
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V. Por lo anteriormente expuesto y fundado, se some-
te a consideración del pleno de esta soberanía, la si-
guiente iniciativa con proyecto de:

Decreto

Único. Se reforma la fracción XLI del artículo 4 del
Ley del Instituto Nacional de los Pueblos Indígenas,
para quedar como sigue:

Artículo 4. …

I. a XL. …

XLI. Coordinar con las instancias correspondien-
tes, el reconocimiento y la implementación de la
educación indígena en todos sus tipos y niveles,
promover y fomentar la activación física, la
práctica del deporte y la educación física, así co-
mo participar en la elaboración de los planes y pro-
gramas de estudio, y materiales didácticos específi-
cos dirigidos a los pueblos indígenas, con la
finalidad de fortalecer las culturas, historias, identi-
dades, instituciones y formas de organización de di-
chos pueblos;

XLII. a XLVIII. …

Transitorio

Único. La presente Ley entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 [1] Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la

Cultura y la Ciencia, “Carta Internacional de la Educación Física y

el Deporte”, en: https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/fi-

l e / 1 2 8 1 3 7 / U N E S C O _ -

_Carta_Internacional_de_la_Educacion_Fisica_y_el_Deporte.pdf

2 [1] Organización de las Naciones Unidas, “Día Internacional del

Deporte para el Desarrollo y la Paz. 6 de abril”, en:

https://www.un.org/es/observances/sport-day

3 [1] Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la

Cultura y la Ciencia, “Día Internacional del Deporte para el Des-

arrollo y la Paz. 6 de abril”, en:

https://www.unesco.org/es/days/sport-development-and-peace

4 [1] Universidad Nacional Autónoma de México, Juegos Autóc-

tonos y Tradicionales, Gaceta UNAM, 9 de agosto de 2019, en:

https://www.gaceta.unam.mx/juegos-autoctonos-y-tradicionales/

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputado Rommel Aghmed Pacheco Marrufo (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 99 DE LA LEY DE MIGRA-
CIÓN, SUSCRITA POR LA DIPUTADA ANA LAURA VALEN-
ZUELA SÁNCHEZ Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, Ana Laura Valenzuela Sán-
chez, de la LXV Legislatura, con fundamento en el ar-
tículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se permite presentar, para su análisis y dictamen, la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se reforma el segundo párrafo del artículo 99 de la Ley
de Migración en materia de privación a la libertad, el
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cual propone establecer que el “alojamiento temporal”
de un extranjero que no acredite su situación migrato-
ria para la regularización de su estancia o la asistencia
para el retorno sea opcional, a fin de evitar los casos
de privación de la libertad por parte del Instituto Na-
cional de Migración y proteger así su derecho de li-
bertad de los extranjeros.

Planteamiento del problema

La esencia de esta iniciativa radica en la necesidad de
introducir una modificación clave en la legislación vi-
gente de la Ley de Migración para salvaguardar el de-
recho fundamental de libertad de los extranjeros que
se encuentran en proceso de regularización de su es-
tancia o asistencia para el retorno. La reforma busca
establecer de manera clara y precisa que el “aloja-
miento temporal” sea una medida opcional, evitando
así posibles casos de privación de la libertad sin el
consentimiento o decisión expresa de los involucra-
dos.

La falta de claridad en la normativa actual ha permiti-
do que el Instituto Nacional de Migración tenga la fa-
cultad de imponer el “alojamiento temporal” sin re-
querir el consentimiento o la aceptación voluntaria de
los migrantes, lo cual constituye una vulneración a su
derecho fundamental de libertad.

En este contexto, la iniciativa propone una modifica-
ción específica para que el “alojamiento temporal” no
sea un proceso facultativo por parte del Instituto Na-
cional de Migración y sea opcional y lo decidan los
extranjeros. La intención es abordar de manera directa
la amenaza potencial de la privación de la libertad, es-
tableciendo límites y asegurando que dicha medida sea
aplicada y justificada por decisión propia del extranje-
ro. Esta modificación busca, por ende, salvaguardar el
derecho fundamental de libertad de los extranjeros in-
volucrados en el proceso migratorio, alineándose con
principios legales y de derechos humanos.

La preocupación central radica en la necesidad de con-
ciliar las medidas de control migratorio con el respeto
irrestricto de los derechos humanos. La posibilidad de
que los extranjeros sean alojados temporalmente sin su
consentimiento plantea un dilema ético y jurídico que
debe ser abordado de manera urgente y efectiva. Esta
problemática ha motivado la presente propuesta de re-
forma, con el objetivo de introducir salvaguardas lega-

les que garanticen el respeto a la libertad individual y
la protección de los derechos humanos.

Exposición de motivos

La fundamentación de esta elección radica en la nece-
sidad de proteger la autonomía y libertad de los mi-
grantes, evitando cualquier posibilidad de privación de
la libertad sin su previo consentimiento. La opción vo-
luntaria de someterse al “alojamiento temporal” ga-
rantiza que los extranjeros sean plenamente conscien-
tes y participativos en el proceso, alineándose con los
principios fundamentales de dignidad y derechos hu-
manos.

De acuerdo con la información proporcionada en el in-
forme “Panorama en cifras de la migración internacio-
nal en México”, migrantes de 173 países llegan a Mé-
xico para transitar a otros países o buscan permanecer
en el país.1

Según la información recopilada por la Unidad de Po-
lítica Migratoria, Registro e Identidad de Personas
(UPMRIP), se proyecta que en el año 2022 había alre-
dedor de 441,409 personas viviendo en México en si-
tuación migratoria irregular que esperaban acreditar su
situación migratoria para la regularización de su es-
tancia o la asistencia para el retorno.2

Las estaciones migratorias son instalaciones guberna-
mentales destinadas a alojar temporalmente a los mi-
grantes que han sido detenidos por las autoridades mi-
gratorias mientras se lleva a cabo su proceso de
deportación o su solicitud de asilo y se han utilizado
como parte de la política de control migratorio. 

La realidad de los migrantes en las estancias gestiona-
das por el Instituto Nacional de Migración (INM) ha
sido motivo de creciente preocupación. A menudo, se
enfrentan a situaciones de privación de libertad que
plantean desafíos para el pleno ejercicio de sus dere-
chos fundamentales. 

Implicaciones de la privación de libertad en las es-
tancias migratorias sin el consentimiento de los in-
volucrados:

• Separación familiar y desgaste psicológico

• Violaciones de sus derechos 
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• Restricción física

• Condiciones precarias 

• Dificultades para acceder a servicios de salud ade-
cuados

• Las instalaciones están abarrotadas y los recursos
limitados

La reforma no busca debilitar los mecanismos de con-
trol migratorio ni comprometer la seguridad nacional,
sino más bien fortalecer el respeto a los derechos indi-
viduales en el marco de dicho control. La propuesta
procura equilibrar la eficacia de las medidas migrato-
rias con el respeto a los derechos fundamentales, pro-
moviendo una legislación más coherente y ética que
responda a las exigencias de una sociedad justa y equi-
tativa.

Impacto y beneficios de la reforma:

• Protección de los derechos humanos de los mi-
grantes.

• Garantiza que ningún extranjero sea privado de su
libertad sin su consentimiento. 

• Refuerza la transparencia y la participación activa
de los migrantes en el proceso.

• Reconoce los principios fundamentales de la dig-
nidad humana.

• Favorecerá la coherencia normativa al alinear la
Ley de Migración con los estándares internaciona-
les de derechos humanos. 

• Se proyectará una imagen de responsabilidad y
compromiso por parte del Estado, promoviendo un
enfoque equilibrado entre el control migratorio y la
protección de los derechos individuales. 

Por lo anteriormente expuesto se propone reformar el
segundo párrafo del artículo 99 de la Ley de Migra-
ción, el cual propone, que el “alojamiento temporal”
de un extranjero que no acredite su situación migrato-
ria para la regularización de su estancia o la asistencia
para el retorno sea opcional, a fin de evitar los casos
de privación de la libertad por parte del Instituto Na-

cional de Migración y proteger así su derecho de li-
bertad de los extranjeros.

Para una mayor comprensión de la iniciativa que pon-
go en consideración de esta soberanía, presento ante
ustedes el siguiente cuadro de reforma:

En virtud de lo anterior, se somete a consideración del
pleno el siguiente decreto.

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo
del artículo 99 de la Ley de Migración

Único. - Se reforma el segundo párrafo del artículo 99
de la Ley de Migración, para quedar como sigue: 

Artículo 99. Es de orden público la presentación de
los extranjeros adultos en estaciones migratorias o en
lugares habilitados para ello, en tanto se determina su
situación migratoria en territorio nacional.

La presentación de extranjeros es la medida dictada
por el Instituto mediante la cual se acuerda el aloja-
miento opcional y temporal de un extranjero adulto
que no acredita su situación migratoria para la regula-
rización de su estancia o la asistencia para el retorno.
Bajo esta disposición queda prohibido privar de la
libertad a los migrantes y garantizar así su derecho
de libertad.
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…

…

Artículo Transitorio

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://bibliodigitalibd.senado.gob.mx/handle/123456789/6074

2 https://portales.segob.gob.mx/es/PoliticaMigratoria/UnidadDe-

PoliticaMigratoria

Honorable Cámara de Diputados, 
a 24 de enero de 2024.

Diputada Ana Laura Valenzuela Sánchez (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 14 DE LA LEY GENERAL DE

MOVILIDAD Y SEGURIDAD VIAL, SUSCRITA POR LA DIPU-
TADA CECILIA ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA Y LEGIS-
LADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, y las y los diputados del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en el artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados y demás disposiciones aplicables,
se permite presentar para su análisis y dictamen la si-
guiente iniciativa  con proyecto de decreto por el que
se reforma el artículo 14 de la Ley General  de Movi-
lidad y Seguridad Vial en materia de transporte públi-
co accesible para personas con discapacidad, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, de acuerdo con datos del INEGI del Cen-
so de Población y Vivienda del 2020, hay 6,179,890
personas con algún tipo de discapacidad, lo que repre-
senta 4.9 por ciento de la población total del país; de
estos, 493,589 personas viven en la CDMX.1

La vida de las personas con discapacidad puede ser
desafiante, las barreras que enfrentan pueden ser de
diversa índole, barreras físicas, sociales o de comuni-
cación y algunas de las medidas que se pueden tomar
para reducirlas son, infraestructura y transporte pú-
blico accesible, educación inclusiva, empleo inclusi-
vo y sensibilización. Al atender estas medidas, se
puede contribuir a crear una sociedad más justa e in-
clusiva

Las personas con discapacidad en su mayoría requie-
ren de apoyo para realizar actividades cotidianas, en-
tre ellas, trasladarse de un lugar a otro. 

La obligación del gobierno de nuestro país a garanti-
zar una movilidad digna para todas las personas se en-
cuentra en el artículo cuarto, que menciona:2

Artículo 4o: …

Toda persona tiene derecho a la movilidad en con-
diciones de seguridad vial, accesibilidad, eficiencia,
sostenibilidad, calidad, inclusión e igualdad.

…

Dentro de las barreras de movilidad a las cuales se en-
frentan, se encuentran aceras invadidas, calles mal pa-
vimentadas, falta de rampas o mala ubicación de estas,
ausencia de señalizaciones especiales, y principalmen-
te el transporte público, que es un gran problema para
estas personas con discapacidad, pues la gratuidad y
asientos preferentes no asegura accesibilidad para los
traslados. 

En el desarrollo de este problema, no solo se viola su
derecho a la movilidad, si no, también su derecho a la
igualdad, y a la no discriminación, afectando diferen-
tes esferas de su vida, como su educación, su empleo,
su acceso a la recreación y a servicios de salud. Estas
condiciones propician e impulsan el aislamiento social
y la exclusión para esta parte de la población e incre-
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mentan su dificultad para participar plenamente en la
sociedad y ejercer su autonomía.

El Órgano Regulador de Transporte (ORT), le ha pro-
porcionado información al medio de comunicación
“Reporte Índigo” en la cual aceptan no tener un pro-
tocolo de atención especializado en personas con dis-
capacidad y mascotas de asistencia, además de que,
de 22 empresas de transporte, solo una cuenta con
plataformas de acceso. Aunado a esto, en nuestro pa-
ís somos testigos de una falta de sensibilización de
los operadores del transporte público o de los usua-
rios en general y a pesar de que se ofrecen cursos de
sensibilización o capacitaciones para el personal de
los medios de transporte, esto no es suficiente, ya que
dichos cursos son opcionales y no existe ningún pro-
tocolo que marque un determinado proceso de aten-
ción.3

Esto sin mencionar el transporte público concesionado
que incluye, camiones, microbuses y combis que co-
nocemos tiene condiciones deplorables y solo empeo-
ran para las personas con discapacidad.

Los medios de transporte que se supone están adecua-
dos para recibir y facilitar a este sector de la población,
no reciben mantenimiento y se encuentran descuida-
dos, además de ser ineficientes. Este es el caso del me-
tro de la CDMX, en el que a pesar de que algunas es-
taciones cuentan con elevadores y escaleras eléctricas,
no cubren todas las estaciones, agregando que estos
muchas veces se encuentran fuera de servicio, en man-
tenimiento o simplemente en condiciones denigrantes,
lo que complica la movilidad de estos individuos. Di-
ferentes usuarios han reportado estos problemas a tra-
vés de la red social “X” como es el caso de un usuario
que reportó el día 29 de junio del 2022 que múltiples
personas con discapacidad no pudieron acceder a una
estación del metro, esto, gracias a que la puerta de ac-
ceso era demasiado angosta para permitir el paso de
sus sillas de ruedas.4

México se integró en 2008 a la Convención de las Na-
ciones Unidas sobre Derechos de Personas con Disca-
pacidad y estos no se están respetando. El transporte
público accesible es un derecho fundamental para las
personas con discapacidad. Es importante que todos
trabajemos juntos para garantizar que este derecho se
cumpla en México.

Estos derechos no se pueden quedar simplemente en
letra muerta dentro de nuestras leyes, es nuestra obli-
gación buscar las soluciones necesarias para garanti-
zarlos. Las personas con discapacidad son una minoría
que merece ser escuchada y tomada en cuenta, no so-
lo hacer cambios que simulen resolver el problema.

Ante todo lo expuesto, se propone una iniciativa que
reforma el artículo 14 de la Ley General de Movilidad
y Seguridad Vial, con la finalidad de asegurar que las
leyes y reglamentos en la materia contendrán las pre-
visiones necesarias para asegurar y garantizar que el
transporte y los entornos sean completamente accesi-
bles para personas con discapacidad, agregando que
éstos transportes y entornos deberán contar con rutas
accesibles, señales auditivas, visuales, táctiles, ram-
pas, entre otras.

Para un mejor entendimiento de lo que expongo, pre-
sento ante esta soberanía el siguiente cuadro de refor-
ma:
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Decreto por el que se reforma el artículo 14 de la
Ley General de Movilidad y Seguridad Vial en ma-
teria de transporte público accesible para personas
con discapacidad

Único. Se reforma el artículo 14 de la Ley General
de Movilidad y Seguridad Vial, para quedar como si-
gue…

Artículo 14. Las leyes y reglamentos en la materia
contendrán las previsiones necesarias para garantizar,
al menos, lo siguiente: 

I. Que los servicios de transporte aseguren vehícu-
los y entornos con diseño universal y en su caso,
con ayudas técnicas para la accesibilidad de perso-
nas con discapacidad y movilidad limitada, con las
acciones afirmativas y los ajustes razonables que se
requieran para ello, incluyendo rutas accesibles,
señales auditivas, visuales, táctiles, rampas, en-
tre otras; 

II. Que las vías y el espacio público se diseñen con-
templando infraestructura que asegure que las per-
sonas con discapacidad y movilidad limitada se
desplacen de manera segura, tales como rutas acce-
sibles, señales auditivas, visuales, táctiles, rampas,
entre otras; 

III. Que se contribuya a garantizar la accesibilidad
de las personas con discapacidad y movilidad limi-

tada, aportando especificaciones de diseño univer-
sal que permitan construir un entorno incluyente, y 

IV. Que las modalidades de transporte en las zonas
remotas y de difícil acceso, así como en los territo-
rios insulares contemplen las rutas y los servicios
más seguros, incluyentes, accesibles y asequibles
para las personas; específicamente hacia aquellas
personas con discapacidad.

Artículos Transitorios

Primero.-  El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Congreso de la Unión deberá armonizar
el marco jurídico en la materia para adecuarlo al con-
tenido del presente decreto en un plazo que no exce-
derá de 180 días a partir de la entrada en vigor del mis-
mo, debiendo incluir disposiciones que determinen los
alcances y permitan dar cumplimiento gradual confor-
me a lo que se apruebe en los presupuestos de egresos
correspondientes, así como la concurrencia de los tres
órdenes de gobierno para garantizar los derechos deri-
vados del presente decreto.

Notas

1 Población. Discapacidad (inegi.org.mx)

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (diputa-

dos.gob.mx)

3 Accesibilidad del transporte público solo en papel - Reporte Ín-

digo

4 Personas con discapacidad, olvidadas en programas y protocolos

de transporte público en la CDMX - Reporte Índigo

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 24 de enero de 2024.

Diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 24 DE LA LEY GENERAL DE

ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITO-
RIAL Y DESARROLLO URBANO, SUSCRITA POR LA DIPUTA-
DA CECILIA ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA Y LEGISLA-
DORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

La suscritam integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, y las y los diputados del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, con
fundamento en el artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados y demás disposiciones aplicables,
se permite presentar para su análisis y dictamen la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que
se adiciona una fracción V al artículo 24 de la Ley Ge-
neral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Te-
rritorial y Desarrollo Urbano, en materia de plan vial
integral en desarrollos urbanos, al tenor de la siguien-
te

Exposición de Motivos

La planificación efectiva del desarrollo urbano es una
tarea crucial en la búsqueda de comunidades más sos-
tenibles, eficientes y seguras. En este contexto, la Es-
trategia Nacional de Ordenamiento Territorial juega
un papel fundamental al establecer directrices que
moldearán el crecimiento de nuestras ciudades. Uno
de los elementos clave en esta estrategia es la imple-
mentación de un plan vial integral, especialmente en lo
que respecta a la movilidad de las personas. En este
ensayo, se abordará la importancia de asegurar un en-
foque equilibrado y sostenible en el diseño de la red
vial, priorizando el transporte público, la movilidad
activa y la intermodalidad.

La priorización del transporte público es esencial para
abordar los desafíos asociados al crecimiento urbano.
El aumento de la congestión vehicular y la contamina-
ción del aire son problemas que afectan la calidad de
vida de los ciudadanos. Al promover el transporte pú-
blico, se fomenta la eficiencia en el uso del espacio ur-
bano y se reduce la dependencia del transporte priva-
do. La inversión en sistemas de transporte masivo y su
integración en la planificación urbana son estrategias
clave para construir ciudades más sostenibles y acce-
sibles.

La movilidad activa, como caminar y andar en bicicle-
ta, desempeña un papel crucial en la creación de en-

tornos urbanos saludables. La inclusión de senderos
peatonales y ciclovías no solo promueve un estilo de
vida activo, sino que también contribuye a la reduc-
ción de emisiones de carbono y mejora la calidad del
aire. Integrar estas infraestructuras en el tejido urbano
no solo conecta comunidades, sino que también fo-
menta una movilidad más segura y sostenible.

La intermodalidad, entendida como la combinación
eficiente de diferentes modos de transporte, es esen-
cial para abordar la complejidad de las necesidades de
movilidad en las ciudades modernas. La conexión flui-
da entre el transporte público, la movilidad activa y
otras formas de transporte privado es fundamental pa-
ra garantizar la accesibilidad y la eficiencia. La imple-
mentación de nodos de transporte intermodal y la co-
ordinación entre distintos servicios de movilidad son
pasos cruciales en la construcción de un sistema inte-
gral y cohesionado.

A pesar de la clara importancia de la priorización de la
movilidad sostenible en la Estrategia Nacional de Or-
denamiento Territorial, existen desafíos y considera-
ciones a tener en cuenta. La resistencia al cambio, la
necesidad de inversiones significativas y la coordina-
ción entre diferentes entidades gubernamentales son
aspectos que deben abordarse de manera efectiva.
Además, la participación ciudadana y la inclusión de
diversas perspectivas en el proceso de planificación
son fundamentales para garantizar la aceptación y el
éxito de las medidas propuestas.

La Estrategia Nacional de Ordenamiento Territorial
desempeña un papel crucial en la configuración de
nuestras ciudades para el futuro. La implementación
de un plan vial integral, con un enfoque claro en la
movilidad sostenible, es esencial para abordar los des-
afíos urbanos actuales y futuros. Priorizar el transpor-
te público, fomentar la movilidad activa y promover la
intermodalidad no solo mejora la eficiencia en el des-
plazamiento de las personas, sino que también contri-
buye a la construcción de comunidades más saluda-
bles, sostenibles y accesibles para todos. La
colaboración entre sectores público y privado, junto
con la participación ciudadana, será clave para asegu-
rar el éxito de estas estrategias en la transformación
positiva de nuestras ciudades.

Por ello, se propone una iniciativa que adiciona una
fracción V al artículo 24 de la Ley General de Asenta-
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mientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Des-
arrollo Urbano, con la finalidad de que la estrategia
nacional de ordenamiento territorial deberá asegurar
que en los desarrollos urbanos se cuente con un plan
vial integral en cuanto a movilidad segura y eficiente
de las personas, mediante la priorización del transpor-
te público, la movilidad activa y la intermodalidad, en-
tre otros.

Para un mejor entendimiento de lo que expongo, pre-
sento ante esta soberanía el siguiente cuadro de refor-
ma:

Decreto por el que se adiciona una fracción V al ar-
tículo 24 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano, en materia de plan vial integral en
desarrollos urbanos

Único. Se adiciona una fracción V al artículo 24 de
la Ley General de Asentamientos Humanos, Orde-
namiento Territorial y Desarrollo Urbano, para
quedar como sigue…

Artículo 24. La estrategia nacional de ordenamiento
territorial configura la dimensión espacial del desarro-
llo del país en el mediano y largo plazo; establecerá el
marco básico de referencia y congruencia territorial
con el Plan Nacional de Desarrollo, los programas sec-
toriales y regionales del país en materia de Ordena-
miento Territorial de los Asentamientos Humanos, y
promoverá la utilización racional del territorio y el
desarrollo equilibrado del país. 

La estrategia nacional de ordenamiento territorial de-
berá:

I. a IV.

V. Asegurar que en los desarrollos urbanos se
cuente con un plan vial integral en cuanto a mo-
vilidad segura y eficiente de las personas, me-
diante la priorización del transporte público, la
movilidad activa y la intermodalidad, entre
otros.

Artículos Transitorios

Primero.- El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo.- El Congreso de la Unión deberá armonizar
el marco jurídico en la materia para adecuarlo al con-
tenido del presente decreto en un plazo que no exce-
derá de 180 días a partir de la entrada en vigor del mis-
mo, debiendo incluir disposiciones que determinen los
alcances y permitan dar cumplimiento gradual confor-
me a lo que se apruebe en los presupuestos de egresos
correspondientes, así como la concurrencia de los tres
órdenes de gobierno para garantizar los derechos deri-
vados del presente decreto.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 24 de enero de 2024.

Diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 53 DE LA LEY GENERAL DE

ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIENTO TERRITO-
RIAL Y DESARROLLO URBANO, SUSCRITA POR LA DIPUTA-
DA CECILIA ANUNCIACIÓN PATRÓN LAVIADA Y LEGISLA-
DORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN 

La suscrita, integrante del Grupo Parlamentario del
Partido Acción Nacional, Cecilia Anunciación Patrón
Laviada, de la LXV Legislatura, con fundamento en el
artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados,
se permite presentar, para su análisis y dictamen la si-
guiente iniciativa con proyecto de decreto por el que se
reforma la fracción IV del artículo 53 de la Ley Gene-
ral de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territo-
rial y Desarrollo Urbano, en materia de áreas verdes en
espacios edificables, la cual propone que la legislación
estatal establezca como acciones de mejoramiento y
conservación de los centros de población que las áreas
verdes sean obligatorias en los espacios edificables.

Planteamiento del problema

La presente iniciativa propone que la legislación esta-
tal establezca de manera obligatoria la inclusión de áre-
as verdes como parte integral de las acciones de mejo-
ramiento y conservación de los centros de población.
Esta medida busca fomentar un desarrollo urbano más
sostenible y equitativo, reconociendo la importancia de
los espacios verdes en la calidad de vida de los habi-
tantes y en la construcción de entornos más saludables.

Con esta propuesta, se pretende cambiar la perspecti-
va actual sobre el diseño y la planificación urbana,
promoviendo la integración de espacios verdes como
elementos fundamentales en el desarrollo de áreas edi-
ficables. Al hacer que las áreas verdes sean obligato-
rias, la iniciativa busca garantizar un equilibrio entre el
crecimiento urbano y la preservación del medio am-
biente, así como mejorar la calidad del entorno urbano
para el bienestar de la comunidad. Además, al dejar es-
ta responsabilidad en manos de la legislación estatal,
se busca adaptar la medida a las necesidades y carac-
terísticas específicas de cada región, reconociendo la
diversidad geográfica y social del país.

Exposición de motivos

El crecimiento acelerado de los centros de población
ha generado una presión constante sobre el espacio

disponible, resultando en un desarrollo urbano que a
menudo sacrifica la presencia de áreas verdes en favor
de una expansión edificable más rápida y rentable. La
falta de regulación clara ha llevado a la pérdida de es-
pacios verdes, con consecuencias directas en la calidad
del aire, la salud física y mental de los ciudadanos, y
la pérdida de biodiversidad. 

Según un informe de Greenpeace, en México, cada ha-
bitante tiene acceso a aproximadamente 6 metros cua-
drados de áreas verdes de uso público en promedio.
Sin embargo, según las recomendaciones de la Orga-
nización Mundial de la Salud (OMS), se sugiere que
esta cifra debería alcanzar al menos los 9 metros cua-
drados por persona.1

De igual forma, el informe reportó que solo el 24 por
ciento de los residentes en ciudades mexicanas tienen
una zona verde a menos de 500 metros de su hogar y
los especialistas sugieren que cada ciudadano debería
tener acceso a un área verde pública a no más de 10 o
15 minutos a pie desde su residencia.

Las áreas verdes no solo son elementos estéticos en la
planificación urbana, sino que desempeñan un papel
crucial en la salud y bienestar de la población. Sirven
como pulmones naturales en entornos urbanos, contri-
buyen a la mitigación del cambio climático, promue-
ven la interacción social, y mejoran la calidad de vida
general. La inclusión obligatoria de áreas verdes en la
legislación estatal como parte de las acciones de Me-
joramiento y Conservación de los Centros de Pobla-
ción no solo protegerá estos espacios, sino que tam-
bién fomentará una mayor conciencia sobre la
importancia de un desarrollo urbano sostenible y res-
petuoso con el medio ambiente.

La presente iniciativa tiene como objetivo principal
abordar las carencias existentes en la regulación de
áreas verdes en los centros de población, reconocien-
do la importancia fundamental de estos espacios en el
bienestar de los habitantes y en la construcción de en-
tornos urbanos sostenibles. La legislación actual no
proporciona las herramientas necesarias para garanti-
zar la inclusión y preservación adecuada de áreas ver-
des en los espacios edificables, lo que ha llevado a un
desarrollo urbano desequilibrado y en detrimento de la
calidad de vida de la población. Esta reforma pretende
ser un paso significativo hacia un enfoque más integral
y sostenible del desarrollo urbano en nuestro país.

Miércoles 24 de enero de 2024 Gaceta Parlamentaria39



Un aspecto que respalda esta iniciativa es la necesidad
de fomentar la biodiversidad en entornos urbanos. La
rápida urbanización ha llevado a la pérdida de hábitats
naturales y a la disminución de la diversidad biológi-
ca. La inclusión obligatoria de áreas verdes en los es-
pacios edificables no solo contribuirá a la recupera-
ción de espacios para la flora y fauna locales, sino que
también promoverá un equilibrio ecológico dentro de
los centros de población. Estudios demuestran que la
presencia de áreas verdes en ambientes urbanos favo-
rece la proliferación de especies vegetales y animales,
creando un microcosmos sustentable en el corazón de
nuestras ciudades.

De igual forma, la creación y mantenimiento de espa-
cios verdes generan empleo local, desde la planifica-
ción y diseño de parques hasta el mantenimiento dia-
rio. Además, estos lugares se convierten en destinos
atractivos para residentes y visitantes, fomentando la
actividad económica en comercios locales, restauran-
tes y servicios relacionados. La presencia de áreas
verdes no solo mejora la calidad de vida, sino que tam-
bién se traduce en beneficios económicos tangibles pa-
ra la comunidad. Asimismo, la incorporación de áreas
verdes obligatorias en los espacios edificables brinda
una oportunidad única para sensibilizar a la población
sobre la importancia de la naturaleza en el tejido urba-
no. Estos espacios pueden convertirse en centros de
aprendizaje e interacción con la biodiversidad, fomen-
tando la conexión emocional de la comunidad con su
entorno y generando una mayor conciencia sobre la
responsabilidad colectiva en la preservación del medio
ambiente.

Beneficios de establecer áreas verdes obligatorias en
edificios edificables:

• Mejora de la calidad de vida

• Fomento de la biodiversidad

• Resiliencia ante desastres naturales

• Desarrollo sostenible y equitativo

• Educación ambiental y conciencia ciudadana

• Mitigación del cambio climático

• Impulso a la economía local

• Embellecimiento y espacios recreativos

• Salud mental y social

• Promoción de estilos de vida activos

Por lo anteriormente expuesto se propone reformar la
fracción IV. del artículo 53 de la Ley General de Asen-
tamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Des-
arrollo Urbano en materia de áreas verdes en espacios
edificables, la cual propone que la legislación estatal
establezca como acciones de mejoramiento y conser-
vación de los centros de población que las áreas ver-
des sean obligatorias en los espacios edificables.

Para una mayor comprensión de la iniciativa que pon-
go en consideración de esta soberanía, presento ante
ustedes el siguiente cuadro de reforma:

En virtud de lo anterior, se somete a consideración del
pleno el siguiente decreto.

Decreto por el que se reforma la fracción IV del ar-
tículo 53 de la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Ur-
bano 

Único. - Se reforma la fracción IV del artículo 53 de la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano, para quedar
como sigue: 

Artículo 53. Para la ejecución de acciones de mejora-
miento y conservación de los centros de población,
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además de las previsiones señaladas en el artículo an-
terior, la legislación estatal en la materia establecerá
las disposiciones para:

I. a III. …

IV. El aseguramiento que deben existir áreas ver-
des, espacios públicos seguros y de calidad, y espa-
cio edificable.

Artículos transitorios

Único.- El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 https://www.forbes.com.mx/cdmx-carece-de-espacios-verdes-

suficientes-greenpeace/

Honorable Cámara de Diputados, 
a 24 de enero de 2024.

Diputada Cecilia Anunciación Patrón Laviada (rúbrica)

QUE ADICIONA LOS ARTÍCULOS 419 BIS 1, 419 BIS 2 Y

419 BIS 3 DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, SUSCRITA POR

LA DIPUTADA GINA GERARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ

Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMEN-
TARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada federal Gina Gerardina
Campuzano González, y las y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional (PAN) en la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados, en ejercicio de la facultad que otorga el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en lo dispuesto
en el artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la

iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
cionan los artículos 419 Bis 1; el artículo 419 Bis 2; y
el artículo 419 Bis 3; todos del Código Penal Federal,
en materia de protección y bienestar animal, al tenor
de la siguiente

Exposición de Motivos

En México, las cifras de maltrato animal son alarman-
tes. De acuerdo con la asociación AnimaNaturalis, ca-
da año mueren alrededor de 60,000 animales debido al
maltrato en el país?. Se estima que siete de cada 10
animales domésticos en México son víctimas de algu-
na forma de maltrato.i

De acuerdo con el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (INEGI), el 69.8 por ciento de los hogares
cuenta con algún tipo de mascota. Se estima que hay
un total acumulado de 80 millones de mascotas en
nuestro país: 43.8 millones de ellas son caninos, 16.2
millones felinos y 20 millones son diversas mascotas
pequeñas (INEGI, 2021).ii

El problema del maltrato animal es mucho más grande
de lo que se puede ver a través de los casos documen-
tados en las redes sociales. De acuerdo con la organi-
zación defensora de los animales AnimaNaturalis, Mé-
xico ocupa el primer lugar en Latinoamérica en
maltrato animal y el tercero a nivel mundial (Berlan-
ga, 2021).iii

Se estima que 7 de cada 10 animales domésticos su-
fren de algún tipo de maltrato en nuestro país y más
del 70 por ciento de los perros se encuentra en una si-
tuación de calle, mientras que para el caso de los gatos
es más del 60 por ciento (MUCO, 2023).iv

Asimismo, de acuerdo con la Sociedad Americana de
Prevención y Crueldad hacia los Animales (ASPCA,
por sus siglas en inglés, (ASPCA, 2021), el maltrato
animal se define como “cualquier acto intencional que
cause daño, sufrimiento o estrés innecesario a un ani-
mal, ya sea doméstico o salvaje”.

En los últimos años, muchas organizaciones sociales
han venido impulsando el tema de los derechos de los
animales como una medida para incrementar la pro-
tección jurídica de estos seres frente a fenómenos co-
mo el maltrato y la crueldad que algunas personas
ejercen contra ellos.
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No obstante, en términos de leyes y regulaciones, la si-
tuación es compleja. Son 27 de las 32 entidades que
tienen leyes de protección o bienestar animal que esta-
blecen disposiciones para garantizar el trato digno a
los animales en México. Lamentablemente, hasta la
fecha se estima que la tasa de castigo para el maltrato
animal en el país es del 0.01 por ciento.v

En México, no existe una ley federal que regule el
maltrato animal y que sancione tal comportamiento.
Sin embargo, existen leyes a nivel estatal que abordan
este tema y establecen sanciones para el maltrato ani-
mal. Aquí hay algunos ejemplos:

Baja California: La reforma al Código Penal establece
que quien intencionalmente realice algún acto de mal-
trato o crueldad en contra de un animal, se le impon-
drá de tres meses a dos años de prisión y multa de cin-
cuenta a cien días de salario mínimo vigente en el
estado?1?.

Coahuila: El artículo 293 Bis 1 del Código Penal del
Estado sanciona con una pena de seis a cuatro años en
la cárcel y una multa desde 6 mil 377 pesos hasta 31
mil 885 a quien viole los delitos en contra de la vida,
integridad y dignidad de los animales. Si la crueldad
contra un animal pone su vida en peligro, la sanción
podría aumentar un 50 por ciento?.

Distrito Federal: La Asamblea Legislativa local apro-
bó castigar el maltrato y la crueldad animal. La legis-
lación reciente prohíbe a los circos trabajar con ani-
males y los sanciona con al menos 300 días de salario
mínimo??.

Durango: Esta entidad registra la multa más alta en
México (10 mil días de salario mínimo) como castigo
a conductas dolosas como tortura, vejación, mutila-
ción que causen dolor o muerte de los animales y un
arresto mínimo de hasta por 72 horas, si la especie fue
asesinada?.

Por otro lado, a nivel nacional en la Ley General de Vi-
da Silvestre define al Maltrato Animal como:

“Todo hecho, acto u omisión del ser humano, que
puede ocasionar dolor, deterioro físico o sufrimien-
to, que afecte el bienestar, ponga en peligro la vida
del animal, o afecte gravemente su salud o integri-
dad física, así como la exposición a condiciones de

sobreexplotación de su capacidad física con cual-
quier fin (Cámara de Diputados, 2000). Esta ley, a
su vez, define a la crueldad como todo acto de bru-
talidad, sádico o zoofílico contra cualquier animal,
ya sea por acción directa, omisión o negligencia.”

Es entonces, que los casos de maltrato animal difundi-
dos a través de las redes sociales no solo han provoca-
do la indignación de la sociedad, sino que también han
despertado el interés sobre la forma en que este tipo de
conductas son sancionadas y las leyes que existen en
nuestro país para proteger a los animales.

Si bien este año, fue aprobada la reforma a la fracción
XXIX-G del artículo 73 de la Constitución Política, en
cuanto a protección y trato digno a especies en peligro
de extinción y bienestar animal, para precisar que se
deben expedir leyes de bienestar y trato digno a los ani-
males; con ello, se suprime la frase de especies en pe-
ligro de extinción como originalmente se contemplaba.

Es entonces, que la reforma a la fracción XXIX-G del
artículo 73 de la Constitución Política de México, que
ahora se enfoca en la protección y trato digno a los ani-
males y no solamente a las especies en peligro de ex-
tinción, es un paso importante para el bienestar animal
en México. Sin embargo, a pesar de que esta reforma
constitucional pone las bases para la protección ani-
mal, es necesario reformar el Código Penal Federal pa-
ra poder implementar y hacer cumplir estas proteccio-
nes de manera efectiva.

El Código Penal Federal es la ley que establece qué
actos son considerados delitos a nivel federal en Mé-
xico y las sanciones o penas que se imponen por co-
meter esos delitos. Al reformar el Código Penal Fede-
ral para incluir el maltrato y explotación sexual de
animales como delitos, se estaría brindando una pro-
tección legal más fuerte y efectiva para los animales,
ya que se estaría penalizando de manera clara y explí-
cita estos actos.

Además, al establecer penalizaciones claras a nivel fe-
deral, se estaría enviando un mensaje fuerte a la socie-
dad sobre la importancia de tratar a los animales con
respeto y dignidad, y se estaría desalentando activa-
mente el maltrato y explotación sexual de animales.

Adicionalmente, reformar el Código Penal Federal pa-
ra incluir estos delitos también podría ayudar a asegu-
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rar que las leyes de protección animal se apliquen de
manera uniforme en todo el país, en lugar de variar
significativamente de un estado a otro, como ocurre
actualmente.

Por lo tanto, aunque la reforma constitucional es un
paso importante, reformar el Código Penal Federal es
crucial para garantizar que las protecciones para los
animales se implementen y apliquen de manera efecti-
va y uniforme en todo el país.

Es entonces, que la reforma a la Constitución se enfo-
ca en la protección y trato digno a los animales es un
paso significativo. Sin embargo, para implementar y
hacer cumplir estas protecciones de manera efectiva,
es crucial reformar el Código Penal Federal. Esto se
debe a que el Código Penal Federal es el que define los
delitos a nivel federal y las penas por cometerlos. Al
incluir el maltrato y la explotación sexual de animales
como delitos federales, se proporcionaría una protec-
ción legal más robusta a los animales. Además, se en-
viaría un mensaje fuerte sobre la importancia del res-
peto hacia los animales y se promovería una
aplicación uniforme de las leyes de protección animal
en todo el país.

Es por lo anterior, que considero importante realizar
una adición del artículo 419 Bis 1 del Código Penal
Federal, a fin de establecer que se sancionará con una
pena de uno a tres años de prisión y una multa de tres-
cientas a quinientas veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización vigente a quien, con dolo, ejecute actos de
maltrato o crueldad hacia cualquier ejemplar de espe-
cie animal, resultando en lesiones, daño o alteraciones
significativas en su salud.

Esta adición tiene como objetivo, dar claridad legal, ya
que, esta adición proporciona una definición clara y
concisa de lo que constituye un acto de maltrato o
crueldad hacia los animales, lo que puede facilitar la
interpretación y la aplicación de la ley. Además, al in-
cluir todas las especies de animales, tanto domésticas
como silvestres, se brinda una protección más amplia
que no se limita a ciertos tipos de animales. En gene-
ral, esta adicción a la ley contribuiría significativa-
mente a mejorar la protección y el bienestar de los ani-
males en el marco legal.

Asimismo, se considera necesario adicionar el Artícu-
lo 419 Bis 2 del Código en comento, a fin de estable-

cer que se impondrá una pena de dos a seis años de pri-
sión y una multa de seiscientas a mil doscientas veces
la Unidad de Medida y Actualización vigente a cual-
quier individuo que intencionalmente maltrate o co-
meta actos de crueldad contra un animal de cualquier
especie, resultando en la muerte del animal. Además,
todos los animales que el infractor pueda tener bajo su
custodia serán confiscados.

Asimismo, se estable que si se utilizan métodos que
causen un sufrimiento severo al animal antes de su
muerte, las penas se incrementarán hasta en dos terce-
ras partes. Los métodos que provocan un grave sufri-
miento se definen como aquellos que resultan en una
muerte lenta y prolongan la agonía del animal.

Por último, se adiciona un artículo 419 Bis 3 del pre-
sente Código, para establecer que se impondrán de uno
a tres años de prisión y de quinientas a mil veces la
Unidad de Medida y Actualización vigente a quien uti-
lice a un animal con fines sexuales, también se esta-
blece que se entiende por utilización de un animal con
fines sexuales a la realización de cualquier acto de zo-
oerastia, así como la promoción, incitación, venta, dis-
tribución, exhibición o producción de material porno-
gráfico involucrando animales.

También, se establece que se considerará como actos
de zooerastia la realización de actos eróticos o sexua-
les con un animal, lo cual incluye, pero no se limita a
la introducción vía vaginal o rectal del miembro viril,
cualquier parte del cuerpo, objeto o instrumento, en un
animal.

Esta adición, busca asegurar que cualquier acto sexual
realizado con un animal, así como la producción y dis-
tribución de material pornográfico que involucre ani-
males, sean considerados como delitos graves, y que
se impongan sanciones severas a quienes realicen di-
chos actos. De esta manera, se ofrece una mayor pro-
tección a los animales frente a abusos sexuales.

Es entonces, que la presente iniciativa tiene por objeto
mejorar y fortalecer la legislación existente en torno al
maltrato y la explotación sexual de animales, es pro-
porcionar una protección legal más amplia y efectiva
para los animales en todo el país. Esta reforma busca
definir y penalizar el maltrato y la explotación sexual
de animales como delitos federales, promoviendo así
una aplicación uniforme de las leyes de protección
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animal, y enviando un mensaje contundente sobre la
importancia del respeto y el cuidado hacia los anima-
les.

En Acción Nacional, estamos convencidos de que ca-
da paso que damos hacia la protección de los animales
refleja nuestro compromiso con la justicia, la empatía
y la vida en todas sus formas, la presente reforma es
más que una ley, es un reflejo de nuestro deseo de
construir un México más compasivo y justo, donde ca-
da ser viviente sea tratado con dignidad y respeto.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de di-
putada federal del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXV Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración del pleno
de esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adicionan diversos artículos
del Código Penal Federal

Único. Se adicionan los artículos 419 Bis 1; el artícu-
lo 419 Bis 2; y el artículo 419 Bis 3; todos del Código
Penal Federal, para quedar en los siguientes términos: 

Artículo 419 Bis 1. Se sancionará con una pena de
uno a tres años de prisión y una multa de trescien-
tas a quinientas veces la Unidad de Medida y Ac-
tualización vigente a quien, con dolo, ejecute actos
de maltrato o crueldad hacia cualquier ejemplar de
especie animal, resultando en lesiones, daño o alte-
raciones significativas en su salud.

La pena prevista en este artículo se incrementará
en hasta dos terceras partes en los casos siguientes:

I. Cuando las acciones emprendidas pongan en
riesgo la vida del animal;

II. Cuando el daño causado resulte en una disca-
pacidad temporal o permanente que limite la
movilidad del animal o afecte el funcionamiento
normal de alguno de sus órganos;

III. Cuando se mutile al animal con cualquier
propósito que no sea un procedimiento médico
veterinario dirigido a preservar o mejorar la sa-
lud y bienestar del animal.

Para los propósitos de este artículo, se entenderá
por “especie animal” a cualquier organismo vivo,
no humano, sensible, con movilidad propia y capa-
cidad para responder a los estímulos del medio am-
biente, ya sea de especie doméstica o silvestre.

Se considerará a los animales abandonados o en-
contrados en el entorno urbano como animales ca-
llejeros, y estos no serán clasificados como plagas
bajo ninguna circunstancia.

Artículo 419 Bis 2. Se impondrá una pena de dos a
seis años de prisión y una multa de seiscientas a mil
doscientas veces la Unidad de Medida y Actualiza-
ción vigente a cualquier individuo que intencional-
mente maltrate o cometa actos de crueldad contra
un animal de cualquier especie, resultando en la
muerte del animal. Además, todos los animales que
el infractor pueda tener bajo su custodia serán con-
fiscados.

Si se utilizan métodos que causen un sufrimiento
severo al animal antes de su muerte, las penas se in-
crementarán hasta en dos terceras partes. Los mé-
todos que provocan un grave sufrimiento se defi-
nen como aquellos que resultan en una muerte
lenta y prolongan la agonía del animal.

Los delitos estipulados en este artículo serán perse-
guidos por querella.

Para actos de maltrato o crueldad y asuntos rela-
cionados con este capítulo, se aplicará la ley local
vigente que regula la protección y el bienestar de
los animales

Artículo 419 Bis 3. Se impondrán de uno a tres años
de prisión y de quinientas a mil veces la Unidad de
Medida y Actualización vigente a quien utilice a un
animal con fines sexuales.

Para los propósitos de esta ley, se entiende por uti-
lización de un animal con fines sexuales a la reali-
zación de cualquier acto de zooerastia, así como la
promoción, incitación, venta, distribución, exhibi-
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ción o producción de material pornográfico involu-
crando animales.

Se considerará como actos de zooerastia la realiza-
ción de actos eróticos o sexuales con un animal, lo
cual incluye, pero no se limita a la introducción vía
vaginal o rectal del miembro viril, cualquier parte
del cuerpo, objeto o instrumento, en un animal.

Las sanciones señaladas en este artículo se incre-
mentarán hasta en un cincuenta por ciento si, ade-
más de realizar los actos mencionados, la persona
que los lleva a cabo, o una tercera parte, los docu-
menta mediante fotografía, video u otro medio pa-
ra su difusión pública por cualquier plataforma o
medio de comunicación, incluyendo, pero no limi-
tado a medios físicos y digitales.

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas
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Salón de sesiones de la Comisión Permanente del ho-
norable Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Gina Gerardina Campuzano González 
(rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, A FIN DE FORTALECER LAS MEDIDAS DE PREVEN-
CIÓN, DETECCIÓN Y SANCIÓN DEL ACOSO ESCOLAR

BULLYING EN MÉXICO, SUSCRITA POR LA DIPUTADA GINA

GERARDINA CAMPUZANO GONZÁLEZ Y LEGISLADORES

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada federal Gina Gerardina
Campuzano González, y las y los diputados integran-
tes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional (PAN) en la LXV Legislatura de la Cámara de
Diputados, en ejercicio de la facultad que otorga el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, así como en lo dispuesto
en el artículo 78 del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, somete a consideración de esta soberanía la
iniciativa con proyecto de decreto por el que se refor-
man la fracción XI y XII del artículo 57; se reforma la
fracción I, III y IV del artículo 59; se reforma la frac-
ción III y IV del artículo 105; se reforma la fracción I
y II del artículo 148; todos de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, a fin de for-
talecer las medidas de prevención, detección y sanción
del acoso escolar “bullyng” en México, para garantizar
un ambiente de aprendizaje seguro y propicio para to-
dos los niños, niñas y adolescentes, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

En México, el bullying actualmente se sitúa en el des-
honroso primer lugar entre los 34 países miembros de
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la Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE) en violencia verbal, física, psico-
lógica y social entre alumnos de educación básica. De
acuerdo con estimaciones de la Comisión Nacional de
Derechos Humanos (CNDH), el acoso escolar en el
país afecta a 40 por ciento de la población escolar de
primaria y secundaria en instituciones públicas y pri-
vadas, lo que representa alrededor de siete millones
500 mil menores de edad han sufrido hostigamiento,
intimidaciones, discriminación, robo de pertenencias,
rumores infundados, bromas insultantes o golpes en su
entorno escolar.i

El bullying, es sinónimo de acoso escolar, es un pro-
blema muy alarmante dentro de casi cualquier socie-
dad, ya que inicia desde un simple empujón o palabras
ofensivas, hasta golpes y humillaciones de todo un
grupo de personas, lo cual ocasiona severos daños psi-
cológicos que pueden llegar a causar el suicidio de la
víctima. Al hablar de bullying, se hace referencia lite-
ralmente del inglés “bully” que significa matón, aco-
sador o agresor. En este sentido se trataría de conduc-
tas que tienen que ver con la intimidación,
tiranización, aislamiento, amenaza, insultos, sobre una
víctima o víctimas.ii

Desde los últimos años, en el país se percibe un fenó-
meno que avanza rápidamente en las aulas: el bullying
afecta a siete de cada 10 niños en México de acuerdo
con un estudio sobre violencia de la Organización de
las Naciones Unidas (ONU) de 2007. Además, 90 por
ciento de la población escolar ha sufrido humillacio-
nes e insultos; 24 por ciento de los estudiantes de pri-
maria y secundaria ha sido objeto de burlas, de acuer-
do con el Informe Nacional sobre Violencia de Género
en la Educación Básica en México.iii

Hoy estamos rodeados de un clima de violencia, tanto
en México como de manera global. Los niños, que es-
tán abiertos a todo tipo de información que les propor-
ciona tanto el Internet como los medios de comunica-
ción masiva, se están acostumbrando a que la
violencia es cotidiana. Se observan guerras, estallidos
y peleas sin el menor temor a herir las emociones tan-
to de niños como de adultos. Los programas de TV y
videojuegos, son cada vez más agresivos.iv

El agresor acosa a la víctima cuando está solo en los
baños, en los pasillos, en el comedor, en el patio. Por
esta razón, en las escuelas los profesores muchas ve-

ces ni por enterados están, pero peor aún, en la mayo-
ría de los casos se enfrentan a una situación difícil de-
bido a que no tienen la capacitación suficiente para en-
frentar este hecho que algunas veces se prefiere omitir.

Es por ello, que la regulación del acoso escolar, tam-
bién conocido como bullying, es de suma importancia,
especialmente en contextos donde la violencia entre es-
tudiantes está en aumento, como en México. El acoso
escolar puede tener consecuencias significativas y du-
raderas tanto para las víctimas como para los agresores.
Algunas razones por las cuales es crucial regularlo:

1. Bienestar de los niños y adolescentes: Las víc-
timas de acoso escolar pueden sufrir daño emocio-
nal, físico y psicológico. El bullying puede provo-
car problemas de autoestima, ansiedad, depresión y
hasta pensamientos suicidas en casos extremos. Al
regular el acoso escolar, se puede proteger la salud
y el bienestar de los niños y adolescentes.

2. Ambiente educativo seguro: Un entorno educa-
tivo debe ser seguro y acogedor para todos los estu-
diantes. El bullying puede crear un ambiente hostil
y miedoso, lo que interfiere con la capacidad del es-
tudiante para aprender y participar activamente.

3. Desarrollo social y emocional: El acoso escolar
puede impedir el desarrollo social y emocional sa-
ludable de un niño o adolescente. Regulando y pre-
viniendo el acoso escolar, se puede fomentar un
desarrollo más saludable y positivo.

4. Prevención de comportamiento violento en el
futuro: Los estudiantes que participan en compor-
tamientos de acoso pueden estar en riesgo de invo-
lucrarse en otros comportamientos violentos o anti-
sociales en el futuro. Al regular y responder al
acoso escolar, se puede prevenir futuros comporta-
mientos dañinos.

5. Conciencia y educación: Las regulaciones de
acoso escolar pueden aumentar la conciencia y la
educación sobre el acoso escolar entre estudiantes,
personal de la escuela y padres. Esto puede facilitar
la detección temprana del acoso escolar y garantizar
que se maneje de manera adecuada y efectiva.

En resumen, regular el acoso escolar es crucial para
proteger la salud, seguridad y bienestar de los niños y
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adolescentes, para crear un ambiente de aprendizaje
positivo y seguro, y para prevenir comportamientos
violentos o dañinos en el futuro.

El fortalecimiento de nuestro marco jurídico es un as-
pecto fundamental para garantizar la eficacia y aplica-
bilidad de las leyes, así como su adaptación a los cam-
bios sociales y culturales. En el caso del acoso escolar
en México, existen razones convincentes por las que
debemos fortalecer nuestro marco jurídico, en particu-
lar nuestra Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes, aquí algunas de ellas:

1. Aumento de los casos de acoso escolar: Si los in-
formes indican que los casos de acoso escolar están
en aumento, esto puede ser un indicio de que las
medidas existentes no son suficientes o no se están
aplicando de manera efectiva.

2. Necesidad de medidas de prevención: Además de
establecer sanciones para el acoso escolar, es esen-
cial que la legislación fomente medidas preventi-
vas, incluyendo la educación de los estudiantes, pa-
dres y personal de la escuela sobre el acoso y cómo
prevenirlo.

3. Adaptación a nuevas formas de acoso: El marco
jurídico debe adaptarse a las nuevas formas de aco-
so, como el ciberacoso, que ha aumentado con la
expansión del uso de internet y las redes sociales
entre los jóvenes.

4. Protección de todos los estudiantes: Es importan-
te asegurarse de que la legislación protege a todos
los estudiantes, independientemente de su raza, gé-
nero, orientación sexual, religión, discapacidad u
otros factores. Los estudiantes que pertenecen a
grupos minoritarios o marginados pueden ser espe-
cialmente vulnerables al acoso escolar.

5. Involucramiento de la comunidad: Las leyes y
regulaciones deben fomentar la participación de la
comunidad en la prevención del acoso escolar, in-
cluyendo a los padres, los servicios de salud y las
organizaciones comunitarias.

En conclusión, si bien México tiene un marco jurídico
para abordar el acoso escolar, es importante revisarlo
y fortalecerlo regularmente para asegurar que sea efec-
tivo, esté actualizado y proteja a todos los estudiantes.

Es por lo anterior, que considero importante realizar
diversas modificaciones a la Ley General de Derechos
de las Niñas, Niños y Adolescentes, se debe reformar
la fracción XI, del artículo 57, a fin de conformar una
instancia multidisciplinaria, compuesta por expertos
en educación, psicología, trabajo social, derecho, y
otros campos relevantes, cuyo cometido sea estable-
cer, implementar y supervisar mecanismos efectivos
para la prevención, atención y canalización de los ca-
sos de maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o
cualquier otra forma de violencia hacia niñas, niños y
adolescentes en los centros educativos del país. Esta
instancia debe garantizar un manejo apropiado de los
casos, asegurando que las víctimas reciban el apoyo
necesario y que se tomen medidas para prevenir futu-
ras incidencias.

Esta redacción proporciona más detalles sobre la com-
posición de la entidad multidisciplinaria y clarifica su
papel, incluyendo la supervisión de los mecanismos
implementados y la garantía de un manejo adecuado
de los casos

Se considera necesario modificar la fracción XII del
artículo 57 de la presente ley, a fin de establecer que se
elaboren y actualicen regularmente protocolos de ac-
tuación claros y detallados sobre situaciones de acoso
o violencia escolar, que deben ser conocidos y com-
prendidos por el personal educativo, así como por
quienes ejerzan la patria potestad, tutela o guarda y
custodia. Estos protocolos deberán incluir medidas pa-
ra la prevención, identificación temprana, interven-
ción, seguimiento y evaluación de la efectividad de las
acciones emprendidas.

Esto proporciona un marco más detallado que se cen-
tra no sólo en la elaboración de los protocolos, sino
también en su actualización regular, conocimiento y
comprensión, y en los aspectos específicos que deben
cubrir. Además, al pedir una evaluación de la efectivi-
dad de las acciones, se está subrayando la importancia
de la mejora continua basada en la retroalimentación y
los resultados.

También se propone reformar la fracción I del artículo
59 de la presente ley, a fin de establecer que al diseñar
estrategias y acciones detalladas y orientadas a resul-
tados para la detección temprana, contención, preven-
ción y erradicación del acoso o la violencia escolar en
todas sus manifestaciones, que contemplen la partici-
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pación activa y comprometida de los sectores público,
privado y social, y deben incluir indicadores claros y
medibles y mecanismos de seguimiento, evaluación y
vigilancia. Además, deben proporcionar formación y
recursos suficientes a los profesionales de la educa-
ción y a los padres o tutores para implementar efecti-
vamente estas estrategias y acciones.

De esta forma, esta redacción especifica que las estra-
tegias y acciones deben ser “detalladas y orientadas a
resultados”, y que deben proporcionar “formación y
recursos suficientes” para su implementación efectiva.
Además, enfatiza la “participación activa y compro-
metida” de los diversos sectores, lo que indica que se
requiere más que solo su participación nominal.

Se propone reformar la fracción III del artículo 59 de
esta ley, toda vez que uno de los objetivos de la pre-
sente iniciativa es principalmente establecer mecanis-
mos gratuitos y fácilmente accesibles de atención, ase-
soría, orientación y protección para niñas, niños y
adolescentes involucrados en una situación de acoso o
violencia escolar. Estos mecanismos deberán estar dis-
ponibles en horarios adecuados y ser administrados
por profesionales capacitados y empáticos. Asimismo,
deben asegurar la privacidad y el respeto por los dere-
chos de los niños y adolescentes involucrados, y pro-
porcionarles apoyo emocional, legal y educativo se-
gún sea necesario, y

Esta redacción amplía el alcance de los mecanismos
mencionados para enfatizar la importancia de la acce-
sibilidad, la disponibilidad, el profesionalismo, la em-
patía y el respeto por los derechos de los niños y ado-
lescentes. También enfatiza que se debe proporcionar
apoyo emocional, legal y educativo, según sea necesa-
rio.

Asimismo, se reforma una fracción IV del artículo 59
de esta ley, ya que se debe establecer y aplicar de ma-
nera efectiva las sanciones correspondientes a las per-
sonas, incluyendo responsables de centros de asisten-
cia social, personal docente o servidores públicos que
realicen, promuevan, propicien, toleren o no denun-
cien actos de acoso o violencia escolar. Dichas sancio-
nes deben ser proporcionadas a la gravedad de la ofen-
sa, y deben ir acompañadas de programas de
educación y concientización para prevenir la reinci-
dencia, conforme a lo dispuesto en esta Ley y demás
disposiciones aplicables.

Esta modificación refuerza la aplicación efectiva y
transparente de las sanciones, sugiere que las sancio-
nes deben ser proporcionales a la gravedad de la ofen-
sa, e introduce la idea de programas de educación y
concienciación para prevenir la reincidencia. Esto en-
fatiza la importancia tanto de la sanción como de la
prevención y la educación.

Se reforma la fracción III del artículo 105 de la pre-
sente ley, para establecer que la directiva y personal de
instituciones de salud, asistencia social, académicas,
deportivas, religiosas o de cualquier otra índole, se
abstengan de ejercer cualquier forma de violencia,
maltrato, perjuicio, agresión, daño, abuso, acoso y ex-
plotación en contra de niñas, niños o adolescentes. De-
ben establecerse y aplicarse sanciones claras y propor-
cionales para quienes incumplan esta obligación.
Además, estas instituciones deben diseñar, formular e
impartir programas y cursos de formación continua
para prevenir y erradicar dichos actos. Estos progra-
mas y cursos deben ser evaluados regularmente para
garantizar su efectividad y deben ajustarse según sea
necesario.

En esta reforma, se establece la necesidad de aplicar
sanciones para quienes no cumplan con su obligación
de abstenerse de ejercer violencia. Además, se hace
hincapié en la necesidad de evaluar y ajustar regular-
mente los programas y cursos de formación para ga-
rantizar su efectividad.

Se propone reformar la fracción IV del artículo 105 de
la presente ley, a fin de establecer que queda estricta-
mente prohibido que cualquier persona que tenga tra-
to con niñas, niños y adolescentes, ejerza cualquier ti-
po de violencia en su contra. Esta prohibición incluye
específicamente el castigo corporal y humillante, así
como cualquier forma de maltrato físico, sexual, emo-
cional o psicológico. Deben establecerse y aplicarse
sanciones claras y proporcionales para quienes violen
esta prohibición.

Esta modificación amplía el alcance de la prohibición
para incluir “cualquier persona” y “cualquier forma de
maltrato físico, sexual, emocional o psicológico”.
También recalca la necesidad de establecer y aplicar
sanciones para aquellos que violen la prohibición.

Asimismo se reforma la fracción I del artículo 148 de
la presente ley, a fin de establecer que respecto de
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servidores públicos federales, personal de institucio-
nes de salud, educación, deportivas o culturales, em-
pleados o trabajadores de establecimientos sujetos al
control, administración o coordinación de aquéllas,
así como centros de asistencia social o de cualquier
otra índole de jurisdicción federal, se aplicarán san-
ciones si, en el ejercicio de sus funciones o activida-
des o con motivo de ellas, llegan a conocer la viola-
ción de algún derecho de alguna niña, niño o
adolescente y se abstienen indebidamente de repor-
tarlo a la autoridad competente, incumpliendo lo dis-
puesto en el artículo 12 de esta Ley y demás ordena-
mientos aplicables.

De esta forma, se recalca la obligación de reportar las
violaciones de los derechos y de colaborar con las in-
vestigaciones y los procesos de seguimiento. Además,
se enfatiza la responsabilidad de estas personas, dada
su posición y su interacción frecuente con niños y ado-
lescentes.

Se reforma la fracción II del artículo 148 de la presen-
te ley, para establecer que con respecto a servidores
públicos federales, personal de instituciones de salud,
educación, deportivas o culturales, empleados o traba-
jadores de establecimientos sujetos al control, admi-
nistración o coordinación de aquellas, así como cen-
tros de asistencia social o de cualquier otra índole de
jurisdicción federal, se aplicarán sanciones si llegan a
propiciar, tolerar, o se abstienen de tomar medidas pa-
ra prevenir, cualquier tipo de abuso, acoso, agresión,
daño, intimidación, violencia, maltrato o perjuicio del
cual tengan conocimiento, en contra de niñas, niños y
adolescentes. Se espera de dichas personas que actúen
en todo momento en favor del interés superior del ni-
ño y que se empleen medidas proactivas para salva-
guardar su bienestar.

En esta adición se recalca la responsabilidad de estas
personas de actuar en favor del interés superior del ni-
ño y se introduce la expectativa de que tomen medidas
proactivas para proteger su bienestar.

Es entonces, que la presente iniciativa tiene por objeto
mejorar y fortalecer las medidas de prevención, detec-
ción y sanción del acoso escolar en México, con el fin
de garantizar un ambiente de aprendizaje seguro y pro-
picio para todos los niños y adolescentes. Además, as-
pira a establecer un marco jurídico más efectivo y
adaptado a los desafíos actuales, que proteja a todos

los estudiantes de cualquier forma de violencia y pro-
mueva una cultura escolar de respeto y tolerancia.

En Acción Nacional, comprendemos profundamente
que la regulación efectiva del acoso escolar es funda-
mental no solo para salvaguardar la salud, la seguridad
y el bienestar integral de los niños y adolescentes, si-
no también para fomentar un entorno de aprendizaje
positivo, seguro e inclusivo. Estamos comprometidos
con la prevención de comportamientos violentos o da-
ñinos a futuro, asegurando así un camino hacia el cre-
cimiento y desarrollo armónico de nuestros jóvenes.

Fundamento legal

Por las consideraciones expuestas, en mi calidad de
diputada federal del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXV Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, y artículo 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someto a consideración del pleno
de esta soberanía la iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma diversas disposicio-
nes de la Ley General de los Derechos de Niñas, Ni-
ños y Adolescentes

Único. Se reforman la fracción XI y XII del artículo
57; se reforma la fracción I, III y IV del artículo 59; se
reforma la fracción III y IV del artículo 105; se refor-
ma la fracción I y II del artículo 148; todos de la Ley
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adoles-
centes, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 57. ...

...

...

I. a X. ...

XI. Conformar una instancia multidisciplinaria,
compuesta por expertos en educación, psicolo-
gía, trabajo social, derecho, y otros campos rele-
vantes, cuyo cometido sea establecer, implemen-
tar y supervisar mecanismos efectivos para la
prevención, atención y canalización de los casos de
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maltrato, perjuicio, daño, agresión, abuso o cual-
quier otra forma de violencia hacia niñas, niños y
adolescentes en los centros educativos del país. Es-
ta instancia debe garantizar un manejo apropia-
do de los casos, asegurando que las víctimas re-
ciban el apoyo necesario y que se tomen medidas
para prevenir futuras incidencias.

XII. Se elaboren y actualicen regularmente proto-
colos de actuación claros y detallados sobre situa-
ciones de acoso o violencia escolar, que deben ser
conocidos y comprendidos por el personal educa-
tivo, así como por quienes ejerzan la patria potes-
tad, tutela o guarda y custodia. Estos protocolos
deberán incluir medidas para la prevención,
identificación temprana, intervención, segui-
miento y evaluación de la efectividad de las ac-
ciones emprendidas.

XIII. a XXII. ...

...

...

...

Artículo 59. ...

...

I. Diseñar estrategias y acciones detalladas y
orientadas a resultados para la detección tempra-
na, contención, prevención y erradicación del acoso
o la violencia escolar en todas sus manifestaciones.
Estas estrategias y acciones deben contemplar la
participación activa y comprometida de los secto-
res público, privado y social, y deben incluir indi-
cadores claros y medibles y mecanismos de segui-
miento, evaluación y vigilancia. Además, deben
proporcionar formación y recursos suficientes a
los profesionales de la educación y a los padres o
tutores para implementar efectivamente estas es-
trategias y acciones.

II. ...

III. Establecer mecanismos gratuitos y fácilmente
accesibles de atención, asesoría, orientación y pro-
tección para niñas, niños y adolescentes involucra-

dos en una situación de acoso o violencia escolar.
Estos mecanismos deberán estar disponibles en
horarios adecuados y ser administrados por pro-
fesionales capacitados y empáticos. Asimismo,
deben asegurar la privacidad y el respeto por los
derechos de los niños y adolescentes involucra-
dos, y proporcionarles apoyo emocional, legal y
educativo según sea necesario, y

IV. Establecer y aplicar de manera efectiva las
sanciones correspondientes a las personas, inclu-
yendo responsables de centros de asistencia social,
personal docente o servidores públicos que realicen,
promuevan, propicien, toleren o no denuncien actos
de acoso o violencia escolar. Dichas sanciones de-
ben ser proporcionadas a la gravedad de la ofen-
sa, y deben ir acompañadas de programas de
educación y concientización para prevenir la
reincidencia, conforme a lo dispuesto en esta ley y
demás disposiciones aplicables.

Artículo 105. ...

I. a II. ...

III. Que la directiva y personal de instituciones de
salud, asistencia social, académicas, deportivas, re-
ligiosas o de cualquier otra índole, se abstengan de
ejercer cualquier forma de violencia, maltrato, per-
juicio, agresión, daño, abuso, acoso y explotación
en contra de niñas, niños o adolescentes. Deben es-
tablecerse y aplicarse sanciones claras y propor-
cionales para quienes incumplan esta obligación.
Además, estas instituciones deben diseñar, for-
mular e impartir programas y cursos de forma-
ción continua para prevenir y erradicar dichos
actos. Estos programas y cursos deben ser eva-
luados regularmente para garantizar su efectivi-
dad y deben ajustarse según sea necesario.

IV. Queda estrictamente prohibido que cualquier
persona que tenga trato con niñas, niños y adoles-
centes, ejerza cualquier tipo de violencia en su con-
tra, en particular el castigo corporal y humillante,
así como cualquier forma de maltrato físico, se-
xual, emocional o psicológico. Deben establecer-
se y aplicarse sanciones claras y proporcionales
para quienes violen esta prohibición.

...
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Artículo 148. ...

I. Respecto de servidores públicos federales, perso-
nal de instituciones de salud, educación, deportivas
o culturales, empleados o trabajadores de estableci-
mientos sujetos al control, administración o coordi-
nación de aquéllas, así como centros de asistencia
social o de cualquier otra índole de jurisdicción fe-
deral, se aplicarán sanciones si, en el ejercicio de
sus funciones o actividades o con motivo de ellas,
llegan a conocer la violación de algún derecho de
alguna niña, niño o adolescente y se abstienen in-
debidamente de reportarlo a la autoridad compe-
tente, en contravención a lo dispuesto en el artículo
12 de esta ley y demás ordenamientos aplicables. 

II. Con respecto a servidores públicos federales,
personal de instituciones de salud, educación, de-
portivas o culturales, empleados o trabajadores de
establecimientos sujetos al control, administración
o coordinación de aquellas, así como centros de
asistencia social o de cualquier otra índole de juris-
dicción federal, se aplicarán sanciones si llegan a
propiciar, tolerar, o se abstienen de tomar medi-
das para prevenir, cualquier tipo de abuso, acoso,
agresión, daño, intimidación, violencia, maltrato o
perjuicio del cual tengan conocimiento, en contra
de niñas, niños y adolescentes. Se espera de dichas
personas que actúen en todo momento en favor
del interés superior del niño y que se empleen
medidas proactivas para salvaguardar su bien-
estar.

III. a IX. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

i Rubén Arizmendi, Revista Cambio, Consejo Nacional para Pre-

venir la Discriminación (Conapred), publicado por última vez el

22 de mayo de 2023 en

http://www.conapred.org.mx/index.php?contenido=noticias&id=4

343&id_opcion=&op=447#:~:text=En%20M%C3%A9xico%2C

%20el%20bullying%20actualmente,entre%20alumnos%20de%20

educaci%C3%B3n%20b%C3%A1sica.

ii Ibídem.

iii Ibídem.

iv Ibídem.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del ho-
norable Congreso de la Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Gina Gerardina Campuzano González 
(rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 221 DEL CÓDIGO PENAL FE-
DERAL, A CARGO DEL DIPUTADO HÉCTOR SAÚL TÉLLEZ

HERNÁNDEZ Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, Héctor Saúl Téllez Hernández, y las y los
diputados federales del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional de la LV Legislatura de la Cáma-
ra de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
en ejercicio de la facultad conferida en los artículos
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos; y 78 del Reglamento de la Cá-
mara de Diputados, someten a consideración de esta
soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por el
que se reforma el artículo 221 del Código Penal Fede-
ral, en materia de tráfico de influencias, al tenor de la
siguiente

Exposición de motivos

De acuerdo con la Encuesta Nacional de Calidad de
Impacto Gubernamental del Inegi, entre 2013 y 2019,
la cifra pasó de 12 a 16 víctimas de corrupción por ca-
da 100 habitantes, y para el año 2021, el 86 por ciento
de la población consideró frecuentes los actos de co-
rrupción en las instituciones del gobierno.
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Nuestro país se encuentra en el lugar 124 de entre 180
países del ranking de corrupción gubernamental. Nada
que celebrar.

“No mentir, No robar, y No traicionar” fue la promesa
de Andrés Manuel López Obrador tras haber ganado la
elección presidencial, promesa que la encuesta del IN-
EGI desmiente pues la percepción de la corrupción no
disminuyó, y este combate que fue una bandera de
campaña quedo en discurso.

Y cómo va a disminuir, si hay un listado extenso sobre
casos de corrupción en esta administración, que inclu-
yen a la familia y círculo cercano del presidente; Pío
López Obrador, Martín López Obrador, Felipa Obra-
dor, las casas de Manuel Bartlett, las adjudicaciones
directas a su hijo, las antenas de Jenaro Villamil, Se-
galmex.

Alejandro Esquer y los millones del terremoto, Delfi-
na y Texcoco, las empresas fantasmas en la construc-
ción del aeropuerto, la fábrica de chocolates, las casas
de Sandoval y Ackerman, Robledo, por mencionar al-
gunos.

De acuerdo con una investigación realizada por Mexi-
canos contra la Corrupción y la Impunidad, mediante
la encuesta de 119 preguntas a 1500 personas obtuvo
los siguientes datos: 

• Por ejemplo, en 2019 el 72 por ciento de los en-
cuestados consideró que la 4T estaba combatiendo
la corrupción muy bien. Cuatro años después, en
2022, solo 44 por ciento considera que se está com-
batiendo muy bien la corrupción.

• La percepción del 42 por ciento de los encuesta-
dos de que en los próximos doce meses la corrup-
ción aumentará, estos resultados nos dejan ver que
una parte de la opinión pública no cree que la situa-
ción de corrupción en el país mejore en el corto pla-
zo.

• Entre 2019 y 2022, el porcentaje de personas que
consideran que López Obrador es corrupto aumen-
tó de 26 por ciento a 35 por ciento.

• La percepción de corrupción se ha extendido a
otros cargos de la administración. 52 por ciento de
los encuestados consideran que el fiscal Alejandro

Gertz es corrupto y 48 por ciento cree que usa su
cargo para influir en asuntos legales personales. Por
su parte, 59 por ciento consideró que existe corrup-
ción entre los Servidores de la Nación. Finalmente,
56 por ciento considera que quienes conforman el
gabinete del presidente son corruptos.

Mexicanos contra la Corrupción publicó las diez veces
que el presidente prometió combatir con la corrupción
y demostró lo contrario:

1.- «No habría amiguismo, nepotismo e influyen-

tismo» Rodrigo Beltrán Campero Calderón fue
nombrado este año coordinador administrativo en la
SEP, responsable de la preparación de licitaciones y
Martha Alicia Magdaleno Medina, también prima
de los hijos del presidente, se ha desempeñado co-
mo asesora jurídica en Pemex y en la dirección ge-
neral de la CFE bajo las órdenes directas de Manuel
Bartlett.

2.- «Pío López Obrador exonerado por delitos

electorales» En agosto de 2020 el portal de noticias
Latinus sacó a la luz un video grabado en 2015 que
mostraba a Pío López Obrador, hermano del presi-
dente, mientras recibía dinero en efectivo por parte
de David León, quien en ese entonces se desempe-
ñaba como consultor del gobernador de Chiapas en
ese año, Manuel Velasco.

3.- «Ignacio Ovalle el intocable» El claro ejemplo
de que la corrupción existe es el caso Segalmex, en
el que se desviaron recursos por aproximadamente
12 mil millones de pesos, hasta ahora no hay un so-
lo detenido.

4.- «Los fantasmas de SEGALMEX» Mexicanos
contra la Corrupción y la Impunidad documentó en
torno al caso Segalmex que la identidad de una ama
de casa fue utilizada para crear una empresa «fan-
tasma» que firmó un convenio por 465 millones de
pesos para la venta de toneladas de azúcar. Hasta
ahora quedan por recuperarse 80 millones de pesos
por 4 mil 700 toneladas que nunca se entregaron.

5.- «El combate contra la Corrupción» En 2019, 72
por ciento de las personas consideraban que la estra-
tegia contra la corrupción del presidente López
Obrador estaba teniendo buenos resultados pero con
el pasar de los años eso ha cambiado, en 2022 solo
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el 44 por ciento de las y los mexicanos aprueban el
combate a la corrupción del gobierno actual.

6.- «Sin consecuencias para los corruptos» Delfi-
na Gómez, siendo presidenta municipal de Texcoco,
retuvo, de febrero de 2013 a julio de 2015, el 10 por
ciento del salario de cientos de trabajadores públi-
cos para financiar ilegalmente a Morena. 

Pese a ello, este año se destapó como candidata a la
gubernatura del Estado de México.

7.- «No se acabó la impunidad» El 65 por ciento de
los mexicanos cree que denunciar es un acto in-
útil ya que no les garantiza el inicio de un proceso
de investigación ni la ausencia de represalias. Es así
como la falta de confianza en las autoridades gene-
ra impunidad.

8.- «Funcionarios que persiguen a sus propios

enemigos» El fiscal general de la República, Ale-
jandro Gertz Manero usó su cargo para ejercer ac-
ción penal contra Laura Morán y Alejandra Cuevas
que fueron acusadas del delito de homicidio por
omisión en contra de Federico Gertz Manero, su
hermano.

9.- «¿Ya no es la misma corrupción?» Aunque el
66 por ciento de las y los mexicanos considera al
presidente honesto, las expectativas de que dismi-
nuyera la corrupción en este sexenio han caído gra-
dualmente. Actualmente solo tres de cada diez per-
sonas consideran que la corrupción disminuirá en
los próximos meses.

10.- «La opacidad de los Bartlett» No tan solo omi-
tió su relación con 12 empresas en su declaración
ante la Secretaría de Función Pública, también du-
rante la caída de CompraNet, la empresa Cyber Ro-
botic Solutions, propiedad de su hijo León Manuel
Bartlett recibió contratos millonarios.

Y un apartado especial merece los escándalos de co-
rrupción en los cuales están inmiscuidos los hijos del
presidente:

La casa gris y los beneficios a Vidanta

• José Ramón López Beltrán, derivado del tráfico
de influencias que le permitió vivir cómo rey en

Houston sin aclarar el origen de los recursos de su
lujosa mansión (valuada en 19 millones de pesos) y
sus negocios turbios con Baker Hughes, 

• Dicha empresa se vio beneficiada con 27 contra-
tos que otorgo Pemex por un total de 150 millones
de pesos.

• El total de los contratos otorgados a dicha empre-
sa se incrementó en un 144 por ciento a raíz de es-
te escándalo pasando de 357 millones de dólares
(en el sexenio de EPN) a 870 millones de dólares
(en la actual administración)

• De acuerdo con la Secretaría de la Función Pública,
se acreditó que Chávez Morán (grupo Vidanta) es “su-
pervisor honorario” en el proyecto “Tren Maya”, pero
no recibió ni recibe ningún sueldo, emolumento, pago
o retribución por parte de la Administración Pública
Federal

Los amigos de Andrés López Beltrán se han visto be-
neficiados de la llegada de la 4T al poder.

Empresas que surten material médico sin cumplir
los requisitos mínimos.

El caso más reciente es el que involucra a su amigo
Amílcar Olán y su empresa Romedic, S.A. de C.V.,
quien ha recibido contratos millonarios por parte de
los gobiernos estatales de Quintana Roo y Tabasco ese
a estar en la lista de empresas que incumplen con la re-
gulación sanitaria. Romedic, S.A. de C.V., es una em-
presa de reciente creación. Fue constituida apenas en
el 2020, pero en su primer año facturó 73 millones de
pesos, según revela información de Latinus.

De acuerdo con datos publicados por MCCI, la em-
presa fue creada en enero de 2020 en Villahermosa,
Tabasco, a nombre de Jorge Amílcar Olán Aparicio y
su padre Jorge Luis Olán Rodríguez, de 63 años.

Romedic obtuvo en diciembre de 2022 un contrato por
219 millones de pesos con el gobierno de Lezama,
quien apenas tenía tres meses de haber llegado la guber-
natura de Quintana Roo. El INSABI transfirió a Quin-
tana Roo 350 millones de pesos del programa E023
“Atención a la Salud” para la compra de medicinas,
equipo de laboratorio y suministros médicos; de esos re-
cursos, 219 millones fueron transferidos a Romedic.
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Participación en la realización de obras de la Sedatu

El segundo caso fue el de la empresa Grava y Arena a
la cuál fue impuesta en contratos de la Secretaría de
Desarrollo Territorial y Urbano (Sedatu) a licitantes y
que tiene vínculos con el caso de corrupción en Segal-
mex, dicha empresa fue constituida por Hugo Buena-
tello, amigo cercano a López Beltrán.

Las seis obras en donde se instaló el mobiliario de es-
ta empresa son en el Estadio Béisbol y el Malecón de
Tabasco, por montos de poco más de 650 mil millones
de pesos; en un estadio de Béisbol en Campeche por
75 millones 742 mil 122 pesos; así como un Estadio
de Béisbol, el Parque Yaax Tuch y el Parque deportivo
Infonavit en Quintana Roo, por cerca de 230 millones
de pesos.

La ganancia del balastro del Tren Maya

De nueva cuenta está involucrado Amílcar Olán en es-
te entramado ya que proporcionó el balastro para la
construcción del Tren Maya con un beneficio de 250
millones de pesos en tan solo unos meses.

Es así, que esta administración ha demostrado ser la
que más se ha allegado del influyentismo que tanto
prometió no utilizar para beneficiarse con recursos del
pueblo.

Es necesario agravar las penas en los casos del tráfico
de influencias realizado por personas con parentesco
consanguíneo con funcionarios públicos de alto nivel,
como es el caso de los hijos del presidente.

Tesis jurisprudenciales han definido como funciona-
rios de alto nivel, aquellos que ocupan grados superio-
res en la estructura orgánica de las instituciones del
Estado, en virtud de su elevado nivel de responsabili-
dad pública y representatividad.

Ahora bien, se establece mayores penas para estos ca-
sos con el objeto de homologar con la pena mayor que
se le impone al servidor público que comete el delito
de enriquecimiento ilícito, en los casos que exceda del
equivalente de cinco mil veces el valor diario de la
Unidad de Medida y Actualización.

A efecto de clarificar la propuesta de reforma, se pre-
senta el siguiente cuadro comparativo:

Por todo lo anterior, se somete a la consideración del
pleno de esta Cámara de Diputados la siguiente inicia-
tiva con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el artículo 221 del
Código Penal Federal, en materia de tráfico de in-
fluencias

Decreto

Único. Se reforma el artículo 221 del Código Penal
Federal, para quedar como sigue:

Artículo 221.- Comete el delito de tráfico de influen-
cia:

I. a IV …

…

En los casos en los que el sujeto activo que incu-
rra en la conducta las fracciones II y IV, tenga un
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parentesco de consanguinidad o afinidad de has-
ta el segundo grado con el servidor público con-
cernido con el negocio público objeto de la con-
ducta, se le impondrán de dos años a catorce
años de prisión y multa de cien a ciento cincuen-
ta días multa

Artículo Transitorio

Único. La presente reforma entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Honorable Comisión Permanente, 
a 24 de enero de 2024.

Diputado Héctor Saúl Téllez Hernández (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 89 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA MARGARITA ESTER ZAVALA GÓ-
MEZ DEL CAMPO Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada Margarita Ester Zavala Gó-
mez del Campo, Integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional de la LXV Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 y
78 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 122 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1,
fracción I, 77 y 78, y demás aplicables del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados; y 55 y 56 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, somete a conside-
ración de la Comisión Permanente la siguiente inicia-
tiva, con base en la siguiente

I.- Exposición de motivos

La reforma constitucional de dos mil once, constituyó
la base de un nuevo paradigma en el orden jurídico
mexicano, el paradigma de los derechos humanos. Y
dentro de este paradigma, se encuentra el principio del
interés superior de la niñez, consagrado en el párrafo
noveno del artículo cuarto constitucional. Siendo así,
dicho precepto mandata que:

“(…) En todas las decisiones y actuaciones del Es-
tado se velará y cumplirá con el principio del in-
terés superior de la niñez, garantizando de ma-
nera plena sus derechos…”

Este nuevo paradigma representa para el Estado que,
en todas sus actuaciones, como lo es la expedición o re-
forma de una ley, está obligado a conducirse tomando
en cuenta este principio del interés superior de la niñez.

Un nuevo paradigma, representa nuevas exigencias,
como lo es la actualización del orden legal. Por ello,
que las leyes secundarias deben adecuarse a lo esta-
blecido en nuestra Constitución.

En cumplimiento de dichas nuevas exigencias, se pro-
pone la actualización del artículo 89 de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, el
cual, se enfoca en la situación de migración por la que
pueden estar pasando estos. 

La migración en nuestro país no es nada nuevo, nues-
tro país desde hace tiempo ha sido un país de tránsito
para las y los migrantes que pretenden llegar a los Es-
tados Unidos de América. Ahora, dejamos de ser solo
un país de tránsito, para convertirnos en un país de
destino. Esto, se vió incrementado por la pandemia del
Covid-19. 

De acuerdo con datos de la Washington Office on La-
tin America (…) entre enero de 2021 y mayo de 2022,
98.671 menores de edad fueron detenidos por el
INM…,1 es decir, más de 5 mil niñas, niños y adoles-
centes migrantes al mes fueron detenidos por el INM. 

Todas ellas y todos ellos, se ven expuestos a alguno de
los procedimientos administrativos migratorios, como
lo puede ser la devolución, la deportación, la expul-
sión, el retorno, entre otros, los cuales incrementan su
situación de vulnerabilidad.
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Sin embargo, no hay que dejar de tomar en cuenta, que
las niñas, niños y adolescentes migrantes tienen igual
derecho a que se proteja su interés superior de la niñez.
Protección que el Estado mexicano está obligado a
brindar.

Establecer que el principio del interés superior de la
niñez no sea solo una consideración de cualquier nivel,
como lo refiere actualmente el artículo 89 de la Ley a
modificar, sino que sea el principio rector de cual-
quier procedimiento administrativo migratorio en el
que niñas, niños o adolescentes se vean involucrados,
para así cumplir con lo dispuesto en nuestra constitu-
ción. 

Se debe establecer la obligación de fundar y motivar
cualquier acto de autoridad, en este caso, la decisión
adoptada tras un procedimiento administrativo migra-
torio, en cumplimiento del principio de legalidad, es-
tablecido en el artículo 16 constitucional, para cerrar el
paso a actos arbitrarios por parte de cualquier autori-
dad.

Con el objeto de exponer con mayor claridad la finali-
dad y contenido de esta iniciativa de ley, se añade el si-
guiente cuadro comparativo, en donde en la primera
columna se encuentra el texto vigente de la ley, en tan-
to en la segunda columna se encuentra la propuesta de
reforma que se propone:

II.- Ordenamiento a modificar

-Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a conside-
ración de esta Cámara de Diputados la siguiente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 89 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y
Adolescentes

Único.- Se reforma el artículo 89 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Artículo 89. …

…

…

El principio del interés superior de la niñez será el
principio rector durante el procedimiento administra-
tivo migratorio al que estén sujetos niñas, niños y ado-
lescentes migrantes, en el que se estimarán las posibles
repercusiones de la decisión que se tome en cada caso,
debiendo fundar y motivar cualquier decisión por
las leyes vigentes. 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Nota

1 Niños, niñas y adolescentes migrantes corren peligro ante falta

de protección de los gobiernos de México y Estados Unidos.

(2023). Recuperado de: https://www.wola.org/es/analisis/ninos-ni-

nas-adolescentes-migrantes-peligro-proteccion-mexico-estados-

unidos/

Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputado Margarita Ester Zavala Gómez del Campo
(rúbrica)
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 96 DE LA LEY GENERAL DE

LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA MARGARITA ESTER ZAVALA GÓ-
MEZ DEL CAMPO Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La que suscribe, diputada Margarita Ester Zavala Gó-
mez del Campo, integrante del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional de la LXV Legislatura,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás aplica-
bles del Reglamento de la Cámara de Diputados; 55 y
56 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos so-
mete a consideración de la Comisión Permanente, la
siguiente iniciativa con base en las siguientes

I. Exposición de Motivos

La migración es un fenómeno de movilidad que se
deriva por distintos factores, como la búsqueda de
una mejor calidad de vida, un mejor empleo, perse-
cuciones políticas o inseguridad. Dentro de este fe-
nómeno observamos el paso de diversas personas, la
mayoría en una situación de vulnerabilidad, como
niñas, niños y adolescentes. Estos se ven en la nece-
sidad de dejar su lugar de residencia junto con sus
padres e incluso sin ellos, orillados por factores co-
mo la violencia, precariedad económica y la búsque-
da de mejores oportunidades de desarrollo, así como
la reunificación familiar, por mencionar los más fre-
cuentes.1

La ejecución de acciones como devolver, expulsar, re-
tornar, entre otros procedimientos migratorios, plantea
preocupaciones éticas, legales y humanitarias que de-
ben abordarse para garantizar el respeto de los dere-
chos de todas las niñas, niños y adolescentes migran-
tes. 

Tan solo en el primer trimestre del 2023 en nuestro pa-
ís, se registró un flujo de 20,095 niñas, niños y adoles-
centes canalizados por el Instituto Nacional de Migra-
ción.2 Esta situación, prevalece y genera una creciente
preocupación que demanda una atención específica
para delimitar los criterios precisos bajo los cuales un
menor no debería ser rechazado del país al que ha mi-
grado. 

La decisión de la situación migratoria de niñas, niños
y adolescentes debe estar fundamentada primero en el
interés superior de la niñez y en la protección de sus
derechos fundamentales. Por lo que debe hacerse un
análisis profundo el cual asegure que no se ponga en
peligro los derechos reconocidos en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en los
Tratados Internacionales de los cuales nuestro país sea
parte. 

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos prevé en el noveno párrafo del artículo cuarto
que: 

“(…) En todas las decisiones y actuaciones del Es-
tado se velara? y cumplirá con el principio del inte-
rés superior de la niñez, garantizando de manera
plena sus derechos. (…) Este principio deberá guiar
el diseño, ejecución, seguimiento y evaluación de
las políticas públicas dirigidas a la niñez.”3

Es por ello que cualquier procedimiento migratorio de
retorno, debe ser abordado con el máximo cuidado y
respeto por el principio del interés superior de la niñez
atendiendo a las circunstancias particulares que moti-
varon su desplazamiento. Antes de tener una determi-
nación, se necesita asegurar que el retorno de las ni-
ñas, niños o adolescentes será un proceso seguro que
responderá a las necesidades y derechos fundamenta-
les de los menores. 

Esta iniciativa busca que el interés superior de la niñez
no solo sea una consideración, sino un factor determi-
nante para decidir acerca de la situación migratoria de
niñas, niños y adolescentes. Asimismo, propone agre-
gar a la lista de procedimientos migratorios, el retor-
no asistido. Esto con el objetivo de garantizar que en
cualquier proceso se tenga, exista un mínimo de pro-
tección cuando se trate de la vida y la salvaguarda de
un menor.

Con objeto de exponer con mayor claridad el conteni-
do de esta iniciativa, se muestra el siguiente cuadro
comparativo en el que la primera columna contiene el
texto vigente de la citada ley, en tanto que la segunda
columna contiene la reforma que se propone:
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II. Ordenamiento a modificar

• Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Ado-
lescentes

Por lo anterior expuesto, sometemos a consideración
de esta Cámara de Diputados la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 96 de la
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños Y
Adolescentes

Único. Se reforma el artículo 96 de la Ley General de
los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Artículo 96. Está prohibido devolver, expulsar, depor-
tar, llevar a cabo el procedimiento de retorno asisti-
do, rechazar en frontera o no admitir, o de cualquier
manera transferir o remover a una niña, niño o adoles-
cente cuando el interés superior de la niñez se vea
vulnerado o cuando su vida, seguridad y/o libertad es-
tén en peligro a causa de persecución o amenaza de la

misma, violencia generalizada o violaciones masivas a
los derechos humanos, entre otros, asi? como donde
pueda ser sometido a tortura u otros tratos crueles, in-
humanos o degradantes. 

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Aldeas Infantiles SOS Internacional. (2017) Migración Infantil.

Infancia y adolescencia de Centroamérica y México en situación

de migración irregular.

2 Martínez Caballero, Graciela. (2023). Niñas, niños y adolescen-

tes migrantes en situación migratoria irregular, desde y en tránsito

por México.

3 Artículo 4 de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, con la última reforma publicada en el DOF el día 6 junio

de 2023

Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Margarita Ester Zavala Gómez del Campo
(rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 4O. DE LA LEY PARA EL

DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE LA MICRO, PE-
QUEÑA Y MEDIANA EMPRESA, SUSCRITA POR LA DIPUTA-
DA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TORRES Y LEGISLADORES

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, Joanna Alejandra Felipe Torres, dipu-
tada integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional de la LXV Legislatura del honorable
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Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I;
76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Reglamento de
la Cámara de Diputados, somete a consideración del
pleno de esta soberanía la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se reforma el artículo 4 de
la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para establecer,
dentro de los objetivos de la ley, la promoción de po-
líticas públicas que permitan incrementar el promedio
de vida de las Mipymes, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

Las unidades económicas en México se estratifican en
Micro, Pequeña, Mediana y Gran Empresa. El artículo
3, fracción III de la Ley para el Desarrollo de la Com-
petitividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa
(LDCMPME), en particular, establece bajo el término
Mipymes a las “Micro, pequeñas y medianas empre-
sas, legalmente constituidas, con base en la estratifica-
ción establecida por la Secretaría, de común acuerdo
con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y pu-
blicada en el Diario Oficial de la Federación”.

Dicha estratificación establece también una especifi-
cación por sector (industria, comercio o servicios).
Así, las microempresas son aquellas que cuentan con
máximo 10 trabajadores, las pequeñas con máximo 50
y las medianas con máximo 100. 

De acuerdo con Stezano (2020), en América Latina,
las Mipymes se caracterizan por ser un componente
fundamental del entramado empresarial, esta impor-
tancia se manifiesta en sus dimensiones sobre el total
de empresas; sin embargo, su contribución al Produc-
to Interno Bruto (PIB) en la región, apenas alcanza el
30 por ciento, mientras que, entre los países de la OC-
DE, alcanza un promedio de 60 por ciento.1

Según los Censos Económicos de 2019 en México,
elaborados por el Instituto Nacional de Estadística y
Geografía (Inegi), para julio de 2020 operaban 4.8 mi-
llones de unidades económicas, de las que 4.55 millo-
nes contaban con máximo 10 trabajadores, es decir, las
microempresas constituyen el 94.89 por ciento de és-
tas, mientras que las pequeñas constituyen el 4.02 por
ciento con casi 200 unidades económicas y la mediana
empresa (hasta 250 personas ocupadas) el 0.85 por

ciento, con un poco más de 40 mil empresas. Así, las
Mipymes conforman el 99.76 de todas las unidades
económicas.2

A pesar de este alto número en porcentaje, las Mipy-
mes generan apenas el 30.7 por ciento del valor agre-
gado en México, misma cifra para el personal ocupa-
do. Esto revela problemáticas específicas que afrontan
las Mipymes, en especial las microempresas, que, a la
par de operar, por lo general están preocupadas por la
supervivencia de la unidad económica. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT), en la
Recomendación R189 sobre la creación de empleos en
las pequeñas y medianas empresas de 1988, señalaba
ya desde ese tiempo, que para generar un entorno pro-
picio para el crecimiento y desarrollo de este tipo de
empresas, los Estados miembros deberían adoptar, en-
tre otros aspectos: políticas fiscales, monetarias y de
empleo adecuadas para promover un entorno econó-
mico óptimo, disposiciones jurídicas apropiadas y me-
jorar el atractivo del espíritu empresarial evitando me-
didas y políticas desventajosas para las Mipymes.3

Entre las políticas a considerar, de acuerdo a la OIT,
estaban las de eliminar las limitaciones al desarrollo y
crecimiento de las Mipymes, relativas a la dificultad
de acceso al crédito y mercados de capital, bajos nive-
les de habilidades técnicas y gerenciales y de produc-
tividad y calidad, acceso insuficiente a mercados y
nuevas tecnologías; para lo que señalaba, se deberían
“[…] incluir medidas e incentivos específicos destina-
dos a ayudar y mejorar el sector informal para que for-
me parte del sector organizado.”4

Sin duda, el gobierno federal en México ha estableci-
do diversas políticas y apoyos a favor de las Mipymes;
muestra de ello, es el alto número de empresas exis-
tentes de este tipo. Además, desde 2002 se promulgó
la LDCMPME, con el objeto señalado en su artículo 1:

[…] promover el desarrollo económico nacional a
través del fomento a la creación de micro, pequeñas
y medianas empresas y el apoyo para su viabilidad,
productividad, competitividad y sustentabilidad.
Asimismo incrementar su participación en los mer-
cados, en un marco de crecientes encadenamientos
productivos que generen mayor valor agregado na-
cional.
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El Estado mexicano, a partir de la promulgación de la
LCDMPME, muestra congruencia con lo afirmado por
la OIT y los Estados participantes, reconociendo que
las Mipymes son un elemento fundamental de la eco-
nomía y particularmente del PIB. Rojas (2008), citado
por González y otros (2023), señala los puntos positi-
vos de este tipo de empresas para la economía:

Ayudan a que la industrialización se descon-
centre geográficamente hablando, logrando con es-
to la diversificación.

Disminuyen el desempleo, además de alentar la
innovación de los empresarios y emprendedores.

Aumentan el reconocimiento del trabajo artesanal,
técnico y profesional, para que de manera colectiva
o individual puedan desarrollar ventajas competiti-
vas. 

Ayudan al crecimiento de distintos sectores y servi-
cios, pues proporcionan valor agregado a los insu-
mos, creando industrias que puedan abastecer a la
sociedad distintos productos. 

Son base principal para el desarrollo de la región
donde se establezcan, además de propiciar las acti-
vidades de exportación nacional, incrementan el ca-
pital, la productividad y contribuyen a la distribu-
ción de los ingresos, contribuyendo a la
autosuficiencia de cada nación.5

El reconocimiento del impacto de las Mipymes en la
economía y el desarrollo nacional, debe ser uno de los
elementos que rijan la planeación de las políticas pú-
blicas en México, por parte de los tres órdenes de go-
bierno, pero en particular, del federal.

Lo anterior forma parte del objeto de la LDCMPME
ya señalado, la promoción en la creación y desarrollo
de este tipo de empresas tiene como ejes principales el
impulso de cuatro puntos declarados en el artículo 1,
que son: viabilidad, productividad, competitividad y
sustentabilidad; además de promover su participación
en los mercados para lograr una mayor presencia en el
valor agregado nacional, que, como ya se señaló, es
apenas del 30.7 por ciento.

Esto plantea la existencia de problemáticas que no han
sido resueltas en favor de las Mipymes. Para 2017 la

Organización para la Cooperación y el Desarrollo
Económico (OCDE) señalaba la importancia de incre-
mentar la productividad de las pequeñas empresas tra-
dicionales y señalaba que, entre los países miembros,
México era el que tenía la mayor brecha de producti-
vidad entre las Mipymes y las grandes empresas.6

Lo anterior debe tomarse en cuenta en las políticas pú-
blicas definidas para apoyar y dar seguimiento al cre-
cimiento estratégico de las Mipymes en los puntos se-
ñalados por el artículo 1 de la LDCMPME y ser
plasmado en el Programa Sectorial de Economía. 

Es aquí donde se presenta, de manera particular, la di-
ficultad en cuanto a las políticas públicas, y es que, la
decisión de cómo y con qué recursos se apoya las
Mipymes, está determinado por la visión sexenal. 

Entre las dificultades que enfrentan actualmente las
Mipymes se encuentran la productividad, la falta de
capacitación gerencial, su reducido mercado, debido a
la falta de estrategias y capital para invertir en la pro-
moción de su negocio, entre otros. 

Las desventajas observadas por González y otros
(2023), citando a Valencia (1996), de las Mipymes,
son: 

Son vulnerables ante los cambios económicos, in-
cluyendo la inflación, devaluación y distintas crisis
económicas que se puedan suscitar.

Sus posibilidades de subsistir ante periodos largos
de crisis son muy bajas pues prácticamente viven al
día.

Los controles y cuestiones fiscales impuestas por el
gobierno las hacen vulnerables. 

No son entes confiables para el otorgamiento de
créditos. 

Poseen escasas o nulas posibilidad de fusionarse
con otras empresas.

El tiempo de crecimiento para pasar a medianas
empresas es amplio.

Al representar competencia para los emporios
empresariales, dichos emporios tratan de que la
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competencia sea mínima hasta el grado de dejar de
existir. 

La manera de dirigirlas se realiza de forma general sin
que exista una persona específica en cada área.7

Estas desventajas son claramente visibles al analizar la
problemática de las Mipymes, particularmente, en el
espíritu de esta iniciativa, la subsistencia a mediano y
largo plazo de las Mipymes. 

El Estudio sobre la Demografía de los Negocios
(EDN), en su versión 2021, elaborado por el INEGI,
establece a 27 meses las tasas tanto de nacimientos co-
mo muertes de establecimientos. En este estudio se ob-
serva que durante 27 meses (de mayo 2019 a septiem-
bre 2020) que anteceden a diciembre de 2021,
nacieron, del total de establecimientos observados en
los Censos Económicos 2019, 24.44 por ciento, mu-
riendo en este mismo periodo el 32.61 por ciento de
ellos, lo que da una variación negativa de -8.17 por
ciento.8

Entre las microempresas, se conoce que nacieron un
total de 25.08 por ciento y murieron un 33.02 por cien-
to, con un balance negativo de -7.94 por ciento. Por su
parte, las Pymes mostraron un bajo crecimiento de
6.42 por ciento y un alto número de muertes respecto
al primer dato, con un total de 21.01 por ciento, con
una variación negativa de -14.59 por ciento.9

Los datos anteriores muestran un entorno de unidades
económicas que nacen y mueren mes con mes, indi-
cando un alto nivel de movimientos en ambos senti-
dos, pero con mayor porcentaje en las muertes de ne-
gocios, especialmente las pequeñas y medianas
empresas. 

La evidencia estadística basta para reconocer la exis-
tencia de dificultades tanto internas como externas que
atañen al cierre de una empresa y, siendo las Mipymes
en el contexto del crecimiento económico, fuentes la-
borales y desarrollo nacional tan importantes, el pro-
pio Estado reconoció la necesidad de incrementar el
apoyo a éstas, a partir de la promulgación de la
LDCMPME y de la integración de políticas específi-
cas en los programas de economía sexenales. 

Las políticas sexenales específicas para promover lo
señalado en el artículo 1 de la LDCMPME, en su ma-

yoría, no trascienden este periodo, por lo que no exis-
te un seguimiento a proyectos de largo plazo para
apuntalar no sólo la creación, sino la permanencia de
las Mipymes.

Así, para disminuir la tasa de mortalidad de las Mipy-
mes y, en particular, de las PYMES en México, en es-
ta iniciativa se considera necesario incorporar a la
LDCMPME, la obligación de establecer políticas de
largo plazo en materia de promoción de este tipo de
empresas, a fin de evitar su desaparición.

La OCDE ha detectado, sobre la base de un informe de
siete economías latinoamericanas, incluyendo a Méxi-
co, que el panorama de políticas para el desarrollo de
las Pymes (incluyendo a las microempresas) debe for-
talecerse, estableciendo para ello cinco recomendacio-
nes, entre ellas, las de:

Garantizar un enfoque integrado hacia las políticas
Pyme – mediante el cual las intervenciones sean es-
tratégicas, secuenciadas y coherentes – con el fin de
aumentar el impacto de las intervenciones y los pro-
gramas.

Prestar atención a las buenas prácticas para la for-
mulación de políticas durante todo el ciclo de la po-
lítica (desde el diseño, adopción y aplicación hasta
el monitoreo y evaluación) con el fin de contribuir
a asegurar que el apoyo responda a las necesidades
de las empresas.10

Así, como la OCDE lo indica, se requiere este enfoque
integrado, donde la secuencia de estrategias es clave
en el impacto de la permanencia de las Mipymes como
unidades económicas, y también el seguimiento al ci-
clo de vida de las políticas que se establecen para pro-
mover la viabilidad de este tipo de establecimientos en
el mediano y largo plazo.

Por lo anteriormente expuesto, se propone la adición
de un inciso j) al artículo 4 de la Ley para el Desarro-
llo de la Competitividad de la Micro, Pequeña y
Mediana Empresa, para establecer, dentro de los
objetivos de la ley, la promoción de políticas públi-
cas de largo plazo que permitan incrementar el pe-
riodo de vida de las Mipymes, tomando como base el
siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada federal integrante de la LXV Legislatura de
la Cámara de Diputados, someto al pleno de esta
asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 4 de la Ley
para el Desarrollo de la Competitividad de la Mi-
cro, Pequeña y Mediana Empresa, para establecer,
dentro de los objetivos de la ley, la promoción de
políticas públicas que permitan incrementar el pro-
medio de vida de las Mipymes.

Artículo Único. Se modifican los incisos h) e i) de la
fracción II del artículo 4; se adiciona un inciso j) al ar-
tículo 4 de la Ley para el Desarrollo de la Competiti-
vidad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para
quedar como sigue:

Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Artículo 4.- …

I. …

II. Promover: 

a) a g) …

h) La creación y desarrollo de las Mipymes sea
en el marco de la normativa ecológica y que és-
tas contribuyan al desarrollo sustentable y equi-
librado de largo plazo;

i) La cooperación y asociación de las Mipymes,
a través de sus organizaciones empresariales en
el ámbito nacional, estatal, regional y municipal,
así como de sectores productivos y Cadenas
Productivas, y

j) El diseño, ejecución, seguimiento y evalua-
ción de políticas públicas de largo plazo que
incluyan mecanismos de capacitación, super-
visión, financiamiento y apoyos necesarios
para evitar cierres prematuros de Mipymes e
incrementar su promedio de vida.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Stezano, F. (2020). Diagnóstico de micro, pequeñas y medianas

empresas, políticas e instituciones de fomento en México.

https://n9.cl/m860w

2 Inegi. (2020). Censos Económicos 2019. Tabulados.

https://n9.cl/69ot3

3 OIT. (1998). R189 - Recomendación sobre la creación de em-

pleos en las pequeñas y medianas empresas. https://n9.cl/esx8a

4 Ibid. 

5 González-Meneses, J.H., Arroyo-Ávila, J.R., Alvídrez-Díaz,

M.R.F. (2023). La importancia económica de las Mipymes en Mé-

xico. https://n9.cl/cxdr96
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6 OCDE. (2017). México Policy Brief. Economía. Incrementar la

productividad en las pequeñas empresas tradicionales.

https://n9.cl/8q754

7 González-Meneses, J.H., Arroyo-Ávila, J.R., Alvídrez-Díaz,

M.R.F. Ibid. 

8 Inegi. (2021). EDN. Tabulados. https://n9.cl/cp4iq

9 Ibid. 

10 OCDE. (2019). Índice de Políticas Pyme: América Latina y el

Caribe 2019. https://n9.cl/zl784

Salón de sesiones del honorable Congreso de la
Unión, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1O. Y 6O. DE LA LEY DE

FOMENTO A LA CONFIANZA CIUDADANA, SUSCRITA POR

LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TORRES Y LE-
GISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman los artícu-
los 1 y 6 de la Ley de Fomento a la Confianza Ciuda-
dana, a fin de incluir como requisito de las personas
beneficiarias su inscripción en el Padrón Único de
Confianza Ciudadana para obtener apoyos económi-

cos y subsidios diversos por parte dependencias y en-
tidades de la administración pública federal, promo-
viendo con ello una mayor participación de las perso-
nas beneficiarias y la confianza ciudadana, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La confianza es un término que, de acuerdo con la Re-
al Academia Española (RAE), entre sus varias acep-
ciones, se define como la “esperanza firme que se tie-
ne de alguien o algo”.1 La confianza institucional, por
su parte, es un componente básico de un estado demo-
crático, puesto que la sociedad tiene una esperanza fir-
me en el mismo, respecto a la consecución de objeti-
vos que sean favorables para el bien común.

La confianza institucional es un concepto medible al
que se acude mediante distintos métodos de obtención
de información para conocer la medida en que la so-
ciedad o ciertos sectores de ella confían en las institu-
ciones.

Por su parte, el Estado y su entramado normativo y ju-
rídico respecto a las personas físicas y morales con ac-
tividades económicas, es revisado constantemente tan-
to por el Poder Legislativo como por las dependencias
y organismos de la administración pública federal
(APF). 

El Sistema Nacional de Mejora Regulatoria es, en
esencia, uno de los elementos más importantes para
mejorar la confianza institucional a partir de los trámi-
tes y servicios que ofrece la APF a personas físicas y
empresas. 

De acuerdo con la Ley General de Mejora Regulatoria
(LGMR), en su artículo 9 señala que este Sistema “tie-
ne por objeto coordinar a las autoridades de todos los
órdenes de gobierno, en sus respectivos ámbitos de
competencia, a través de la estrategia, normas, princi-
pios, objetivos, planes, directrices, órganos, instancias,
procedimientos y la política nacional en materia de
mejora regulatoria”.

El concepto de regulaciones está definido en la LGMR
en el artículo 3, fracción XV, como: “cualquier nor-
mativa de carácter general cuya denominación puede
ser Acuerdo, Circular, Código, Criterio, Decreto, Di-
rectiva, Disposición de carácter general, Disposición
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Técnica, Estatuto, Formato, Instructivo, Ley, Linea-
miento, Manual, Metodología, Norma Oficial Mexica-
na, Regla, Reglamento, o cualquier otra denominación
de naturaleza análoga que expida cualquier Sujeto
Obligado”.

Así, la Mejora Regulatoria se orienta a que las autori-
dades de todos los órdenes de gobierno perfeccionen y
simplifiquen las regulaciones y, en su caso, los trámi-
tes y servicios para que las y los usuarios establezcan
una relación positiva con dichas autoridades. 

El supuesto es que, en la medida en que se mejore la
regulación o bien se establezca con respecto a ésta una
relación más armoniosa entre usuarios y gobierno, me-
jorará la confianza ciudadana.

Cabe señalar que, en el actual sexenio, el Ejecutivo
federal ha expresado la preocupación por disminuir
los niveles de corrupción y la existencia de esta prác-
tica entre el sector público y el sector privado, ya que
obstaculiza el crecimiento económico y la competiti-
vidad.

Bajo el argumento anterior, el honorable Congreso de
la Unión aprobó el 20 de enero de 2020 la expedición
de la Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana
(LFCC), que en su artículo primero señala que “[…]
tiene como objeto establecer las bases para la instru-
mentación de acciones y programas que las dependen-
cias de la administración pública federal deberán im-
plementar, de acuerdo con sus atribuciones, para
fomentar la confianza ciudadana, otorgando benefi-
cios y facilidades administrativas relacionadas con la
actividad económica que desempeñan las personas fí-
sicas y morales”.

Así, el objeto de la LFCC es la generación de confian-
za a partir del combate a la corrupción existente en las
relaciones que la APF establece con las empresas, a
partir de las regulaciones que les son inherentes como
unidades económicas. Claramente, la propia ley exclu-
ye de su objeto las materias fiscal, aduanera, del tra-
bajo, de seguridad social, de comercio exterior y las
operaciones con recursos de procedencia ilícita, las
cuales se regularán de conformidad con las leyes de la
materia. 

Los beneficios establecidos de manera específica por
la LFCC, se otorgan a aquellas personas físicas y mo-

rales con actividades económicas que se inscriban al
Padrón Único de Fomento a la Confianza Ciudadana
(PCC), el cual debe contar con una plataforma tecno-
lógica para tal fin. Las personas acceden a ella y gene-
ran la inscripción de manera voluntaria, de buena fe,
donde manifiestan que están cumpliendo con sus
“obligaciones regulatorias y fiscales, de acuerdo con
la actividad económica que desempeñen”, esto de
acuerdo al artículo 5 de la ley.

La inscripción al PCC, además de fomentar la con-
fianza ciudadana, debe facilitar el cumplimiento de
obligaciones y, sobre todo, está orientado a regular las
inspecciones de diversas autoridades de la APF y, en
su caso, de otros órdenes de gobierno que realicen
convenios con la Secretaría de Economía (SE), a tra-
vés de la Comisión Nacional de Mejora Regulatoria
(Conamer). 

Esta regulación busca que los inscritos en el PCC pue-
dan identificar las inspecciones que normativamente
les corresponden de acuerdo a su actividad económica,
así como a las y los servidores públicos autorizados
para realizar visitas a establecimientos, conocer los re-
querimientos que les son realizados y reportar actos de
corrupción de inspectores.

Respecto a los beneficios que se obtienen, el artículo 6
de la LFCC, expresa:

“El registro al Padrón otorgará los beneficios y fa-
cilidades administrativas que acuerde la Secretaría,
por conducto de la Comisión, mediante las reglas,
bases, directrices, instrumentos, lineamientos, me-
canismos o buenas prácticas que, para tal efecto,
emita en el marco de las acciones y los programas
establecidos por las dependencias y entidades de la
administración pública federal o los que establezca
a través de convenios que conforme a la ley proce-
dan.

Para el registro en el Padrón, la Secretaría, por con-
ducto de la Comisión, determinará los beneficios y
facilidades que se otorgarán, de tal manera que se
promueva el cumplimiento espontáneo de obliga-
ciones o trámites.

La inscripción y registro al Padrón no obligará al
pago de cuota alguna de afiliación”.

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202464



La Conamer es el organismo de la APF encargado de
administrar el padrón, así como de generar las siner-
gias para que se otorguen las facilidades administrati-
vas a las personas beneficiarias; para ello, la LFCC
contempla la coordinación institucional para el fomen-
to de la confianza ciudadana, donde se incluye a la
APF y se toma en cuenta la opinión de los sectores pri-
vados y académico (artículo 10).

En el artículo 11 de la misma ley se establecen las fa-
cultades de la Conamer, siendo la principal: “fomentar
la cultura de la legalidad, de la honestidad, del cum-
plimiento de obligaciones y del comercio formal”.

De acuerdo con la exposición de motivos que funda-
mentó la creación de esta nueva ley, se señaló que la
reconstrucción de la confianza ciudadana en las insti-
tuciones de la administración pública era necesaria co-
mo uno de los aspectos para eliminar la corrupción.2

De modo que la LFCC nace de un esfuerzo por evitar
las prácticas de corrupción que se dan en las relacio-
nes de servidores públicos y empresas, en razón de las
regulaciones que deben cumplir, incluyendo las tribu-
taciones.

Las instituciones del Estado surgen en una democra-
cia:

“[…] del consenso entre los actores de interés que
las diseñan o las ponen en práctica. Por ello, las ins-
tituciones políticas abarcan toda una gama de posi-
bilidades en torno a su nacimiento, mantenimiento
y continuidad. […]

El diseño institucional implica un patrón de intencio-
nalidad […] el diseño de instituciones se encuentra in-
fluenciado por el conjunto de prácticas del pasado que
influyen en las restricciones y particularidades del pre-
sente. Entonces, el diseño institucional consiste en la
creación de una forma de promover resultados valio-
sos en un contexto base para la acción pública, dise-
ñando políticas, mecanismos y hasta sistemas comple-
tos”.

Sobre esta base, la LFCC encuentra el sustento de su
objeto, pero lo limita a las prácticas de corrupción, de
manera particular, a las que ejerzan las y los servido-
res públicos que realizan inspecciones y visitas en las
que pueden darse este tipo de acciones.

La Encuesta Nacional de Calidad Regulatoria e Im-
pacto Gubernamental en Empresas (Encrige) 2020, re-
coge las experiencias y percepción de las unidades
económicas del sector privado y del gobierno respecto
a las regulaciones y trámites que, de acuerdo al marco
normativo, deben tomar en cuenta las empresas.

Entre otros resultados, 28.2 por ciento de las unidades
económicas consideraron que “el marco regulatorio
(realizar trámites, atender normas, permisos o inspec-
ciones gubernamentales) representó un obstáculo para
el cumplimiento de los objetos de su negocio.3

Además, 47.5 por ciento de las unidades económicas
señalaron que en 2020 las cargas administrativas para
cumplir con el marco regulatorio fueron mayores con
respecto a 2019; y también 60.8 por ciento identificó
la existencia de costos monetarios al realizar acciones
relacionadas con las regulaciones.4

Estas estadísticas apuntan a que, por una parte, el mar-
co regulatorio actual no es un obstáculo para que las
empresas cumplan sus objetivos de negocio; pero en
cuanto a las cargas administrativas de este marco, las
empresas sí las consideran elevadas, más aún, los cos-
tos monetarios, es decir, cumplir con el marco regula-
torio les significa una erogación, al menos a 6 de cada
10 empresas.5

La confianza institucional se mide a partir del grado de
satisfacción o insatisfacción de la población en las ins-
tituciones de todo tipo, los teóricos apuntan a que un
alto grado de insatisfacción puede ser un síntoma de
mal funcionamiento de una o más instituciones y pue-
de derivar en una desestabilización social y política.6

En la misma línea, teóricos como Fukuyama (1995)
señalan que “la confianza es un medio eficaz para re-
ducir los costes de transacción en cualquier relación
social, económica y política. En realidad, la confianza
es la base de todo contacto e interacción humana e ins-
titucional.” También los niveles de confianza, de
acuerdo con Levy y Stoker (2000), van asociados al
desempeño y eficacia de las instituciones y a su capa-
cidad para satisfacer las demandas ciudadanas.7

De acuerdo a lo anterior, y a los resultados mostrados
de la Engrige 2020, las empresas encuentran que la
carga administrativa del marco regulatorio que les
compete es alta, y también que, en buena medida, los
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trámites que realizan tienen un costo que se convierte
en una erogación para la empresa.

Las mediciones de confianza en las instituciones son
variadas, de acuerdo a la fuente. La Encrige 2020 se-
ñala que la institución con el nivel más alto de con-
fianza son las universidades públicas con 89.7 por
ciento, los empleados de un establecimiento gozan de
la confianza en 83.2 por ciento y los empresarios vin-
culados a éste, en 79.2 por ciento; mientras que las y
los servidores públicos, en general, gozan de 64.2 por
ciento y el gobierno federal de 62.3 por ciento de con-
fianza entre las y los encuestados, tomando en cuenta
que son empresarios.8

Respecto a la percepción de la corrupción, la Encrige
2020 señala que ésta ha ido a la baja. 71.5 por ciento
de las y los encuestados señalaron que ocurren con
mucha frecuencia actos de corrupción realizados por
servidores públicos en 2020 y en 2016 la misma afir-
mación era percibida por 82.2 por ciento.9

Aun con una disminución de más de 10 puntos, la ci-
fra de 7 de cada 10 empresarios es muy alta, conside-
rando que se han llevado a cabo acciones puntuales
para combatirla entre las y los servidores públicos, por
ejemplo, la promulgación e implementación de la
LFCC. 

Las causas de la corrupción para 72.6 por ciento de las
y los encuestados, es que ocurre cuando se desean agi-
lizar trámites. Además, las tasas de la creencia de que
existe la corrupción en trámites en 2020 fue de 4 mil
429 empresas por cada 10 mil; cifra casi igual a la de
2016, donde 4 mil 564 empresas de cada 10 mil perci-
bían lo mismo.10

Por otra parte, la Encrige 2020 encontró que 204.3 mil
unidades económicas fueron víctimas de actos de co-
rrupción, de los que se cometieron 961.6 mil asociados
a trámites e inspecciones, la tasa es de 510 víctimas
por cada 10 mil unidades económicas.11

Una cifra alentadora es la de los costos de la corrup-
ción, pues en 2016 se estimaron en 14 mil 535 millo-
nes de pesos contra 7 mil 419 en 2020, es decir, los
costos de corrupción han disminuido en un 50 por
ciento, de acuerdo a la percepción de las y los empre-
sarios.12

Si sólo se toma en cuenta la Encrige, los resultados de
confianza ciudadana y, sobre todo, los de la reducción
de la corrupción en el gobierno, son alentadores. Sin
embargo, existen otras mediciones en las que se ob-
servan estadísticas distintas. Por ejemplo, el Baróme-
tro de Confianza Edelman señala que, para 2023, la
confianza institucional en el gobierno era baja, con 47
por ciento, comparada con la confianza en las empre-
sas, que alcanzaron 71 por ciento, y las organizaciones
no gubernamentales (ONG), 68 por ciento. Además,
55 por ciento de las y los encuestados consideran que
el gobierno como fuente de información es engaño-
so.13

El Barómetro advierte que la desconfianza existente
en 2023, en especial contra el gobierno, genera polari-
zación, misma que puede ser fuente de movimientos
sociales. México se encuentra entre los países en peli-
gro de severa polarización, aunque entre los severa-
mente polarizados están Estados Unidos de América
(EUA) y España. Para finalizar, 42 por ciento de las y
los encuestados consideraron que se obtendrían mejo-
res resultados sociales y se aumentaría la confianza
institucional, si gobierno y empresas trabajaran con-
juntamente.

En esta iniciativa se considera que dos aspectos clave
para fortalecer la confianza ciudadana son el creci-
miento económico y la competitividad, funciones de
las que el Estado tiene la rectoría, establecida en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (CPEUM), en su artículo 25.

La dicotomía confianza-desconfianza afecta el creci-
miento económico y éste, a su vez, se ve afectado, en-
tre otras múltiples variables, por la capacidad del go-
bierno de generar un marco normativo y regulatorio
que sea lo menos conflictivo para las unidades econó-
micas, en cuanto a trámites y pagos de derechos. 

La confianza está relacionada con el crecimiento eco-
nómico, de acuerdo con algunos estudios realizados
citados por Keefer y Scartascini (2022), quienes seña-
lan que los gobiernos que no gozan de buena confian-
za, por lo general tienen mayores dificultades para uti-
lizar políticas públicas para estimular el crecimiento.14

Una buena apuesta a la confianza ciudadana, en el
concepto de la LFCC, es el del apoyo a las empresas y
las y los emprendedores, en particular a las micro, pe-
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queñas y medianas empresas (Mipymes). Se conside-
ra que la confianza institucional en el gobierno se ve-
rá favorecida si a la par que el acto de buena fe que ya
contiene la LFCC respecto al marco regulatorio, y la
relación que éste abre entre gobierno y unidades eco-
nómicas, se le agrega un incentivo para las segundas,
traducido en apoyos y financiamiento.

El Programa Sectorial de Economía 2019-2024 (PSE),
en su exposición de problemáticas que atañen al creci-
miento económico y la competitividad, encuentra en-
tre los problemas más relevantes respecto a las Mipy-
mes, entre otros: 

“El rezago en la innovación, la limitada competen-
cia en el mercado interno, la baja productividad y
dificultades de consolidación de las Mipymes, así
como la disparidad económica entre regiones y sec-
tores son cuatro problemáticas que han inhibido el
crecimiento económico de México.

El limitado acceso al financiamiento y las capaci-
dades institucionales deficientes para promover o
propiciar inversiones en investigación y desarrollo
de nuevos productos o procesos, así como la des-
confianza en el estado de derecho y la débil vincu-
lación entre el sector educativo y productivo son
causas asociadas al rezago en la innovación.15

Como se observa, el PSE asocia la desconfianza en el
Estado con la limitación en el acceso al financiamien-
to y a la deficiencia institucional para promover inver-
siones en investigación y desarrollo de nuevos pro-
ductos y procesos.

Bajo este y otros argumentos, el 13 de agosto de 2019
se publicó el decreto por el que se modificó la Ley pa-
ra el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa,16 y con ello se desapareció
el Instituto Nacional del Emprendedor (Inadem), el
cual tenía como objetivo “[…] instrumentar, ejecutar y
coordinar la política nacional de apoyo incluyente a
emprendedores y a las micro, pequeñas y medianas
empresas y […] ejecutar los programas que se aprue-
ben para el apoyo, atención, creación, consolidación y
competitividad de dichas empresas y los emprendedo-
res”.17

Una vez emitido el decreto en cuestión, el 17 de octu-
bre del mismo año se emitió el nuevo Reglamento In-

terior de la Secretaría de Economía (RISE), en el cual
se establece la creación de la Unidad de Desarrollo
Productivo (UDP), a la que se confirieron, entre otras
atribuciones, las de:

“Apoyar, facilitar e impulsar la creación de micro,
pequeñas y medianas empresas […] 

Diseñar y operar, […] fondos, fideicomisos y de-
más instrumentos […] para implementar la política
nacional de apoyo a los emprendedores y a las mi-
cro, pequeñas y medianas empresas […] 

Promover y ejecutar […] la implementación de las
políticas públicas transversales de la Administra-
ción Pública Federal, en materia de apoyo a los em-
prendedores y a las micro, pequeñas y medianas
empresas […]

Suscribir convenios de colaboración, de coordina-
ción y de concertación con dependencias y entidades
de la Administración Pública Federal […] entidades
federativas y municipales […] sector privado, insti-
tuciones académicas, organizaciones y entidades fi-
nancieras, organizaciones de la sociedad civil y orga-
nizaciones nacionales e internacionales, en materia
de fomento a las micro, pequeñas y medianas empre-
sas […]”.18

Los apoyos a la Mipymes, así como a las y los em-
prendedores, se modificaron al punto que, actualmen-
te, y de acuerdo a las cifras de la UDP, no es posible
visibilizar las diferencias entre los distintos tipos de
apoyo y esquemas de financiamiento.

Por ejemplo, las estadísticas de cierre del Inadem, en-
tre otros aspectos, muestran que la Red Nacional de
Apoyo al Emprendedor (RNAE), de 2013 a 2018,
atendió a más de 1.6 millones de emprendedores y a
más de 563 mil Mipymes, los que fueron apoyados
con asesoría, capacitación, vinculación a programas
públicos o privados, lo que equivale a un promedio
anual de atención de más de 266 mil emprendedores y
más de 93 mil Mipymes.19

En una semejanza de funciones, la UDP en el cuarto
informe de labores de la SE de 2022, informa que, en
materia de capacitación, entre enero de 2021 a julio de
2022 se apoyó a 25 mil Mipymes y emprendedores en
el desarrollo de habilidades empresariales (lo que
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equivaldría a la asesoría, capacitación y vinculación de
la RNAE), dando como promedio la atención de más
de 16 mil Mipymes y emprendedores, cifra por demás
baja contra la mostrada en promedio en el sexenio an-
terior.20

Por otra parte, de “2013 a 2017 las convocatorias del
FNE apoyaron 92 mil 762 proyectos de emprendedo-
res y Mipymes con recursos por 13 mil 184.9 millones
de pesos en beneficio de más de 396 mil Mipymes”.21

En un promedio anual, se apoyaron más de 15 mil
proyectos con una inversión promedio de 2 mil 197
mil millones de pesos y se benefició a 66 mil Mipymes
y emprendedores.

En el sexenio actual, la UDP, en tres años y medio, ha
entregado 876 mil créditos, beneficiando a más de 15
mil empresas en diversos esquemas de garantías, re-
presentando una derrama crediticia de 54 mil 658 mi-
llones de pesos.22 Lo anterior, en promedio anual,
equivale a más de 250 mil créditos con un poco más
de 4 mil empresas apoyadas, con una derrama credi-
ticia (que no de apoyo) de 15 mil 616 millones de pe-
sos.

Estas diferencias ostensibles de apoyo a las Mipymes
y emprendedores, no abonan a la generación de con-
fianza entre las empresas y el Estado, como el con-
ductor de la política de desarrollo nacional, crecimien-
to económico y competitividad.

En el informe sobre México de Perspectivas del
Emprendurismo y las Pequeñas y Medianas Empre-
sas 2021 de la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE), se señaló que
“de cada 100 pequeñas y medianas empresas
(Pymes) mexicanas, sólo siete han podido acceder
al apoyo del gobierno a partir de la pandemia de Co-
vid-19, lo que contrasta con casi 34 empresas que lo
hacen en promedio entre los países de la Organiza-
ción para la Cooperación y Desarrollo Económicos
(OCDE)”.23

Esta ha sido la constante durante los últimos años res-
pecto a los apoyos al sector empresarial, así lo perci-
ben diversos actores y agentes económicos, por ejem-
plo, representantes de Coparmex y Concanaco
Servytur, quienes fueron entrevistados en septiembre
de este año y afirmaron que:

“Líderes del emprendimiento consideran que la ac-
tual administración federal otorgó al sector empre-
sarial y emprendedor un apoyo pobre; ahora, espe-
ran una mejora en la situación con el cambio de
gobierno.

“En general, en esta administración el apoyo a las
empresas fue pobre. No ha habido una estrategia de
apoyo o desarrollo empresarial, no se ha reconoci-
do la capacidad que tiene la empresa como genera-
dor de empleo y bienestar social” […]

[…] “Durante la pandemia, más de un millón de mi-
cro, pequeñas y medianas empresas desaparecieron,
algunas se recuperaron, pero aun así, el resultado
neto fue la pérdida de muchas miles de empresas”.
[…]

“Desde el principio hubo una política clara muy de-
finida de dejar de apoyar al sector empresarial y,
por otro lado, a apoyar mucho a programas sociales.
Creemos que los programas sociales son necesarios,
sin embargo, no podemos descuidar que los grandes
generadores de empleos y de riqueza son del sector
empresarial incluyendo a las Pymes […]”.24

De acuerdo a lo señalado en las entrevistas, se com-
prende que la confianza del empresariado mexicano
no es la óptima y que durante el sexenio no se ha ge-
nerado, y mucho menos aumentado el clima de cola-
boración y confianza entre ambas partes.

Más grave se considera lo señalado por Meza (2023)
respecto al proyecto de Presupuesto de Egresos de la
Federación (PPEF) 2024 presentado en septiembre,
donde se encuentra que, para el siguiente año, se pre-
tende reducir 66 por ciento del monto asignado a las
Mipymes y además los recursos asignados están orien-
tados más a capacitación que a apoyos económicos.25

Volviendo a lo señalado por el PSE y la asociación de
la desconfianza en el Estado, con la limitación en el
acceso al financiamiento y a la deficiencia institucio-
nal para promover inversiones en investigación y des-
arrollo de nuevos productos y procesos, la política con
relación al apoyo del sector empresarial en el presente
sexenio, no abona a generar la confianza.

Uno de los aspectos que contempló el Reporte de Re-
sultados de la Encuesta Nacional de Financiamiento
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de las Empresas (Enafin), realizado por la Comisión
Nacional Bancaria y de Valores (CNBV) en su edi-
ción 2021, mostró resultados preocupantes en com-
paración con la edición 2018 respecto a los factores
que los empresarios encuestados consideraban afec-
taron el crecimiento y la operación de su empresa en
2020.

Es de hacerse notar que el año 2020 tuvo cierres masi-
vos de empresas por la contingencia que derivó de la
pandemia por Covid-19. 44 por ciento de las y los par-
ticipantes consideraron que las restricciones afectaron
el crecimiento y como el factor número uno en este
sentido, con 62 por ciento, estuvo la situación econó-
mica del país. Con 45 por ciento, es decir, por encima
del factor de cierre temporal por la pandemia, los em-
presarios consideraron que se afectó su crecimiento
por falta de apoyos del gobierno.26

En contraste, y respecto al mismo cuestionamiento, la
Enafin 2018 mostraba menores porcentajes en todos
los factores que afectaban el crecimiento de la empre-
sa (exceptuando los cierres, ya que tal factor no se to-
mó en cuenta en esta edición). En este tenor, la situa-
ción económica del país se situaba en 26.7 por ciento,
y la falta de apoyos del gobierno en 21.2 por ciento de
los factores que afectaban el crecimiento de la empre-
sa.27

Estos datos, en conjunto con las opiniones de empre-
sarios y perspectivas estadísticas de los apoyos y fi-
nanciamientos de las dependencias y entidades de la
APF en el presente sexenio, indican que la relación de
confianza entre empresas y gobierno, se ha deteriora-
do.

Por tanto, en esta iniciativa se considera que la LFCC
debe incluir, entre los beneficios a personas físicas y
morales con actividades económicas, el acceso a fi-
nanciamientos y apoyos económicos, de capacitación,
seguimiento e incubación de empresas, especialmente
Mipymes y a emprendedores. 

Lo anterior, obedece también a que la LFCC, en su
instrumentación, no ha sido tomada en cuenta por las
personas físicas y morales con actividades económi-
cas, la causa que se considera, es que las y los benefi-
ciarios no ven como ventaja el inscribirse, así como la
baja difusión del PCC. 

La Secretaría de Economía señala que al 31 de julio de
2022 contaba con 4 mil 43 usuarios validados, de los
cuales 2 mil 470 fueron personas físicas y mil 573 per-
sonas morales.28 Esta cifra es muy baja y demuestra el
poco interés de las personas físicas y morales que rea-
lizan actividades económicas. De acuerdo con el Insti-
tuto Nacional de Geografía y Estadística (Inegi), para
2021 en México, existían 280 mil 489 empresas, de las
que 148 mil 024 son Micro, 99 mil 917 son Pequeñas,
19 mil 329 son medianas y 14 mil 219 conforman las
grandes empresas.29

En el espíritu de fomentar la confianza ciudadana en
las y los actores que señala la LFCC, y que ésta coad-
yuve a mejorar la confianza institucional, y con ello
incidir en el crecimiento económico y la competitivi-
dad, es que se considera necesario incluir en la LFCC,
beneficios consistentes en apoyos económicos y subsi-
dios para aquellas empresas que se inscriban al PCC.

Por lo anteriormente expuesto, se propone la adición
de un párrafo segundo al artículo 1, recorriendo los
subsecuentes, y de un párrafo segundo al artículo 6,
recorriendo los subsecuentes, de la Ley de Fomen-
to a la Confianza Ciudadana, a fin de incluir como
requisito para obtener beneficios, apoyos económi-
cos y subsidios diversos por parte las dependencias
y entidades de la Administración Pública Federal,
la inscripción en el Padrón Único de Confianza
Ciudadana, promoviendo con ello una mayor par-
ticipación de las personas beneficiarias y la con-
fianza ciudadana, tomando como base el siguiente
cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto ante el pleno de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman los artículos 1 y 6 de
la Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana, a fin
de incluir como requisito de las personas beneficia-
rias su inscripción en el Padrón Único de Confian-
za Ciudadana para obtener apoyos económicos y
subsidios diversos por parte dependencias y entida-
des de la administración pública federal, promo-
viendo con ello una mayor participación de las per-
sonas beneficiarias y la confianza ciudadana

Artículo Único. Se modifica el párrafo primero del ar-
tículo 1 y el párrafo segundo del artículo 6 de la Ley
de Fomento a la Confianza Ciudadana, para quedar co-
mo sigue:

Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de
observancia general, se aplicará sin menoscabo de los
compromisos adoptados en los organismos, acuerdos,
convenios y tratados internacionales en los que los Es-

tados Unidos Mexicanos sea parte y, tiene como obje-
to establecer las bases para la instrumentación de ac-
ciones y programas que las dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal deberán implementar, de
acuerdo con sus atribuciones, para fomentar la con-
fianza ciudadana, otorgando beneficios y facilidades
administrativas relacionadas con la actividad econó-
mica que desempeñan las personas físicas y morales.
Asimismo, promoverá la participación ciudadana
de las personas beneficiarias en el esquema de con-
fianza, respecto a la obtención de beneficios, apo-
yos económicos y subsidios diversos mediante su
inscripción al Padrón.

…

…

Artículo 6. …

Para el registro en el Padrón, la Secretaría, por con-
ducto de la Comisión, determinará los beneficios y fa-
cilidades que se otorgarán, de tal manera que se pro-
mueva el cumplimiento espontáneo de obligaciones o
trámites. Asimismo, las personas beneficiarias ten-
drán prioridad para acceder a apoyos económicos
y subsidios diversos que promuevan las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral.

…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 26 TER DE LA

LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS

DEL SECTOR PÚBLICO, Y 27 BIS DE LA LEY DE OBRAS

PÚBLICAS Y SERVICIOS RELACIONADOS CON LAS MIS-
MAS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA

FELIPE TORRES Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
los artículos 26 Ter de la Ley de Adquisiciones, Arren-
damientos y Servicios del Sector Público, y 27 Bis de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas, a fin de disminuir los montos de las
licitaciones en que participan los testigos sociales, así
como para establecer la obligación de que éstos cuen-
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ten con una certificación validada por la Secretaría de
la Función Pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

De acuerdo con la Organización para la Cooperación y
el Desarrollo Económicos (OCDE), las contrataciones
públicas se refieren “a la compra por parte de los go-
biernos y las empresas estatales de bienes, servicios y
obras”.1

En 2022, de acuerdo a la Secretaría de la Función Pú-
blica (SFP), las licitaciones públicas significaron una
erogación de la administración pública federal (APF) de
403.8 millones de pesos entre adquisiciones, arrenda-
mientos y servicios y obra pública, de las que 99.25 por
ciento se realizaron mediante licitaciones públicas.2

Este dato queda muy por debajo del señalado por la
OCDE, donde los gobiernos de los países miembros
erogan para la contratación pública 13 por ciento de su
producto interno bruto (PIB), lo que para 2020 en Mé-
xico equivaldría a 2.36 billones de pesos.3

Así, los datos que emite la SFP sólo se refieren a pro-
cesos de licitaciones, no a aquellos donde se han asig-
nado de manera directa los contratos. Investigadores
de la organización Mexicanos contra la Corrupción y
la Impunidad (MCCI), dando seguimiento a las com-
pras de gobierno en 2022, encontraron que el gasto en
contratos de compras públicas de 264 instituciones de
la APF, de 452 mil 496 millones de pesos, es decir,
aproximadamente 90 por ciento más de lo señalado
por la APF en su informe.4

MCCI señala que 8 de cada 10 contratos fueron asig-
nados por adjudicación directa y que mil 700 contratos
de la APF violaron la ley porque superan el monto per-
mitido para contratar mediante concurso invitación.5

Lo anterior pone en entredicho la transparencia en el
ejercicio del gasto público, traduciéndose en corrup-
ción. De acuerdo con la OCDE: 

“Dado que la contratación pública representa una
parte sustancial del dinero de los contribuyentes, se
espera que los gobiernos la lleven a cabo de mane-
ra eficiente y con altos estándares de conducta a fin
de garantizar la alta calidad de la prestación del ser-
vicio y salvaguardar el interés público”.6

Los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) de la
Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible tienen co-
mo objetivo común el logro de un futuro mejor para
todas y todos con sostenibilidad. Aprobados por los es-
tados miembros de la Organización de las Naciones
Unidas (ONU) en 2015, en total se enumeraron 17
ODS, donde el señalado con el número 16, busca
“promover sociedades, justas, pacíficas e inclusivas”.

Entre las metas de este ODS, se señala que deben re-
ducirse considerablemente la corrupción y el soborno,
la creación de instituciones eficaces, transparentes y
que rindan cuentas, garantizar la adopción de decisio-
nes inclusivas, participativas y representativas en el
gobierno y el acceso público a la información, así co-
mo ampliar y fortalecer la gobernanza mundial:

“El ODS 16 propone configurar un nuevo marco de
gobernanza pública y una renovada arquitectura es-
tatal que permitan promover sociedades pacíficas e
inclusivas para el desarrollo sostenible, facilitar el
acceso a la justicia para todos y construir a todos los
niveles instituciones eficaces, responsables e inclu-
sivas que rindan cuentas. Más aún, estos principios
se encuentran integrados en varios ODS, en los cua-
les la transparencia, la participación pública y la
existencia de instituciones que rindan cuentas, son
instrumentos necesarios para el cumplimiento de
las distintas metas”.7

La rendición de cuentas es uno de los aspectos más
importantes para la gobernanza, ya que a través de ella
se consolida la percepción de confianza por parte de la
ciudadanía, y disminuye los índices de corrupción. 

De acuerdo con la Comisión Económica para América
Latina (Cepal), el concepto de gobernanza se entiende
como: 

“[…] la realización de relaciones entre diversos ac-
tores involucrados en el proceso de decidir, ejecutar
y evaluar asuntos de interés público, proceso que
puede ser caracterizado por la competencia y coo-
peración donde coexisten como reglas posibles; y
que incluye instituciones tanto formales como in-
formales (ciudadanía y sus distintos mecanismos de
organización temporal y/o espontánea). La forma e
interacción entre los diversos actores refleja la cali-
dad del sistema y afecta a cada uno de sus compo-
nentes; así como al sistema como totalidad”.8
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La gobernanza incluye la participación social en la to-
ma de decisiones en el gobierno y en la transparencia;
y también se relaciona con los derechos humanos. Al
respecto, la Oficina del Alto Comisionado de Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos (ACNUDH)
señala que la gobernanza “[…] se refiere, sobre todo,
al proceso mediante el cual las instituciones públicas
dirigen los asuntos públicos, gestionan los recursos
comunes y garantizan la realización de los derechos
humanos”.9

Bajo este enfoque de derechos humanos, surge el con-
cepto buena gobernanza, el cual, de acuerdo a la AC-
NUDH, añade una dimensión normativa o de evalua-
ción al proceso de gobernar. Entre los atributos de la
buena gobernanza, definidos por el Consejo de Dere-
chos Humanos, están: “transparencia, responsabilidad,
rendición de cuentas, participación, capacidad de res-
puesta (a las necesidades de la población)”.10

La buena gobernanza incluye la lucha contra la co-
rrupción, misma que se basa en los principios señala-
dos; por ello, es de vital importancia reconocer cuáles
son las perspectivas de esta acción actualmente en Mé-
xico. 

La Encuesta Nacional de Calidad e Impacto Guberna-
mental (ENCIG), en su edición 2021, observa que la
tasa de prevalencia de la corrupción para este año, por
cada cien mil habitantes, fue de 14 mil 701, por deba-
jo de la cifra obtenida en 2020, que fue de 15 mil 732.
Si bien disminuyó de un año a otro, la tasa fue menor
en los años 2015 con 12 mil 590 y 2017 con 14 mil
635 personas que sufrieron un acto de corrupción por
cada cien mil habitantes.11

Otro cuestionamiento que formó parte de la ENCI, fue
el de la tasa de personas por cada cien mil habitantes
que cree o ha escuchado que existe corrupción en los
trámites que realizó; las cifras de 2015 están nueva-
mente por debajo de las de 2021 con 59 mil 713 con-
tra 61 mil 917, y éstas son menores al año anterior.12

Estos resultados establecen que la percepción acerca
de la existencia de la corrupción ha crecido en los úl-
timos años, respecto de años anteriores a 2017.

Otros resultados de la percepción de la corrupción en
México, son los surgidos del Índice de Percepción de
la Corrupción (IPC), elaborado por Transparencia In-

ternacional. En el IPC, México obtiene en 2022 apenas
31 puntos de 100 y se ubica en el puesto 126 de 180
países evaluados; de entre los miembros de la Organi-
zación para la Cooperación y el Desarrollo Económi-
cos, formada por 38 países, México ocupa la última
posición.13

Entre las recomendaciones para México, surgidas del
IPC, están:

“Dado que el Sistema Nacional Anticorrupción es
la suma de las instituciones de control, fiscalización
e investigación de la corrupción en el país, México
puede aprovechar su potencial y orientarlo a la san-
ción de los grandes casos de corrupción que han las-
timado al país”.14

El Sistema Nacional Anticorrupción (SNA) se crea a
partir de la promulgación de la Ley General del Siste-
ma Nacional Anticorrupción (LGSNA) en 2016, que
es regulatoria del artículo 113 de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM). De
acuerdo a éste, el SNA es: “[…] la instancia de coor-
dinación entre las autoridades de todos los órdenes de
gobierno competentes en la prevención, detección y
sanción de responsabilidades administrativas y hechos
de corrupción, así como en la fiscalización y control
de recursos públicos”; este mismo precepto se abarca
en el artículo 6 de la LGSNA, además de señalar que
las políticas públicas que establezca el Comité Coor-
dinador del SNA deberán ser implementadas por los
entes públicos. 

Cabe señalar que el Comité Coordinador está integra-
do, entre otros, por las personas titulares y/o represen-
tantes del Comité de Participación Ciudadana (CPC),
de la Auditoría Superior de la Federación (ASF), la
Fiscalía Especializada en materia de Combate a la Co-
rrupción (FECP), la Secretaría de la Función Pública
(SFP), el Consejo de la Judicatura Federal (CJF), el
Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Infor-
mación y Protección de Datos Personales (INAI) y el
Tribunal Federal de Justicia Administrativa (TFJA), lo
anterior de acuerdo al artículo 10 de la LGSNA. 

La integración del SNA muestra que la participación
en el combate a la corrupción, tanto de los tres pode-
res como de la ciudadanía, le otorga una máxima con-
fianza en que las decisiones que se tomen, al encon-
trarse validadas por sus participantes.
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La LGSNA señala que el SNA se conforma, de acuer-
do con el artículo 7, entre otros, por un Comité de Par-
ticipación Ciudadana (CPC), el cual “[…] tiene como
objetivo coadyuvar, en términos de esta Ley, al cum-
plimiento de los objetivos del Comité Coordinador, así
como ser la instancia de vinculación con las organiza-
ciones sociales y académicas relacionadas con las ma-
terias del Sistema Nacional”.

Uno de los aspectos del SNA, es la fiscalización y con-
trol de los recursos públicos de todos los entes públi-
cos. En el caso del Ejecutivo Federal, estos mecanis-
mos forman parte de los asuntos que le corresponden
a la SFP, de acuerdo con la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal (LOAPF), y otras leyes se-
cundarias que estén relacionadas o bien requieran de
mecanismos específicos en materia de transparencia
en el uso y aplicación de los recursos públicos. 

Este preámbulo es importante para establecer que, si
bien el SNA cuenta con el Comité de Participación
Ciudadana, existen otras figuras relacionadas con la
legalidad y transparencia de procesos en el uso de re-
cursos públicos; en particular, y como objeto de esta
iniciativa, lo relativo a los testigos sociales que revis-
ten gran importancia en lo que hace a la participación
ciudadana en la gestión pública. 

La Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana
en la Gestión Pública, adoptada en 2009 en la XIX
Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Go-
bierno, conocida como Plan de Acción de Lisboa, se-
ñala que la participación ciudadana en la gestión pú-
blica es un derecho entre las y los habitantes de una
nación, como parte de la corresponsabilidad social:

“A los efectos de la presente Carta Iberoamericana,
se entiende por participación ciudadana en la ges-
tión pública el proceso de construcción social de las
políticas públicas que, conforme al interés general
de la sociedad democrática, canaliza, da respuesta o
amplía los derechos económicos, sociales, cultura-
les, políticos y civiles de las personas, y los dere-
chos de las organizaciones o grupos en que se inte-
gran, así como los de las comunidades y pueblos
indígenas”.15

Los estados firmantes de la Carta se comprometen, en-
tre otros aspectos, a desarrollar medios de participa-
ción que posibiliten la incidencia ciudadana en las po-

líticas públicas (artículo 27); y los estados deben des-
arrollar la rendición de cuentas a la ciudadanía como
un proceso permanente (artículo 34, inciso h). 

México cuenta con un amplio marco jurídico respecto
a la participación social, enfocándose en el combate a
la corrupción, tal como lo establece el artículo 113 de
la CPEUM, así como a garantizar el derecho de acce-
so a la información en posesión de cualquier autori-
dad, como lo señala el artículo 6o., apartado A de la
Carta Magna.

Diversos esfuerzos se generalizan en la administración
pública federal, en ambos sentidos. De manera parti-
cular, en las adquisiciones tanto generales como de
obra pública, se destaca la figura de los denominados
Testigos Sociales (TS).

Los testigos sociales forman parte de la política de
transparencia implementada bajo el marco jurídico y
normativo de los mecanismos de participación ciuda-
dana, además, esta figura asegura el cumplimiento del
derecho fundamental de acceso a la información.

Desde 2009 se incorporó la figura de los testigos so-
ciales a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y
Servicios del Sector Público (LAASSP) y a la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas (LOPSR). Además, responde a los princi-
pios de “eficiencia, eficacia, economía, transparen-
cia y honradez” que deben contemplar los entes pú-
blicos para la administración de los recursos
económicos de que dispongan, de acuerdo al artícu-
lo 134 de la CPEUM. 

En ambas leyes se menciona a los testigos sociales,
mas no se establece una definición de los mismos. Es-
ta figura se institucionalizó en 2004, pero fue hasta
2009 cuando se adicionó a las leyes mencionadas.

En los reglamentos de ambas leyes, es donde se esta-
blece una definición de los testigos sociales. Para la
LFAASP, su Reglamento señala que son: “personas fí-
sicas o morales que cuentan con el registro correspon-
diente en el padrón público de testigos sociales, el cual
está a cargo de la Secretaría de la Función Pública y
disponible a través de CompraNet” (artículo 60
RLAASSP), misma definición se encuentra en el artí-
culo 49 del Reglamento de la LOPSR.

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202474



Para el cumplimiento de sus funciones, se establece en
ambos reglamentos el Comité de Testigos Sociales
(CTS), que se integra, en cada caso, por “cinco servi-
dores públicos de la Secretaría de la Función Pública
y, a invitación de ésta, por cinco representantes de las
cámaras, asociaciones empresariales o colegios de
profesionales” (artículo 61, párrafo segundo del
RLAASSP y artículo 50, párrafo segundo del
RLOPSR).

La definición de testigo social que la SPF establece,
es:

“Las personas físicas que pertenezcan o no a orga-
nizaciones no gubernamentales, así como las pro-
pias organizaciones no gubernamentales, que cuen-
ten con el registro correspondiente ante la
Secretaría, que a solicitud de las dependencias y en-
tidades, de mutuo propio, o a solicitud de la propia
Secretaría podrán participar con derecho a voz en
las contrataciones que lleven a cabo las dependen-
cias y entidades, emitiendo al término de su partici-
pación un testimonio público sobre el desarrollo de
las mismas”.16

De manera enunciativa, la LAASSP señala que los tes-
tigos sociales forman parte del procedimiento de lici-
taciones públicas cuando se rebase el equivalente a
cinco millones de días de salario mínimo general vi-
gente (SMGV) en el Distrito Federal (artículo 26 Ter).
En la LOPSR, las contrataciones deben rebasar los
diez millones de SMGV (artículo 27 Bis), o bien, en
ambos casos, los procedimientos que determine la
SPF, quien tiene a cargo el Padrón Público de Testigos
Sociales (PPTS).

De acuerdo a la última actualización de la informa-
ción de los testigos sociales, la SFP señala que al 4
de agosto de 2022 el PPTS se conforma por 35 per-
sonas físicas y 7 personas morales.17

Cabe señalar que los testigos sociales son vigilantes
cuando son invitados a los procedimientos de una lici-
tación, para que éstos cumplan con las leyes vigentes.
En ambas leyes se mencionan las funciones de los tes-
tigos sociales, así como los requisitos para solicitar su
reconocimiento en tal carácter. 

Los mecanismos de los procedimientos de participa-
ción de los testigos sociales en la LAASSP y la

LOPSR, se encuentran en los artículos 26 Ter y 27 Bis,
respectivamente, señalando tanto la existencia del
PPTS, así como el procedimiento de selección de és-
tos, los requisitos y las funciones.

En esta iniciativa, se considera que la función de los
testigos sociales debe modificarse, puesto que repre-
sentan un factor importante en la buena gobernanza,
en lo que hace a mejorar la transparencia, la rendición
de cuentas y la participación social; además que, de
darse máxima publicidad a esta figura, puede ser pre-
ponderante para la confianza ciudadana y la cohesión
social, dada la alta percepción de corrupción entre la
población.

Y es que, las compras públicas, como ya se comentó,
son un motor importante de la economía nacional, tan-
to para trabajadores como para empresarios y, por tan-
to, su eficiente, eficaz y transparente manejo debe ser
uno de los pilares de la lucha contra la corrupción, re-
quiriendo para ello, modificar algunos aspectos de la
participación de los testigos sociales:

“[…] la cantidad de dinero público vinculados a las
compras públicas en los países de AL (pues ello es cla-
ro respecto a los presupuestos totales), también es muy
importante destacar la importancia de mejorar la cali-
dad de ese gasto. Las formas importan, e importa la
manera en que son gastados estos recursos vinculados
al proceso de compras públicas.

Pactos de integridad, políticas de compras dirigidas
por las comunidades destinatarias, plataformas de
seguimiento ciudadano al gasto público, mecanis-
mos de diálogo entre partes interesadas, audiencias
públicas y foros especializados para la participación
temprana de proveedores, son algunos tipos de ini-
ciativas o diseños institucionales que en AL y el
mundo se han ido implementando para avanzar la
participación ciudadana en este sector clave”.18

También se destacan otras propuestas a mejorar en la
legislación respecto a los testigos sociales, en este ca-
so en la LAASSP y LOPSR, por ejemplo, el incre-
mento de testigos sociales:

De tal forma que deben fungir como testigos todos
aquellos que tengan experiencia y conocimiento en el
ámbito litigioso y académico. Además, deben diseñar-
se cursos de formación no sólo para los testigos socia-
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les, sino también para todos los operadores jurídicos
que gravitan dentro del SNA con los problemas que
existen en materia de competencia económica y de
manipulación de los contratos públicos.19

Por otra parte, también se evidencia que los montos en
que se fijan las licitaciones donde deben participar, se-
gún la LAASSP y la LOPSR, son altos:

“Estos montos fueron fijados en un valor relativa-
mente alto para el total de las contrataciones públi-
cas que se llevan a cabo […] 

[…] algunas voces creen conveniente que se dismi-
nuyan los montos fijados en ambas leyes a fin de
que los testigos sociales puedan participar en más
procedimientos a fin de hacerlos más transparentes
y verificar que cumplen con el marco legal corres-
pondiente.

[…] existen opiniones que consideran que de am-
pliarse la participación de los testigos sociales se in-
crementarían los costos de los procedimientos, se
retrasarían y no se tendría la capacidad ni el núme-
ro suficiente de los testigos sociales para participar
en ellos. 

[…] se ha planteado la posibilidad de que los testi-
gos sociales puedan participar en mayor número de
procedimientos como adjudicaciones directas o en
invitaciones a cuando menos tres personas bajando
los montos fijados para la participación de los testi-
gos sociales”.20

Por lo anterior, se considera que la figura del testigo
social es un elemento por demás importante en la lu-
cha contra la corrupción y en favor de la transparencia.
De modo que, al disminuir los montos bajo los que las
leyes referidas de compras del gobierno, los entes de
la APF deben integrar a un testigo social, además de
mejorar los esquemas de captación y capacitación a
éstos, se contribuye al fortalecimiento de la buena go-
bernanza. 

Por lo anteriormente expuesto, se propone la modifi-
cación del párrafo primero y del inciso g) de la
fracción III del artículo 26 Ter de la Ley de Adqui-
siciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Pú-
blico, así como del párrafo primero y del inciso g)
de la fracción III del artículo 27 Bis de la Ley de

Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, a fin de disminuir los montos de las licita-
ciones en que participan los testigos sociales, así co-
mo para establecer la obligación de que éstos cuen-
ten con una certificación validada por la Secretaría
de la Función Pública, con el objeto de aumentar la
eficacia, eficiencia y transparencia en el gasto pú-
blico y combatir los actos de corrupción en las com-
pras mediante licitación, por parte de los entes de
la Administración Pública Federal, tomando como
base el siguiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto ante el pleno de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan los ar-
tículos 26 Ter de la Ley de Adquisiciones, Arrenda-
mientos y Servicios del Sector Público, y 27 Bis de
la Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas, a fin de disminuir los montos de las
licitaciones en que participan los testigos sociales,
así como para establecer la obligación de que éstos
cuenten con una certificación validada por la Se-
cretaría de la Función Pública

Artículo Primero. Se modifica el párrafo primero y el
inciso g) de la fracción III del artículo 26 Ter de la Ley
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del
Sector Público, para quedar como sigue:

Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios
del Sector Público

Artículo 26 Ter. En las licitaciones públicas, cuyo
monto rebase el equivalente a dos millones de días de
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal y
en aquellos casos que determine la Secretaría de la
Función Pública atendiendo al impacto que la contra-
tación tenga en los programas sustantivos de la depen-
dencia o entidad, participarán testigos sociales confor-
me a lo siguiente:

I. a II. …

III. …

a) a f) …

g) Asistir a los cursos de capacitación que im-
parte la Secretaría de la Función Pública sobre
gobernanza, transparencia, rendición de

cuentas, esta Ley y Tratados, y obtener la cons-
tancia correspondiente, y

h) …

IV. …

…

…

…

Artículo Segundo. Se modifica el párrafo primero y el
inciso g) de la fracción III del artículo 27 Bis de la Ley
de Obras Públicas y Servicios Relacionados con las
Mismas, para quedar como sigue:

Ley de Obras Públicas y Servicios Relacionados
con las Mismas

Artículo 27 Bis. En las licitaciones públicas, cuyo
monto rebase el equivalente a cinco millones de días
de salario mínimo general vigente en el Distrito Fede-
ral y en aquellos casos que determine la Secretaría de
la Función Pública atendiendo al impacto que la con-
tratación tenga en los programas sustantivos de la de-
pendencia o entidad, participarán testigos sociales
conforme a lo siguiente:

I. a II. …

III. …

a) a f) …

g) Asistir a los cursos de capacitación que im-
parte la Secretaría de la Función Pública sobre
gobernanza, transparencia, rendición de
cuentas, esta Ley y Tratados, y obtener la cons-
tancia correspondiente, y

h) …

IV. …

…

…

Miércoles 24 de enero de 2024 Gaceta Parlamentaria77



…

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 OCDE. (s.f.). Contratación pública. https://n9.cl/gvamg

2 SFP. (2022). Presentación del Cuarto Informe de Austeridad Re-

publicana de la SFP. https://n9.cl/q9jj0

3 IMCO. (2020). Mejores reglas, mejores compras.
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de la Agenda 2030.

8 Whittingham-Munevar, M.V. (2010). ¿Qué es la gobernanza y

para qué sirve? https://n9.cl/0fomb
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https://n9.cl/iteuf

10 Ibid. 
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https://n9.cl/f8d9z

12 Ibid. 

13 Transparencia Mexicana. (2023). Se estanca México en percep-

ción de la corrupción: Transparencia Mexicana. https://n9.cl/bljnca

14 Op. Cit. 

15 Carta Iberoamericana de Participación Ciudadana en la Gestión

Pública. (2009). https://n9.cl/2lphd

16 SFP, USAID. (2022). Evolución y Retos de la figura del Testi-

go Social. https://n9.cl/pdnq2

17 SFP. (2022). Padrón de Testigos Sociales. https://n9.cl/bovxv

18 Cruz-Rubio, C.N. (2020). Participación ciudadana y compras

públicas en América Latina: marco conceptual, análisis de casos y

factores de éxito. https://n9.cl/o3jd5

19 López-Olvera, M.A., Cancino-Gómez, R. (Coords). (2020). La

contratación pública y el Sistema Nacional Anticorrupción.

https://n9.cl/x6jvz

20 SFP, USAID. (2022). Evolución y Retos de la figura del Testi-

go Social. Ibid.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 49 DE LA LEY GENERAL EN

MATERIA DE DESAPARICIÓN FORZADA DE PERSONAS,
DESAPARICIÓN COMETIDA POR PARTICULARES Y DEL SIS-
TEMA NACIONAL DE BÚSQUEDA DE PERSONAS, SUSCRITA

POR LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TORRES Y

LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202478



glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforma la fracción
XV del artículo 49 de la Ley General en Materia de
Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Co-
metida por Particulares y del Sistema Nacional de
Búsqueda de Personas, en materia de atención a fami-
liares y colectivos de búsqueda, al tenor de la siguien-
te

Exposición de Motivos

La desaparición de personas es un fenómeno creciente
en nuestro país, que ha asumido dimensiones alarman-
tes. Para comienzos de 2022 el Registro Nacional de
Personas Desaparecidas y No Localizadas (RNPDNO)
registraba ya 100 mil personas.1 Desde la sociedad ci-
vil, el Movimiento Nacional por Nuestros Desapareci-
dos indicó que se contabilizaban ya más de 52 mil per-
sonas fallecidas sin ser identificadas2: 

“Como se muestra en la gráfica, la evolución de las
desapariciones en el país ha mantenido una tenden-
cia creciente desde 2006, y aunque ha habido años
con disminuciones, el cambio porcentual es míni-
mo. Tan sólo en 2022 hubo 9 mil 68 personas des-
aparecidas y no localizadas, lo que marcó un récord
en la historia del registro. 74 por ciento de estos re-
gistros corresponde a hombres y 26 por ciento a
mujeres.3

Cabe mencionar que la tasa de personas desaparecidas
presenta una variación por estado, ya que se trata de un
fenómeno que responde a factores de criminalidad re-
gionales. Así, por ejemplo, durante 2022 y de acuerdo
al RNPDNO, la tasa más alta se registró en Zacatecas,
con 27 personas desaparecidas por cada 100 mil habi-
tantes, siguiéndole Quintana Roo, con 19.8; Tamauli-
pas con 16.7; Ciudad de México con 15.2 y Morelos
con 14.3.4 Frente a estos datos, otros estados presentan

cifras alarmantes, pues se dan en ellos incrementos
significativos, aun cuando pudieran considerarse enti-
dades seguras, como Querétaro o Puebla5:

Otro dato relevante es el de la localización de fosas
clandestinas, información disponible a través del ma-
pa que genera la Comisión Nacional de Búsqueda con
información de la Fiscalía General de la República y
las fiscalías estatales. Con base en esta información, se
calcula que en México se han localizado 5 mil 698 fo-
sas clandestinas en el periodo que va de 2006 a abril
de 2023. Ahora bien:

“Desde la sociedad civil existen esfuerzos por siste-
matizar y publicar información sobre el número de fo-
sas clandestinas localizadas obtenida mediante solici-
tudes de transparencia. Sin embargo, [...] en estos
casos se han identificado inconsistencias importantes
entre el número que reportan las fiscalías estatales a la
sociedad civil y el número que reportan a la CNB”.

En materia del marco jurídico internacional, México
ha ratificado diversos tratados, aunque ha expresado
algunas reservas respecto a ellos. El primero de estos
instrumentos es la Declaración sobre la Protección de
todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas,
aprobada por la Asamblea General de las Naciones
Unidas en su resolución 47/133, del 18 de diciembre
de 1992.

Más adelante, en 2006, la Asamblea General adoptaría
la Convención Internacional para la Protección de To-
das las Personas contra las Desapariciones Forzadas,
con la finalidad de ampliar el marco de protección pa-
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ra las víctimas de esta grave violación a los derechos
humanos, para lo cual crearía un Comité (CED), en-
cargado de monitorear la implementación de la Con-
vención por los Estados parte. La Convención fue ra-
tificada por México en 2008, con la reserva de que la
CED pudiera conocer de peticiones individuales, re-
serva que sostuvo hasta el año 2021.

Cabe mencionar que, del 13 al 15 de septiembre de
2023, se llevó a cabo el diálogo con México para dar
seguimiento a la información complementaria que és-
te proporcionó, y el CED exhortó a México a aprobar
el Reglamento de la Ley General y el Reglamento de
la CNB:

“Además, se hizo hincapié en la importancia de
promover la adopción de leyes locales sobre la de-
claratoria especial de ausencia en aquellos estados
que aún no cuentan con ellas, involucrando activa-
mente a los familiares de personas desaparecidas en
estos procesos”.6

En cuanto al Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos, la Organización de los Estados Americanos
(OEA) adoptó la Convención Interamericana sobre
Desapariciones Forzadas de Personas el 9 de junio de
1994, tomando en consideración la subsistencia de la
desaparición forzada en diversos países de nuestro con-
tinente. La reserva del Estado mexicano en este caso,
atendió al artículo IX de la Convención, a razón del fue-
ro de guerra reconocido por la Constitución Política. La
reserva, sin embargo, fue retirada el 11 de julio de 2014.

Ahora bien, la organización Impunidad Cero ha pu-
blicado recientemente un indicador de impunidad
en materia de desaparición, que deja ver la grave-
dad de esta problemática y por qué se habla de ella
como una crisis humanitaria. El índice que presen-
tan, se basa en las denuncias y sentencias condena-
torias7:

Cabe señalar, además, que la propia ineficiencia de las
autoridades para la resolución de los casos, inhibe la
denuncia, generando una cifra negra que eleva aún
más el grado de impunidad respecto al delito.

Es importante destacar, con la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos, que:

“[l]a desaparición de personas, incluida la desapari-
ción forzada en México, constituye una violación
pluriofensiva de derechos humanos, toda vez que
además de causar daños irreparables a las víctimas,
provoca en sus familiares un gran sufrimiento al ig-
norar la suerte que éstas correrán, generándoles por
tiempo indefinido el temor y la incertidumbre de
conocer el paradero de su ser querido”.8

Es así que:

“Las cifras permiten cuantificar la magnitud de es-
ta crisis humanitaria, pero no son suficientes para
dimensionar el dolor, la angustia y la desesperación
de las familias que se encuentran en la búsqueda de
quienes han desaparecido. Así, a la carga afectiva y
al drama de la desestructuración familiar que acom-
paña la desaparición de personas, se suman las in-
terpretaciones confrontada y diversas que sitúan al
Estado mexicano, como el principal responsable de
estos acontecimientos, a partir de su omisión y sus
intentos por ocultar y manipular los hechos”.9

Esta condición de incertidumbre y desesperanza fren-
te a la autoridad, ha hecho que familiares u otros par-
ticulares realicen –de manera independiente o a través
de organizaciones creadas ex profeso– acciones de
búsqueda de personas desaparecidas, en ocasiones, co-
laborando con las autoridades y, en otras, supliendo lo
que consideran omisiones significativas de éstas. Estas
personas, a pesar de la revictimización que pueden lle-
gar a sufrir por parte del Estado, enfrentan muchas ve-
ces la violencia y hostilidad del crimen organizado.

Las familias de personas desaparecidas, además, han se-
ñalado a las autoridades “que son ellas y ellos quienes
han encontrado a personas desaparecidas y que, en el di-
seño del programa de identificación masiva, el Estado
ha fallado en incluir familiares y organizaciones”.10

Por esto, se considera necesario que la legislación con-
temple la protección y debido acompañamiento a estos
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esfuerzos iniciados por particulares, sin que esto supla
la acción del Estado, pero sí que opere como “un sis-
tema integral de acompañamiento y cuidado hacia las
madres y los colectivos de familiares, que se encuen-
tre articulado con la protección y medidas de seguri-
dad, apoyo emocional y social”.11

Como instancia dedicada a “diseñar y evaluar de ma-
nera eficiente y armónica los recursos del Estado me-
xicano para establecer las bases generales, políticas
públicas y procedimientos entre las autoridades de to-
dos los órdenes de gobierno para la búsqueda, locali-
zación e identificación de Personas Desaparecidas y
No Localizadas, así como para la prevención, investi-
gación y sanción de los delitos en materia de esta Ley”
(artículo 44, LGMDFP),12 se considera al Sistema Na-
cional de Búsqueda de Personas como la entidad idó-
nea para coordinar esta labor. 

A la fecha, la fracción XV del artículo 49 de la referida
ley hace mención a la búsqueda por parte de familiares,
sin embargo, esto es sólo para dar al Sistema la atribu-
ción de “dictar los lineamientos que regulen la partici-
pación de los familiares en las acciones de búsqueda”,
sin consideración de medidas de atención a ellos y
ellas. Por lo tanto, se propone la reforma a dicha frac-
ción, en términos del siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto ante el pleno de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 49 de la
Ley General en Materia de Desaparición Forzada
de Personas, Desaparición Cometida por Particula-
res y del Sistema Nacional de Búsqueda de Perso-
nas, en materia de atención a familiares y colectivos
de búsqueda

Artículo Único. Se modifica la fracción XV del artí-
culo 49 de la Ley General en Materia de Desaparición
Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Par-
ticulares y del Sistema Nacional de Búsqueda de Per-
sonas, para quedar como sigue:

Ley General en Materia de Desaparición Forzada
de Personas, Desaparición Cometida por Particula-
res y del Sistema Nacional de Búsqueda de Personas

Artículo 49. El Sistema Nacional tiene las siguientes
atribuciones:

I. a XIV. …

XV. Dictar los lineamientos que regulen la partici-
pación de los Familiares en las acciones de búsque-
da, así como diseñar y evaluar la implementa-
ción, por parte de las autoridades
correspondientes, de un sistema de atención in-
tegral de acompañamiento y cuidado de las y los
familiares y colectivos de búsqueda, que se en-
cuentre articulado con medidas de seguridad,
apoyo emocional y social;

XVI. a XVII. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Comisión Nacional de Búsqueda. Segob. Registro Nacional de

Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas, mayo de 2022.

2 Movimiento Nacional por Nuestros Desaparecidos ha profundi-

zado el estudio sobre esta situación, publicado su informe “La cri-
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sis forense en México: más de 52,000 personas fallecidas sin iden-

tificar”. Disponible en https://movndmx.org/wp-content/uplo-

ads/2021/08/Informe-La-Crisis-Forense-en-Me%CC%81xico.pdf

3 Impunidad Cero, “Impunidad en Delitos de Desaparición en Mé-

xico”, Diciembre 2023, p.9.

4 Comisión Nacional de Búsqueda. Segob. Registro Nacional de

Datos de Personas Extraviadas o Desaparecidas, mayo de 2022.

5 El Economista, “Se agudizan desapariciones en 12 estados de

México”, https://www.eleconomista.com.mx/politica/Se-agudi-

zan-desapariciones-en-12-estados-de-Mexico-20230215-

0011.html

6 Impunidad Cero, loc.cit., p.20.

7 Ibid. p.54.

8 CNDH, “Análisis Situacional de las Personas Desaparecidas”.

9 Neiber Maldonado-Suárez y Felipe Santoyo-Telles, “Contar (so-

bre) las desapariciones: la violencia en México”, Contextualiza-

ciones Latinoamericanas, Año 16, número 29, p.116.

10 Artículo 19, “Familiares de personas desaparecidas y organiza-

ciones denunciaron omisiones y retrocesos en materia de búsque-

da de personas”, 13 marzo 2023.

11 Impunidad Cero, loc. cit., p.70.

12 Ley General en Materia de Desaparición Forzada de Personas,

Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de

Búsqueda de Personas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)

QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 226 BIS DE LA LEY GENE-
RAL DE SALUD, SUSCRITA POR LA DIPUTADA JOANNA ALE-
JANDRA FELIPE TORRES Y LEGISLADORES INTEGRANTES

DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se adiciona un párrafo
tercero al artículo 226 Bis de la Ley General de Salud,
con el fin de garantizar la gratuidad de los medica-
mentos por parte de las instituciones públicas de salud,
al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho a la salud se encuentra reconocido en el ar-
tículo 25 de la Declaración Universal de los Derechos
Humanos, que a la letra dice: 

“1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida
adecuado que le asegure, así como a su familia, la
salud y el bienestar, y en especial la alimentación,
el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los
servicios sociales necesarios; tiene asimismo dere-
cho a los seguros en caso de desempleo, enferme-

dad, invalidez, viudez, vejez u otros casos de pérdi-
da de sus medios de subsistencia por circunstancias
independientes de su voluntad”.1

El reconocimiento del derecho a la salud, va acompa-
ñado, además, del derecho expreso a la asistencia mé-
dica y a los servicios sociales que la brinden, servicios
que habrán de ser responsabilidad de los estados par-
te. Es así, en esa lógica, que el artículo 12 del Pacto In-
ternacional de Derechos Económicos, Sociales y Cul-
turales, establece que:

“1. Los estados parte en el presente Pacto recono-
cen el derecho de toda persona al disfrute del más
alto nivel posible de salud física y mental.

…

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202482



d) La creación de condiciones que aseguren a todos
asistencia médica y servicios médicos en caso de
enfermedad”.

De manera más específica, el artículo 10 del Protoco-
lo Adicional a la Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos en materia de Derechos Económicos,
Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”,
señala que:

“1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendi-
da como el disfrute del más alto nivel de bienestar
físico, mental y social.

2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud
los Estados partes se comprometen a reconocer
la salud como un bien público”.2

En México, el artículo 4, párrafo cuarto de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos
(CPEUM), reconoce que:

“Toda persona tiene derecho a la protección de la sa-
lud. La Ley definirá las bases y modalidades para el
acceso a los servicios de salud y establecerá la con-
currencia de la Federación y las entidades federati-
vas en materia de salubridad general, conforme a lo
que dispone la fracción XVI del artículo 73 de esta
Constitución. La Ley definirá un sistema de salud
para el bienestar, con el fin de garantizar la exten-
sión progresiva, cuantitativa y cualitativa de los ser-
vicios de salud para la atención integral y gratuita de
las personas que no cuenten con seguridad social”.

En la Ley General de Salud, además, se detalla la pro-
tección dicho derecho, al especificar que:

“Artículo 2o. El derecho a la protección de la sa-
lud, tiene las siguientes finalidades:

I. El bienestar físico y mental de la persona, para
contribuir al ejercicio pleno de sus capacidades;

II. La prolongación y mejoramiento de la calidad de
la vida humana;

III. La protección y el acrecentamiento de los valo-
res que coadyuven a la creación, conservación y
disfrute de condiciones de salud que contribuyan al
desarrollo social;

IV. La extensión de actitudes solidarias y responsa-
bles de la población en la preservación, conserva-
ción, mejoramiento y restauración de la salud;

V. El disfrute de servicios de salud y de asistencia
social que satisfagan eficaz y oportunamente las ne-
cesidades de la población”.

Tratándose de personas que carezcan de seguridad
social, la prestación gratuita de servicios de salud,
medicamentos y demás insumos asociados;

VI. El conocimiento para el adecuado aprovecha-
miento y utilización de los servicios de salud;

VII. El desarrollo de la enseñanza y la investiga-
ción científica y tecnológica para la salud, y

VIII. La promoción de la salud y la prevención de
las enfermedades”.

Reconociéndose el derecho al acceso a servicios de sa-
lud que solventen las finalidades establecidas por este
artículo 2, y considerando el principio de no discrimi-
nación reconocido por el artículo 1o. de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, es que
se establecen los servicios públicos y la gratuidad de
los mismos, previendo que los factores económicos no
impliquen una restricción al pleno ejercicio del dere-
cho a la salud.

En este sentido, siendo los medicamentos uno de los
elementos fundamentales para el cuidado de la salud y
la atención de las enfermedades, es de esperarse que el
Estado se encuentre obligado a evitar que el acceso a
los mismos sea un factor de discriminación, en el que
sólo quienes tienen las posibilidades económicas para
adquirir un medicamento, puedan ejercerlo. 

Sin embargo, de acuerdo al Estudio Nacional de Cali-
dad de los Servicios de Salud del Instituto Mexicano
del Seguro Social (IMSS), el desabasto de medica-
mentos ha implicado un promedio de 20 por ciento de
medicamentos recetados sin entregarse, medicamentos
que han tenido que ser adquiridos por el paciente de
existir la posibilidad.3
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En lo que respecta a los servicios estatales, sucede al-
go muy similar: ahí, la gratuidad de los medicamentos
baja a alrededor de 70 por ciento. Del 30 por ciento
restante, alrededor de 80 por ciento lo buscará en una
farmacia privada. Se estima que, en promedio, a un pa-
ciente le cuesta 351 pesos la falta de medicamento en
los servicios de salud.4

¿Qué harán respecto a los medicamentos no surtidos?

Pero lo cierto es que el gasto en el que se incurre es
comprar el medicamento en una farmacia privada, un
gasto que podría ser cubierto por los centros de salud
para solventar su propio desabasto y garantizar la gra-
tuidad de los servicios de salud, y la no discriminación
por la barrera económica que supone el gasto en me-
dicamento. 

Así, por lo anterior, se presenta la siguiente propuesta
para adicionar un párrafo tercero al artículo 226 Bis,
con el fin de garantizar la gratuidad de los medica-
mentos por parte de las instituciones públicas de salud,
conforme al siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto al pleno de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo tercero al
artículo 226 Bis de la Ley General de Salud, con el
fin de garantizar la gratuidad de los medicamentos
por parte de las instituciones públicas de salud

Artículo Único. Se adiciona un párrafo tercero al artí-
culo 226 Bis de la Ley General de Salud, para quedar
como sigue:

Ley General de Salud

Artículo 226 Bis. Tratándose de atención intrahospi-
talaria, se podrán prescribir dosis unitarias de confor-
midad con los Lineamientos que para tal efecto expida
la Secretaría de Salud. 

En el caso de medicamentos que deban suministrarse
en las instituciones públicas del Sistema Nacional de
Salud a sus usuarios, estos podrán ser prescritos en do-
sis unitarias a fin de que puedan ser dispensados en
dosis exactas, de conformidad con los Lineamientos
que para tal efecto expida la Secretaría de Salud.
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Tratándose de medicamentos prescritos por insti-
tuciones públicas del Sistema Nacional de Salud a
sus usuarios, éstos deberán ser provistos por las
mismas. De no contar con ellos, solventarán el gas-
to en el que incurra el usuario para obtenerlos, en
cumplimiento de los principios establecidos en el
artículo 2 de la presente ley.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Cursivas propias.

2 Ibid. 

3 Estudio Nacional de Calidad de los Servicios de Salud del IMSS,

2022. 

4 Encuesta sobre Percepción de los Usuarios de los Servicios Es-

tatales de Salud, 2021. Particulares y del Sistema Nacional de Bús-

queda de Personas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LAS LEYES DE FOMENTO A LA CONFIANZA CIUDADANA;
PARA IMPULSAR EL INCREMENTO SOSTENIDO DE LA PRO-
DUCTIVIDAD Y COMPETITIVIDAD DE LA ECONOMÍA NA-
CIONAL; Y ORGÁNICA DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA

FEDERAL, PARA CREAR EL DISTINTIVO DEL SELLO DE CO-
HESIÓN SOCIAL PARA PERSONAS FÍSICAS Y MORALES, SUS-
CRITA POR LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TO-
RRES Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional en la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley de Fomento a la Con-
fianza Ciudadana; de la Ley para Impulsar el Incre-
mento Sostenido de la Productividad y Competitividad
de la Economía Nacional; y de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, a fin de crear el dis-
tintivo del Sello de Cohesión Social para las personas
físicas y morales con actividades económicas que las
implementen, permitiéndoles acceder a beneficios en
trámites, servicios y financiamientos por parte de la
administración pública federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

El artículo 25 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CPEUM) expresa la rectoría
del Estado en el desarrollo nacional, garantizando “la
competitividad, el fomento del crecimiento económico
y el empleo y una más justa distribución del ingreso y
la riqueza […] La competitividad se entenderá como
el conjunto de condiciones necesarias para generar un
mayor crecimiento económico, promoviendo la inver-
sión y la generación de empleo.

Bajo estos conceptos es que funcionan las empresas en
México, desde las micro hasta las grandes empresas,
las cuales persiguen el objetivo de alcanzar mejores
condiciones para el desarrollo nacional y el crecimien-
to económico.
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La expresión de “confianza ciudadana”, a partir de la
publicación de la Ley de Fomento a la Confianza Ciu-
dadana (LFCC), se entiende como la relación de con-
fianza entre los agentes económicos o personas físicas
o morales que realicen actividades económicas. 

La LFCC tiene como base la existencia de un marco
en el que el Gobierno federal, a partir de la integra-
ción al Padrón Único de Fomento a la Confianza Ciu-
dadana, conocido como PCC, en el que se inscriben
los agentes económicos o personas físicas o morales
que realicen actividades económicas, quienes, me-
diante esta acción, podrán beneficiarse de conocer la
normativa que les aplica de acuerdo a su actividad
económica, los trámites que les son inherentes y las
visitas que alguna autoridad realice en sus instalacio-
nes.

Lo anterior, exceptuando, de acuerdo con el artículo 1
de la ley, lo relativo a las materias fiscal, aduanera, del
trabajo, de seguridad social, de comercio exterior y de
operaciones con recursos de procedencia ilícita.

La LFCC está ligada a la Ley General de Mejora Re-
gulatoria (LGMR), ya que ésta establece el marco pa-
ra hacer más eficiente a la administración pública fe-
deral (APF), y también en el caso de esta ley, a la
administración pública de los demás órdenes de go-
bierno.

La LFCC considera ciertos beneficios en la página de
gobierno donde se permite a las personas inscribirse al
padrón, entre los que se encuentran:

1. Conocer qué inspecciones y visitas domiciliarias
serán suspendidas en función de la actividad econó-
mica que realices.

2. Saber los criterios que utilizaron las distintas au-
toridades regulatorias para seleccionar a quienes se-
rán inspeccionados.

3. En caso de recibir una visita domiciliaria de ins-
pección podrás verificar si quien te visita está auto-
rizado y cómo cumplir con la inspección.

4. Identificar tus derechos y obligaciones durante la
visita de inspección y validar que efectivamente
fuiste seleccionado para ser inspeccionado.

5. Recibir guías de cómo cumplir con una inspec-
ción a través de infografías, manuales y otros me-
dios (desarrollados por la Comisión Nacional de
Mejora Regulatoria –Conamer– y las dependen-
cias).

6. Acceder a beneficios y facilidades administrati-
vas como acceso a programas de apoyo, financia-
miento, asesoría y aquellos que inscriban las depen-
dencias.

7. Contacto directo con la Conamer para informar
sobre trámites y procedimientos que requieren sim-
plificación.

8. Recibir un reconocimiento por parte del Presi-
dente de la República en caso de haber resultado se-
leccionado para verificar el cumplimiento de tus
obligaciones y obtener un resultado positivo duran-
te la inspección.1

Es notable que los beneficios están relacionados con
las inspecciones y visitas domiciliarias a que haya lu-
gar, según la actividad o actividades económicas que
la persona realice, siendo el otro beneficio, recibir un
reconocimiento del Presidente de la República. 

En realidad, lo que aquí se denomina como confianza
ciudadana no alcanza, de acuerdo con esta iniciativa, a
generar este vínculo entre los agentes económicos, la
APF y la ciudadanía en general.

La LFCC, expedida apenas el 20 de enero de 2020, es-
tá en concordancia con los resultados obtenidos en la
Encuesta Nacional de Calidad Regulatoria e Impacto
Gubernamental en Empresas (Encrige) 2020, donde se
observa que 28.2 por ciento de las empresas considera-
ban que el marco regulatorio representaba un obstácu-
lo para el logro de los objetivos de los negocios, y 68
por ciento consideraban que no fue un obstáculo; mien-
tras que en 2016 la relación de las mismas cifras, fue de
20.2 por ciento y 71.6 por ciento, respectivamente.2

Otro dato de la Encrige es que 45.7 por ciento de las
unidades económicas consideraron, durante 2020, que
las cargas administrativas para cumplir con el marco
regulatorio fueron mayores o siguieron igual, con rela-
ción a las de 2019, y 60.8 por ciento de las mismas
identificaron costos monetarios al realizar acciones re-
lacionadas con las regulaciones.
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El impacto de la LFCC todavía no puede medirse con
una nueva emisión de la Encrige, ya que la de 2020 es
la última que se ha realizado. Sin embargo, los datos
reflejan la percepción de las personas con actividades
económicas respecto a que la carga del marco regula-
torio es complicada y el que 28.2 por ciento todavía
consideren el marco regulatorio como un obstáculo, es
un componente de gran importancia a mejorar en las
relaciones de confianza entre las empresas y la APF. 

Un aspecto por demás importante, es la denominada
Protesta Ciudadana, que aun cuando en la LFCC no se
establece en ningún artículo de manera particular, el
Portal del PCC, la menciona como: 

“[…] un mecanismo con que cuenta la ciudadanía
para obtener solución a una queja o inquietud sobre
algún trámite. De este modo, la persona que realice
algún trámite ante alguna institución del Gobierno
de México y en el que la persona servidora pública
encargada de dicho trámite niegue su gestión sin
causa justificada, o altere o incumpla con los requi-
sitos y especificaciones detalladas en el Registro de
Trámites correspondiente, podrá levantar su protes-
ta ciudadana en el portal del Padrón y deberá obte-
ner respuesta dentro de un plazo de cinco días”.3

El acceso a este servicio no se encuentra visible en el
portal mencionado, pero aun estándolo, si bien señala
que es un mecanismo para la ciudadanía, el PCC y su
inscripción al mismo, está orientado a las personas fí-
sicas o morales con actividad empresarial, siendo que
un gran número de personas (incluidos niñas, niños y
adolescentes, por ejemplo, en trámites educativos) tie-
nen derecho al acceso a un mecanismo de Protesta
Ciudadana.

Orientada a la mejora regulatoria, la LFCC puede ser
modificada para generar, en los aspectos que forman
parte de su objeto, un mejor vínculo entre la sociedad,
los agentes económicos y las autoridades de los tres
órdenes de gobierno, organismos descentralizados y
organismos autónomos.

La relación entre el Estado, la población en general y
las y los empresarios, sea cual fuere su tamaño, está
vinculada al contacto que los dos primeros buscan con
los últimos, de acuerdo a las necesidades para llevar a
cabo un proceso o trámite, o bien, solicitar un servicio. 

En el caso de la relación entre personas y empresas,
ésta tiene su mayor vínculo en las necesidades de am-
bas, es decir, la población requiere de bienes y servi-
cios que ofertan las empresas; éstas, a su vez, requie-
ren de este mercado y también de la fuerza laboral
existente. 

Todas estas relaciones propician el desarrollo nacio-
nal, el crecimiento económico y la competitividad se-
ñaladas en el artículo 25 de la CPEUM, por lo que se
considera de suma necesidad, mejorar la cohesión en-
tre la sociedad, la actividad económica y el Estado, de
manera particular con la APF. Esta cohesión es la que
se conoce como cohesión social, el cual tiene su ori-
gen: 

“Ante la interrogante sobre qué elementos vinculan
a las personas entre sí y con el conjunto de la socie-
dad, y los motiva a ser parte de ella. […] Esta inte-
rrogante se tornó crucial durante la era de la revolu-
ción industrial, cuando numerosos cambios sociales
y económicos cuestionaban radicalmente las lealta-
des tradicionales de los individuos basadas en la
costumbre, la religión, la tradición y el territorio co-
munes. […] 

Talcott Parsons [..] la cohesión social pasaba por la
integración de los individuos y la interiorización de
sus valores y normas. A pesar de sus debilidades,
veía al Estado nación y al sistema capitalista como
la forma de organización política con mayor capa-
cidad de crear cohesión social. […] 

Otras corrientes teóricas y políticas […] identifica-
ron al Estado como actor principal que puede, me-
diante la activa promoción del bienestar, la justicia
y los derechos sociales, generar solidaridad e iden-
tificación entre las personas en la sociedad. Estas
ideas adquirieron vigencia […] con el surgimiento
de los Estados de bienestar […] posteriormente por
los numerosos movimientos sociales […] como el
de los Derechos Civiles en Estados Unidos, el fe-
minismo y numerosos movimientos estudiantiles.
Es a partir de entonces que la cohesión social co-
menzó a problematizarse también como un tema de
política pública […].4

La cohesión social se considera un tema fundamental
del Estado, en función del desarrollo nacional, puesto
que, en la medida en que exista confianza entre los di-
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versos sectores sociales, incluido el gobierno, mayor
será el efecto con relación al desarrollo económico y la
competitividad. 

Para garantizar una cohesión social que fortalezca el
desarrollo nacional, el marco jurídico mexicano se
orienta a facilitar dicha cohesión de múltiples formas,
sin embargo, se considera todavía ineficiente el mis-
mo, en razón de la cohesión social existente entre las
unidades económicas y la administración pública en
todos sus niveles. 

Un dato para observar lo anterior, es el de la confian-
za en la economía, en este caso, por parte del empre-
sariado en México, lo cual se mide a través del Indica-
dor de Confianza Empresarial, o Índice de Confianza
Empresarial (ICE):

“Los Indicadores de Confianza Empresarial (ICE) se
elaboran con los resultados de la Encuesta Mensual de
Opinión Empresarial (EMOE). Estos permiten cono-
cer, casi inmediatamente después de terminado el mes
de referencia, la opinión de las y los directivos empre-
sariales de los sectores: Industrias manufactureras,
Construcción, Comercio y Servicios privados no fi-
nancieros, sobre la situación económica del país y de
sus empresas”.5

Durante 2023 el promedio del ICE, en su indicador
global, es de 54.56, es decir, un poco por encima de la
media, lo que refleja que la confianza para invertir al-
canza cifras más altas en relación con el año 2019, un
año antes de la pandemia, por lo que se considera un
buen avance en el ICE. Sin embargo, es de hacer notar
que éste no avanza más allá de 56.4 puntos, lo cual se
traduce en que apenas la mitad de los empresarios en-
cuestados tiene confianza para invertir en el país.6

Otro indicador que surge de la EMOE, es el Indicador
Global de Opinión Empresarial de Tendencia (IGO-
ET), que se obtiene “de la suma ponderada del Indica-
dor Agregado de Tendencia de cada sector, y el Indi-
cador Global de Opinión Empresarial de Confianza,
que se obtiene de la suma ponderada del Indicador de
Confianza Empresarial”.7

El IGOET comenzó a elaborarse en 2017, cuyo valor
máximo fue en febrero, con un puntaje de 58.34; y su
valor máximo histórico lo alcanzó en marzo de 2018
con 58.67. El valor más bajo se da durante la pande-

mia por Covid-19 en abril de 2020, con 38.54. Para es-
te año, el valor más alto se encuentra en marzo con
55.09 y el más bajo en enero con 47.62; en promedio
para 2023, el IGOET obtiene 52.20, estando lejos del
valor máximo histórico.8

Los resultados de 2023 e históricos de ambos índices,
muestran una expectativa económica baja si se consi-
dera que 100 es el puntaje mayor. Para poder incre-
mentar el ICE y el IGOET, la APF debe ahondar sus
esfuerzos y su rectoría Estado en materia de desarro-
llo nacional, crecimiento económico y competitivi-
dad. 

Un informe preocupante a nivel global respecto al es-
tado de confianza, es la encuesta anual de confianza
Edelman Trust Barometer 2023, que se presenta en el
Foro Mundial de Davos. El reporte a nivel global se-
ñala la existencia de un desequilibrio institucional, y
ha encontrado que el estado actual de la confianza es-
tá en polarización. 

El barómetro señala que el desequilibrio institucional
como factor, indica que “las empresas son las únicas
instituciones que son vistas como competentes y éti-
cas; al gobierno se le ve como poco ético e incompe-
tente. Las empresas están bajo presión para ocupar el
vacío dejado por el gobierno”.9

El Barómetro también encontró que el optimismo eco-
nómico en México colapsó. Los resultados a nivel glo-
bal indican que, 24 de 28 países participantes, se en-
cuentran en mínimos históricos en este sentido, y
México colapsa en el mismo, perdiendo 13 puntos res-
pecto al informe del año anterior. 

Otra tendencia del Barómetro señala que, en México,
las empresas y las organizaciones de la sociedad civil
(OSC) son las únicas instituciones confiables, en las
empresas el 71 por ciento tiene confianza, las OSC 68
por ciento, los medios 56 por ciento y en el gobierno,
apenas el 47 por ciento. Así, la brecha de confianza en-
tre las empresas y el gobierno, es de 15 por ciento.

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía (In-
egi), en la Encuesta Nacional de Calidad e Impacto
Gubernamental (ENCIG) 2021, señala que, entre las
personas participantes, el gobierno federal es percibi-
do con confianza por 54.1 por ciento, las y los servi-
dores públicos en general con 48.3 por ciento, las y los
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empresarios con 46.4 por ciento y los gobiernos esta-
tales con 45.1 por ciento.10

El contraste entre las cifras del Barómetro y la ENCIG,
es evidente; sin embargo, deben tomarse en cuenta las
diferencias en la aplicación de instrumentos y perso-
nas que participan: el Barómetro toma su universo de
encuestados entre líderes de OSC, empresarios y ciu-
dadanía; mientras que el Inegi establece muestras que
metodológicamente son válidas para expresar resulta-
dos que pueden aplicarse a la población en general. 

Otro dato del Barómetro es el de confianza en las per-
sonas, según su rol social. De acuerdo con los hallaz-
gos de este instrumento, los líderes gubernamentales
son en quienes más desconfían las personas, éstos ob-
tienen apenas 35 por ciento de confianza. Las personas
confían más en los científicos en 81 por ciento, en los
compañeros de trabajo en 78 por ciento y en el CEO
(jefe en la empresa) con 69 por ciento. 

Los cambios estructurales que están sufriendo las em-
presas son producto de los mercados cambiantes, a
medida que el acceso a internet se masifica y que las
ofertas de empresas multinacionales son más atracti-
vas para el público. Por ello, es necesario que el go-
bierno replantee el apoyo a las empresas, a fin de con-
tribuir de manera más decidida al crecimiento
económico y, por ende, al desarrollo nacional.

El rumbo de las mejoras empresariales lo está marcan-
do actualmente la Unión Europea (UE), que con base
en la Agenda de Desarrollo Sostenible 2030 y los Ob-
jetivos de Desarrollo Sostenible (ODS), está impul-
sando modificaciones a la normatividad. Ejemplo de
ello, es la Directiva de Reporte de Sostenibilidad Cor-
porativa (CSRD):

La Directiva de Reporte de Sostenibilidad Corporativa
(CSRD) es una nueva ley de la Unión Europea que tie-
ne como objetivo establecer requisitos más rigurosos
para la elaboración de informes de sostenibilidad por
parte de las empresas. 

Esta directiva modifica a la directiva NFRD sobre di-
vulgación de información no financiera y tiene como
objetivo aumentar la transparencia y la comparabili-
dad de la información sobre el desempeño ambiental,
social y de gobernanza (ESG) de las empresas.

De esta manera se pretende ayudar a los inversores y
otros grupos de interés a tomar decisiones más infor-
madas y sostenibles.11

Aunque inicialmente, para 2023, se publicaron este ti-
po de reportes en empresas de más de 500 empleados,
para 2026 las entidades de crédito no completas y las
Pymes, entre otras empresas cotizadas, también deben
realizar estos informes.

Si bien, el Reporte de Sostenibilidad Corporativa pue-
de resultar completo para una microempresa, existen
otro tipo de prácticas empresariales que bien pueden
motivarse a que se implementen en todo tipo de em-
presa, sin importar su tamaño, a fin de adaptar buenas
prácticas empresariales en un entorno específico, co-
mo por ejemplo, al universo mexicano de unidades
económicas. 

La APF, en sus funciones para propiciar la competiti-
vidad a través de la Secretaría de Economía, debe co-
adyuvar en crear una guía de buenas prácticas que se-
an alcanzables y diferenciadas por tamaño y actividad
económica de las empresas. 

El cumplimiento de las buenas prácticas que se esta-
blecieran por parte de las empresas, debería darles
ventajas en su interacción con la administración públi-
ca, esto para incentivar que las empresas las imple-
menten. 

Mejorar la relación gobierno-empresa es por demás
urgente para mejorar la confianza en el primero, bajo
la premisa de que en la medida que éste logre una si-
nergia de óptimas relaciones con las segundas, podrá
mejorar su confiabilidad no sólo ante ellas, sino ante la
población en general.

La percepción de la confianza en el gobierno puede y
debe mejorar con la sinergia mencionada, y debe dis-
minuir la percepción y la realización de prácticas de
corrupción entre las y los servidores públicos. 

Por otra parte, los actos de corrupción en trámites y
servicios, aún representan un lastre para las y los mexi-
canos: 61 de cada 100 personas en 2021 señalaban que
cree o ha escuchado que existe corrupción en trámites,
y 4 de cada 10 señalan que algún conocido le refirió ac-
tos de corrupción en los mismos, mientras que 14 de
cada 100 sufrió corrupción al realizar un trámite.12
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Las consecuencias de la corrupción para 2021, en tér-
minos económicos, fue de 9 mil 500 millones de pesos
al realizar pagos, trámites o solicitudes de servicios
públicos.13

Las empresas mexicanas deben mejorar sus prácticas
en muchos sentidos, por ello, es importante que el mar-
co legislativo contenga, por una parte, la emisión de
mejores prácticas que la APF considere tienen repercu-
sión en la competitividad y, por ende, en el desarrollo
nacional, y que a las empresas que las implementen, se
les otorguen recompensas y reconocimientos.

Volviendo a la cohesión social como confianza vincu-
lada al compromiso y habilidad para trabajar juntos,
donde la cohesión social es una cualidad que se tradu-
ce a una vida colectiva cooperativa en una sociedad
con valores diversos, pero teniendo el compromiso de
actuar y cooperar colectivamente.14

Así, la APF, en conjunto con las y los empresarios, de-
be diseñar y emitir bases mínimas sobre mejores prác-
ticas entre las unidades económicas para establecer un
sello de confianza que, en conjunto con el PCC, tendrá
efectos positivos para la empresa que lo posea, en su
relación con el gobierno.

Para establecer mejores prácticas empresariales, se
considera importante tomar en cuenta (tal como lo ha-
ce la UE con la CSRD), la Agenda 2030 y las metas de
sus ODS en particular, algunas de las establecidas pa-
ra el ODS 9, relativo a la industria, innovación e in-
fraestructura, las del ODS 5 de igualdad de género y
las del ODS 8, referentes al trabajo y crecimiento eco-
nómico. 

La cohesión social, desde el ángulo de enfoque, tendrá
como objetivo que la APF invite a las unidades econó-
micas a mejorar su entorno y prácticas empresariales y
que, a partir de ello, sean acreedoras a beneficios, ade-
más de los ya establecidos en materia de inspecciones
y visitas domiciliarias. 

Para lo anterior, la presente iniciativa propone la mo-
dificación de diversas leyes para adecuar un marco
normativo que propicie y auspicie mejores prácticas,
otorgando un Sello de Cohesión Social (SCS), imple-
mentado desde el PCC, para las empresas que cumplan
con los requisitos del mismo, accedan de manera pre-
ferente a incentivos diversos que otorgue la APF, y es-

ta práctica pronto se refleje entre las administraciones
estatales y municipales. 

El SCS está referido a promover la implementación de
mejores prácticas empresariales y que éstas se orienten
a la elaboración, por parte de las empresas, de infor-
mes sociales en los que estén presentes temas de sos-
tenibilidad, medio ambiente y responsabilidad social
empresarial. 

Las unidades económicas, al aceptar el reto de mejorar
sus prácticas empresariales, también contarán con los
incentivos que establezca la APF, pudiendo ser éstos
relativos a la simplificación de trámites, apoyos finan-
cieros e incluso puntaje adicional en materia de adqui-
siciones, arrendamientos y servicios, de obras públicas
y servicios relacionados. En el caso de los criterios en
este sentido, deben siempre respetar lo señalado en las
leyes de la materia, acerca de no establecer requisitos
que limiten la libre competencia. 

La legislación base a modificar es la LFCC, y para
adecuarse a este marco, también se modifican la Ley
para Impulsar el Incremento Sostenido de la Producti-
vidad y Competitividad de la Economía Nacional
(LIISPCEN) y la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal (LOAPF), específicamente para esta-
blecer entre los asuntos que competen a la SE, lo rela-
tivos al establecimiento del Sello de Cohesión Social.

Por lo anteriormente expuesto, se propone la adición
de las fracciones III Bis y VII al artículo 3, un ca-
pítulo IV Bis y un artículo 14 Bis, y la modificación
de las fracciones II y VI del artículo 11, todos de la
Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana; la adi-
ción de un inciso f) a la fracción I del artículo 8 de
la Ley para Impulsar el Incremento Sostenido de la
Productividad y Competitividad de la Economía
Nacional; y la adición de una fracción XXIV Ter al
artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, a fin de impulsar, desde la Se-
cretaría de Economía, el establecimiento de mejo-
res prácticas empresariales entre las personas
físicas y morales con actividades económicas, reco-
nociendo a quienes las lleven a cabo mediante un
distintivo denominado Sello de Cohesión Social, a
fin de obtener diversos beneficios en trámites, ser-
vicios y financiamientos, por parte de la Adminis-
tración Pública Federal, tomando como base el si-
guiente cuadro comparativo:
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto al pleno de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de
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Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Fomento a la Con-
fianza Ciudadana; de la Ley para Impulsar el In-
cremento Sostenido de la Productividad y
Competitividad de la Economía Nacional; y de la
Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral, a fin de crear el distintivo del Sello de Cohesión
Social para las personas físicas y morales con acti-
vidades económicas que las implementen, permi-
tiéndoles acceder a beneficios en trámites, servicios
y financiamientos por parte de la administración
pública federal

Artículo Primero. Se modifican las fracciones II y VI
del artículo 11; se adicionan las fracciones III Bis y
VII al artículo 3, un capítulo IV Bis y un artículo 14
Bis a la Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana,
para quedar como sigue:

Ley de Fomento a la Confianza Ciudadana

Artículo 3. …

I. a III. …

III. Bis. Mejores Prácticas Empresariales: Meto-
dologías, sistemas, herramientas y técnicas de-
terminadas por la Secretaría para mejorar la
competitividad y el crecimiento económico entre
las personas físicas y morales que realicen activi-
dades económicas, cuya implementación y cum-
plimiento les permitirá obtener el Sello de Cohe-
sión Social;

IV. a VI. … 

VII. Sello de Cohesión Social: Distintivo que se
otorga a las personas beneficiarias por parte de
la Secretaría, derivado de la implementación y
cumplimiento de mejores prácticas empresaria-
les.

Artículo 11. …

I. …

II. Promover y celebrar convenios que conforme a
la Ley procedan y tengan por objeto brindar benefi-
cios y facilidades administrativas a las personas fí-
sicas y morales que realicen actividades económi-

cas y cumplan con los requisitos previos para ha-
cerse acreedoras a las mismas, con prioridad de
las personas beneficiarias que cuenten con el dis-
tintivo del Sello de Cohesión Social; 

III. a V. … 

VI. Acordar los beneficios y facilidades administra-
tivas que la Administración Pública Federal otorga-
rá a las personas beneficiarias inscritas en el Padrón
y a aquellas que cuenten con el Sello de Cohesión
Social;

VII. a XII. …

Capítulo IV Bis
Del Sello de Cohesión Social

Artículo 14 Bis. Las personas beneficiarias podrán
obtener el distintivo del Sello de Cohesión Social a
partir de la implementación y cumplimiento de me-
jores prácticas empresariales, mismas que serán
determinadas por la Secretaría. 

La Secretaría establecerá los requisitos para que
las empresas puedan obtener el distintivo del Sello
de Cohesión Social. 

El Padrón Único de Fomento a la Confianza Ciuda-
dana deberá integrar un módulo correspondiente al
distintivo del Sello de Cohesión Social, a fin de con-
tar con un listado de las personas beneficiarias que
lo han obtenido. En dicho módulo, también se inte-
grarán los mecanismos de participación y acceso a
los lineamientos y bases del Sello de Cohesión Social.

Entre las mejores prácticas empresariales, deberán
integrarse, de manera específica, procesos relativos
al fortalecimiento de la igualdad de género, contrata-
ción e integración laboral de personas con discapaci-
dad, desempeño ambiental, social y de gobernanza. 

Artículo Segundo. Se adiciona un inciso f) a la frac-
ción I del artículo 8 de la Ley para Impulsar el Incre-
mento Sostenido de la Productividad y Competitividad
de la Economía Nacional, para quedar como sigue: 

Ley para Impulsar el Incremento Sostenido de la
Productividad y Competitividad de la Economía
Nacional
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Artículo 8. …

I. …

a) a c) …

d) Fortalecer la infraestructura de comunicacio-
nes y transportes, y la conectividad logística en
todo el territorio nacional;

e) Reducir las cargas administrativas y regulato-
rias que inhiban el desarrollo de actividades pro-
ductivas, así como el ambiente de negocios, y

f) Impulsar mejores prácticas empresariales
mediante el otorgamiento de distintivos y be-
neficios a las personas físicas y morales con
actividades económicas que las implementen
y cumplan, a fin de fomentar la competitivi-
dad económica y la productividad;

II. a VI. …

Artículo Tercero. Se adiciona una fracción XXIV Ter
al artículo 34 de la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal, para quedar como sigue:

Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral

Artículo 34. …

I. a XXIV Bis. …

XXIV Ter. Impulsar mejores prácticas empresa-
riales, así como fomentar su implementación y
cumplimiento mediante el otorgamiento del dis-
tintivo del Sello de Cohesión Social que forma
parte del Padrón Único de Confianza Ciudadana; 

XXV. a XXXIII. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 Portal del Padrón de Confianza Ciudadana. Acceso 30/11/2023.
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2 Inegi. (2020). Encrige 2020. https://n9.cl/jxlps
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5 Inegi. (2023a). Comunicado de Prensa 461/23. Indicadores de

Confianza Empresarial Julio 2023.  https://n9.cl/cguvn1 

6 Inegi. (2023b). Confianza Empresarial. Tabulado del Indicador,

cifras de enero a noviembre de 2023 e históricas.

https://n9.cl/d1ew6

7 Inegi. (2021a). EMOE. 2021. Síntesis Metodológica.

https://n9.cl/go6l3

8 Inegi. (2023c). Expectativas Empresariales. Tabulado del Indica-
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https://n9.cl/usos5

9 Edelman. (2023). 2023 Edelman Trust Barometer Reporte Méxi-
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10 Inegi. (2021b). ENCIG. Información General.

https://n9.cl/wh382
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Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY PARA EL DESARROLLO DE LA COMPETITIVIDAD DE

LA MICRO, PEQUEÑA Y MEDIANA EMPRESA, SUSCRITA

POR LA DIPUTADA JOANNA ALEJANDRA FELIPE TORRES Y

LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTA-
RIO DEL PAN 

La que suscribe, diputada Joanna Alejandra Felipe To-
rres, del Grupo Parlamentario del Partido Acción Na-
cional de la LXV Legislatura del honorable Congreso
de la Unión, con fundamento en los artículos 71, frac-
ción II, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos; así como los artículos 6, numeral 1,
fracción I; 76, numeral 1; 77, numeral 1 y 78 del Re-
glamento de la Cámara de Diputados, somete a consi-
deración del pleno de esta soberanía iniciativa con
proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan
diversas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de
la Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, para fortalecer la participación de las Mipy-
mes en los procesos de contratación de servicios y
obra pública, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Las micro, pequeñas y medianas empresas (Mipymes)
representan la mayoría de las empresas en México y
en el mundo. La estratificación se realiza de acuerdo al
número de trabajadores y al sector que pertenecen. 

De acuerdo con el artículo 3, fracción III, de la Ley pa-
ra el Desarrollo de la Competitividad de la Micro, Pe-
queña y Mediana Empresa (LDCMPME), el universo
de éstas se define en común acuerdo entre la Secreta-
ría de Economía (SE) y la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público (SHCP), cuya estratificación es la si-
guiente:

La Organización de las Naciones Unidas (ONU) seña-
la que para 2021, a nivel internacional, las Mipymes y
trabajadores independientes constituían 90 por ciento
de las unidades económicas y daban empleo a dos ter-
cios de la población ocupada.1

En México, para 2021, 52.8 por ciento de las unidades
económicas eran microempresas, 35.3 por ciento pe-
queñas y 6.9 por ciento medianas empresas, es decir,
95 por ciento de las empresas se encuentran en este
universo.2

La Encuesta Nacional de Ocupación y Empleo
(ENOE), realizada por el Instituto Nacional de Esta-
dística y Geografía (Inegi), señala en sus indicadores
estratégicos, al tercer trimestre de 2023, que de la po-
blación ocupada que alcanza casi sesenta millones de
personas, estadísticamente 37.46 millones se pueden
relacionar con el tamaño de la empresa en que laboran:
25.3 por ciento trabajan en micronegocios; 22.7 por
ciento en pequeños establecimientos y 14.5 por ciento
en medianos establecimientos. Así, las Mipymes ocu-
pan a 62.5 por ciento de la fuerza laboral mexicana,
mientras que la gran empresa ocupa 14.9 por ciento,
quedando los porcentajes restantes en personas con
empleo en gobierno o en otro tipo de empresa no es-
pecificada.3

Aun siendo el motor más importante de la economía y
el empleo, las Mipymes enfrentan retos diversos, entre
ellos, la baja productividad, el cierre de establecimien-
tos, la falta de capacitación, acceso a créditos y finan-
ciamiento, apoyos gubernamentales, deficiente acceso
a las tecnologías de la información y comunicación
(TIC) y pérdida de oportunidades de hacer negocios.

Por otra parte, la pandemia por Covid-19 aumentó y
potenció diversos problemas a los que se enfrentan las
Mipymes:

“En los dos últimos años, el entorno operacional
mundial de los empresarios y las microempresas y
pequeñas y medianas empresas se ha visto conmo-
cionado por múltiples perturbaciones y crisis simul-
táneas. La pandemia causó la primera de esas per-
turbaciones y sigue siendo un factor que contribuye
a aumentar la inestabilidad social y económica. […]

[…] se ven afectados desproporcionadamente por la
incertidumbre comercial causada por la aparición
continua de estas nuevas crisis, pero, paradójica-
mente, las crisis prolongadas pueden dar lugar a un
aumento de la actividad empresarial al estimular el
emprendimiento forzado por la necesidad. […] pa-
ra muchas personas, la iniciativa empresarial sigue
siendo el último recurso para proveerse su propio
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sustento y el de sus familias, y suele adoptar la for-
ma de empleo por cuenta propia”.4

El Estudio sobre Demografía de los Negocios (EDN)
2021 señala que, en los últimos 27 meses, a diciembre
de 2021, de cada 100 establecimientos, nacieron un to-
tal de 24.44 y murieron un total de 32.61; es decir, el
fracaso de los negocios es mayor a los surgimientos.
Respecto a las microempresas, en el mismo periodo,
nacieron 25.08 y murieron 33.02; de las pequeñas y
medianas empresas (Pymes), 6.42 de nacimientos y
21.01 de muertes.5

Esta proporción indica que las Mipymes han pasado
por graves dificultades y, si bien, las y los emprende-
dores mantienen una buena tasa para abrir negocios,
son más las unidades económicas de estos sectores las
que cierran sus puertas, principalmente las Pymes.

El Programa Sectorial de Economía (PSE) 2020-2024
identifica diversas problemáticas respecto a las Mipy-
mes, entre ellas, el rezago en la innovación, limitada
competencia en el mercado interno, baja productivi-
dad, dificultades de consolidación, disparidad econó-
mica entre las regiones y sectores, limitado acceso al
financiamiento y capacidades, instituciones deficien-
tes que les ayuden a promover o propiciar inversiones
en investigación y desarrollo de nuevos productos o
proceso, desconfianza en el estado de derecho y débil
vinculación con el sector educativo y productivo.6

El PSE señala también que la concentración del poder
de mercado es alta en México, esto de acuerdo con el
Reporte de Competitividad Global 2018 del Foro Eco-
nómico Mundial, en el que se señala que México ocu-
pa la posición 91 de 140 países, así: “existen pocas
empresas que dominan amplios mercados, traducién-
dose en precios altos, poca diversidad de productos y
mala calidad, situación que por ende afecta a los con-
sumidores con mayor énfasis en la población de me-
nores ingresos”.7

Entre los objetivos prioritarios del PSE, el número 3
busca “promover la creación y consolidación de las
Mipymes productivas para una mayor inclusión pro-
ductiva”, e identifica de manera puntual las siguientes
problemáticas:

• Acceso insuficiente o deficiente a capital físico o
financiero de Mipymes.

• Deficiente generación de capacidades empresaria-
les.

• Técnicas y tecnologías subóptimas aplicadas a
procesos productivos, de servicios y de comerciali-
zación.

• Desfavorable ambiente de negocios para las
Mipymes.

• Capacidad limitada para la innovación y desarro-
llo tecnológico.

• Deficiente infraestructura y servicios para la pro-
ducción.

Frente a estas problemáticas, el PSE señala cuatro ac-
ciones puntuales para combatirlas y mejorar el entor-
no de las Mipymes, relacionados con productos finan-
cieros. Sin embargo, la visión del PSE en sus acciones
puntuales, no parece ser suficiente para elevar el naci-
miento y sostenimiento de una Mipyme, puesto que,
para ello, se requieren otras acciones que puedan inte-
grarse al marco legislativo para propiciar el desarrollo
y fortalecimiento de las Mipymes. 

Aun con las problemáticas presentadas por las Mipy-
mes y los problemas de estabilidad de éstas, por los
efectos de la pandemia mencionada, las Pymes apor-
tan 52 por ciento del producto interno bruto (PIB), de
acuerdo con el Censo Económico 2018, reiterándose
así su importancia para la economía mexicana y el em-
pleo. 

La LDCMPME tiene por objeto “promover el desarro-
llo económico nacional a través del fomento a la crea-
ción de micro, pequeñas y medianas empresas y el
apoyo para su viabilidad, productividad, competitivi-
dad y sustentabilidad” (artículo 1). 

La SE, de acuerdo con la citada ley, es la dependencia
de la administración pública federal (APF) encargada
de su aplicación, y tiene entre sus facultades, la cele-
bración de convenios de coordinación, en apoyo a las
Mipymes, con las dependencias de la APF, entidades
federativas y municipios (artículo 2). 

La ley también señala como uno de sus objetivos es-
pecíficos, en el artículo 4, fracción II, inciso e), pro-
mover “la compra de productos y servicios nacionales
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competitivos de las Mipymes por parte del sector pú-
blico, los consumidores mexicanos e inversionistas y
compradores extranjeros, en el marco de la normativa
aplicable”.

El sector público compra productos y servicios me-
diante contrataciones públicas y adquisiciones, a lo
que se denomina compras públicas. La Organización
para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OC-
DE) señala que los gobiernos de todo el mundo gastan
alrededor de 9.5 billones de dólares anuales en contra-
tos públicos que, en promedio, representan entre 12 y
20 por ciento del PIB.8

La Metodología para la Evaluación de los Sistemas de
Compras Públicas (MAPS), desarrollada por la OC-
DE, se utiliza para “[…] evaluar la calidad y eficien-
cia de los sistemas de adquisiciones públicas y, sobre
la base de las fortalezas y debilidades identificadas,
desarrollar estrategias e implementar reformas”.9

La MAPS es implementada por la APF, por lo que en
el informe de 2019 sobre la Evaluación del Sistema de
Compras y Contrataciones Públicas de México Meto-
dología MAPS, elaborada por la Secretaría Ejecutiva
del Sistema Nacional Anticorrupción (SESNA), se en-
contró que la participación de Mipymes en porcentaje
total de contratos adjudicados en 2017, fue de 48 por
ciento respecto del valor de los mismos, pero de 71 por
ciento respecto del número de contratos.10

Las cifras obtenidas mediante la metodología son bue-
nas, aunque el valor y número de los contratos es me-
nor en porcentaje al de las Mipymes, en número total
de empresas y a su porcentaje de contribución al PIB. 

Con las cifras anteriores, se cumple lo establecido en
el artículo 10, fracción IX, de la LDCMPME, el cual
señala dentro de la planeación y ejecución de políticas
y acciones de fomento a la competitividad de las
Mipymes:

“Promover que las dependencias y entidades de la Ad-
ministración Pública Federal y sus delegaciones en las
Entidades Federativas realicen la planeación de sus
adquisiciones de bienes, contratación de servicios y
realización de obra pública para destinarlas a las
Mipymes de manera gradual, hasta alcanzar un míni-
mo del 35 por ciento, conforme a la normativa aplica-
ble”.

Por otra parte, se ha documentado que sólo 0.30 por
ciento de las Mipymes participan en procesos de com-
pras públicas y que, algunas empresas, sin estar estra-
tificadas en este grupo, se registran así en el sistema
Compranet. Como ejemplo, en 2020, 76 empresas re-
basaban por mucho el monto máximo de ventas para
ser una Mipyme.11

El presidente de la Comisión Nacional de Competiti-
vidad y Mejora Regulatoria de la Confederación Pa-
tronal de la República Mexicana (Coparmex) señala
que este sentido de intención no alcanza, puesto que
existen otras problemáticas subyacentes respecto a las
compras de gobierno a las Mipymes, entre otros as-
pectos:

“[…] no establece fechas, mecanismos y nos gusta-
ría que se garantizara un piso parejo para que las
mipymes puedan ser parte de la proveeduría del Es-
tado, con reglas sencillas y transparentes […]

[…] lo que desincentiva a las mipymes a convertir-
se en proveedoras del Gobierno es la dificultad de
acceso a los mecanismos de adquisición por parte
de las dependencias.

“Hay una enorme cantidad de requisitos y cierta dis-
crecionalidad porque en ciertos montos se procede a
hacer una invitación y normalmente estas son a las
empresas conocidas de los funcionarios. Particular-
mente hemos visto que 70 por ciento de todos los
contratos han sido por adjudicación directa” […]
Aunado a esto, una de las cuestiones es que se debe
garantizar que se cumpla con los plazos de pagos.

“Las mipymes viven al día, hay necesidad de que se
cumplan los plazos en los cuales establecen los con-
tratos, que normalmente son 20 días hábiles después
de haber entregado la factura de bienes o servicios,
pero que sabemos que pueden pasar 3 o 4 meses y
las mipymes se ven obligadas a recurrir a crédito y
esto merma las utilidades que pudieran obtener legí-
timamente a la hora de venderle al gobierno”.12

Tanto el testimonio como la investigación apuntan a
que falta mucho por hacer para que las Mipymes sean
en realidad proveedoras usuales del gobierno, aña-
diendo que muchas de ellas carecen de elementos de
capacitación en el acceso a la información acerca de
las compras de gobierno.

Gaceta Parlamentaria Miércoles 24 de enero de 202496



En esta iniciativa se considera que el texto de la frac-
ción IX del artículo 10 de la LDCMPME, es objeto de
mejora, a fin de asegurar un mayor porcentaje de com-
pras del gobierno a las Mipymes, dada su relevancia
en número, personal ocupado y contribución al PIB. 

Además, se considera necesario adicionar en los pro-
gramas para la ejecución de las políticas y acciones en
la materia, la mejora en las capacidades de las Mipy-
mes como proveedoras del sector público. 

Con lo anterior, no sólo se beneficiaría a las unidades
económicas y se promovería su permanencia, sino que
se fomentaría el crecimiento económico, la competiti-
vidad, más y mejores empleos, y disminuiría la infor-
malidad de las Mipymes.

Por lo anteriormente expuesto, se propone la modifica-
ción de la fracción IX del artículo 10, fracción I Bis
al artículo 11 y de las fracciones I y X al artículo 14
de la Ley para el Desarrollo de la Competitividad de
la Micro, Pequeña y Mediana Empresa, para que las
dependencias y entidades de la administración pú-
blica federal y sus delegaciones en las entidades fe-
derativas aseguren que, al menos 50 por ciento de la
contratación de servicios y obra pública, sea a las
Mipymes; además de fortalecer la capacitación, for-
mación, asesoría y consultoría de éstas en materia de
proveeduría en compras públicas, y que la Secreta-
ría de Economía promueva de manera puntual el
desarrollo de dichas capacidades, tomando como ba-
se el siguiente cuadro comparativo:

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita,
diputada integrante de la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados, someto al pleno de esta asamblea
la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley para el Desarrollo de la
Competitividad de la Micro, Pequeña y Mediana
Empresa, para fortalecer la participación de las
Mipymes en los procesos de contratación de servi-
cios y obra pública

Artículo Único. Se modifica la fracción IX del artícu-
lo 10; fracción I al artículo 11 y las fracciones I y X al
artículo 14 de la Ley para el Desarrollo de la Compe-
titividad de la Micro, Pequeña y Mediana Empresa,
para quedar como sigue:

Ley para el Desarrollo de la Competitividad de la
Micro, Pequeña y Mediana Empresa

Artículo 10. …

I. a VIII. …

IX. Asegurar que las dependencias y entidades de
la Administración Pública Federal y sus delegacio-
nes en las Entidades Federativas realicen la planea-
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ción de sus adquisiciones de bienes, contratación de
servicios y realización de obra pública para desti-
narlas a las Mipymes, hasta alcanzar un mínimo del
50 por ciento, conforme a la normativa aplicable;

X. …

…

“Artículo 11. Para la ejecución de las políticas y ac-
ciones contenidas en el artículo anterior, deberán con-
siderarse los siguientes Programas:  

I. Capacitación, formación empresarial, asesoría y
Consultoría para las Mipymes, así como Capacita-
ción, asesoría y consultoría que fomente su par-
ticipación como proveedoras de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública
Federal y sus delegaciones en las entidades fede-
rativas;

II. a VIII. …

…

Artículo 14. …

I. Capacitación, formación empresarial, asesoría y
Consultoría para las Mipymes, así como Capacita-
ción, asesoría y consultoría que fomente su par-
ticipación como proveedoras de las dependen-
cias y entidades de la Administración Pública
Federal y sus delegaciones en las entidades fede-
rativas;

II. a IX. …

X. El desarrollo de las Mipymes como proveedo-
ras de las dependencias y entidades de la Admi-
nistración Pública Federal y sus delegaciones en
las entidades federativas;

XI. a XIII. …

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vi-
gor el día siguiente al de su publicación en el Diario
Oficial de la Federación.

Artículo Segundo. Se derogan todas las disposiciones
que se opongan al presente decreto.

Notas

1 ONU. (2022). Iniciativa empresarial para el desarrollo sosteni-

ble. https://n9.cl/2tyev

2 Inegi. (2023). Estadísticas a propósito del Día de las Microem-

presas y las Pequeñas y Medianas Empresas. Datos Nacionales.

https://n9.cl/hosx4j

3 Inegi. (2023b). ENOE Tercer Trimestre 2023. Tabulado.

https://n9.cl/0y0zz

4 ONU. (2022). Ibid.

5 Inegi. (2021). EDN. Información general. https://n9.cl/blf3x

6 SE. PSE. (2020). https://n9.cl/yxatn

7 Op. Cit. 

8 OCDE. (2016). Metodología para la Evaluación de los Sistemas

de Compras Públicas (MAPS). Versión 2016. https://n9.cl/hicy1

9 Ibid. 

10 SESNA. (2019). Informe Final y Anexos: Evaluación del Siste-

ma de Compras y Contrataciones Públicas de México – Metodolo-

gía MAPS. Anexo 6. https://n9.cl/7zdpl

11 Toledo, D. (2021). Ser Pyme, un comodín en las compras de go-

bierno. https://n9.cl/jg6dx

12 Gascón, V. (2023). Fomentan compras a mipymes pero pocas

proveen al Gobierno. https://n9.cl/bpa9t

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Joanna Alejandra Felipe Torres (rúbrica)
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QUE ADICIONA EL ARTÍCULO 4O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRI-
TA POR SENADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI 

Quienes suscriben, senadores Manuel Añorve Ba-
ños, Mario Zamora Gastélum, Claudia Edith Anaya
Mota, Nancy de la Sierra Arámburo, Ángel García
Yáñez, Verónica Martínez García y Cecilia Sánchez
García, e integrantes del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional en la LXV Le-
gislatura del Congreso de la Unión, con fundamento
en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, y 78,
párrafo segundo, fracción III, de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como
55, fracción II, del Reglamento para el Gobierno In-
terior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, someten a consideración de esta asam-
blea la siguiente iniciativa con proyecto de decreto,
por el que se adiciona un cuarto párrafo al artículo
4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos:

Exposición de Motivos

La ocurrencia frecuente de desastres naturales en di-
versas regiones del mundo ha puesto de manifiesto la
necesidad imperante de contar con estrategias y medi-
das efectivas para abordar las consecuencias devasta-
doras que estos eventos pueden tener en la seguridad
alimentaria de las poblaciones afectadas. La mayoría
de los desastres ocasionan escasez de alimentos, situa-
ción que perjudica gravemente la nutrición de las per-
sonas afectadas. Los huracanes, inundaciones y tsuna-
mis afectan directamente la disponibilidad de
alimentos al destruir cosechas, matar ganado y dañar
las reservas de comida.

Resulta crucial destacar la importancia de establecer
un banco nacional de alimentos capaz de proporcionar
asistencia oportuna y prioritaria a aquellos damnifica-
dos por desastres naturales.

Los desastres, como huracanes, inundaciones y tsuna-
mis, generan caos en la cadena de suministro, limitan-
do el acceso a alimentos incluso cuando las reservas
están disponibles. En el caso específico de México, un
país expuesto a una variedad de fenómenos naturales,
desde terremotos hasta huracanes, se hace evidente la
necesidad de contar con un mecanismo ágil y efectivo

para atender las emergencias alimentarias resultantes
de estos eventos.

México es uno de los países que con mayor frecuencia
sufren terremotos. Las tormentas aquí generan inunda-
ciones frecuentes. Los deslaves arrastran poblaciones
a su paso y bloquean caminos vitales de comunica-
ción. Las heladas arrojan daños materiales considera-
bles al impedir a los agricultores sembrar y cosechar.
Las sequías afectan el riego de cultivos. Y, finalmente,
de junio o noviembre llegan los huracanes a lo largo de
la costa del Pacífico, en el Golfo y en el Caribe.

La ayuda alimentaria tiene como objetivo prevenir la
desnutrición tras un desastre, distribuyendo alimentos
de manera inmediata a las zonas que más lo necesitan,
como comunidades aisladas, hospitales, campos de re-
fugiados y áreas afectadas, asegurando la calidad y se-
guridad de los alimentos proporcionados.

La experiencia reciente con el huracán Otis en Aca-
pulco resalta la urgencia de una respuesta coordinada
y rápida para enfrentar las consecuencias inmediatas y
a largo plazo de los desastres naturales. La devastación
dejada a su paso, con miles de familias desamparadas
y necesitadas de alimentos, agua, vivienda y servicios
de salud, subraya la necesidad de contar con una es-
tructura institucional sólida para la distribución efi-
ciente de ayuda humanitaria.

La población más vulnerable, que ya enfrenta priva-
ciones en condiciones normales, sufre aún más cuando
se ven afectadas por desastres naturales. La pobreza se
agudiza, las fuentes de ingresos se desvanecen y la se-
guridad alimentaria se ve comprometida. Es en estos
momentos críticos donde la importancia de contar con
políticas de seguridad alimentaria se torna fundamen-
tal, especialmente para garantizar el acceso equitativo
a alimentos de calidad en las zonas afectadas.

Es esencial asegurar el acceso a alimentos de calidad
en las zonas afectadas, distribuyéndolos equitativa-
mente para prevenir el hambre y la desnutrición, sobre
todo en niños y familias.

El derecho a la alimentación se encuentra consagrado
en la Constitución, pero es necesario que las políticas
de desarrollo se enfoquen en atender a las personas
más vulnerables en situaciones de catástrofe.
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Adicionalmente, es vital que las políticas de desarrollo
se centren en fortalecer la resistencia y la capacidad de
recuperación de las comunidades ante eventos impre-
decibles. La anticipación y la planificación son esen-
ciales para minimizar los impactos negativos en la se-
guridad alimentaria durante y después de un desastre
natural.

La iniciativa de incorporar un párrafo cuarto al artícu-
lo 4o. de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que establezca la garantía de ayuda
humanitaria en situaciones de emergencia y desastre
por fenómenos naturales es un paso fundamental. No
solo refuerza el compromiso constitucional con el de-
recho a una alimentación nutritiva, suficiente y de ca-
lidad, sino que también demuestra la responsabilidad
del Estado en proteger a las poblaciones más vulnera-
bles en momentos de crisis.

La creación y fortalecimiento de un banco nacional de
alimentos con enfoque en la asistencia a la población
damnificada por desastres naturales es esencial para
cumplir con el deber constitucional de garantizar el
acceso a alimentos en condiciones adversas. La soli-
daridad y la planificación anticipada son herramientas
indispensables para construir una sociedad más resi-
liente frente a los desafíos que los fenómenos natura-
les imponen a la seguridad alimentaria.

Para mayor detalle sobre el cambio propuesto, se in-
corpora el siguiente cuadro comparativo:

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta asamblea, el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo cuarto al
artículo 4o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos

Único. Se adiciona un párrafo cuarto al artículo 4o. de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Artículo 4o. …

…

Toda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva,
suficiente y de calidad. El Estado lo garantizará.

El Estado contará con un banco nacional de ali-
mentos para la asistencia de la población afectada
por desastres naturales, asegurando el acceso opor-
tuno de alimentos en situaciones de emergencia y
desastre.

…

…

…

…

…

…

…

…

…
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Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 24 de enero de 2024.

Senadores: Manuel Añorve Baños (rúbrica), Mario Zamora Gas-

télum, Claudia Edith Anaya Mota, Nancy de la Sierra Arámburo,

Ángel García Yáñez, Verónica Martínez García, Cecilia Sánchez

García.

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 1O. Y 24 DE LA LEY FE-
DERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR, SUSCRITA POR

LA DIPUTADA ELVIA YOLANDA MARTÍNEZ COSÍO, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La que suscribe, Elvia Yolanda Martínez Cosío, dipu-
tada a la LXV Legislatura del Congreso de la Unión
por el Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudada-
no, con fundamento en los artículos 71, fracción II, y
78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122,
numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración de la Comisión Permanente la inicia-
tiva con proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 1o., fracción X; y, 24, fracción XXII, de la
Ley Federal de Protección al Consumidor, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El tema migrante es transversal: toca múltiples leyes, no
sólo se puede ni se debe circunscribir a reformas de la
Ley de Migración. En ese sentido con la presente ini-

ciativa propongo reformar la Ley Federal de Protección
al Consumidor (LFPC), porque mi objetivo es fortalecer
las atribuciones de la Procuraduría Federal del Consu-
midor (Profeco); como es sabido la Profeco entre otras
cuestiones tiene la obligación de promover y proteger
los derechos e intereses del consumidor; así como pro-
curar la equidad y seguridad jurídica en las relaciones
entre proveedores y consumidores; sin embargo, mi
pretensión va más allá, busca establecer lo siguiente:

Primero, incorporar en el artículo 1o., fracción X, de la
LFPC, como un principio básico en las relaciones de
consumo, además de la protección de los derechos de
la infancia, de los adultos mayores, de las personas
con discapacidad y los indígenas, también a los mi-
grantes. Debido a que son un grupo que por sus condi-
ciones sociales son más susceptibles como consumi-
dores a sufrir abusos.

En el artículo 24, fracción XXII, de la LFPC, la Profe-
co, además de colaborar con las autoridades compe-
tentes para salvaguardar los derechos de la infancia,
adultos mayores, personas con discapacidad e indíge-
nas, también lo hará con los migrantes.

Lo anterior, porque lamentablemente ciertas empresas,
en algunos de los casos por políticas propias o por de-
cisión de sus colaboradores, propician abusos y viola-
ciones a los derechos de los migrantes como consumi-
dores. “Todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos…
–de todas las personas– el Estado deberá prevenir, in-
vestigar, sancionar y reparar las violaciones a los de-
rechos humanos, en los términos que establezca la
ley.” (Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, artículo 1o., 1917, México).1

Por ende, ninguna persona física o moral, puede dis-
criminar a persona alguna por origen étnico o nacio-
nal. Al respecto, la Carta Magna también señala:
“Queda prohibida toda discriminación motivada por
origen étnico o nacional, el género, la edad, las disca-
pacidades, la condición social, las condiciones de sa-
lud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, el estado civil o cualquier otra que atente contra la
dignidad humana y tenga por objeto anular o menos-
cabar los derechos y libertades de las personas” (Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ar-
tículo 1o., 1917, México).2
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Para ejemplificar lo anterior, me permitiré señalar so-
lo dos ejemplos en donde los migrantes como consu-
midores, han sido vulnerados por algunas empresas en
nuestro derecho humano a la no discriminación y al li-
bre tránsito, porque ninguna persona será? requerida
de comprobar la nacionalidad y situación migratoria
en el territorio nacional, más que por la autoridad
competente.

El primer ejemplo, me permite recapitular que el 7 de
octubre de 2021 presenté un punto de acuerdo para ex-
hortar al Instituto Nacional de Migración (INM), la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos
(CNDH), el Consejo Nacional para Prevenir la Discri-
minación (Conapred) y la Procuraduría Federal del
Consumidor (Profeco) a intervenir en la violación que
llevan a cabo empresas que brindan el servicio de
transporte de personas, respecto al derecho al libre
tránsito, solicitando la presentación de identificación
oficial en la venta y abordaje del viaje, así como do-
cumentos migratorios autorizados para extranjeros.

Ello, debido a que el 1 de octubre de 2021, la empresa
de Autobuses de Oriente, mejor conocida por sus si-
glas Ado, publicó en su cuenta de la red social Twitter
un comunicado que señalaba lo siguiente:

Con base en la solicitud de las diversas autoridades es-
tatales, federales y del Instituto Nacional de Migración
(INM), ante esta situación extraordinaria de flujo mi-
gratorio por la que atraviesa actualmente el país, que-
remos hacer de su conocimiento que a partir del 1 de
octubre de 2021 se estará implementando el protocolo
de presentación de identificación oficial en la venta y
abordaje del viaje.

Así como de un documento que acredite el estatus mi-
gratorio en el país, para aquellas personas de naciona-
lidad extranjera.

De antemano, ofrecemos una disculpa a todos nuestros
viajeros por los inconvenientes que esto pueda ocasio-
nar, reconociendo nuestro compromiso por siempre
cumplir con lo solicitado por las autoridades mexica-
nas.

En caso de cualquier duda sobre los documentos mi-
gratorios autorizados para extranjeros, recomendamos
ponerse en contacto con el Instituto Nacional de Mi-
gración.

Ello resultó una confesión de culpabilidad de viola-
ción a los derechos humanos y a nuestra Constitución
Política en materia de libre tránsito. Por ello, la Comi-
sión de Movilidad de la Cámara de Diputados, aprobó
exhortar al INM, la CNDH, el Conapred y la Profeco
a intervenir en el ámbito de sus respectivas atribucio-
nes para salvaguardar el derecho al libre tránsito en
contexto de movilidad humana y se garantizara el res-
peto de los derechos humanos de los migrantes.

Por otra parte, fui enterada de que el 19 de junio de
2023, el medio informativo El Sol de México, a través
de un artículo de Guilabert Aurelien,3 publicó en su
portal digital que el chofer de la unidad 10163 de la lí-
nea de autobuses Frontera paraba el camión que con-
ducía en diversos puntos no autorizados en su ruta pa-
ra subir a policías municipales y estatales (sin
identificarse) para que hicieran redadas migratorias.
Testigos señalaron que a los migrantes los extorsionan,
roban, maltratan y hasta se los llevan sin saber a cien-
cia cierta su paradero final. Una empresa o su personal
no pueden arriesgar la seguridad e integridad de sus
pasajeros.

Los ejemplos anteriores de las violaciones a derechos
humanos de migrantes nacionales y extranjeros, son
solo algunas muestras de lo que algunas empresas ha-
cen; y lamentablemente sobre todo en el sector de
transporte de pasajeros. Por ello, el artículo 1o., párra-
fo primero, de la CPEUM señala: “Todas las personas
gozarán de los derechos humanos reconocidos en esta
Constitución y en los tratados internacionales de los
que el Estado mexicano sea parte, así como de las ga-
rantías para su protección…”4

Ejemplos que contravienen también lo establecido en
el artículo 11, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos (CPEUM), que establece:

Toda persona tiene derecho para entrar en la república,
salir de ella, viajar por su territorio y mudar de resi-
dencia, sin necesidad de carta de seguridad, pasaporte,
salvoconducto u otros requisitos semejantes. El ejerci-
cio de este derecho estará? subordinado a las faculta-
des de la autoridad judicial, en los casos de responsa-
bilidad criminal o civil, y a las de la autoridad
administrativa, por lo que toca a las limitaciones que
impongan las leyes sobre emigración, inmigración y
salubridad general de la República, o sobre extranjeros
perniciosos residentes en el país.
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Toda persona tiene derecho a buscar y recibir asilo. El
reconocimiento de la condición de refugiado y el otor-
gamiento de asilo político, se realizarán de conformi-
dad con los tratados internacionales. La ley regulara?
sus procedencias y excepciones.5

De igual forma, la Ley de Migración, menciona en el
artículo 7 lo siguiente:

La libertad de toda persona para ingresar, permanecer,
transitar y salir del territorio nacional tendrá? las limi-
taciones establecidas en la Constitución, los tratados y
convenios internacionales de los cuales sea parte el
Estado mexicano, esta ley y demás disposiciones jurí-
dicas aplicables.

El libre tránsito es un derecho de toda persona y es de-
ber de cualquier autoridad promoverlo y respetarlo.
Ninguna persona será? requerida de comprobar su na-
cionalidad y situación migratoria en el territorio na-
cional, más que por la autoridad competente en los ca-
sos y bajo las circunstancias establecidos en la
presente ley.6

Una empresa particular no tiene la facultad de hacer
revisiones migratorias, sino la autoridad administrati-
va en lo concerniente a las limitaciones que impongan
las leyes sobre emigración e inmigración.

De manera que, así como puedo afirmar que toda perso-
na tiene derecho a migrar, también tiene derecho a que
las autoridades en sus diversas competencias garanticen
sus derechos, y los migrantes como consumidores pode-
mos proponer que la Profeco sea un instrumento para
salvaguardar nuestros derechos como consumidores.

Algunos podrán afirmar que “el trato desventajoso se-
gún la condición de los consumidores ya se establece
en el programa institucional 2020-2024 de la Procura-
duría Federal del Consumidor, y que darles mayor res-
ponsabilidad en ese sentido a la Profeco es innecesario
y redundante.” Pero, estoy convencida de que, el que
existan algunas medidas o programas de la Profeco, de
ninguna manera la exenta o limita para que puedan ser
fortalecidas sus atribuciones para salvaguardar los de-
rechos de los migrantes, por ley.

Por ende, ninguna persona física o moral, o autoridad
puede discriminar a persona alguna por origen étnico
o nacional.

Ahora bien, ¿esto ha quedado superado?, ¿por fin se
ha logrado que se respeten los derechos humanos de
los migrantes de paso que transitan por nuestro territo-
rio nacional o los mexicanos residentes en el exterior
que viajan a México? Lamentablemente, no.

Los migrantes nacionales y extranjeros, no son delin-
cuentes, y de ninguna manera ponen en riesgo la segu-
ridad nacional de nuestro país.

Dado que “todas las autoridades, en el ámbito de sus
competencias, tienen la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos humanos… el
Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar
las violaciones a los derechos humanos, en los térmi-
nos que establezca la ley.” (Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, artículo 1o., 1917,
México).7 Es imperativo que la Profeco promueva y
proteja los derechos e intereses del consumidor, parti-
cularmente de aquellos grupos que evidentemente re-
ciben un trato desventajoso según la condición que
tienen como consumidores, es decir, que se establezca
como un principio básico en las relaciones de consu-
mo la protección de los derechos de los migrantes,
pues lamentablemente forman parte de los grupos vul-
nerables del país.

Además, la Profeco coadyuve con las autoridades
competentes para salvaguardar los derechos de la in-
fancia, adultos mayores, personas con discapacidad e
indígenas, pero también lo pueda hacer con los mi-
grantes. Porque toda persona, sin importar su condi-
ción social, tiene derecho al respeto cabal de todos sus
derechos fundamentales, los que tienen que ser garan-
tizados.

Por las consideraciones expuestas y fundadas, en mi
carácter de integrante del Grupo Parlamentario de Mo-
vimiento Ciudadano, someto a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de

Decreto, por el que se reforman los artículos 1o.,
fracción X; y 24, fracción XXII, de la Ley Federal
de Protección al Consumidor

Único. Se reforman los artículos 1o., fracción X; y,
24, fracción XXII, de la Ley Federal de Protección al
Consumidor, para quedar como sigue:

Artículo 1. […]
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[…]

Son principios básicos en las relaciones de consumo:

I. a IX. […]

X. La protección de los derechos de la infancia,
adultos mayores, personas con discapacidad, indí-
genas y migrantes.

Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atri-
buciones:

I. a XXI. […]

XXII. Coadyuvar con las autoridades competentes
para salvaguardar los derechos de la infancia, adul-
tos mayores, personas con discapacidad, indígenas
y migrantes;

XXIII. a XXVII. […]

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos [Consti-

tución], México, 5 de febrero de 1917. Artículo 1o. Disponible en

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/marco.htm

2 Obra citada [Constitución], artículo 1o.

3 Guilabert, Aurelien (2023). “El pan de cada día”. Pulso Cdmx. El

Sol de México. Disponible en

https://www.elsoldemexico.com.mx/analisis/pulso-cdmx-el-pan-

de-cada-dia-10240727.html/amp

4 Obra citada [Constitución], artículo 1o.

5 Obra citada [Constitución], artículo 11.

6 Ley de Migración. México, 25 de mayo de 2011. Artículo 7o.

Disponible en

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LMigra.pdf

7 Obra citada [Constitución], artículo 1o.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada Elvia Yolanda Martínez Cosío (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 36 DE LA LEY

GENERAL DE ASENTAMIENTOS HUMANOS, ORDENAMIEN-
TO TERRITORIAL Y DESARROLLO URBANO, SUSCRITA POR

EL DIPUTADO MARIO ALBERTO RODRÍGUEZ CARRILLO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADA-
NO

El suscrito, Mario Alberto Rodríguez Carrillo, inte-
grante del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciu-
dadano en la LXIV Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
y 78, párrafo segundo, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122,
numeral 1, de la Ley Orgánica del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II,
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete
a consideración de la Comisión Permanente iniciativa
con proyecto de decreto por el que se reforma y adi-
ciona la fracción V del artículo 36 de la Ley General
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial
y Desarrollo Urbano, conforme a la siguiente

Exposición de Motivos

En la actualidad, las zonas metropolitanas se manifies-
tan como una solución para el desarrollo regional en
las entidades federativas. El país se encuentra en fran-
ca desventaja en relación con las acciones que se están
tomando respecto a otros países para enfrentar diver-
sas problemáticas como la disminución del crecimien-
to de la mancha urbana, el combate al cambio climáti-
co y la necesidad de impulsar una movilidad
sustentable, vivienda digna, transporte público, vehí-
culos no motorizados y una gobernanza adecuada.
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Según el Instituto Nacional de Estadística y Geografía
(Inegi), zona metropolitana se define como “el con-
junto de dos o más municipios donde se localiza una
ciudad de 50 mil o más habitantes, cuyas funciones y
actividades rebasan el límite del municipio que origi-
nalmente la contenía, incorporando como parte de sí
misma o de su área de influencia directa a municipios
vecinos predominantes urbanos, con los que mantiene
un alto grado de integración socioeconómica”.

Señala también el Inegi que, “adicionalmente, se defi-
nen como Zonas metropolitanas todos aquellos muni-
cipios que concentran a un millón de habitantes o más,
así como aquellos con 250 mil o más habitantes que
comparten procesos de conurbación con ciudades de
Estados Unidos de América”.2

México no ha desarrollado exponencialmente a las
ciudades que forman parte de las Zonas Metropolita-
nas como una forma de crecimiento de estas de forma
integral, ni se han establecido políticas públicas reales
y eficientes que generen incidencias en las Zonas Me-
tropolitanas que existen. En su momento, estas funcio-
nes las cubría el Fondo Metropolitano, que se asigna-
ba anualmente mediante el Presupuesto de Egresos de
la Federación, pero actualmente no se encuentra nin-
gún incentivo real para que las ciudades se conviertan
en zonas metropolitanas o se desarrollen a un nivel
elevado.

El Fondo Metropolitano se formaba de recursos federa-
les asignados en el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el ejercicio fiscal inmediato, el cual se dis-
tribuía en las diversas zonas metropolitanas del país.

Este Fondo consistía en “un programa presupuestario
del gobierno federal perteneciente al Ramo 23 que
otorgaba recursos a las zonas metropolitanas del país
para el desarrollo de estudios, planes, evaluaciones,
programas, proyectos, acciones, obras de infraestruc-
tura y equipamiento en cualquiera de sus componen-
tes, ya fueran nuevos, en proceso o para completar el
financiamiento de los que no hubiesen contado con los
recursos necesarios para su ejecución”.3

De acuerdo con el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2020, el último pre-
supuesto en donde se le asignaron recursos, los recur-
sos del Fondo Metropolitano se destinaron
prioritariamente para la elaboración de programas de

ordenamiento metropolitano, programas y proyectos de
infraestructura con impacto metropolitano; los cuales
debían demostrar ser viables y sustentables, orientados
a promover la adecuada planeación, el desarrollo re-
gional, urbano, el transporte público, transporte públi-
co eléctrico, la movilidad motorizada eléctrica y la mo-
vilidad activa, entendiéndose como caminar, andar en
bicicleta o cualquier otra forma de vehículo impulsado
por tracción humana y del ordenamiento del territorio
para impulsar la competitividad económica, la susten-
tabilidad y las capacidades productivas de las zonas
metropolitanas, coadyuvar a su viabilidad y a mitigar
su vulnerabilidad o riesgos por fenómenos naturales,
ambientales y los propiciados por la dinámica demo-
gráfica y económica, así como a la consolidación urba-
na y al aprovechamiento óptimo de las ventajas com-
petitivas de funcionamiento regional, urbano y
económico del espacio territorial de las zonas metropo-
litanas, en términos de los lineamientos del fondo, re-
glas de operación, y demás disposiciones aplicables.4

A partir de 2020 se redujeron los rubros a los cuales las
entidades de las zonas metropolitanas podían destinar
los recursos del Fondo; a saber:5

a) Proyectos de infraestructura pública y su Equipa-
miento en materia de servicios básicos, infraestruc-
tura vial, movilidad urbana, espacios públicos, en-
tre otros rubros prioritarios de interés
metropolitano, que contribuyan al ordenamiento te-
rritorial;

b) Elaboración de evaluaciones costo y beneficio o
estudios de preinversión, para determinar la conve-
niencia de llevar a cabo un programa o proyecto de
infraestructura en el ámbito regional y urbano;

c) Elaboración de programas de ordenamiento me-
tropolitano, planes de desarrollo metropolitano y
otros instrumentos de planeación establecidos en la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano; y

d) Apoyo por única ocasión, para la creación y equi-
pamiento de institutos de planeación metropolitana
u organismos equivalentes, y no podrá incluir gas-
tos de operación.

De esta manera, los recursos públicos que se destina-
ban a este fondo, aun con las reducciones menciona-
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das, solventaban necesidades básicas de los habitantes
de las zonas metropolitanas, fundamentales para el
desarrollo de estas, pues era posible financiar proyec-
tos de infraestructura, transporte, vivienda, medio am-
biente y desarrollo económico, entre otros.

Según el Instituto Nacional para el Federalismo y el
Desarrollo Municipal, a partir de 2006, a través del
Presupuesto de Egresos de la Federación, se asignaron
recursos al Fondo Metropolitano, existiendo en ese
momento una sola Zona Área Metropolitana. En ese
año el monto autorizado fue por la cantidad de 1 006
millones de pesos para el ejercicio fiscal, establecido
en el ramo 23, en el rubro “Previsiones salariales y
económicas”.6

Para el Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal de 2020 se asignaron 3 mil 300 mi-
llones de pesos en el ramo 23, “Provisiones salariales
y económicas”, en el rubro de desarrollo regional.7 La
presidenta de la Comisión de Desarrollo Metropolita-
no, Urbano, Ordenamiento Territorial y Movilidad de
la Cámara de Diputados en ese periodo señaló lo si-
guiente al respecto: “El Fondo Metropolitano, pro-
puesto para el ejercicio presupuestal de 2020, cuenta
con la misma cantidad que lo establecido en el ejerci-
cio presupuestal 2019. Por lo tanto, dicho fondo re-
quiere contar con bases jurídicas que le posibiliten el
ejercicio pleno de los recursos asignados”.8

Según los datos del Consejo Nacional de Población,
hasta 2020 las zonas metropolitanas en el país se in-
crementaron a 74, e integraban una densidad poblacio-
nal de 75.1 millones de habitantes, lo que representa-
ba el 68.8 por ciento de población.9

No obstante los beneficios que resultaban de la exis-
tencia del Fondo Metropolitano, este fue eliminado a
través del decreto aprobado por el Congreso de la
Unión en octubre de 2020, por el cual se reformaron y
derogaron diversas leyes y se extinguieron más de 100
fondos y fideicomisos públicos.

En el decreto se estableció que “los recursos que inte-
gran el patrimonio de los fideicomisos públicos deno-
minados Fondo Metropolitano y Fondo Regional se
concentrarán en la Tesorería de la Federación sujetán-
dose a lo dispuesto en el transitorio Cuarto del presen-
te Decreto. Los recursos aportados deberán ser desti-
nados, en primer término, al Programa de

Mejoramiento Urbano a cargo de la Secretaría de Des-
arrollo Agrario, Territorial y Urbano”.10

Respecto a dicha disposición, según la Auditoría Su-
perior de la Federación (ASF) los recursos federales
asignados en el Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para 2020 por concepto del Fondo Metropolitano
al fideicomiso fueron por 3 300 000.0 miles de pesos.
Adicionalmente, el fideicomiso contaba al inicio del
ejercicio con 3 298 904.2 miles de pesos para un total
de 6 598 904.2 miles de pesos, de los cuales se reinte-
graron a la Tesofe (el 12 de febrero de 2021) 2 750
501.7 miles de pesos, en virtud de la extinción del Fi-
deicomiso. La ASF en la revisión de la Cuenta Públi-
ca de 2020, en específico la auditoría de cumplimien-
to de este fondo, determinó 17 resultados, de los
cuales en 17 no se detectaron irregularidades.11

La eliminación del Fondo Metropolitano ha propicia-
do que no destinen recursos específicos para que las
zonas metropolitanas enfrenten los desafíos específi-
cos a que se enfrentan diariamente, tales como la me-
jora de la infraestructura de transporte, la gestión sos-
tenible del crecimiento urbano, la promoción de la
competitividad económica y la creación de entornos
urbanos más habitables.

Las zonas metropolitanas desempeñan un papel cru-
cial en el desarrollo económico, social y cultural, y su
importancia radica en su capacidad para actuar como
motores de crecimiento, innovación y mejora de la ca-
lidad de vida. Sin embargo, también presentan desafí-
os, como la gestión del crecimiento urbano, la equidad
y la sostenibilidad, que requieren una planificación y
gestión cuidadosas.

Al respecto, el Inegi ha señalado que “desde una pers-
pectiva económica y demográfica las zonas metropoli-
tanas del país son muy importantes, ya que concentran
73 de cada 100 personas ocupadas y generan 77 de ca-
da 100 pesos producidos”.12

Por ello es urgente tener un programa presupuestal es-
pecial que supla las funciones que en su momento
cumplía el Fondo Metropolitano e incorporarlo en la
Ley General de Asentamientos Humanos, Ordena-
miento Territorial y Desarrollo Urbano, con el objeti-
vo de brindar certeza jurídica a su existencia, y hacer
posible la creación y continuidad de los proyectos y
programas que le son inherentes, independientemente
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de las administraciones públicas o de los intereses par-
ticulares, para reafirmar un desarrollo urbano sustenta-
ble, movilidad activa, vivienda, infraestructura y
transporte público, que realice obras y acciones de ma-
nera integral.

A fin de fortalecer las zonas metropolitanas, en la
LXIV Legislatura propuse una iniciativa para incorpo-
rar en la ley el Fondo Metropolitano,13 lo que permiti-
ría avanzar en las acciones señaladas por los entes in-
ternaciones encaminados en la materia: Los Objetivos
de Desarrollo Sostenible 2030 (ODS), la Nueva Agen-
da Urbana de ONU Hábitat y el Acuerdo de París, que
han establecido un amplio consenso global sobre el rol
de las ciudades y su relevancia en relación a los prin-
cipales desafíos sociales, ambientales y económicos
que ellas enfrentan.14

En dicha iniciativa expuse que es de vital importancia
para nuestro país no disminuir el presupuesto existen-
te que mantiene una coordinación política entre los
tres niveles de gobierno. Además, se mencionaba que
no es óbice la asignación de recursos económicos me-
diante el Fondo, ello debido al constante crecimiento
de las ciudades, lo cual generaba necesidades distintas
e implicaciones de desarrollo de mayor sofisticación
administrativa y de infraestructura, para lo cual sería
necesario que se incremente constantemente año con
año el Fondo Metropolitano, de conformidad con las
necesidades que se presentaran con el crecimiento de
las zonas metropolitanas en el país, y que ofrecieran la
continuidad de proyectos y programas establecidos pa-
ra su desarrollo económico y social.

Dichas consideraciones son más que relevantes actual-
mente y por ello se presenta esta Iniciativa, ya que es
necesario diseñar y establecer un apartado en la Ley
que establezca la obligatoriedad de incorporar en cada
Presupuesto de Egresos de la Federación un programa
presupuestal especial mediante el cual se asigne a las
zonas metropolitanas los recursos necesarios que les
den certidumbre para la solución de los desafíos que
enfrentan diariamente.

Esta adición permitirá el dar continuidad a programas
y proyectos, estudios, planes, evaluaciones y obras
de infraestructura que fortalezcan la movilidad acti-
va, el desarrollo urbano, la vivienda y la movilidad
sustentable, así como el crecimiento de las regiones
metropolitanas que redunden en una mayor competi-

tividad económica, sustentabilidad y crecimiento
productivo.

Los proyectos exitosos de las zonas metropolitanas co-
mo es el caso de la región metropolitana de Guadala-
jara, esta región metropolitana encabezada por la capi-
tal del estado de Jalisco ha realizado diversas acciones
para posicionarse como la región metropolitana con
mayor proyección, la cual es incluso objeto de estudio
en el extranjero por diversos institutos especializados
en la materia, que refieren lo siguiente:

(...) utilizar los fondos que otorga el Estado nacio-
nal a través del Fondo Metropolitano, con fines
metropolitanos. Desde 2005, la Nación transfiere a
cada zona metropolitana un monto de dinero para
impulsar proyectos metropolitanos; no obstante,
desde su origen, las AM en México derivaron esos.
fondos a cada municipio sin realizar proyectos en
favor de la metrópoli. Guadalajara fue el primero
en cambiar esa costumbre y dedicar los fondos y
gestionar obras y proyectos con fines metropolita-
nos.15

Sin lugar a duda, la obligatoriedad de este programa
presupuestal especial debe tener como apoyo la defi-
nición de la aplicación de los recursos económicos que
le sean destinados, adecuándola conforme a las nece-
sidades y requerimientos propios de las zonas metro-
politanas en que se aplicará.

Lo anterior, independientemente de los mecanismos
técnicos que se establezcan en los subsecuentes Presu-
puestos de Egresos de la Federación y en los Linea-
mientos de Operación que se dispongan para el ejerci-
cio que corresponda.

Es menester también establecer como requisito la cre-
ación de un plan de desarrollo metropolitano que con-
tenga un proyecto donde se integren las necesidades
técnicas específicas para llevar a cabo obras de in-
fraestructura, estudios o análisis que permitan realizar
programas para el crecimiento de la Zona Metropoli-
tana de la que se trate.

Al mismo tiempo, se debe precisar que las asignacio-
nes de los recursos públicos deberán entregarse de for-
ma equitativa entre las Zonas Metropolitanas, toman-
do en consideración la densidad poblacional, el
número de municipios que abarcan, así como la conti-
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nuidad de los proyectos y programas que se tienen
contemplados y que no han concluido su objetivo.

Aunado a lo anterior, es preciso analizar mejoras en la
definición de los rubros a los cuales se debe aplicar es-
te Programa mediante una visión de futuro que permi-
ta desarrollar nuevas ideas. En su momento, una gran
parte de los recursos económicos entregados por el
Fondo Metropolitano estuvo encaminada a la realiza-
ción de infraestructura para los vehículos motorizados,
es decir; para el transporte privado, lo cual genera una
problemática insostenible en varias vertientes princi-
palmente de contaminación.

La problemática de los vehículos motorizados se re-
suelve con un transporte público eficiente que abone a
la accesibilidad y la movilidad urbanas, tal como lo
señalan diversas asociaciones dedicas a investigación
de la movilidad activa. A saber:

(…) La teoría económica sugiere que las políticas
que reflejan los principios de mercado tienden a au-
mentar la productividad económica, al mejorar las
opciones de transporte, reducir el sesgo en la plane-
ación y crear comunidades más accesibles. Cuando
se consideran todos los beneficios y costos, las es-
trategias de gestión de la movilidad son frecuente-
mente la forma más costo-efectiva de resolver pro-
blemas de transporte, lo cual tiene beneficios
económicos. Existe evidencia empírica de estos im-
pactos. En los países desarrollados existe una rela-
ción negativa entre viajes en automóvil y producti-
vidad económica (…)16

Por ende, se considera que es de urgente, necesidad es-
tablecer un porcentaje obligatorio de los recursos del
programa presupuestal especial que se propone para
ser aplicado en proyectos, programas e infraestructura
que permitan llevar a cabo un desarrollo encaminado a
la movilidad activa y sustentable, lejos del uso indis-
criminado de vehículos motorizados individuales, lo
que generaría el desarrollo de las ciudades, el creci-
miento y mejoramiento de la calidad de vida de sus ha-
bitantes, un medio ambiente sano y una infraestructu-
ra urbana propia de un desarrollo moderno.

Intrínsecamente, se debe legislar en la forma de apli-
car los recursos económicos asignados, dándole prio-
ridad a la movilidad activa y sustentable de nueva ge-
neración, que permita realizar una adecuada

planeación, crecimiento y mejorar el servicio de trans-
porte público e incentivar la movilidad no motorizada
y el crecimiento de la movilidad eléctrica, lo cual ten-
drá como objetivo primordial la consolidación urbana,
el crecimiento competitivo regional, el crecimiento del
desarrollo urbano, económico y competitivo de las zo-
nas metropolitanas.

Para robustecer esta propuesta, podemos tomar como
ejemplo el Fondo de Garantía y Fomento para la Agri-
cultura, Ganadería y Avicultura, el cual se estableció
en la legislación en el año de 1954. Se puede conside-
rar un éxito para el desarrollo del fondo, establecerlo
en la legislación le ha dado la característica de forma-
lidad y de estar más allá de los cambios de adminis-
traciones.

Es un fideicomiso que tiene cerca de 70 años, en el
cual se establece la participación de distintas institu-
ciones públicas y privadas, con lineamientos bien es-
tablecidos, una organización y estructura definida des-
de la ley, que no deje al libre albedrio de los servidores
públicos en turno, sino que la institución este por en-
cima de los individuos.

Con base en lo anterior, podemos señalar la necesidad
de establecer en la Ley General de Asentamientos Hu-
manos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano,
la necesidad de plasmar la obligatoriedad de un pro-
grama presupuestal especial que permita implementar
y dar continuidad a programas y proyectos de infraes-
tructura, generando directrices para su aplicación, de
manera que los recursos sean aplicados eficaz y efi-
cientemente y sean destinados a la generación de nue-
vas zonas metropolitanas y el crecimiento y mejora-
miento de las ya existentes.

Por lo expuesto someto a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto que reforma y adiciona diversas disposi-
ciones de la Ley General de Asentamientos Huma-
nos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urba-
no

Único. Se reforma y adiciona la fracción V del artí-
culo 36 de la Ley General de Asentamientos Humanos,
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para
quedar como sigue:
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Artículo 36. Para lograr una eficaz gobernanza metro-
politana, se establecerán los mecanismos y los instru-
mentos de carácter obligatorio que aseguren la acción
coordinada institucional de los tres órdenes de gobier-
no y la participación de la sociedad.

La gestión de las zonas metropolitanas o conurbacio-
nes se efectuará a través de las instancias siguientes:

I. a IV. …

V. Los mecanismos, las fuentes de financiamiento y
el programa presupuestal especial para las zonas
metropolitanas.

Los recursos del programa presupuestal especial
establecido en el párrafo anterior se destinarán a la
creación, la promoción y el desarrollo regional de
las zonas metropolitanas, privilegiando la movili-
dad activa y no motorizada, el transporte público
accesible y sustentable, la vivienda, el ordenamien-
to territorial y el desarrollo urbano.

Los proyectos de la fracción anterior deberán ser
viables y sustentables mediante estudios técnicos;
además de impulsar la competitividad económica,
capacidades productivas, disminución de su vulne-
rabilidad y prevención para los fenómenos natura-
les y ambientales de la zona metropolitana.

Los recursos de este programa deberán ser asigna-
dos de forma proporcional entre las zonas metropo-
litanas existentes, para lo que se deberá tomar en
consideración las condiciones y necesidades propias
de cada una, la densidad poblacional y el número de
municipios que la integran. Estos recursos no po-
drán ser considerados, en ningún caso, como susti-
tutivos, parcial o total, de los montos correspondien-
tes a los recursos ordinarios de otros mecanismos o
fuentes de financiamiento a que tengan derecho.

La secretaría deberá realizar un plan de desarrollo
metropolitano, donde se incluya la obligación de las
zonas metropolitanas para que sus programas y
proyectos cuenten con el registro de la Unidad de
Inversiones de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público;

Los recursos del fondo que se otorguen a las zonas
metropolitanas que impacten en sus gastos de ope-

ración serán regularizados en su presupuesto ordi-
nario, a fin de dar continuidad a los programas y
proyectos de infraestructura que otorguen desarro-
llo, crecimiento y expansión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones contra-
rias al presente decreto.

Tercero. Para efectos del presente decreto, las Secre-
tarías de Hacienda y Crédito Público, de Medio Am-
biente y Recursos Naturales, y de Desarrollo Agrario,
Territorial y Urbano deberán realizar y adecuar las dis-
posiciones reglamentarias respecto al programa presu-
puestal especial para las zonas metropolitanas en un
término de noventa días, a partir de la publicación del
presente decreto.

Cuarto. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público
deberá destinar una partida presupuestaria de manera
anual, para asegurar los recursos económicos necesa-
rios para garantizar la creación y continuidad de pro-
gramas y proyectos plurianuales de infraestructura en
las zonas metropolitanas establecidas por el grupo in-
terinstitucional.

Notas
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputado Mario Alberto Rodríguez Carrillo (rúbrica)
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QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 102 DE LA

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS ME-
XICANOS, CON LA FINALIDAD DE GARANTIZAR LA AUTO-
NOMÍA DE LA CNDH, LA IDONEIDAD DE SU PRESIDENCIA

Y LA RENDICIÓN DE CUENTAS ANTE SU CONSEJO CON-
SULTIVO, A CARGO DE LA SENADORA LAURA IRAÍS BA-
LLESTEROS MANCILLA Y DEL DIPUTADO BRAULIO LÓPEZ

OCHOA MIJARES, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MO-
VIMIENTO CIUDADANO

La senadora Laura Iraís Ballesteros Mancilla y el di-
putado Braulio López Ochoa Mijares, integrantes del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 78, pá-
rrafo segundo, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral
1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someten a conside-
ración de la Comisión Permanente iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma diversas disposiciones
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, a fin de garantizar la autonomía de la Comi-
sión Nacional de los Derechos Humanos (CNDH), la
idoneidad de su presidenta y la rendición de cuentas
ante su Consejo Consultivo.

Exposición de Motivos

En la presente iniciativa, se hace una propuesta de re-
forma a la Constitución Política de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como la
Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos y la Ley de Amparo, con la finalidad de garantizar
la autonomía de la CNDH y la idoneidad de su presi-
denta. Dicha propuesta está motivada por el hecho de
que el diseño institucional actual de la Comisión ha fa-
llado en garantizar que dicha institución funcione ade-
cuadamente, como se mostrará en la presente exposi-
ción de motivos.

La CNDH tiene como objeto fundamental la protec-
ción, observancia, promoción, estudio y divulgación
de los derechos humanos en el orden jurídico nacional,
así como conocer de quejas relacionadas con presun-
tas violaciones a los derechos humanos imputadas a
autoridades y servidores públicos de carácter federal,
con excepción del Poder Judicial de la Federación. En
ese sentido, la CNDH es la principal ombudsperson

del Estado mexicano, encargada de vigilar, documen-
tar y combatir violaciones de derechos humanos.

Por otro lado, la comisión también actúa como un con-
trapeso constitucional de los demás poderes del Esta-
do, al estar dotada de autonomía constitucional y habi-
litada para presentar acciones de inconstitucionalidad
y controversias constitucionales en contra de leyes y
actos que resulten violatorios de derechos humanos.
Así, la Comisión debería tener un doble papel, como
vigilante y como contrapeso de las violaciones de de-
rechos humanos.1

Sin embargo, como se mostrará más adelante, existen
deficiencias en el diseño institucional de la CNDH que
han impedido que esta institución actúe con total auto-
nomía e independencia desde su creación. Estos de-
fectos se han visto agravados tras la designación ilegal
de la nueva presidenta de la Comisión, Rosario Piedra
Ibarra. Como se mostrará a continuación, su falta de
imparcialidad y autonomía ha tenido efectos nocivos
para el funcionamiento de la Comisión, la cual se ha
dedicado a promover intereses partidistas, solapar vio-
laciones de derechos humanos e invisibilizar a las víc-
timas. Así, con el objetivo de cuidar al presidente de la
República, la CNDH ha dejado en segundo plano la
defensa y protección de los derechos del pueblo. 

A continuación, se hace una recapitulación de estos
problemas, para después hacer una propuesta de refor-
ma que permita garantizar la autonomía, independen-
cia y eficacia de la Comisión Nacional de Derechos
Humanos.

I. Designación ilegal de la presidenta de la CNDH

Como se mostrará en el presente apartado, la elección
de la actual presidenta de la CNDH, Rosario Piedra
Ibarra, violó el procedimiento legal que le es aplicable.
En ese sentido, el 30 de octubre de 2019, la Mesa Di-
rectiva del Senado de la República emitió el “Acuerdo
de la Mesa Directiva por el que se establece el proce-
dimiento para la elección de la presidenta o el presi-
dente de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos”. En dicho Acuerdo, se determinó que la
elección de la presidenta de la CNDH se haría por cé-
dula y que, en caso de no reunirse la mayoría requeri-
da en la primera votación, se realizaría una segunda
votación de manera inmediata. Por su parte, si en ese
momento no se reunía el voto de las dos terceras par-
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tes de miembros presentes, se haría una tercera vota-
ción en la sesión plenaria siguiente. En caso de que en
la tercera votación no se reuniera la mayoría califica-
da requerida, el dictamen se devolvería a las Comisio-
nes Unidas de Derechos Humanos, y de Justicia.2

El referido acuerdo violaba lo establecido en el artícu-
lo 10 Ter de la Ley de la CNDH, pues este prevé que
debía integrarse una nueva terna en cada votación re-
chazada.3 Sin embargo, se permitió presentar la misma
terna tres veces. Con ello, Rosario Piedra Ibarra pudo
participar tres veces en las votaciones, excluyendo a
otros 54 candidatos que buscaban el puesto.4

En sesión del 7 de noviembre de 2019, se realizó la
tercera votación de la terna para la Presidencia de la
Comisión Nacional de los Derechos Humanos, con la
presencia de 118 senadores y senadoras (57 de More-
na, 22 del PAN, 13 del PRI, 7 de Movimiento Ciuda-
dano, 3 del PRD, 5 del PT, 4 del PES, 7 del PVEM, y
1 Senador sin Grupo Parlamentario).5 Sin embargo, la
Mesa Directiva sólo contó 114 votos, 76 de los cuales
fueron para Rosario Ibarra. Esta cifra no representaba
las dos terceras partes de los 118 presentes, requisito
constitucional para la elección de presidente/a de la
CNDH. Así, la Mesa Directiva del Senado borró a 4
legisladores arbitrariamente para el conteo de la ma-
yoría necesitada y otorgó una mayoría ficticia a Rosa-
rio Robles Ibarra.6 Posteriormente, el 12 de noviembre
de 2019, María Rosario Piedra Ibarra tomó protesta
como presidenta supuestamente electa de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos.7

Rosario Piedra jamás debió contender por el cargo de
presidenta de la CNDH, pues fue militante del partido
político de Morena un año antes de ser elegida. Hasta
el 24 de octubre de 2019 (un mes antes de su designa-
ción), Piedra aparecía como integrante del Consejo
Nacional de este partido.8 Pese a ello, presentó un do-
cumento ante el Senado en el cual manifestó, bajo pro-
testa de decir verdad, que no se había desempeñado
como militante de un partido en el año previo a su
elección. Esto viola el artículo 9 la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, el cual establece
lo siguiente:

Artículo 9o. El presidente de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos deberá reunir para su
elección los siguientes requisitos:

(…)

IV. No desempeñar, ni haber desempeñado cargo de
dirección nacional o estatal, en algún partido políti-
co en el año anterior a su designación;

(…)

En ese sentido, Piedra Ibarra declaró falsamente y
presentó un documento apócrifo, bajo protesta de
decir verdad ante el Senado. Así, podría haber co-
metido el delito de falsificación de documentos,
previsto en el Código Penal Federal.9

Situación que incluso estuvo sujeta a advertencia in-
ternacional, pues el Subcomité de Acreditaciones de la
Alianza Global de Instituciones Nacionales de Dere-
chos Humanos determinó en 2021 iniciar una revisión
especial de la situación de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos (CNDH) por conflicto de intereses
en el nombramiento de Piedra Ibarra.10

II. Improcedencia de amparos contra la designa-
ción de la presidenta de la CNDH

En la sesión ordinaria del Pleno de la Segunda Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación celebrada el
3 de marzo de 2021, se resolvió el recurso de queja
96/2020 promovida por diversos Senadores del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en contra
de los siguientes actos, relacionados con el proceso de
nombramiento de la titular de la Comisión Nacional de
los Derechos Humanos:

1. Contra la Mesa Directiva del Senado de la Repu-
blica y su presidenta, por omitir implementar el
procedimiento innominado para permitir el desaho-
go de pruebas, formular alegatos y abordar el fondo
de la cuestión relacionada con los vicios en el pro-
ceso de elección de la titular de la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos (CNDH) para el pe-
riodo 2019-2024.

2. En contra de la Mesa Directiva, su presidenta y la
mayoría de los senadores por restringir loa derechos
humanos constitucionales y convencionales de vo-
tar en el nuevo procedimiento de designación del ti-
tular de la Comisión Nacional de Derechos Huma-
nos para el periodo 2019-2024, así como de
participación política.
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3. Por no reunirse la mayoría requerida en el artícu-
lo 102, inciso B, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en la designación de un
nuevo titular de la CNDH.

Ante estos argumentos, la Segunda Sala de la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación resolvió por
unanimidad de cinco votos declarar infundado el re-
curso de queja promovido por los senadores del
Partido Acción Nacional pues considero que no
existía una afectación real en la esfera jurídica de
los promoventes, ya que se actualizaba la causa de
improcedencia prevista en el artículo 61, fracción
XII, de la Ley de Amparo, el cual establece:

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:

(…)

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurí-
dicos o legítimos del quejoso, en los términos esta-
blecidos en la fracción I del artículo 5o de la pre-
sente Ley, y contra normas generales que requieran
de un acto de aplicación posterior al inicio de su vi-
gencia;

(…)

Ahora bien, es importante señalar que el orden demo-
crático mexicano se sustenta en un sistema de pesos y
contra pesos, tanto contrapesos institucionales entre
los Poderes de la Unión, como contrapesos activados
por los ciudadanos por medio de mecanismos previs-
tos en nuestra Constitución General. Entre esos meca-
nismos, se encuentra el Juicio de Amparo, que se pro-
mueve en contra de actos de autoridad que violan
derechos humanos de los gobernados.

Para garantizar el derecho de acceso a la justicia, es
necesario que el proceso de designación y el nombra-
miento de la persona presidenta de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como el de cual-
quier otra designación de contrapesos constitucionales
que realicen el Ejecutivo y las Cámaras del Congreso,
puedan sujetarse a control constitucional. Ello, pues la
experiencia reciente ha demostrado que, sin control ju-
dicial sobre los nombramiento, el Ejecutivo Federal y
su mayoría legislativa pueden imponer a funcionarios
públicos sin experiencia, imparcialidad ni idoneidad
para ocupar sus puestos.

Respecto al fundamento constitucional que sustenta el
nombramiento del presidente de la CNDH, esta facul-
tad descansa en una facultad soberana del Poder Le-
gislativo, específicamente a la Cámara de Senadores
(y en sus recesos a la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión) para elegir mediante votación cali-
ficada al presidente de la CNDH, esto con fundamen-
to en el artículo 102, Apartado B, párrafos quinto y
sexto, constitucional.

Ahora bien, sin una justificación válida, este nombra-
miento, como otros, se ha considerado como un acto
discrecional y Soberano de la Cámara de Senadores,
que imposibilita que una persona, aun con un interés
legítimo pueda impugnar vía amparo indirecto el pro-
ceso de designación y nombramiento del titular de la
CNDH, pues se actualiza la causal de improcedencia
del artículo 61, fracción V, de la Ley de Amparo, refe-
rida.

Esta facultad soberana se ha interpretado indebida-
mente, en el sentido de que el presidente o las Cáma-
ras del Congreso pueden violar los procedimientos de
designación o el perfil requerido para ocupar el pues-
to con total impunidad. Sin embargo, algunos criterios
de nuestro Poder Judicial ya han interpretado, en algu-
nos casos, que algunos nombramientos sí pueden ser
sometidos a un control constitucional a través del jui-
cio de amparo. Como ejemplo de lo anterior, se trans-
criben las siguientes tesis:

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa. Atributos que
deben acreditarse para cumplir el principio de
idoneidad en su designación y ratificación. De la
interpretación sistemática y funcional de los crite-
rios sobre el nombramiento de los juzgadores, esta-
blecidos tanto por el Comité de Derechos Humanos
de la Organización de las Naciones Unidas, como
por la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos; así como de lo establecido en el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, los
artículos 73, fracción XXIX-H y 113 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
reformados mediante decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015 y 43
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa, se colige que para su designación y
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ratificación, los Magistrados especializados en ma-
teria de responsabilidades administrativas de dicho
órgano jurisdiccional deben cumplir con el princi-
pio de idoneidad, el cual comprende la acreditación
de cualidades especiales vinculadas con su calidad
ética, honorabilidad, alto sentido de responsabili-
dad, absoluta capacidad organizativa y ejecutiva,
amplios conocimientos y experiencia profesional en
las materias especializadas que deben aplicar en el
ejercicio de su función, es decir, sobre responsabili-
dades administrativas, combate de la corrupción en
el ámbito del Sistema Nacional Anticorrupción, fis-
calización y rendición de cuentas públicas, sistemas
de contabilidad gubernamental, licitaciones públi-
cas y adquisiciones del sector público, así como co-
nocimientos actualizados sobre los criterios juris-
prudenciales aplicables; además, tomando en
cuenta el alto nivel de sus encargos en el ámbito de
la justicia administrativa nacional, deben contar con
honestidad invulnerable, excelencia profesional, la-
boriosidad y organización. Atributos con los cuales
se integra el perfil de idoneidad, cuya observancia y
cumplimiento permite armonizar con los altos fines
del nuevo sistema constitucional de responsabilida-
des administrativas y combate a la corrupción esta-
blecido por el poder reformador de la Constitu-
ción”.11

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del tribunal fe-
deral de justicia administrativa. Su designación
y ratificación están sujetas al criterio de motiva-
ción reforzada. De la interpretación sistemática y
funcional de los criterios sobre el nombramiento de
los juzgadores, establecidos tanto por el Comité de
Derechos Humanos de la Organización de las Na-
ciones Unidas, como por la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos; así como de lo estableci-
do en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
políticos, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, los artículos 73, fracción XXIX-H y 113
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, reformados mediante decreto publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo
de 2015 y 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, se colige que la de-
signación y ratificación de los magistrados especia-
lizados en materia de responsabilidades
administrativas de dicho órgano jurisdiccional están
sujetas a una motivación reforzada, criterio desarro-

llado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
en principio, sobre actos o normas provenientes de
los Poderes Legislativos, proyectándose luego co-
mo canon de control constitucional sobre el resto de
las ramas del ordenamiento jurídico y, en particular,
sobre el control de las decisiones judiciales y admi-
nistrativas producidas en el contexto del orden so-
cial, por lo cual esa exigencia se ha desplazado a te-
mas como el nombramiento y ratificación de los
servidores públicos designados para integrar órga-
nos jurisdiccionales. Lo anterior es así, en atención
a la naturaleza de las funciones de los juzgadores
señalados y debido al interés de la sociedad en ge-
neral de que los tribunales se integren con las mejo-
res mujeres y hombres, con el perfil idóneo para
ejercer la función de impartición de justicia en el
marco del nuevo sistema de responsabilidades ad-
ministrativas y combate a la corrupción”.12

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del Tribunal Fe-
deral de Justicia Administrativa. Etapas del
procedimiento para su designación y ratifica-
ción. De la interpretación sistemática y funcional
de los artículos 73, fracción XXIX-H y 113 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, reformados mediante decreto publicado en
el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo de
2015 y 43 de la Ley Orgánica de Tribunal Federal
de Justicia Administrativa, se colige que el proceso
de designación y ratificación de los Magistrados
especializados en materia de responsabilidades ad-
ministrativas de dicho órgano jurisdiccional com-
prende las etapas siguientes: 1a. En ejercicio de su
facultad constitucional y legal, el Ejecutivo Federal
tiene plena libertad para nombrar a las personas
que considere reúnen las cualidades de idoneidad
necesarias para desempeñar el cargo; 2a. Presenta-
da su propuesta ante el Senado de la República o,
en sus recesos, ante la Comisión Permanente, el ór-
gano legislativo debe ponderar la idoneidad, tra-
yectoria profesional y académica de las personas
nombradas y llevar a cabo las comparecencias ne-
cesarias, observando los principios convencionales
y constitucionales aplicables; además, las comisio-
nes legislativas encargadas del dictamen corres-
pondiente pueden solicitar información a las auto-
ridades, relativas a antecedentes penales y
administrativos que consideren necesarios para
acreditar la idoneidad de los interesados; 3a. Reali-
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zados los actos conducentes y desahogadas las
comparecencias correspondientes, en caso de que
se ratifiquen todas las propuestas presentadas por
el Ejecutivo Federal, con ello culmina el proceso
de designación; 4a. En caso de que el órgano legis-
lativo rechace todas las propuestas, o algunas de
ellas, el presidente de la República debe iniciar
nuevamente el proceso indicado, para lo cual, en
ejercicio de su libre arbitrio, puede designar a cual-
quier hombre o mujer, con la precisión de que se
encuentra sujeto a la observancia de los principios
convencionales y constitucionales aplicables; ago-
tada esta fase, el Ejecutivo federal debe enviar nue-
vamente sus propuestas al Senado de la República
para su ratificación; 5a. Recibida la nueva pro-
puesta, el Legislativo debe seguir la secuela seña-
lada en la 2a. etapa y, en caso de ratificar las nue-
vas propuestas, concluye el proceso de
designación; y 6a. Si las rechaza en su totalidad o
algunas de ellas, se devuelven al Ejecutivo federal
a fin de que proceda a la designación y nombra-
miento definitivo correspondientes”.13

Por todo esto, con el ánimo de dotar a los ciudadanos
de ejercer su función de contrapeso en el proceso de
designación y nombramiento de la persona titular de la
CNDH por vía del amparo indirecto, se propone refor-
mar la fracción VII del artículo 61 de la Ley de Am-
paro, para quedar como sigue:

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente

(…)

VII. Contra las resoluciones o declaraciones del
Congreso Federal o de las Cámaras que lo constitu-
yen, de las Legislaturas de los Estados o de sus res-
pectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes,
en declaración de procedencia y en juicio político,
así como en elección, suspensión o remoción de
funcionarios en los casos en que las Constituciones
correspondientes les confieran la facultad de resol-
ver soberana o discrecionalmente, los cuales sólo
podrán impugnarse en caso de que se violen los pro-
cedimientos de designación o los requisitos para
ocupar los puestos establecidos en la Constitución
General o en las leyes aplicables;

(…)

III. Falta de autonomía, independencia e impar-
cialidad en la gestión de Rosario Piedra al frente
de la CNDH y renuncia a su función como vigi-
lante de violaciones de derechos humanos y con-
trapeso constitucional

Entre las problemáticas más relevantes suscitadas du-
rante la presidencia de Rosario Piedra Ibarra en la Co-
misión Nacional de los Derechos Humanos, destacan
las siguientes:14

• Protesta de asociaciones civiles y organizaciones
no gubernamentales

Distintas asociaciones civiles y organismos protectores
de derechos humanos en México, como el Centro
Prodh y Artículo 19, han señalado que la administra-
ción de Rosario Piedra se ha caracterizado desde su ini-
cio por ser más cercana al gobierno en turno que a víc-
timas de violaciones a derechos humanos en el país.15

La preocupación desde la sociedad civil y las organi-
zaciones protectoras de derechos humanos, alcanzó tal
magnitud, que en 2022 firmaron una carta dirigida al
Subcomité de Acreditación de la Alianza Global de
Instituciones Nacionales de Derechos Humanos para
la revisión de la acreditación clase A de la Institución
Nacional de Derechos Humanos de México al contra-
venir los Principios de París, bajo el señalamiento de
falta de imparcialidad del organismo ante la omisión
de respuesta a violaciones graves a derechos huma-
nos.16 Por estos posicionamientos, la CNDH a través
de comunicaciones oficiales ha declarado que asocia-
ciones civiles han intentado influir en medios de in-
formación para satisfacer necesidades particulares,
convenientes a determinados grupos de opinión o de
poder.17

Para 2024, más de 300 organizaciones y redes estata-
les, nacionales e internacionales de la sociedad civil,
agrupadas en el Colectivo Epumx, presentaron 18 in-
formes temáticos como insumos para el Cuarto Exa-
men Periódico Universal (EPU) de México ante el
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das. Todas ellas han concluido que existe en un retro-
ceso significativo en la materia, subrayando las pro-
blemáticas ante las cuales la CNDH ha sido incapaz de
pronunciarse como debilitamiento de mecanismos, ór-
ganos autónomos y desconcentrados, militarización,
feminicidios y desapariciones.18
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• Criminalización de mujeres y del movimiento fe-
minista, insensibilización ante crímenes contra mu-
jeres

En septiembre de 2020, familiares de víctimas y acti-
vistas feministas tomaron las instalaciones de la CNDH
ubicadas en la calle de República de Cuba, de la Ciudad
de México, en protesta para exigir justicia ante casos de
feminicidio y por la violencia contra las mujeres en el
país. Posteriormente, en 2022, la policía de Ciudad de
México realizó un operativo y desalojó el “Okupa Cu-
ba”, deteniendo y encarcelando a las activistas Karla,
Magda y Arely, por supuesto robo y daño a la propie-
dad. Pese a que se les absolvió de los cargos, señalaron
que sufrieron hostigamiento judicial en su contra, pues
también se les acusó de desaparecer expedientes, situa-
ción por la cual aún temen que haya represalias.

Otro de los casos más relevantes es el de Flora Marce-
lo, madre de una adolescente víctima de feminicidio,
quien se mantuvo protestando a las afueras de la
CNDH exigiendo justicia. Por esa razón, fue notifica-
da de una denuncia en su contra por realizar pintas en
una pared del edificio de la comisión.

• Acciones jurídicas contra castigo a deudores ali-
mentarios en Yucatán

En 2022, la CNDH presentó acción de inconstitucio-
nalidad contra la “Ley 3 de 3 contra la violencia”, que
impedía a deudores alimentarios ocupar cargos políti-
cos en Yucatán. El argumento del organismo era que
esta legislación vulneraba los derechos humanos de
los deudores alimentarios. Ante esta situación colecti-
vos feministas exigieron la renuncia de Rosario Pie-
dra, ante una evidente violación a los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes que no reciben pensión
alimentaria de padres morosos. Dicha acción era con-
traria el principio de progresividad, de sectores vulne-
rados, así como la perspectiva de género, del interés
superior de las niñas, niños y adolescentes y de la pers-
pectiva de niñez y adolescencia. En última instancia,
fue desechada por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

• Ocultamiento de violaciones graves a personas
migrantes

Entre 2019 y 2020, la CNDH elaboró 32 documentos
con testimonios que narraban torturas, amputaciones,

violaciones y asesinatos de personas migrantes. De
acuerdo con víctimas, en estos abusos estuvieron in-
volucrados integrantes del crimen organizado y fun-
cionarios estatales y federales de la policía. Los testi-
monios fueron tomados por la propia CNDH en
estaciones migratorias, estancias de detención y en 12
albergues de la sociedad civil en el norte, centro y sur
del país. En febrero 2020, Médicos sin Fronteras in-
formó del secuestro de 11 jóvenes hondureños que
fueron agredidos “física y sexualmente” en Tabasco.

A pesar de la documentación de estos casos, la CNDH
mantuvo oculta la información sin dar a conocer pú-
blicamente las violaciones a través de comunicados,
recomendaciones ni informes especiales. Por el con-
trario, la CNDH clasificó como información “reserva-
da” los testimonios, alegando riesgo a la vida de los
migrantes, pese a que esos testimonios eran anóni-
mos.19 El 30 de diciembre de 2023, un grupo de 31 mi-
grantes fue secuestrado por un contingente armado en
una carretera de Tamaulipas. Sin embargo, la CNDH
ha permanecido sin pronunciamiento. Estos casos de-
muestran claramente que la Comisión ha callado ante
la crisis migratoria que enfrenta el país y ha solapado
el fracaso de la política migratoria del gobierno actual.

En este mismo sentido, en 2023, el Instituto Federal de
la Defensoría Pública órgano del Poder Judicial de la
Federación demandó a Rosario Piedra por la falta de
agua en un centro de migrantes en Guadalupe Nuevo
León. El Instituto acusó a la Comisión de ser omisa en
la prevención de tratos crueles, inhumanos y degra-
dantes cometidos por autoridades en estaciones migra-
torias y de omitir llevar a cabo visitas de inspección en
dichos centros para evaluar sus condiciones, en su ca-
rácter de presidenta del Comité Técnico del Mecanis-
mo Nacional de Prevención de la Tortura.20

• Falta de enfoque de esfuerzos en temas priorita-
rios y de importancia nacional

En casos específicos de desaparición, la CNDH sólo
ha emitido dos recomendaciones por desapariciones
forzadas responsabilidad de la Guardia Nacional ocu-
rridas en este sexenio, a pesar de que se han documen-
tado muchos más casos de desaparición forzada por
parte de dicha institución.21

La renuencia de criticar las directrices donde el go-
bierno actual ha sido carente y tiene responsabili-
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dad, solo ha contribuido al ocultamiento de los abu-
sos del poder. Su nulo pronunciamiento sobre temas
de relevancia nacional, como la desaparición forza-
da, tortura, militarización de la seguridad, crisis mi-
grante y carencia de insumos médicos, vuelve a la
Comisión cómplice de la violación a derechos en
estos rubros.

• Esfuerzos en investigar actos y hechos del pasado,
más que problemáticas actuales

Bajo la constante apariencia de que se está trabajando
y entregando resultados, la CNDH ha concentrado
más esfuerzos en analizar sucesos de administraciones
pasadas que los ocurridos en la administración del pre-
sidente Andrés Manuel López Obrador. Por ejemplo,
dirigió a la Secretaría de Seguridad Pública Ciudadana
22 recomendaciones en 2023, de las que 12 eran con-
tra la extinta Policía Federal por hechos ocurridos en
otros sexenios.

De acuerdo con el Centro Prodh de las recomendacio-
nes totales emitidas por la CNDH en 2022, 151 atien-
den a hechos ocurridos durante el sexenio en curso y
64 a hechos que sucedieron antes del 1 de diciembre
de 2018. Respecto a temas de seguridad y justicia, son
más las recomendaciones emitidas sobre eventos ocu-
rridos en sexenios previos. Por ejemplo, la CNDH di-
rigió 10 recomendaciones a la Secretaría de Seguridad
y Protección Ciudadana, 8 relativas a hechos de sexe-
nios pasados.

En las recomendaciones por violaciones graves en
2022, las autoridades a que la CNDH dirigió mayor
cantidad fueron la Sedena (8), FGR (7), GN (5) y Se-
mar (5). De esas 25 recomendaciones, 17 correspondí-
an a eventos antes del 1 de diciembre de 2018.

Respecto a las acciones de inconstitucionalidad de
2022, la mayoría de las acciones fueron en el ámbito
estatal y referentes a cobros de servicios municipales,
solamente una acción se relacionó con la impugnación
de leyes federales por la falta de consulta previa de la
Ley Federal de Protección del Patrimonio Cultural de
los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexica-
nas. Esto demuestra que la Comisión ha renunciado a
su papel de actuar como contrapeso de las leyes im-
pulsada por el presidente de la República y su mayoría
en el Congreso de la Unión.

• Evidencias de personal no calificado

El portal informativo Latinus expuso en 2023 que más
de 200 funcionarios de la Comisión Nacional de los
Derechos Humanos no cumplen con la escolaridad o la
experiencia para desempeñar el cargo que ocupan,
pues conforme a la ley los visitadores generales por
ejemplo necesitan título en Derecho y, al menos, tres
años de ejercicio profesional.22

Uno de estos casos es el del segundo visitador general
de la CNDH, Omar Pasarán Nieto, quien fue nombra-
do a pesar de no contar con experiencia laboral como
abogado ni como defensor de víctimas sino como jefe
de tornero y soldador. La CNDH se ha encargado que
Pasarán Nieto mantenga un perfil bajo, pues tras una
solicitud de transparencia clasificó como confidencial
la fotografía y declaración patrimonial del servidor
público.

De acuerdo con el Órgano Interno de Control de la
CNDH, 106 personas en la institución no cuentan con
la escolaridad o experiencia para desempeñar sus
puestos, además hay más de 110 servidores dentro de
la institución que tienen parentesco, 47 con hermanos
que laboran en la Comisión, 44 con parejas y 19 con
hijos, lo que representa conflicto de intereses, tráfico
de influencias y nepotismo.23

• Defensa del Ejército y Fuerzas Armadas

Ante problemáticas del ámbito nacional como la mili-
tarización, la CNDH omitió impugnar las reformas a la
Ley de la Guardia Nacional por su adscripción a la Se-
dena, en cambio sí se ha pronunciado sobre temas
electorales que son de relevancia para el presidente. La
presidenta del organismo, Rosario Piedra, ha defendi-
do la política de seguridad del presidente López Obra-
dor asegurando que México no vive un conflicto ar-
mado interno como lo ha señalado la Oficina en
México del Alto Comisionado de la ONU para los De-
rechos Humanos justificando el despliegue de la Guar-
dia Nacional en labores de seguridad pública.24

La CNDH concluyó en abril 2023 una queja, en la cual
solapó a la Secretaría de la Defensa Nacional (Sedena)
por espiar al defensor y activista Raymundo Ramos
Vázquez con el spyware Pegasus. En su informe, la
Comisión solo tomó en cuenta lo manifestado por la
Sedena y desestimó los elementos de prueba aportados
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por el defensor a la investigación. Entre dichas prue-
bas, se encontraba el peritaje de sus aparatos de tele-
fonía realizado por Citizen Lab, de la Universidad de
Toronto el cual confirmo las sospechas de que era víc-
tima de espionaje.25

La Red en Defensa de los Derechos Digitales ha ex-
plicado que México es el cliente del software espía Pe-
gasus, de acuerdo con datos revelados por The New

York Times, se ha detallado que se espía a la organiza-
ción de derechos humanos más reconocida del país en
acompañamiento de víctimas y a las familias de los 43
estudiantes de Ayotzinapa.26

En comparecencia ante el Senado, Rosario Piedra27

defendió a las Fuerzas Armadas y la estrategia de se-
guridad del gobierno argumentando una reducción de
violaciones a derechos humanos. Así mismo, median-
te comunicados oficiales se ha pronunciado en favor
de la Reforma Electoral del presidente y de la elimi-
nación de los privilegios del Instituto Nacional Electo-
ral (INE).28

• Señalamientos de obstaculizar la labor de los de-
rechos humanos

En octubre 2023, todos los integrantes del Consejo
Consultivo de la CNDH dieron a conocer su renuncia
unánime, a través de una carta dirigida a la presidenta
de la Mesa Directiva del Senado de la República y a la
presidenta de la Comisión de Derechos Humanos. Es-
to debido a la obstaculización de su labor en favor de
los derechos humanos, al ser ignorados, amenazados y
calumniados no solo en el ámbito laboral sino también
en redes sociales.

En su carta denunciaron la existencia de diversas arbi-
trariedades en los procedimientos de la Comisión;
conflictos de intereses en la contratación de personal
de la Comisión, donde se designó a personas cercanas
a Rosario Piedra que no cuentan con los requisitos pa-
ra ocupar sus puestos, así como la omisión de emitir
recomendaciones generales y posicionamientos públi-
cos sobre derechos humanos de interés nacional.29

V. Una visión sobre cómo se debe presidir la om-
budsperson

El ombudsman o ombudsperson como se conoce más
recientemente, es una institución que protege a las per-

sonas contra los abusos o actos arbitrarios de la admi-
nistración pública, que pueden afectar sus derechos y
garantías fundamentales. Desde su origen, esta figura
ha ido evolucionando en beneficio de la vigilancia y
respeto de los derechos humanos. En este sentido, el
Instituto Interamericano de Derechos Humanos desta-
ca los siguientes antecedentes:

• En Grecia se conformaba por un conjunto de fun-
cionarios que se dedicaban a controlar a los fun-
cionarios de gobierno y las actividades municipales,
entre los años 700 y 500 de nuestra era.

• Durante la República Romana surge una institu-
ción en defensa de los derechos fundamentales, co-
nocida como tribuni plebis. Los tribuni plebis, o
magistrados plebeyos, surgieron alrededor del año
509 de nuestra era.

• En Venecia en el siglo XV, el Consejo de los Diez
controló los excesos burocráticos de la ciudad.30

Con esto, se establece que desde sus orígenes el fun-
cionamiento del Ombudsperson se ha basado en una
figura integrada por un conjunto de personas para el
mejor desempeño de sus labores y no solo como una
institución de la que emanan decisiones unipersonales.
Así, de acuerdo con los Principios relativos al estatuto
de las Instituciones Nacionales (Principios de París),
una serie de estándares internacionales que enmarcan
y guían el trabajo de las instituciones nacionales de de-
rechos humanos, se dispone lo siguiente:

Composición y garantías de independencia y
pluralismo

1. La composición de la institución nacional y el
nombramiento de sus miembros, por vía de elec-
ción o de otro modo, deberán ajustarse a un proce-
dimiento que ofrezca todas las garantías necesarias
para asegurar la representación pluralista de las
fuerzas sociales (de la sociedad civil) interesadas
en la promoción y protección de los derechos hu-
manos, en particular mediante facultades que per-
mitan lograr la cooperación eficaz o la participa-
ción de los representantes de:

a) las organizaciones no gubernamentales com-
petentes en la esfera de los derechos humanos y la
lucha contra la discriminación racial, los sindica-
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tos, las organizaciones socio-profesionales intere-
sadas, en particular juristas, médicos, periodistas
y personalidades científicas;

b) las corrientes de pensamiento filosófico y reli-
gioso;

c) los universitarios y especialistas calificados;

d) el Parlamento;

e) las administraciones (de incluirse, los represen-
tantes de las administraciones sólo participarán en
los debates a título consultivo).

[Énfasis añadido]

De acuerdo con estos principios, la composición de las
instituciones nacionales de derechos humanos debe in-
tegrarse por miembros que representen pluralmente a
las fuerzas sociales esto con el objetivo de alcanzar
una cooperación y la participación de representantes
de organizaciones no gubernamentales, juristas, perio-
distas, comunidad científica, formas de pensar, univer-
sitarios y especialistas. Esta formación plural ayuda al
fortalecimiento de la independencia con la que actúan
estas instituciones y las decisiones tomadas frente a las
arbitrariedades.

V. Propuesta de reforma

Derivado de lo anterior se propone reformar la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pa-
ra quedar como sigue:

Por lo expuesto someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos

Único. Se reforma el artículo 102, Apartados A y B,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 102.

A.

(…)

Para que una persona pueda ser titular de la Fiscalía
General de la República se requiere: ser ciudadana
mexicana por nacimiento, en ejercicio de sus dere-
chos; tener cuando menos treinta y cinco años cumpli-
dos el día de la designación; contar, con antigüedad
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mínima de diez años, con título profesional de licen-
ciatura en derecho; no haber militado en un partido po-
lítico por al menos tres años antes de su designación,
gozar de buena reputación, y no haber sido condenada
por la comisión de delito doloso.

(…)

B. El Congreso de la Unión y las legislaturas de las en-
tidades federativas, en el ámbito de sus respectivas
competencias, establecerán organismos de protección
de los derechos humanos que ampara el orden jurídico
mexicano, los que conocerán de quejas en contra de
actos u omisiones de naturaleza administrativa prove-
nientes de cualquier autoridad o servidor público, con
excepción de los del Poder Judicial de la Federación,
que violen estos derechos.

Los organismos a que se refiere el párrafo anterior,
formularán recomendaciones públicas, no vinculato-
rias, denuncias y quejas ante las autoridades respec-
tivas. Todo servidor público está obligado a respon-
der las recomendaciones que les presenten estos
organismos. Cuando las recomendaciones emitidas
no sean aceptadas o cumplidas por las autoridades o
servidores públicos, éstos deberán fundar, motivar y
hacer pública su negativa; además, la Cámara de Se-
nadores o en sus recesos la Comisión Permanente, o
las legislaturas de las entidades federativas, según
corresponda, podrán llamar, a solicitud de estos orga-
nismos, a las autoridades o servidores públicos res-
ponsables para que comparezcan ante dichos órganos
legislativos, a efecto de que expliquen el motivo de
su negativa.

El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos, quien lo será también del Consejo
Consultivo, será elegido en los mismos términos del
párrafo anterior. Durará en su encargo cinco años, po-
drá ser reelecto por una sola vez y sólo podrá ser re-
movido de sus funciones en los términos del título
cuarto de esta Constitución.

El presidente de la comisión deberá someter a la apro-
bación del Consejo Consultivo el presupuesto anual de
la comisión. El Consejo Consultivo estará facultado
para solicitar que el presidente de la Comisión rinda
cuentas sobre asuntos específicos y podrá emitir reco-
mendaciones vinculantes para la presidencia, para
efecto de que interponga acciones de inconstituciona-

lidad y otras recursos legales para la protección de los
derechos humanos.

(…)

El presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos presentará anualmente al Consejo Con-
sultivo un informe de actividades, el cual será presen-
tado posteriormente ante los Poderes de la Unión. Al
efecto comparecerá ante las Cámaras del Congreso en
los términos que disponga la ley.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Dentro de los 180 días naturales siguientes
a su entrada en vigor, el Congreso de la Unión y las le-
gislaturas de las entidades federativas deberán ajustar
sus Constituciones y demás legislación aplicable, a fin
de dar cumplimiento al presente decreto.
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Sede de la Comisión Permanente, 
a 24 de enero de 2024.

Senadora Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

Diputado Braulio López Ochoa Mijares (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 61 DE LA LEY DE

AMPARO, REGLAMENTARIA DE LOS ARTÍCULOS 103 Y 107
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, EN MATERIA DE IMPUGNACIÓN A TRAVÉS

DEL JUICIO DE AMPARO A LA DESIGNACIÓN ILEGAL DE

SERVIDORES PÚBLICOS, A CARGO DE LA SENADORA LAU-
RA IRAÍS BALLESTEROS MANCILLA Y DEL DIPUTADO

BRAULIO LÓPEZ OCHOA MIJARES, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DE MOVIMIENTO CIUDADANO

La senadora Laura Iraís Ballesteros Mancilla y el di-
putado Braulio López Ochoa Mijares, integrantes del
Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 78, pá-
rrafo segundo, fracción III, de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; 116 y 122, numeral
1, de la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General
de los Estados Unidos Mexicanos, someten a la consi-
deración de la Comisión Permanente iniciativa con
proyecto de decreto que reforma diversas disposicio-
nes de la Ley de Amparo, a fin de permitir que se im-
pugne a través del juicio de garantías la designación
ilegal de servidores públicos.

Exposición de Motivos

En la presente iniciativa, se hace una propuesta de re-
forma a la Constitución Política de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos, así como las
Leyes de la Comisión Nacional de los Derechos Hu-
manos (CNDH), y de Amparo, a fin de garantizar la
autonomía de la CNDH y la idoneidad de su presiden-
ta. Dicha propuesta está motivada por el hecho de que
el diseño institucional actual de la comisión ha fallado
en garantizar que dicha institución funcione adecuada-
mente, como se mostrará en la presente exposición de
motivos. 

La CNDH tiene como objeto fundamental la protec-
ción, observancia, promoción, estudio y divulgación
de los derechos humanos en el orden jurídico nacional,
así como conocer de quejas relacionadas con presun-
tas violaciones a los derechos humanos imputadas a
autoridades y servidores públicos de carácter federal,
con excepción del Poder Judicial de la Federación. En
ese sentido, la CNDH es la principal ombudsperson

del Estado mexicano, encargada de vigilar, documen-
tar y combatir violaciones de derechos humanos.
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Por otro lado, la Comisión también actúa como un
contrapeso constitucional de los demás poderes del
Estado, al estar dotada de autonomía constitucional y
habilitada para presentar acciones de inconstituciona-
lidad y controversias constitucionales en contra de le-
yes y actos que resulten violatorios de derechos huma-
nos. Así, la comisión debería tener un doble papel,
como vigilante y como contrapeso de las violaciones
de derechos humanos.1

Sin embargo, como se mostrará más adelante, existen
deficiencias en el diseño institucional de la CNDH
que han impedido que esta institución actúe con total
autonomía e independencia desde su creación. Estos
defectos se han visto agravados tras la designación
ilegal de la nueva presidenta de la Comisión, Rosario
Piedra Ibarra. Como se mostrará a continuación, su
falta de imparcialidad y autonomía ha tenido efectos
nocivos para el funcionamiento de la Comisión, la
cual se ha dedicado a promover intereses partidistas,
solapar violaciones de derechos humanos e invisibi-
lizar a las víctimas. Así, con el objetivo de cuidar al
presidente de la República, la CNDH ha dejado en
segundo plano la defensa y protección de los dere-
chos del pueblo. 

A continuación, se hace una recapitulación de estos
problemas, para después hacer una propuesta de refor-
ma que permita garantizar la autonomía, independen-
cia y eficacia de la CNDH.

I Designación ilegal de la presidenta de la CNDH

Como se mostrará en el presente apartado, la elec-
ción de la actual presidenta de la CNDH, Rosario
Piedra Ibarra, violó el procedimiento legal que le es
aplicable. En ese sentido, el 30 de octubre de 2019, la
Mesa Directiva del Senado de la República emitió el
“Acuerdo de la Mesa Directiva por el que se estable-
ce el procedimiento para la elección de la presidenta
o el presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos”. En dicho Acuerdo, se determinó que
la elección de la presidenta de la CNDH se haría por
cédula y que, en caso de no reunirse la mayoría re-
querida en la primera votación, se realizaría una se-
gunda votación de manera inmediata. Por su parte, si
en ese momento no se reunía el voto de las dos ter-
ceras partes de miembros presentes, se haría una ter-
cera votación en la sesión plenaria siguiente. En caso
de que en la tercera votación no se reuniera la mayo-

ría calificada requerida, el dictamen se devolvería a
las Comisiones Unidas de Derechos Humanos, y de
Justicia.2

El referido acuerdo violaba lo establecido en el artícu-
lo 10 Ter de la Ley de la CNDH, pues éste prevé que
debía integrarse una nueva terna en cada votación re-
chazada.3 Sin embargo, se permitió presentar la misma
terna tres veces. Con ello, Rosario Piedra Ibarra pudo
participar tres veces en las votaciones, excluyendo a
otros 54 candidatos que buscaban el puesto.4

Ahora bien, en sesión del 7 de noviembre de 2019, se
realizó la tercera votación de la terna para la Presiden-
cia de la Comisión Nacional de Derechos Humanos,
con la presencia de 118 senadores y senadoras (57 de
Morena, 22 del PAN, 13 del PRI, 7 de Movimiento
Ciudadano, 3 del PRD, 5 del PT, 4 del PES, 7 del
PVEM, y 1 Senador sin Grupo Parlamentario).5 Sin
embargo, la Mesa Directiva sólo contó 114 votos, 76
de los cuales fueron para Rosario Ibarra. Esta cifra no
representaba las dos terceras partes de los 118 presen-
tes, requisito constitucional para la elección de presi-
dente de la CNDH. Así, la Mesa Directiva del Senado
borró a 4 legisladores arbitrariamente para el conteo
de la mayoría necesitada y otorgó una mayoría ficticia
a Rosario Robles Ibarra.6 Posteriormente, el 12 de no-
viembre de 2019, María Rosario Piedra Ibarra tomó
protesta como presidenta supuestamente electa de la
CNDH.7

Rosario Piedra jamás debió contender por el cargo de
presidenta de la CNDH, pues fue militante del partido
político de Morena un año antes de ser elegida. Hasta
el 24 de octubre de 2019 (un mes antes de su designa-
ción), Piedra aparecía como integrante del Consejo
Nacional de este partido.8 Pese a ello, presentó un do-
cumento ante el Senado en el cual manifestó, bajo pro-
testa de decir verdad, que no se había desempeñado
como militante de un partido en el año previo a su
elección. Esto viola el artículo 9 la Ley de la Comisión
Nacional de los Derechos Humanos, el cual establece
lo siguiente:

Artículo 9o. El presidente de la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos deberá reunir para su
elección los siguientes requisitos: 

(…)
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IV. No desempeñar, ni haber desempeñado cargo de
dirección nacional o estatal, en algún partido políti-
co en el año anterior a su designación;

(…)

En ese sentido, Piedra Ibarra declaró falsamente y
presentó un documento apócrifo, bajo protesta de
decir verdad ante el Senado. Así, podría haber co-
metido el delito de falsificación de documentos,
previsto en el Código Penal Federal.9

Situación que incluso estuvo sujeta a advertencia in-
ternacional, pues el Subcomité de Acreditaciones de la
Alianza Global de Instituciones Nacionales de Dere-
chos Humanos determinó en 2021 iniciar una revisión
especial de la situación de la CNDH por conflicto de
intereses en el nombramiento de Piedra Ibarra.10

II. Improcedencia de amparos contra la designa-
ción de la presidenta de la CNDH

En la sesión ordinaria del Pleno de la Segunda Sala de
la Suprema Corte de Justicia de la Nación celebrada el
3 de marzo de 2021, se resolvió el recurso de queja
96/2020 promovida por diversos Senadores del Grupo
Parlamentario del Partido Acción Nacional en contra
de los siguientes actos, relacionados con el proceso de
nombramiento de la presidenta de la CNDH:

1. Contra la Mesa Directiva del Senado de la Repu-
blica y su presidenta, por omitir implantar el proce-
dimiento innominado para permitir el desahogo de
pruebas, formular alegatos y abordar el fondo de la
cuestión relacionada con los vicios en el proceso de
elección de la titular de la CNDH para el periodo
2019-2024.

2. En contra de la Mesa Directiva, su presidenta y la
mayoría de los senadores por restringir loa derechos
humanos constitucionales y convencionales de vo-
tar en el nuevo procedimiento de designación del
presidente de la Comisión Nacional de los Dere-
chos Humanos para el periodo 2019-2024, así como
de participación política.

3. Por no reunirse la mayoría requerida por el artí-
culo 102, inciso B, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en la designación de un
nuevo titular de la CNDH.

Ante estos argumentos, la Segunda Sala de la Suprema
Corte de Justicia de la Nación resolvió por unanimidad
de cinco votos declarar infundado el recurso de queja
promovido por los senadores del Partido Acción Na-
cional pues considero que no existía una afectación re-
al en la esfera jurídica de los promoventes, ya que se
actualizaba la causa de improcedencia prevista en el
artículo 61, fracción XII, de la Ley de Amparo, el cual
establece:

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente

(…)

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurí-
dicos o legítimos del quejoso, en los términos esta-
blecidos en la fracción I del artículo 5o. de la pre-
sente ley, y contra normas generales que requieran
de un acto de aplicación posterior al inicio de su vi-
gencia;

(…)

Ahora bien, es importante señalar que el orden demo-
crático mexicano se sustenta en un sistema de pesos y
contra pesos, tanto contrapesos institucionales entre
los Poderes de la Unión, como contrapesos activados
por los ciudadanos por medio de mecanismos previs-
tos en nuestra Constitución General. Entre esos meca-
nismos, se encuentra el Juicio de Amparo, que se pro-
mueve en contra de actos de autoridad que violan
derechos humanos de los gobernados.

Para garantizar el derecho de acceso a la justicia, es
necesario que el proceso de designación y el nombra-
miento de la persona presidenta de la Comisión Na-
cional de los Derechos Humanos, así como el de cual-
quier otra designación de contrapesos constitucionales
que realicen el Ejecutivo y las Cámaras del Congreso,
puedan sujetarse a control constitucional. Ello, pues la
experiencia reciente ha demostrado que, sin control ju-
dicial sobre los nombramiento, el Ejecutivo federal y
su mayoría legislativa pueden imponer a funcionarios
públicos sin experiencia, imparcialidad ni idoneidad
para ocupar sus puestos.

Respecto al fundamento constitucional que sustenta el
nombramiento del presidente de la CNDH, esta facul-
tad descansa en una facultad soberana del Poder Le-
gislativo, específicamente a la Cámara de Senadores
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(y en sus recesos a la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión) para elegir mediante votación cali-
ficada al Presidente de la CNDH; esto, con fundamen-
to en el artículo 102, Apartado B, párrafos quinto y
sexto, constitucional.

Ahora bien, sin una justificación válida, este nombra-
miento, como otros, se ha considerado como un acto
discrecional y Soberano de la Cámara de Senadores,
que imposibilita que una persona, aun con un interés
legítimo pueda impugnar vía amparo indirecto el pro-
ceso de designación y nombramiento del titular de la
CNDH, pues se actualiza la causal de improcedencia
del artículo 61 fracción V. de la Ley de Amparo, refe-
rida anteriormente.

Esta facultad soberana se ha interpretado indebida-
mente, en el sentido de que el presidente o las Cáma-
ras del Congreso pueden violar los procedimientos de
designación o el perfil requerido para ocupar el pues-
to con total impunidad. Sin embargo, algunos criterios
de nuestro Poder Judicial ya han interpretado, en algu-
nos casos, que algunos nombramientos sí pueden ser
sometidos a un control constitucional a través del jui-
cio de amparo. Como ejemplo de lo anterior, se trans-
criben las siguientes tesis:

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del tribunal fe-
deral de justicia administrativa. Atributos que
deben acreditarse para cumplir con el principio
de idoneidad en su designación y ratificación. De
la interpretación sistemática y funcional de los cri-
terios sobre el nombramiento de los juzgadores, es-
tablecidos tanto por el Comité de Derechos Huma-
nos de la Organización de las Naciones Unidas,
como por la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos; así como de lo establecido en el Pacto In-
ternacional de Derechos Civiles y Políticos, la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, los
artículos 73, fracción XXIX-H y 113 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
reformados mediante decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015 y 43
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa, se colige que para su designación y
ratificación, los Magistrados especializados en ma-
teria de responsabilidades administrativas de dicho
órgano jurisdiccional deben cumplir con el princi-
pio de idoneidad, el cual comprende la acreditación

de cualidades especiales vinculadas con su calidad
ética, honorabilidad, alto sentido de responsabili-
dad, absoluta capacidad organizativa y ejecutiva,
amplios conocimientos y experiencia profesional en
las materias especializadas que deben aplicar en el
ejercicio de su función, es decir, sobre responsabili-
dades administrativas, combate a la corrupción en
el ámbito del Sistema Nacional Anticorrupción, fis-
calización y rendición de cuentas públicas, sistemas
de contabilidad gubernamental, licitaciones públi-
cas y adquisiciones del sector público, así como co-
nocimientos actualizados sobre los criterios juris-
prudenciales aplicables; además, tomando en
cuenta el alto nivel de sus encargos en el ámbito de
la justicia administrativa nacional, deben contar con
honestidad invulnerable, excelencia profesional, la-
boriosidad y organización. Atributos con los cuales
se integra el perfil de idoneidad, cuya observancia y
cumplimiento permite armonizar con los altos fines
del nuevo sistema constitucional de responsabilida-
des administrativas y combate de la corrupción es-
tablecido por el poder reformador de la Constitu-
ción.11

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del tribunal fe-
deral de justicia administrativa. Su designación
y ratificación están sujetas al criterio de motiva-
ción reforzada. De la interpretación sistemática y
funcional de los criterios sobre el nombramiento de
los juzgadores, establecidos tanto por el Comité de
Derechos Humanos de la Organización de las Na-
ciones Unidas, como por la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos; así como de lo estableci-
do en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y
políticos, la Convención Americana sobre Derechos
Humanos, los artículos 73, fracción XXIX-H y 113
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, reformados mediante decreto publicado
en el Diario Oficial de la Federación el 27 de mayo
de 2015 y 43 de la Ley Orgánica del Tribunal Fede-
ral de Justicia Administrativa, se colige que la de-
signación y ratificación de los Magistrados especia-
lizados en materia de responsabilidades
administrativas de dicho órgano jurisdiccional están
sujetas a una motivación reforzada, criterio desarro-
llado por la Suprema Corte de Justicia de la Nación,
en principio, sobre actos o normas provenientes de
los Poderes Legislativos, proyectándose luego co-
mo canon de control constitucional sobre el resto de
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las ramas del ordenamiento jurídico y, en particular,
sobre el control de las decisiones judiciales y admi-
nistrativas producidas en el contexto del orden so-
cial, por lo cual esa exigencia se ha desplazado a te-
mas como el nombramiento y ratificación de los
servidores públicos designados para integrar órga-
nos jurisdiccionales. Lo anterior es así en atención
de la naturaleza de las funciones de los juzgadores
señalados y debido al interés de la sociedad en ge-
neral de que los tribunales se integren con las mejo-
res mujeres y hombres, con el perfil idóneo para
ejercer la función de impartición de justicia en el
marco del nuevo sistema de responsabilidades ad-
ministrativas y combate de la corrupción.12

Magistrados especializados en materia de res-
ponsabilidades administrativas del tribunal fe-
deral de justicia administrativa. Etapas del pro-
cedimiento para su designación y ratificación.
De la interpretación sistemática y funcional de los
artículos 73, fracción XXIX-H y 113 de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
reformados mediante decreto publicado en el Diario
Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015 y 43
de la Ley Orgánica de Tribunal Federal de Justicia
Administrativa, se colige que el proceso de desig-
nación y ratificación de los Magistrados especiali-
zados en materia de responsabilidades administrati-
vas de dicho órgano jurisdiccional comprende las
etapas siguientes: 1a. En ejercicio de su facultad
constitucional y legal, el Ejecutivo federal tiene ple-
na libertad para nombrar a las personas que consi-
dere reúnen las cualidades de idoneidad necesarias
para desempeñar el cargo; 2a. Presentada su pro-
puesta ante el Senado de la República o, en sus re-
cesos, ante la Comisión Permanente, el órgano le-
gislativo debe ponderar la idoneidad, trayectoria
profesional y académica de las personas nombradas
y llevar a cabo las comparecencias necesarias, ob-
servando los principios convencionales y constitu-
cionales aplicables; además, las comisiones legisla-
tivas encargadas del dictamen correspondiente
pueden solicitar información a las autoridades, rela-
tivas a antecedentes penales y administrativos que
consideren necesarios para acreditar la idoneidad de
los interesados; 3a. Realizados los actos conducen-
tes y desahogadas las comparecencias correspon-
dientes, en caso de que se ratifiquen todas las pro-
puestas presentadas por el Ejecutivo federal, con
ello culmina el proceso de designación; 4a. En caso

de que el órgano legislativo rechace todas las pro-
puestas, o algunas de ellas, el presidente de la Re-
pública debe iniciar nuevamente el proceso indica-
do, para lo cual, en ejercicio de su libre arbitrio,
puede designar a cualquier hombre o mujer, con la
precisión de que se encuentra sujeto a la observan-
cia de los principios convencionales y constitucio-
nales aplicables; agotada esta fase, el Ejecutivo Fe-
deral debe enviar nuevamente sus propuestas al
Senado de la República para su ratificación; 5a. Re-
cibida la nueva propuesta, el Legislativo debe se-
guir la secuela señalada en la 2a. etapa y, en caso de
ratificar las nuevas propuestas, concluye el proceso
de designación; y, 6a. Si las rechaza en su totalidad
o algunas de ellas, se devuelven al Ejecutivo fede-
ral a fin de que proceda a la designación y nombra-
miento definitivo correspondientes.13

Por todo esto, con el ánimo de dotar a los ciudadanos
de ejercer su función de contrapeso en el proceso de
designación y nombramiento de la persona titular de la
CNDH por vía del amparo indirecto, se propone refor-
mar la fracción VII del artículo 61 de la Ley de ampa-
ro para quedar como sigue:

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente

(…)

VII. Contra las resoluciones o declaraciones del
Congreso Federal o de las Cámaras que lo constitu-
yen, de las Legislaturas de los Estados o de sus res-
pectivas Comisiones o Diputaciones Permanentes,
en declaración de procedencia y en juicio político,
así como en elección, suspensión o remoción de
funcionarios en los casos en que las Constituciones
correspondientes les confieran la facultad de resol-
ver soberana o discrecionalmente, los cuales sólo
podrán impugnarse en caso de que se violen los pro-
cedimientos de designación o los requisitos para
ocupar los puestos establecidos en la Constitución
General o en las leyes aplicables;

(…)

III) Falta de autonomía, independencia e impar-
cialidad en la gestión de Rosario Piedra al frente
de la CNDH y renuncia a su función como vigi-
lante de violaciones de derechos humanos y con-
trapeso constitucional
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Dentro de las problemáticas más relevantes que se han
suscitado durante la presidencia de Rosario Piedra Iba-
rra en la Comisión Nacional de los Derechos Huma-
nos, destacan las siguientes:14

• Protesta de asociaciones civiles y organizaciones
no gubernamentales

Asociaciones civiles y organismos protectores de de-
rechos humanos en México como el Centro Prodh y
Artículo 19 han señalado que la administración de Ro-
sario Piedra se ha caracterizado desde su inicio por ser
más cercana al gobierno en turno que a víctimas de
violaciones de derechos humanos en el país.15

La preocupación desde la sociedad civil y las organiza-
ciones protectoras de derechos humanos, alcanzó tal
magnitud, que en 2022 firmaron una carta dirigida al
Subcomité de Acreditación de la Alianza Global de Ins-
tituciones Nacionales de Derechos Humanos para la re-
visión de la acreditación clase A de la Institución Na-
cional de Derechos Humanos de México al contravenir
los Principios de París, bajo el señalamiento de falta de
imparcialidad del organismo ante la omisión de res-
puesta a violaciones graves a derechos humanos.16 Por
estos posicionamientos, la CNDH a través de comuni-
caciones oficiales ha declarado que asociaciones civi-
les han intentado influir en medios de información pa-
ra satisfacer necesidades particulares, convenientes a
determinados grupos de opinión o de poder.17

Para 2024 más de 300 organizaciones y redes estata-
les, nacionales e internacionales de la sociedad civil,
agrupadas en el Colectivo Epumx, presentaron 18 in-
formes temáticos como insumos para el Cuarto Exa-
men Periódico Universal (EPU) de México ante el
Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Uni-
das. Todas ellas han concluido que existe en un retro-
ceso significativo en la materia, subrayando las pro-
blemáticas ante las cuales la CNDH ha sido incapaz de
pronunciarse como debilitamiento de mecanismos, ór-
ganos autónomos y desconcentrados, militarización,
feminicidios y desapariciones.18

• Criminalización de mujeres y del movimiento fe-
minista, insensibilización ante crímenes contra mu-
jeres

En septiembre de 2020, familiares de víctimas y acti-
vistas feministas tomaron las instalaciones de la

CNDH ubicadas en la calle de República de Cuba, de
Ciudad de México, en protesta para exigir justicia an-
te casos de feminicidio y por la violencia contra las
mujeres en el país. Posteriormente, en 2022, la policía
de la Ciudad de México realizó un operativo y desalo-
jó el “Okupa Cuba”, deteniendo y encarcelando a las
activistas Karla, Magda y Arely, por supuesto robo y
daño a la propiedad. Pese a que se les absolvió de los
cargos, señalaron que sufrieron hostigamiento judicial
en su contra, pues también se les acusó de desaparecer
expedientes, situación por la cual aún temen que haya
represalias.

Otro de los casos más relevantes es el de Flora Marce-
lo, madre de una adolescente víctima de feminicidio,
quien se mantuvo protestando a las afueras de la
CNDH exigiendo justicia. Por esa razón, fue notifica-
da de una denuncia en su contra por realizar pintas en
una pared del edificio de la Comisión.

• Acciones jurídicas contra castigo a deudores ali-
mentarios en Yucatán

En 2022, la CNDH presentó acción de inconstitucio-
nalidad contra la “Ley 3 de 3 contra la violencia”, que
impedía a deudores alimentarios ocupar cargos políti-
cos en Yucatán. El argumento del organismo era que
esta legislación vulneraba los derechos humanos de
los deudores alimentarios. Ante esta situación colecti-
vos feministas exigieron la renuncia de Rosario Pie-
dra, ante una evidente violación a los derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes que no reciben pensión
alimentaria de padres morosos. Dicha acción era con-
traria el principio de progresividad, de sectores vulne-
rados, así como la perspectiva de género, del interés
superior de las niñas, niños y adolescentes y de la pers-
pectiva de niñez y adolescencia. En última instancia,
fue desechada por la Suprema Corte de Justicia de la
Nación.

• Ocultamiento de violaciones graves a personas
migrantes

Entre 2019 y 2020, la CNDH elaboró 32 documentos
con testimonios que narraban torturas, amputaciones,
violaciones y asesinatos de personas migrantes. De
acuerdo con víctimas, en estos abusos estuvieron in-
volucrados integrantes del crimen organizado y fun-
cionarios estatales y federales de la policía. Los testi-
monios fueron tomados por la propia CNDH en
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estaciones migratorias, estancias de detención y en 12
albergues de la sociedad civil en el norte, centro y sur
del país. Por su parte, en febrero 2020 Médicos Sin
Fronteras informó del secuestro de 11 jóvenes hondu-
reños que fueron agredidos “física y sexualmente” en
Tabasco.

A pesar de la documentación de estos casos, la CNDH
mantuvo oculta la información sin dar a conocer pú-
blicamente las violaciones a través de comunicados,
recomendaciones ni informes especiales. Por el con-
trario, la CNDH clasificó como información “reserva-
da” los testimonios, alegando riesgo a la vida de los
migrantes, a pesar de que esos testimonios eran anóni-
mos.[1] Por otro lado, el 30 de diciembre de 2023, un
grupo de 31 migrantes fue secuestrado por un contin-
gente armado en una carretera de Tamaulipas. Sin em-
bargo, la CNDH ha permanecido sin pronunciamiento.
Estos casos demuestran claramente que la Comisión
ha callado ante la crisis migratoria que enfrenta el pa-
ís y ha solapado el fracaso de la política migratoria del
gobierno actual.

En este mismo sentido, en 2023, el Instituto Federal de
la Defensoría Pública órgano del Poder Judicial de la
Federación demandó a Rosario Piedra por la falta de
agua en un centro de migrantes en Guadalupe Nuevo
León. El Instituto acusó a la Comisión de ser omisa en
la prevención de tratos crueles, inhumanos y degra-
dantes cometidos por autoridades en estaciones migra-
torias y de omitir llevar a cabo visitas de inspección en
dichos centros para evaluar sus condiciones, en su ca-
rácter de presidenta del Comité Técnico del Mecanis-
mo Nacional de Prevención de la Tortura.20

• Falta de enfoque de esfuerzos en temas priorita-
rios y de importancia nacional

En casos específicos de desaparición, la CNDH sólo
ha emitido dos recomendaciones por desapariciones
forzadas responsabilidad de la Guardia Nacional ocu-
rridas en este sexenio, a pesar de que se han documen-
tado muchos más casos de desaparición forzada por
parte de dicha institución.21

La renuencia de criticar las directrices donde el go-
bierno actual ha sido carente y tiene responsabilidad,
solo ha contribuido al ocultamiento de los abusos del
poder. Su nulo pronunciamiento sobre temas de rele-
vancia nacional, como la desaparición forzada, tortura,

militarización de la seguridad, crisis migrante y caren-
cia de insumos médicos, vuelve a la Comisión cómpli-
ce de la violación a derechos en estos rubros.

• Esfuerzos en investigar actos y hechos del pasado,
más que problemáticas actuales

Bajo la constante apariencia de que se está trabajando
y entregando resultados, la CNDH ha concentrado
más esfuerzos en analizar sucesos de administraciones
pasadas que los ocurridos en la administración del Pre-
sidente Andrés Manuel López Obrador. Por ejemplo,
dirigió a la Secretaría de Seguridad Pública Ciudadana
22 recomendaciones en 2023, de las que 12 eran con-
tra la extinta Policía Federal por hechos ocurridos en
otros sexenios.

De acuerdo con el Centro Prodh, de las recomendacio-
nes totales emitidas por la CNDH en 2022, 151 atien-
den a hechos ocurridos durante el sexenio en curso y
64 a hechos que sucedieron antes del 1 de diciembre
de 2018. Respecto a temas de seguridad y justicia, son
más las recomendaciones emitidas sobre eventos ocu-
rridos en sexenios previos. Por ejemplo, la CNDH di-
rigió 10 recomendaciones a la Secretaría de Seguridad
y Protección Ciudadana, 8 relativas a hechos de sexe-
nios pasados.

En las recomendaciones por violaciones graves en
2022, las autoridades a que la CNDH dirigió mayor
número fueron la Sedena (8), FGR (7), GN (5) y Se-
mar (5). De esas 25 recomendaciones, 17 correspondí-
an a eventos antes del 1 de diciembre de 2018.

Respecto a las acciones de inconstitucionalidad de
2022, la mayoría de las acciones fueron en el ámbito
estatal y referentes a cobros de servicios municipales,
solamente una acción se relacionó con la impugnación
de leyes federales por la falta de consulta previa de la
Ley Federal de Protección del Patrimonio Cultural de
los Pueblos y Comunidades Indígenas y Afromexica-
nas. Esto demuestra que la Comisión ha renunciado a
su papel de actuar como contrapeso de las leyes im-
pulsada por el Presidente de la República y su mayo-
ría en el Congreso de la Unión.

• Evidencias de personal no calificado

El portal informativo Latinus expuso en 2023 que más
de 200 funcionarios de la Comisión Nacional de los
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Derechos Humanos no cumplen con la escolaridad o la
experiencia para desempeñar el cargo que ocupan,
pues conforme a la ley los visitadores generales por
ejemplo necesitan título en Derecho y, al menos, tres
años de ejercicio profesional.22

Uno de estos casos es el del Segundo Visitador Gene-
ral de la CNDH, Omar Pasarán Nieto, quien fue nom-
brado a pesar de no contar con experiencia laboral co-
mo abogado ni como defensor de víctimas sino como
jefe de tornero y soldador. La CNDH se ha encargado
que Pasarán nieto mantenga un perfil bajo, pues tras
una solicitud de transparencia clasificó como confi-
dencial la fotografía y declaración patrimonial del ser-
vidor público.

De acuerdo con el Órgano Interno de Control de la
CNDH, 106 personas en la institución no cuentan con
la escolaridad o experiencia para desempeñar sus
puestos, además hay más de 110 servidores dentro de
la institución que tienen parentesco, 47 con hermanos
que laboran en la Comisión, 44 con parejas y 19 con
hijos, lo que representa conflicto de intereses, tráfico
de influencias y nepotismo.23

• Defensa del ejército y fuerzas armadas

Ante problemáticas del ámbito nacional como la mi-
litarización, la CNDH omitió impugnar las reformas
a la Ley de la Guardia Nacional por su adscripción a
la Sedena, en cambio sí se ha pronunciado sobre te-
mas electorales que son de relevancia para el presi-
dente. La presidenta del organismo, Rosario Piedra,
ha defendido la política de seguridad del presidente
López Obrador asegurando que México no vive un
conflicto armado interno como lo ha señalado la Ofi-
cina en México del Alto Comisionado de la ONU pa-
ra los Derechos Humanos justificando el despliegue
de la Guardia Nacional en labores de seguridad pú-
blica.24

De la misma forma, la CNDH concluyó en abril 2023
una queja, en la cual solapó a la Secretaría de la De-
fensa Nacional (Sedena) por espiar al defensor y acti-
vista Raymundo Ramos Vázquez con el spyware Pe-
gasus. En su informe, la Comisión solo tomó en cuenta
lo manifestado por la Sedena y desestimó los elemen-
tos de prueba aportados por el defensor a la investiga-
ción. Entre dichas pruebas, se encontraba el peritaje de
sus aparatos de telefonía realizado por Citizen Lab, de

la Universidad de Toronto, el cual confirmó las sospe-
chas de que era víctima de espionaje.25

La Red en Defensa de los Derechos Digitales ha ex-
plicado que México es el cliente del Software espía
Pegasus, de acuerdo con datos revelados por The New

York Times, se ha detallado que se espía a la organiza-
ción de derechos humanos más reconocida del país en
acompañamiento de víctimas y a las familias de los 43
estudiantes de Ayotzinapa.26

En este orden, de ideas, en comparecencia ante el Se-
nado, Rosario Piedra27 defendió a las Fuerzas Arma-
das y a la estrategia de seguridad del gobierno argu-
mentando una reducción de violaciones a derechos
humanos. Así mismo, mediante comunicados oficiales
se ha pronunciado en favor de la reforma electoral del
presidente y de la eliminación de los privilegios del
Instituto Nacional Electoral.28

• Señalamientos de obstaculizar la labor de los de-
rechos humanos

En octubre 2023, todos los integrantes del Consejo
Consultivo de la CNDH dieron a conocer su renuncia
unánime, a través de una carta dirigida a la presidenta
de la Mesa Directiva del Senado de la República y a la
presidenta de la Comisión de Derechos Humanos. Es-
to debido a la obstaculización de su labor en favor de
los derechos humanos, al ser ignorados, amenazados y
calumniados no solo en el ámbito laboral sino también
en redes sociales.

En su carta, denunciaron la existencia de diversas ar-
bitrariedades en los procedimientos de la comisión;
conflictos de intereses en la contratación de personal
de la comisión, donde se designó a personas cercanas
a Rosario Piedra que no cuentan con los requisitos pa-
ra ocupar sus puestos; así como la omisión de emitir
recomendaciones generales y posicionamientos públi-
cos sobre derechos humanos de interés nacional.29

V) Una visión sobre cómo se debe presidir la om-
budsperson

El ombudsman, o la ombudsperson (como se conoce
más recientemente), es una institución que protege a
las personas contra los abusos o actos arbitrarios de la
administración pública, que pueden afectar sus dere-
chos y garantías fundamentales. Desde su origen, esta
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figura ha ido evolucionando en beneficio de la vigi-
lancia y respeto de los derechos humanos. En este sen-
tido, el Instituto Interamericano de Derechos Huma-
nos destaca los siguientes antecedentes:

• En Grecia se conformaba por un conjunto de fun-
cionarios que se dedicaban a controlar a los fun-
cionarios de gobierno y las actividades municipales,
entre los años 700 y 500 antes de nuestra era.

• Durante la República Romana surge una institu-
ción en defensa de los derechos fundamentales, co-
nocida como tribuni plebis. Los tribuni plebis, o
magistrados plebeyos, surgieron alrededor del año
509 antes de nuestra era.

• En Venecia en el siglo XV, el Consejo de los Diez
controló los excesos burocráticos de la ciudad.30

Con esto, se establece que desde sus orígenes el fun-
cionamiento del Ombudsperson se ha basado en una
figura integrada por un conjunto de personas para el
mejor desempeño de sus labores y no solo como una
institución de la que emanan decisiones unipersonales.
Así, de acuerdo con los principios relativos al estatuto
de las instituciones nacionales (Principios de París),
una serie de estándares internacionales que enmarcan
y guían el trabajo de las instituciones nacionales de de-
rechos humanos, se dispone lo siguiente:

Composición y garantías de independencia y
pluralismo

1. La composición de la institución nacional y el
nombramiento de sus miembros, por vía de elec-
ción o de otro modo, deberán ajustarse a un proce-
dimiento que ofrezca todas las garantías necesarias
para asegurar la representación pluralista de las
fuerzas sociales (de la sociedad civil) interesadas
en la promoción y protección de los derechos hu-
manos, en particular mediante facultades que per-
mitan lograr la cooperación eficaz o la participa-
ción de los representantes de:

a) las organizaciones no gubernamentales com-
petentes en la esfera de los derechos humanos y la
lucha contra la discriminación racial, los sindica-
tos, las organizaciones socio-profesionales intere-
sadas, en particular juristas, médicos, periodistas
y personalidades científicas;

b) las corrientes de pensamiento filosófico y reli-
gioso;

c) los universitarios y especialistas calificados;

d) el Parlamento;

e) las administraciones (de incluirse, los represen-
tantes de las administraciones sólo participarán en
los debates a título consultivo).

[Énfasis añadido]

De acuerdo con estos principios, la composición de las
instituciones nacionales de derechos humanos debe in-
tegrarse por miembros que representen pluralmente a
las fuerzas sociales esto con el objetivo de alcanzar
una cooperación y la participación de representantes
de organizaciones no gubernamentales, juristas, perio-
distas, comunidad científica, formas de pensar, univer-
sitarios y especialistas. Esta conformación plural ayu-
da al fortalecimiento de la independencia con la que
actúan estas instituciones y las decisiones tomadas
frente a las arbitrariedades.

V. Propuesta de reforma

Derivado de lo anterior se propone reformar la Ley de
Amparo, para quedar como sigue:

Por lo expuesto someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman, adicionan y dero-
gan diversas disposiciones de la Ley de Amparo
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Único. Se reforma el artículo 61, fracción VII, de la
Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y
107 Constitucionales, para quedar como sigue:

Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente

(…)

VII. Contra las resoluciones o declaraciones del
Congreso federal o de las Cámaras que lo constitu-
yen, de las legislaturas de los estados o de sus res-
pectivas comisiones o diputaciones permanentes,
en declaración de procedencia y en juicio político,
así como en elección, suspensión o remoción de
funcionarios en los casos en que las Constituciones
correspondientes les confieran la facultad de resol-
ver soberana o discrecionalmente, los cuales sólo
podrán impugnarse en caso de que se violen los pro-
cedimientos de designación o los requisitos para
ocupar los puestos establecidos en la Constitución
General o en las leyes aplicables;

(…)

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.
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Senadora Laura Iraís Ballesteros Mancilla (rúbrica)

Diputado Braulio López Ochoa Mijares (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 501 DE LA LEY FEDERAL

DEL TRABAJO, SUSCRITA POR LA DIPUTADA MARÍA DEL

CARMEN PINETE VARGAS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PVEM

La que suscribe, María del Carmen Pinete Vargas, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido Verde
Ecologista de México en la LXV Legislatura de la Cá-
mara de Diputados del Congreso de la Unión, con fun-
damento en los artículos 71, fracción II, de la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 6,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración de esta
asamblea la presente iniciativa con proyecto de decre-
to por el que se reforma la fracción III del artículo 501
de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La protección que brinda la seguridad social, en cual-
quiera de sus esquemas, es fundamental para el des-
arrollo y bienestar de una sociedad. En este sentido, se
debe atender cualquier situación que limite este dere-
cho y más aún cuando también contraviene algún prin-
cipio constitucional. La presente iniciativa tiene por
objeto eliminar una condicionante impuesta a la per-
sona concubina para que sea susceptible de recibir in-
demnización en los casos de muerte o desaparición de
su pareja.

La legislación actual condiciona a la persona concubi-
na para acceder a la indemnización en los casos de
muerte o desaparición de su pareja derivada de un ac-
to delincuencial a que la relación de concubinato se
haya dado “durante los cinco años que precedieron in-

mediatamente a la muerte”.1 Sin embargo, esta condi-
cionante de tiempo no se incluye para el caso de la per-
sona cónyuge, dejando claro un trato diferenciado y
atentando así contra la garantía individual de igualdad
plasmada en la Constitución.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación (SCJN) ha sostenido que en los
artículos 1o., párrafo tercero y 4o., párrafo primero, de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos se contienen las garantías individuales de igual-
dad y de no discriminación, que tutelan el derecho
subjetivo del gobernado a ser tratado en la misma for-
ma que todos los demás y por consiguiente el deber ju-
rídico de la autoridad de garantizar un trato idéntico a
todas las personas que estén en las mismas circunstan-
cias, prohibiendo así cualquier tipo de discriminación
que atente contra la dignidad humana y anule o me-
noscabe los derechos y libertades del gobernado, ya
que ambos deben ser protegidos por la ley sin distin-
ción alguna. En la tesis 2a. CXVI/2007 se resolvió lo
siguiente:

De los artículos 1o., párrafo tercero, y 4o., párrafo pri-
mero, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, se advierte que la no discriminación es
una verdadera garantía individual, consistente en el
derecho subjetivo público del gobernado de ser trata-
do en la misma forma que todos los demás y el corre-
lativo deber jurídico de la autoridad de garantizar un
trato idéntico a todas las personas ubicadas en las mis-
mas circunstancias. Ahora bien, conforme a tales pre-
ceptos, en la Nación Mexicana está prohibido todo ti-
po de discriminación que atente contra la dignidad
humana, anule o menoscabe los derechos y libertades
del varón y la mujer, porque ambos deben ser protegi-
dos por la ley sin distinción alguna, independiente-
mente de sus preferencias y, por ello, deben gozar de
los mismos derechos y de la igualdad de oportunida-
des para ejercer las libertades fundamentales en las es-
feras política, económica, social, cultural, civil o en
cualquier otra.2

A partir de lo anterior se desprende que el exigir a la
persona concubina haber cohabitado por lo menos 5
años con su pareja para que pueda acceder a una in-
demnización bajo los casos referidos resulta una vio-
lación explícita al trato igualitario. Si bien se ha pre-
visto la posibilidad de trato diferenciado entre los
cónyuges y concubinos, estas diferencias deben de ser
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debidamente justificadas. Al respecto, la Primera Sala
de la SCJN resolvió en la tesis 1a. CXXXVIII/2014
(10a.) lo siguiente:

La familia, más que un concepto jurídico constituye
uno sociológico, cuya protección debe cubrir todas sus
formas y manifestaciones. De ahí que tanto los cónyu-
ges como los concubinos son parte de un grupo fami-
liar esencialmente igual, en el que sus integrantes se
proporcionan cariño, ayuda, lealtad y solidaridad. Así,
cualquier distinción jurídica entre cónyuges y concu-
binos deberá ser objetiva, razonable y estar debida-
mente justificada, ya que, de lo contrario, estaría vio-
lando el derecho fundamental a la igualdad,
reconocido en el artículo 1o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.3

Partiendo de la anterior premisa, la cuestión radica en
si existe o no un motivo razonable o justificado para
hacer una distinción entre los cónyuges y los concubi-
nos para acceder al derecho establecido en el artículo
501 de la Ley Federal del Trabajo. Para dirimir dicho
asunto, la tesis I.11o.C.131 C (10a.) ofrece una alter-
nativa sensata para resolver este dilema:

En ese contexto, es indiscutible que el matrimonio
y el concubinato constituyen instituciones que tie-
nen como finalidad proteger a la familia. Si bien es
cierto que cada institución tiene su normativa espe-
cífica, también lo es que comparten fines: vida en
común y, procuración de respeto y ayuda mutua en-
tre los miembros del grupo familiar. Por tanto, co-
mo grupo familiar esencialmente igual, la ley reco-
noce que el concubinato también implica dinámicas
y repartición de tareas que pueden resultar en que
un concubino genere dependencia económica res-
pecto del otro. De ahí que el concubinato y el ma-
trimonio sí constituyan instituciones notablemente
similares –no idénticas–, de las que pueden trazarse
comparativas y juicios de relevancia sobre determi-
nadas cuestiones. Así, sus integrantes se proporcio-
nan cariño, ayuda, lealtad y solidaridad. Esta cons-
trucción argumentativa no equivale a sostener que
exista un derecho humano a que el matrimonio y el
concubinato estén regulados de manera idéntica,
pues son instituciones jurídicas que tienen sus par-
ticularidades y no pueden equipararse en condicio-
nes ni efectos; sin embargo, el derecho a la igual-
dad implica que no pueden permitirse
diferencias de trato entre personas que se hallen

en situaciones análogas o notablemente similares
sin que haya un ejercicio de motivación y justifi-
cación. Así, una situación análoga en ambas insti-
tuciones se genera para el miembro de la unión fa-
miliar que ha desarrollado una dependencia
económica durante la convivencia y que una vez
que termina el vínculo tiene dificultades para alle-
garse de alimentos. En este sentido, independiente-
mente de si una persona estuvo casada o mantuvo
una relación de concubinato, el legislador ha pre-
visto que debe subsistir la obligación alimentaria en
razón de su derecho a la vida y la sustentabilidad.
En efecto, conforme a lo previsto en el artículo 288
del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable
para la Ciudad de México, la subsistencia de la obli-
gación alimentaria encuentra su racionalidad en el
deber de protección del cónyuge que durante el ma-
trimonio se haya dedicado preponderantemente a
las labores del hogar, al cuidado de los hijos, esté
imposibilitado para trabajar o carezca de bienes, es
decir, el legislador establece esta medida a fin de
aliviar la dificultad de allegarse alimentos de uno de
los cónyuges que durante el matrimonio generó una
dependencia económica hacia el otro, producto de
la dinámica interna del grupo familiar. Similar tra-
tamiento recibe la concubina o el concubinario una
vez terminada la convivencia, de conformidad con
el artículo 291 Quintus del citado Código, del que
se advierte que el legislador buscó establecer
también una medida de protección para la con-
cubina o el concubinario que hubiera generado
una dependencia económica durante el concubina-
to, obligando al otro a continuar proporcionándole
alimentos. Es así como estableció que al cesar la
convivencia, tanto la concubina como el concubina-
rio que careciera de ingresos o bienes suficientes
para su sostenimiento, tiene derecho a una pensión
alimenticia por un tiempo igual al que haya durado
el concubinato. Asimismo, impone al ejercicio de
dicho derecho condiciones como no haber demos-
trado ingratitud, vivir en concubinato o contraer
matrimonio. En este sentido, se advierte una corre-
lación legislativa entre las figuras del matrimonio y
del concubinato como una respuesta del legislador
a una preocupación común de protección. Sin em-
bargo, el artículo 291 Quintus, párrafo segundo, re-
ferido, establece que el concubinario sólo tendrá tal
derecho durante el año siguiente a la cesación del
concubinato. Ello contrasta directamente con lo es-
tablecido en la legislación citada respecto a los ex
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cónyuges quienes, en ese aspecto, de conformidad
con el artículo 288 invocado, conservan el derecho
respecto a los alimentos hasta en tanto haya trans-
currido un término igual a la duración del matrimo-
nio sin que expresamente se prevea un plazo de
prescripción de la acción para solicitarlos. De lo an-
terior se advierte que el legislador estableció un tra-
tamiento diferenciado en lo relativo al periodo du-
rante el cual puede exigir una pensión alimenticia
un ex concubinario y un ex cónyuge. Esta diferen-
ciación no tiene una finalidad objetiva y constitu-
cionalmente válida que permita al legislador esta-
blecer un trato desigual entre cónyuge y concubino
en lo relativo a la temporalidad para pedir alimen-
tos una vez terminada la relación jurídica con su
respectiva pareja. Lo anterior, porque se trata de
grupos familiares esencialmente iguales en los
que la medida legislativa regula el mismo bien
jurídico –el derecho a la vida y la sustentabili-
dad– y persigue el mismo fin –proteger al miem-
bro de la unión familiar que haya desarrollado
una dependencia económica durante la convi-
vencia–. En consecuencia, dado que no se advierte
que la medida legislativa obedezca a una finalidad
objetiva y constitucionalmente válida, es innecesa-
rio revisar la racionalidad o adecuación de la distin-
ción hecha por el legislador e, incluso, su propor-
cionalidad. Ello, pues el primer paso para
determinar si el legislador respetó el derecho a la
igualdad es analizar si la distinción trazada descan-
sa en una base objetiva y razonable, y si en la espe-
cie se encontró que el trato desigual es arbitrario,
lógicamente no procede revisar las exigencias ulte-
riores. En consecuencia, el artículo 291 Quintus,
párrafo segundo, del Código Civil para el Distrito
Federal, aplicable para la Ciudad de México, viola
lo dispuesto por el artículo 1o. de la Constitución
General, que consagra el derecho fundamental de
igualdad de las personas, así como la no discrimi-
nación motivada por el estado civil, pues trata de
manera desigual a los ex concubinos en relación
con los ex cónyuges, al establecer una temporalidad
menor para que los primeros puedan ejercer el de-
recho al pago de alimentos una vez terminada la re-
lación, es decir, que puede ejercerse sólo en el año
siguiente a que el concubinato termine”.4

Del anterior fragmento se puede extraer que, si bien la
situación difiere sobre el derecho reclamado, ambas
coinciden sustancialmente en lo relativo al carácter de

ser un beneficio otorgado a la pareja supérstite. Ade-
más, deja en claro que las concepciones de las dos fi-
guras de relación de pareja coinciden en que son “gru-
pos familiares esencialmente iguales en los que la
medida legislativa regula el mismo bien jurídico” y los
cuales se caracterizan por compartir “fines: vida en co-
mún y, procuración de respeto y ayuda mutua entre los
miembros del grupo familiar. Por tanto, como grupo
familiar esencialmente igual, la ley reconoce que el
concubinato también implica dinámicas y repartición
de tareas que pueden resultar en que un concubino ge-
nere dependencia económica respecto del otro”, si-
tuando a la persona concubina en el mismo contexto
que la persona cónyuge, entendiendo que no se justifi-
ca la igualdad en el trato por tener un carácter depen-
diente económicamente, sino por formar en esencia la
misma relación con lo cual queda totalmente injustifi-
cada cualquier distinción en el trato cuando del acceso
a un derecho de esta índole se trata.

Paralelamente, más allá del trato diferenciado de ma-
nera injustificada, la SCJN ha resuelto sobre la arbi-
trariedad del plazo de 5 años para acceder a un dere-
cho por parte de la persona concubina. En su
comunicado de prensa del 18 de mayo de 2022 se dio
cuenta de la siguiente resolución:

El concubinato no puede sujetarse a plazos arbi-
trarios en perjuicio de los derechos fundamentales
de las partes: Primera Sala

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación resolvió que la negativa de reconocimiento
de concubinato, tomando como base únicamente el
incumplimiento del plazo prescrito por el legisla-
dor, no resulta compatible con la protección inte-
gral a la familia contenida en la Constitución Ge-
neral. Pues ante la falta de satisfacción de este
requisito el órgano jurisdiccional tiene la obligación
de analizar otra clase de indicios que sugieran una in-
tención común de permanencia entre los concubinos.

Este criterio emana de un juicio en el que una mujer
demandó de la sucesión de su pareja el reconocimien-
to de su carácter de concubina y el pago de una pen-
sión alimentaria. Sin embargo, el juez negó dicho re-
conocimiento dado que no cumplió con el plazo de 5
años que señalaba el Código Civil del Estado de Jalis-
co.
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En su sentencia, la Primera Sala destacó la importan-
cia de ajustar la normatividad incorporando un mode-
lo flexible e idóneo capaz de garantizar la inclusión de
todas las estructuras familiares aún si no se ajustan a
una visión tradicional.

En este sentido, concluyó que el análisis caso por ca-
so no puede ser sustituido por un criterio generali-
zado y apriorístico –y, por tanto, excluyente– que
determine un plazo fijo como requisito indispensa-
ble para el reconocimiento de los derechos huma-
nos inherentes a la familia que están protegidos por
el artículo 4o. constitucional. Por lo tanto, en los ca-
sos en los que se esté ante un requisito legal que sirva
como obstáculo para que los miembros de un grupo fa-
miliar accedan a los derechos reconocidos en la Cons-
titución Federal, las personas juzgadoras deben ser
sensibles ante los hechos y priorizar la protección
constitucional de la familia.

De esta manera, la Sala determinó que para evitar que
el incumplimiento del requisito temporal opere para
excluir indebidamente a una pareja de hecho de los de-
rechos que le reconoce la legislación, la jueza o juez
familiar deberá recabar todas las pruebas necesarias
para verificar si en el caso es posible notar que entre
las personas que alegan ser concubinos hubo en efec-
to una relación de convivencia que cuenta con los ele-
mentos de estabilidad, afectividad, solidaridad y ayu-
da mutua, los cuales deberán ser analizados como
parte de un conjunto integral de interrelaciones.

Así, la persona juzgadora deberá constatar lo anterior,
a partir de la verificación de ciertos factores, tales co-
mo: el nivel de compromiso mutuo, la existencia de
una relación estable de carácter sentimental entre las
partes, un domicilio común, su naturaleza y alcance,
las relaciones de dependencia económica que puedan
existir entre las partes, la conformación de un patri-
monio común, los aspectos públicos de la relación, las
contribuciones pecuniarias o de otro tipo realizadas
por las partes y el posible perjuicio para éstas en caso
de negarse la declaratoria.

A partir de estas consideraciones, la Primera Sala re-
vocó la sentencia y ordenó devolver el asunto al Tri-
bunal Colegiado para que dicte una nueva conforme a
los parámetros antes expuestos y en concordancia con
su obligación de juzgar con perspectiva de género.

Amparo directo en revisión 1766/2021. Ponente: Mi-
nistro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Resuel-
to en sesión de 18 de mayo de 2022, por unanimidad
de votos.5

A partir de la anterior resolución sobresalen dos ele-
mentos fundamentales para justificar la eliminación
del plazo establecido en el artículo de la Ley Federal
del Trabajo que esta iniciativa propone modificar. El
primero de ellos es el relativo a la incompatibilidad de
la medida establecida por el legislador para acceder a
un derecho, con el principio de protección a la familia
establecido en la Carta Magna; resulta imperativo mo-
dificar cualquier parte del ordenamiento legal que
atente contra dicha institución. En segundo lugar, re-
salta el deber del juzgador de atender a elementos mu-
cho más sustanciales en la vida de una pareja para de-
terminar la existencia o no del concubinato,
respaldando así lo arbitrario de la medida temporal
como criterio para establecer la existencia de una rela-
ción.

Finalmente, los razonamientos antes expuestos se con-
jugan en la tesis (IV región) 1o.21 L (11a.), la cual
aborda de manera directa el artículo que se pretende
modificar. Al respecto en la citada tesis se resuelve lo
siguiente:

Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la
fracción III del artículo 501 de la Ley Federal del Tra-
bajo, al condicionar el derecho de la concubina o el
concubinario a una indemnización, a que demuestre
haber cohabitado con el trabajador fallecido durante
los 5 años que precedieron inmediatamente a su muer-
te, viola el artículo 4o., párrafo primero, de la Consti-
tución General, al constituir un estereotipo de género
relacionado con el prejuicio del hogar extramarital.

Justificación: Ello es así, ya que la Primera Sala de la
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido
que el reconocimiento jurídico de la figura del concu-
binato se deriva y tiene como fin la protección de la fa-
milia, conforme al artículo 4o., primer párrafo, de la
Constitución General, dado que lo que se busca con
aquélla es que no se excluyan de los miembros de una
familia formada a partir de uniones de hecho, los de-
rechos y correlativas obligaciones y que no se trasto-
quen derechos humanos como el de recibir alimentos
u obtener y gozar de prestaciones de seguridad social
en su carácter de beneficiarios. Por tanto, la condición
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de temporalidad establecida en la fracción III del artí-
culo 501 de la Ley Federal del Trabajo citada, que res-
tringe el derecho de la concubina o concubinario de re-
cibir la indemnización correspondiente por la muerte
de su pareja, o de ser reconocido(a) como su benefi-
ciario(a) si no acredita ante la autoridad jurisdiccional
haber cohabitado con aquélla durante los cinco años
previos consecutivos a su muerte es inconstitucional,
por discriminatoria, en tanto establece distinciones ba-
sadas en el estado marital e impone mayores y estric-
tos requisitos tratándose de uniones de hecho frente a
matrimonios, ya que para la procedencia del derecho
que la norma prevé, debe bastar que se demuestre que
quien se ostenta como tal mantenía una relación afec-
tiva, constante y estable con el extinto trabajador y co-
habitaba con él, sin llegar al extremo de condicionar su
derecho a que en el juicio laboral, invariablemente se
acredite la convivencia en esos términos por un preci-
so tiempo, ya que la temporalidad no puede consti-
tuirse en un requisito para el reconocimiento de los
derechos de la concubina o concubinario, en tanto
que tal figura no se materializa en función de ello,
sino de la voluntad de las partes de unirse con esos
fines y erigirse de esa manera, libre y consciente, en
una familia”.6

A partir de lo anterior se puede determinar que efecti-
vamente el plazo referido, además de arbitrario, con-
traviene el derecho a la protección de la familia y fo-
menta el uso de criterios ajenos a la razón fundamental
de la conformación de esta institución, siendo la vo-
luntad de las partes de unirse bajo la citada figura.

Si bien la voluntad del legislador fue en un principio
evitar que se cometan actos ilícitos para obtener una
indemnización en caso de fallecimiento del trabajador,
la ley no puede discriminar y exigir elementos de
tiempo distintos con base en el tipo de relación, sea es-
ta formal, en el caso del matrimonio, o de hecho, en el
caso del concubinato.

Para mayor entendimiento de las modificaciones plan-
teadas se presenta a continuación el cuadro comparati-
vo de la propuesta de modificación con el texto legal
vigente:

Por todo lo aquí expuesto se somete a consideración
de esta asamblea la siguiente iniciativa con proyecto
de

Decreto por el que se reforma la fracción III del ar-
tículo 501 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se reforma la fracción III del artículo 501 de
la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 501. Tendrán derecho a recibir indemniza-
ción en los casos de muerte o desaparición derivada de
un acto delincuencial:

I. y II. …

III. A falta de cónyuge supérstite, concurrirá con
las personas señaladas en las dos fracciones ante-
riores, la persona con quien el trabajador vivió co-
mo si fuera su cónyuge, o con la que tuvo hijos, sin
necesidad de realizar investigación económica,
siempre que ambos hubieran permanecido libres de
matrimonio durante el concubinato;

IV. y V. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Véase Ley Federal del Trabajo, artículo 501, fracción III. Dispo-

nible en https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LFT.pdf

2 Tesis [A.] 2a. CXVI/2007, Semanario Judicial de la Federación

y su Gaceta, novena época, tomo XXVI, agosto de 2007, página
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639, registro digital 171756. Disponible en

https://bj.scjn.gob.mx/doc/tesis/EPduMHYBN_4klb4Ha0_D

3 Tesis [A.] 1a. CXXXVIII/2014 (10a.), Semanario Judicial de la

Federación y su Gaceta, décima época, libro 5, tomo I, abril de

2014, página 795, registro digital 2006167. Disponible en

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2006167

4 Tesis [A.] I.11o.C.131 C (10a.), TCC, Gaceta del Semanario Ju-

dicial de la Federación, décima época, libro 83, tomo III, febrero

de 2023, página 2853. Registro digital 2022714. Disponible en

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2022714

5 Sentencia recaída al amparo directo en revisión número

1766/2021, Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Na-

ción, Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá,

18 de mayo de 2022. Disponible en

https://www.internet2.scjn.gob.mx/red2/comunicados/noticia.asp?

id=6902

6 Tesis [A.]: (IV Región) 1o.21 L (11a.), TCC, Gaceta del Sema-

nario Judicial de la Federación, undécima época, libro 13, tomo V,

mayo de 2022, página 4559. Registro digital 2024551. Consultada

en https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2024551

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la 
Comisión Permanente, a 24 de enero de 2024.

Diputada María del Carmen Pinete Vargas (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DEL

CÓDIGO CIVIL FEDERAL, PARA GARANTIZAR EL RECONO-
CIMIENTO DE LA PATERNIDAD, ASEGURANDO ESTE DERE-
CHO EN FAVOR DE LAS Y LOS MENORES, SUSCRITA POR EL

DIPUTADO MARCELINO CASTAÑEDA NAVARRETE, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Quien suscribe, Marcelino Castañeda Navarrete, dipu-
tado a la LXV Legislatura del Congreso de la Unión

por el Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, y 72, inciso H, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como 55, fracción II, del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta sobe-
ranía la presente iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforman y adicionan diversas disposiciones
del Código Civil Federal, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La Convención sobre los Derechos del Niño fue apro-
bada por la Asamblea General de las Naciones Unidas
en su resolución 44/25, el 20 de noviembre de 1989.
Actualmente es el tratado internacional en materia de
derechos humanos que cuenta con el mayor número de
ratificaciones a nivel mundial.

La Convención sobre los Derechos del Niño es el pri-
mer tratado internacional especializado de carácter
obligatorio que reconoce los derechos humanos de to-
dos los niños, niñas y adolescentes del mundo. A lo
largo de sus 54 artículos, establece un marco jurídico
inédito de protección integral a favor de las personas
menores de 18 años, que obliga a los Estados que la
han ratificado a respetar, proteger y garantizar el ejer-
cicio de los derechos civiles y políticos, económicos,
sociales y culturales de todas las personas menores de
18 años de edad, independientemente de su lugar de
nacimiento, sexo, religión, etnia, clase social, condi-
ción familiar, entre otros.

México ratificó la Convención sobre los Derechos del
Niño el 21 de septiembre de 1990, por lo que quedó
obligado a adoptar todas las medidas administrativas,
legislativas y de cualquier otra índole para dar efecti-
vidad a los derechos reconocidos en ella a favor de to-
dos los niños, niñas y adolescentes en el país.1

Si bien se ratificó en 1990, hasta 2011 no se incorporó
el principio del interés superior de la niñez en el artí-
culo 4o. de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, al especificar:

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se
velará y cumplirá con el principio del interés superior
de la niñez, garantizando de manera plena sus dere-
chos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satis-
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facción de sus necesidades de alimentación, salud,
educación y sano esparcimiento para su desarrollo in-
tegral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecu-
ción, seguimiento y evaluación de las políticas públi-
cas dirigidas a la niñez”.2

El artículo 1, fracción I, de la Ley General de los De-
rechos de Niñas, Niños y Adolescentes les reconoce su
carácter de titulares de derechos. Los artículos 2, pá-
rrafos segundo y tercero; 17 y 18 prevén que el interés
superior de la niñez deberá ser considerado de manera
primordial.

En este mismo orden de ideas, a fin de garantizar el
derecho a la identidad de las niñas, niños y adolescen-
tes, en el capítulo tercero referente el artículo 21 defi-
ne los efectos del reconocimiento de paternidad:

Artículo 21. Para efectos del reconocimiento de ma-
ternidad y paternidad de niñas, niños y adolescentes,
así como en relación con los derechos y obligacio-
nes derivados de la filiación y parentesco, se estará
a la legislación civil aplicable. Ante la negativa de la
prueba de paternidad o maternidad, la autoridad
competente, salvo prueba en contrario, presumirá
que es el padre o la madre respectivamente.3

El anterior artículo establece el derecho humano a la
dignidad de las y los menores garantizando su aplica-
ción, en nuestro país a pesar de estos esfuerzos es la-
mentable que las situaciones referentes a la paternidad
ausente se presenten en casi la mitad de las familias, lo
que representa una deficiencia en el objetivo de cons-
truir una sociedad sana, justa y equitativa.

La cifra de padres ausentes en las familias mexicanas
ha ido modificándose: en 1995, carecía de este inte-
grante de la familia 31 por ciento de los hogares; para
2008, el porcentaje aumentó a 41.5 por ciento. Para
2015 esta cifra se calcula cercana al 47 por ciento.4

Datos del último Censo de Población y Vivienda5 re-
flejan que 58.5 por ciento de los hogares registran la
vivienda del padre dentro de las mismas, pero para el
restante 41.5 persiste el reclamo y los problemas ante
hombres que huyen de su responsabilidad. La ausencia
de los padres se ve reflejada en una problemática fun-
damental representada por la irresponsabilidad en ma-
teria económica pero fundamentalmente en lo que re-
presenta la paternidad responsable.

La paternidad y maternidad responsable, son pieza
fundamental para la consolidación de la familia y de
una sociedad establece y funcional, ya que a través de
ésta se generan relaciones de confianza y permanen-
cia, por lo que hablar de paternidad y maternidad res-
ponsable no hace referencia única y exclusivamente a
la aportación económica, sino a la crianza y a la cer-
canía en la vida cotidiana, ya que cuando no existe una
corresponsabilidad en la crianza de las y los menores
se tiende a cargar dicha responsabilidad a una de las
partes, limitando su desarrollo humano, pues la repro-
ducción de los roles estereotipados limitan la creación
de capacidades y acceso a oportunidades de desarrollo
humano de las madres, relegándolas al cuidado de las
y los menores.

La Suprema Corte mexicana ha dicho que la familia
no es un hecho biológico sino sociológico que se ori-
gina en las relaciones humanas. Comprender que no
hay más fundamento para la familia que compartir las
cargas y los beneficios sociales, permitió el reconoci-
miento de nuevas y diversas formas de familia.6

Resulta indispensable que el Estado garantice su pro-
tección y constitución como fundamento primordial de
la sociedad, en una situación de corresponsabilidad y
cuidado compartido, pero sobre todo donde se privile-
gie el interés superior del menor.

Circunstancia que se encuentra plasmada en el Objeti-
vo 5: Lograr la igualdad entre los géneros y empoderar
a todas las mujeres y niñas, de los Objetivos de Des-
arrollo Sostenible de la ONU, el cual a la letra señala:

5.4. Reconocer y valorar los cuidados y el trabajo do-
méstico no remunerados mediante servicios públicos,
infraestructuras y políticas de protección social, y pro-
moviendo la responsabilidad compartida en el hogar y
la familia, según proceda en cada país.

Avanzar en el reconocimiento de la paternidad respon-
sable, es el camino a una sociedad más inclusiva; por
lo que resulta necesario garantizar el reconocimiento
de la paternidad pues ello genera lazos filiales y de
identidad; es por ello que la presente iniciativa busca
asegurar este derecho en favor de las y los menores re-
cayendo la carga de la prueba al padre o progenitor
que busque desconocer el vínculo filial, lo que única-
mente podrá realizar a través de una pericial en mate-
ria de genética molecular.
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Por ello, derivado de los razonamientos referidos, re-
sulta procedente analizar y recoger los criterios sobre
los que se ha pronunciado la Suprema Corte de Justi-
cia de la Nación respecto a dicha materia:

a) Jurisprudencia 1a./J. 28/2013 (10a.). Registro di-
gital: 2003727, Instancia: Primera Sala, décima
época. Materias(s): Constitucional, civil. Fuente:
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta.
Libro XX, mayo de 2013, tomo 1, página 441, Su-
prema Corte de Justicia de la Nación.

Reconocimiento de paternidad. El interés supe-
rior del menor debe prevalecer en el juicio rela-
tivo frente a la institución de la cosa juzgada.
Cuando en un segundo juicio de reconocimiento de
paternidad, el presunto progenitor opone la excep-
ción de cosa juzgada bajo el argumento de que en
un primer juicio ya fue absuelto, pero ello obedece
a que en éste se omitió desahogar la prueba pericial
en genética, la cual resulta ser la idónea para el es-
clarecimiento de la verdad, esa excepción no debe
prosperar pues la cosa juzgada presupone que el jui-
cio del cual deriva, “cumplió con las formalidades
esenciales del procedimiento”, lo que no puede con-
siderarse satisfecho cuando en el primer juicio, pa-
sando por alto el interés superior del menor, se omi-
te ordenar el desahogo, ampliación o
perfeccionamiento de esa prueba, ya que esa omi-
sión no sólo infringe la formalidad relacionada con
la oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas, sino
que además transgrede el derecho de acceso efecti-
vo a la justicia del menor, pues aunque no le niega
acceder a los órganos jurisdiccionales para que se
resuelva la controversia, este derecho se vuelve in-
eficaz si dentro del procedimiento no se reconoce
que por su propia condición requiere de una protec-
ción legal reforzada, la cual obliga a ordenar, inclu-
so de oficio, su desahogo. Así, aun cuando se podría
considerar que opera la excepción de la cosa juzga-
da formal, en tanto que cualquier violación cometi-
da en perjuicio del menor pudo impugnarse oportu-
namente a través de los medios ordinarios o
extraordinarios de defensa derivados del primer jui-
cio, no opera la cosa juzgada material, pues el inte-
rés superior del menor en un juicio de reconoci-
miento de paternidad debe prevalecer al enfrentarse
con dicha institución procesal, por ser el que resul-
ta de mayor entidad, pues si bien es cierto que la co-
sa juzgada implica la imposibilidad de volver a dis-

cutir lo decidido en un juicio, porque la rigidez e in-
mutabilidad de la sentencia descansa en los princi-
pios de seguridad y certeza jurídica, consagrados en
los artículos 14 y 17 de la Constitución Federal,
también lo es que esos principios no pueden preva-
lecer frente al derecho del menor de indagar y co-
nocer la verdad sobre su origen, ya que derivado de
esa investigación podrá establecerse si existe o no
una filiación entre él y el presunto progenitor; y de
ser así, no sólo podrá acceder a llevar su apellido
como parte del derecho a la identidad que le permi-
te tener un nombre y una filiación, sino que, en co-
nexión con tal derecho, se beneficiará el relativo a
la salud; además, preferir el derecho derivado de la
cosa juzgada, implicaría pasar por alto la obligación
que el artículo 4o. de la Carta Magna impuso al Es-
tado de propiciar el respeto a la dignidad de la niñez
y el pleno ejercicio de sus derechos, lo cual podría
anular la obligación que el propio precepto impone
a los progenitores, en el sentido de satisfacer sus ne-
cesidades de alimentación, salud, educación y sano
esparcimiento, sobre todo cuando la cosa juzgada
que se pretende oponer frente al derecho del menor,
deriva de un procedimiento en el que resulta evi-
dente que se pasaron por alto sus derechos.

b) Tesis: I.15o.C.64 C (10a.). registro digital:
2021773. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de
la Federación. Libro 76, marzo de 2020, tomo II,
página 852. Instancia: Tribunales colegiados de cir-
cuito, décima época. Materias: Constitucional, Ci-
vil. Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Acción de reconocimiento de paternidad. Es im-
procedente si se afecta el interés superior del me-
nor, derivado de una identidad filiatoria consoli-
dada en el tiempo. Las acciones de cambio
filiatorio promovidas en nombre de un menor se ri-
gen por diversos principios, como el de verdad bio-
lógica, que exige que la filiación jurídica coincida
con la biológica; aunque atendiendo al diverso prin-
cipio de protección del interés del hijo, dicha coin-
cidencia no siempre es posible, ya sea por supues-
tos de hecho o porque en el caso deben prevalecer
otros intereses que son jurídicamente más relevan-
tes. En el primer grupo de supuestos se encuentran
la filiación adoptiva y las procreaciones asistidas
por donación de gametos, las cuales se relacionan
con la decisión autónoma de ser o no madre o padre
e implican el derecho al acceso a técnicas de repro-
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ducción asistida para lograr el nacimiento de un hi-
jo, como pudiera ser la inseminación artificial. Res-
pecto al segundo grupo, ya en diversos precedentes,
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación ha enfatizado que resulta posible que, en
un caso específico, la determinación judicial de la
filiación privilegie el estado de familia y la identi-
dad filiatoria del menor consolidada por el trans-
curso del tiempo, que puede no ser coincidente con
una verdad biológica; lo que tiene sustento en la de-
bida protección hacia el menor, quien pudo haber
desarrollado una confianza legítima y de pertenen-
cia hacia la persona que lo reconoció como su hijo,
a partir de un vínculo de años, y que involucra una
valiosa pluralidad de derechos alimentarios y suce-
sorios, además de lazos afectivos trascendentes pa-
ra su formación. Por tanto, el juzgador deberá aten-
der siempre a las particularidades del caso y a lo
que mejor convenga al menor, teniendo en cuenta
que la afectación a los intereses de los niños puede
dar lugar a la terminación o al no reconocimiento
del vínculo filial derivado del nexo biológico.

c) Tesis: I.15o.C.62 C (10a.). registro digital:
2021686. Instancia: Tribunales colegiados de cir-
cuito, décima época. Materia: Civil. Fuente: Gaceta
del Semanario Judicial de la Federación. Libro 75,
febrero de 2020, tomo III, página 2270, Suprema
Corte de Justicia de la Nación.

Acciones de investigación de paternidad o de re-
conocimiento de hijo o de filiación y la denuncia
de la sucesión con la pretensión de que se le de-
clare heredero en un juicio sucesorio intesta-
mentario. No pueden acumularse en una sola de-
manda, al depender la segunda de la primera,
conforme al artículo 31 del Código de Procedi-
mientos Civiles para el Distrito Federal, aplica-
ble para la Ciudad de México. El artículo 778 del
código citado establece cuáles juicios pueden acu-
mularse a los procedimientos testamentarios y a los
intestados. De sus fracciones, se colige que no cual-
quier juicio promovido por cualquier vía en contra
del autor de la sucesión debe acumularse al juicio
sucesorio. El ejercicio de las acciones investigato-
rias de paternidad va encaminado a indagar los orí-
genes genéticos, como una vertiente tutelada del de-
recho a la identidad y si en un procedimiento de esa
naturaleza se acredita la filiación entre la menor de
edad y la persona a la que se le atribuye la paterni-

dad, tendrá la consecuencia de que se dicte una sen-
tencia en la que se declare la existencia de la filia-
ción entre las partes y que se reconozcan los dere-
chos de aquélla que surjan del reconocimiento de
ese vínculo, como el derecho a la salud, los relati-
vos a los alimentos, la convivencia y, en su caso,
con la calidad de hijo, tener derecho a la herencia,
si es que no hay testamento que lo excluya, o bien,
en la sucesión intestamentaria tener constituida su
calidad de heredero y ejercer la acción de petición
de herencia o, en su caso, denunciar el juicio suce-
sorio o que se le reconozca el derecho a los alimen-
tos, etcétera. El juicio sucesorio tiene por objeto
que se reconozcan los derechos hereditarios de las
personas que hayan tenido parentesco con el autor
de la sucesión, según el grado de éste, para que así
se pueda dictar una sentencia en la que se haga la
partición de los bienes del de cujus, en la propor-
ción que el derecho previamente reconocido les
otorgue.

Es cierto que hay un nexo entre la pretensión de in-
vestigación de la filiación de la menor de edad y el jui-
cio sucesorio de la persona a quien se le atribuye la pa-
ternidad; sin embargo, para que la niña pueda
comparecer al juicio sucesorio y reclamar su derecho
a heredar, debe contar con el documento que la legiti-
me para acudir a ese procedimiento, el cual, en el ca-
so, sería la sentencia favorable que obtuviera en el pro-
cedimiento de investigación de la paternidad. Por
tanto, la acción de investigación de paternidad o de re-
conocimiento de hijo o de filiación, y la denuncia de la
sucesión con la pretensión de que se le declare here-
dera en el juicio sucesorio intestamentario, implica
acumular acciones en las que la segunda depende de la
primera, y conforme al artículo 31 del Código de Pro-
cedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable
para la Ciudad de México, no pueden acumularse en
una sola demanda.

La SCJN, ha emitido diversas jurisprudencias y tesis
en el mismo sentido del que se formula la presente ini-
ciativa, ratificando la imperiosa necesidad de garanti-
zar el principio del interés de las y los menores garan-
tizando el vínculo paterno filial, el cual es
determinante en la composición del libre desarrollo de
la personalidad.

Respecto a la misma determinación, es importante
considerar el elemento volitivo de los sujetos que son
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parte, en lo particular del padre o progenitor, quien de
la forma en que actualmente se encuentra regulada la
norma jurídica traslada la carga probatoria a la madre
y al o la menor, ya que, en una realidad procesal, los
sujetos obligados se valen de diversas artimañas para
incumplir con su obligación procesal de sujetarse a
una pericial en genética y evitar que se acredite el vín-
culo paterno-filial.

La interacción de las partes está sujeta entre otros prin-
cipios al principio de lealtad, la cual se conforma por
el conjunto de reglas de conducta de índole ético al
cual se ajustan los sujetos procesales (partes, procura-
dores, abogados, entre otros), dentro del procedimien-
to mismo que se encuentra aparejada con la buena fe.

a) Tesis: I.3o.C.413 C (10a.). registro digital:
2021391. Materias: Constitucional, civil. Décima
época. Tribunales colegiados de circuito, Gaceta del
Semanario Judicial de la Federación. Libro 74, ene-
ro de 2020, tomo III, página 2641, Suprema Corte
de Justicia de la Nación

Prueba pericial en genética molecular. La con-
ducta evasiva del demandado para su desahogo
contraría el principio de lealtad procesal y vul-
nera el derecho del menor de edad para conocer
su identidad parental. La acción de reconocimien-
to de paternidad constituye una garantía para prote-
ger y respetar el derecho humano que tienen los hi-
jos para que en sede judicial se declare quién es su
progenitor biológico. Los motivos de índole laboral
que esgrima el demandado para justificar su inasis-
tencia a proporcionar sus muestras para llevar a ca-
bo los análisis genéticos pertinentes, configuran una
conducta de deslealtad procesal, si a través de even-
tos académicos o laborales, el sujeto de la prueba
imposibilita que se rinda el peritaje correspondien-
te, haciendo nugatorio el derecho del infante a co-
nocer su filiación paterna, pues estuvo en aptitud de
ejercer frente a su fuente de empleo el derecho pre-
visto en el artículo 47, fracción X, de la Ley Fede-
ral del Trabajo, que da a los trabajadores la posibi-
lidad de registrar hasta tres faltas de asistencia a sus
labores en un periodo de treinta días, aunque no
cuente con permiso del patrón o se presente alguna
causa justificada, lo cual no pone en riesgo su rela-
ción subordinada. Máxime que para entregar las
muestras de material genético, al enjuiciado se le
impuso la carga de acudir un solo día, el cual fue

agendado y reprogramado en varias ocasiones sin
que se lograra que cumpliera con los requerimien-
tos que se le hicieron, de modo que la conducta eva-
siva del demandado para el desahogo de la prueba
pericial en genética molecular contraría el principio
de lealtad procesal y vulnera el derecho del enton-
ces menor de edad a conocer su identidad parental,
cuya atención debe ser prioritaria frente a los dere-
chos fundamentales de los adultos.

b) Tesis: I.3o.C.412 C (10a.). Registro digital:
2021392, Gaceta del Semanario Judicial de la Fe-
deración. Libro 74, enero de 2020, tomo III, página
2642, tribunales colegiados de circuito, décima
época, Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Prueba pericial en genética molecular. Si en su
desahogo el demandado obstaculiza que se rinda
el peritaje de reconocimiento de paternidad, no
obstante el empleo de medidas de apremio, el
juzgador debe analizar las constancias del litigio
y determinar si se justifica esa conducta (legisla-
ción aplicable para Ciudad de México).

En los juicios de reconocimiento de paternidad, la
prueba pericial en genética molecular es la idónea y el
demandado puede asumir dos conductas procesales: I.
Una es que proporcione sus muestras orgánicas para
que el genetista verifique si los marcadores del pre-
sunto padre son coincidentes con los del presunto hijo;
y, II. La otra es negarse a proporcionarlas, pues el pre-
tenso progenitor queda en libertad de someterse a la
práctica de la pericial, en este caso, debe asumir las
consecuencias jurídicas que produce su negativa.

Con esa conducta, el demandado obstaculiza que se
rinda el peritaje, por lo que para vencer esa contuma-
cia, es adecuado que la autoridad judicial aplique las
medidas de apremio conducentes y si a pesar de ello
no logra vencer su negativa, operará la presunción le-
gal de la filiación, prevista en el artículo 382 del Có-
digo Civil para el Distrito Federal, aplicable para la
Ciudad de México. También puede ser que el deman-
dado no acuda a dar sus muestras, pero justifique sus
inasistencias, ya sea porque se enferme o se le presen-
te algún evento extraordinario que le imposibilite
cumplir el requerimiento. Sin embargo, el órgano ju-
risdiccional debe analizar con sumo detenimiento las
constancias del litigio para discernir si esa justifica-
ción formal envuelve un desacato material, en razón
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de que su conducta tienda a obstaculizar de forma os-
tensible y reiterada el desarrollo normal de la prueba,
porque en los juicios de investigación de la paternidad,
como en todo proceso judicial, las partes deben con-
ducirse con lealtad procesal, para hacer posible el des-
cubrimiento de la verdad.

Eso representa una violación directa al interés superior
de los menores, así como al resto de sus derechos hu-
manos. Por ello, a través de la presente se busca impe-
dir esta violación sistemática a sus derechos, garanti-
zando que la prueba pericial que busca acreditar la
identidad filial del padre con la o el menor debe ser
considerada como una obligación en suma de la pro-
tección de derechos constitucionales e Internacionales
que persigue, pues además de los factores psico-emo-
cionales y jurídicos que representa, también se traduce
en un factor económico cuya carga recae en las muje-
res, las niñas, niños y adolescentes, quienes en la ma-
yoría de las ocasiones deja de tener acceso a la impar-
tición de justicia por no contar con los recursos para
ello.

Por ello, desde el Grupo Parlamentario del PRD asu-
mimos el compromiso de buscar legislaciones que cre-
en garantías en el desarrollo integral de la niñez y, por
ende, nos comprometemos a rediseñar las leyes en la
materia, a fin de mejorar la vida de las niñas y niños,
por lo que someto a su consideración la siguiente:
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En mérito de lo anterior someto a consideración de es-
ta asamblea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones del Código Civil Federal

Único. Se reforma la fracción II del artículo 324; se
reforma el párrafo primero y se adiciona uno segundo
al artículo 325; se reforma el párrafo primero y se adi-
ciona uno segundo al artículo 326; se reforma el artí-
culo 333; se adiciona un párrafo segundo del artículo
345; se reforma el párrafo primero y se adiciona uno
segundo al artículo 360; y se deroga el artículo 371
todos del Código Civil Federal, para quedar como si-
gue:

Artículo 324. Se presumen hijos de los cónyuges

I. Los hijos nacidos desde la celebración del matri-
monio; y

II. Los hijos nacidos a la disolución del matrimo-
nio, ya provenga éste de nulidad del contrato, de
muerte del marido o de divorcio, cuando la proge-
nitora realice dicho señalamiento.

Artículo 325. Contra esta presunción no se admite
otra prueba que la pericial de paternidad mediante
materia genética, la cual deberá ser pagada por la
parte que desee demostrar la inexistencia de la filia-
ción.

En caso de que se acredite que se indujo mediante do-
lo al reconocimiento de la paternidad, deberá pagarse
el costo de la prueba pericial a la persona afectada, sin
perjuicio de las demás disposiciones que señale el pre-
sente código.

Artículo 326. El marido no podrá desconocer a las hi-
jas o hijos, nacido después de que, judicialmente y de
hecho tuvo lugar la separación provisional prescrita
para los casos de divorcio y nulidad; la mujer, el hijo
o el tutor de éste, puede sostener tales casos que el ma-
rido es el padre.

Por lo que únicamente se podrá desconocer la paterni-
dad mediante e el juicio correspondiente, en donde se
haya acreditado fehacientemente mediante prueba de
paternidad, en materia de genética, que no es su hija o
hijo. Por lo que en tanto no se realice el juicio de des-
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conocimiento de paternidad el padre deberá cumplir
con su obligación alimentaria.

Artículo 327. El marido no podrá desconocer a las hi-
jas o hijos, nacido después de que, judicialmente y de
hecho tuvo lugar la separación provisional prescrita
para los casos de divorcio y nulidad; la mujer, el hijo
o el tutor de éste, puede sostener tales casos que el ma-
rido es el padre.

Por lo que únicamente se podrá desconocer la paterni-
dad mediante e el juicio correspondiente, en donde se
haya acreditado fehacientemente mediante prueba de
paternidad, en materia de genética, que no es su hija o
hijo. Por lo que en tanto no se realice el juicio de des-
conocimiento de paternidad el padre deberá cumplir su
obligación alimentaria.

Artículo 333. Los herederos del marido, no podrán
contradecir la paternidad de un hijo nacido dentro de
la celebración del matrimonio. Excepto, que promue-
van el desconocimiento de paternidad mediante prue-
ba de paternidad, en materia de genética que acredite
que no es su hija o hijo; los herederos tendrán, para
proponer la demanda, sesenta días, contados desde
aquel en que el hijo haya sido puesto en posesión de
los bienes del padre, o desde que los herederos se ve-
an turbados por el hijo en la posesión de la herencia.

Artículo 345. …

El o la que busque desconocer la filiación del hijo o hi-
ja deberá acreditar mediante prueba pericial en genéti-
ca la inexistencia de dicho vínculo, para deslindar la
filiación.

Artículo 360. La filiación de los hijos nacidos fuera de
matrimonio resulta, con relación a la madre, del solo
hecho del nacimiento. Respecto del padre, se presumi-
rá cierta la filiación, salvo prueba en contrario. El que
busque desconocer la filiación deberá acreditarlo feha-
cientemente mediante prueba pericial en genética.

En caso de que se acredite que la madre indujo me-
diante dolo al reconocimiento de la paternidad, ésta
deberá pagar el costo de la prueba pericial al afectado,
sin perjuicio de las demás disposiciones que señale el
presente código.

Artículo 371. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Todas las disposiciones legales que contra-
vengan al presente decreto se entienden como deroga-
das.

Notas

1 http://portales.segob.gob.mx/work/models/PoliticaMigratoria/

CEM/UPM/MJ/II_20.pdf

2 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, Cámara

de Diputados del Congreso de la Unión, Secretaría General, Se-

cretaría de Servicios Parlamentarios. Última reforma DOF: 28 de

mayo de 2021.

3 Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes,

Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, Secretaría Gene-

ral, Secretaría de Servicios Parlamentarios, Última Reforma DOF

11-01-2021

4 “El padre, ausente en 4 de cada 10 hogares mexicanos” Milenio,

Ciento, https://www.milenio.com/estilo/padre-ausente-4-10-hoga-

res-mexicanos

5 Estadísticas a propósito del Día del Padre (20 de junio), comuni-

cado de prensa número 347/21, 17 de junio de 2021.

6 https://www.sitios.scjn.gob.mx/cec/foro-debate/junio-derecho-

y-familia#:~:text=Por%20su%20parte%2C%20la%20Suprema,

y%20diversas%20formas%20de%20familia

Sala de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 24 de enero de 2024.

Diputado Marcelino Castañeda Navarrete (rúbrica)
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